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 PRINCIPIOS JURÍDICOS 
INFORMADORES, ORIENTADORES 
Y DE APLICACIÓN DE LA POLÍTICA 

AGRÍCOLA COMÚN EUROPEA 2014-2020

PABLO AMAT LLOMBART
Profesor Titular de Derecho Civil de la Universidad Politécnica de Valencia

RESUMEN: A partir del origen de la PAC como política común europea y su 
evolución durante más de cinco décadas de existencia, se analiza la vigente regu-
lación de la PAC desde la perspectiva de sus principios esenciales de aplicación, 
distinguiendo entre los dos grandes bloques o pilares de esta política agraria 
común: la política de ayudas y de mercados, y la política de desarrollo rural.
ABSTRACT: Starting from the origin of the CAP as a common European 
policy and its evolution during more than fi ve decades of existence, the current 
regulation of the CAP is analysed from the perspective of its essential applica-
tion principles, distinguishing between the two main blocks or pillars of this 
common agricultural policy: the policy about support and market organization 
and the rural development policy.
PALABRAS CLAVE: política agrícola común; evolución histórica; princi-
pios de aplicación.
KEY WORDS: common agricultural policy; historical evolution; application 
principles.
SUMARIO: I. Aproximación histórica y evolutiva a la Política Agrícola Co-
mún. II. Principios informadores del primer pilar de la PAC: los pagos directos 
a los agricultores y la organización de mercados agrícolas. III. principios infor-
madores del segundo pilar de la PAC: el desarrollo rural.

I. APROXIMACIÓN HISTÓRICA Y EVOLUTIVA A LA POLÍTICA 
AGRÍCOLA COMÚN

Con carácter previo al estudio de la estructura y los principales caracteres 
de la Política Agrícola Común (vigente para el periodo 2014-2020), resulta 
recomendable efectuar un somero repaso a la historia, así como a los avatares, 
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vicisitudes y sucesivas reformas de la propia y relevante PAC llevadas a cabo 
en los últimos sesenta años, incluso asomándose a los albores del nacimiento 
de la propia Comunidad Europea a mediados del siglo XX.

Una vez fi nalizada la etapa bélica protagonizada por la segunda guerra mun-
dial, encontrándose Europa devastada y empobrecida, unos años después algu-
nos de los Estados contendientes en dicha contienda trataron de llegar a acuerdos 
en el ámbito económico para impulsar la recuperación del continente, estrechan-
do lazos de amistad, en evitación de futuros confl ictos armados en el seno de 
Europa. En ese marco socio-político se encuadra el Tratado Constitutivo de la 
Comunidad Económica Europea (CEE), suscrito solemnemente en la ciudad 
de Roma en 1957. En el mismo fueron establecidos los objetivos fundamen-
tales de una nueva política europea, entonces incipiente, denominada «Política 
Agrícola Común». Dichos principios han salvado con buena salud el paso del 
tiempo, y conservan en nuestros días su vigor y actualidad. Así, los miembros de 
la fl amante CEE se propusieron los siguientes objetivos: incrementar la produc-
tividad de la agricultura; asegurar un nivel de vida equitativo a los agricultores; 
estabilizar los mercados; garantizar el abastecimiento de los mercados; y asegu-
rar el suministro de alimentos a los consumidores a precios razonables.

Ciertamente los principios y políticas del Tratado requirieron normas de apli-
cación. Así en 1962 fue activada la «primera versión de la PAC», aprobándose 
al efecto, entre otras, diversas disposiciones de ámbito sectorial encargadas de 
regular los mercados agrícolas mediante las llamadas organizaciones comunes 
de mercado (OCM), una para cada tipo de producto. Así, las diversas normas 
que inicialmente conformaron las OCM constituyeron la base jurídica regu-
ladora de la producción, la comercialización y los regímenes de ayudas para 
cada uno de los sectores productivos agrícolas y ganaderos europeos. En esta 
primera etapa, nos encontramos con una política agraria dedicada al control y 
la regulación de los mercados de productos primarios. En esa línea de acción, 
la PAC fue confi gurada sobre tres principios básicos fuertemente consolida-
dos: a) La unidad de mercado; b) La preferencia comunitaria; c) La solidaridad 
fi nanciera. De esa forma, quedó inaugurado el proteccionismo colectivo de las 
producciones y los productores agrarios de los Estados miembros, procedien-
do a subvencionar directamente a la producción agrícola europea y a penalizar 
las importaciones de países terceros (mediante aranceles, etc.). Tales circuns-
tancias, fueron en buena medida el caldo de cultivo de problemas posteriores 
en forma de excedentes agrícolas, de incremento del gasto global fi nanciero 
agrario, llevando a la necesidad de controlar el sector y su producción, promo-
viendo con mayor énfasis la orientación al mercado, como se verá.

Pasado el tiempo, merece ser destacado el impulso renovador que trajo con-
sigo el Comisario europeo de Agricultura Mc. Sharry, quien promovió una 
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importante reforma de la PAC verifi cada en 19921, fecha a partir de la cual se 
atisba un giro de timón en la regulación de la actividad agraria europea. Entre 
las principales novedades cabe reseñar los progresivos esfuerzos por transitar 
desde un sistema basado principalmente en mecanismos de apoyo a los pre-
cios de los productos agrarios (que llegó a descontrolar, incluso sin límites, la 
producción agraria y el gasto comunitario aparejado), hacia un sistema funda-
mentado en ayudas directas a los agricultores (ayudas a la renta) encargadas 
de compensar, si bien parcialmente, la importante reducción del sustento de 
los precios garantizados. Entre los objetivos confesados de esta reforma, cabe 
aludir al aumento de la competitividad de la agricultura europea, al control 
de la producción, de los excedentes y del presupuesto agrícola de la CEE, así 
como a la protección del medio ambiente.

Posteriormente, el Acuerdo adoptado en Berlín el año 1999, vinculado al de-
sarrollo de la Agenda 2000, profundiza en los cambios introducidos en 1992, 
de modo que se continúa reemplazando la política de apoyo a los precios por 
una política de ayudas a las rentas, al tiempo que se insistía en aspectos tales 
como el incremento de la competitividad, el impulso a la multifuncionalidad 
de la agricultura, el desarrollo rural2 y la tutela de los recursos naturales3.

De todas formas, en los últimos quince años han visto la luz las reformas 
de la PAC que mayor impacto han causado al sector agroalimentario europeo. 
De hecho, ya en el 2002 se planteó la necesidad de promover una revisión a 
medio plazo de la PAC, la cual en principio no debió haber superado el ámbito 

1 Respecto a la reforma Mc. Sharry de la PAC, puede consultarse, entre otros a J. IBÁÑEZ 
PUERTA y C. PÉREZ HUGALDE, “Impactos de la reforma de la PAC de 1992 sobre el 
subsector agrícola español”, Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, nº. 
185, 1999, pp. 9 a 30.

2 Vid. P. AMAT LLOMBART, “La orientación ambientalista de la política comunitaria de 
desarrollo rural: del Tratado de Roma de 1957 al Reglamento C.E. nº. 1257/1999 del Con-
sejo, de 17 de mayo de 1999”, Revista de Derecho Agrario y Alimentario, nº. 38, 2001, pp. 
30 a 36.

3 Para consultar la doctrina en relación con esta materia, entre otros: A. MASSOT MARTÍ, 
“La PAC entre la Agenda 2000 y la Ronda del Milenio ¿A la búsqueda de una política en 
defensa de la multifuncionalidad agraria?”, Revista Española de Estudios Agrosociales y 
Pesqueros, nº. 188, 2000, pp. 9 a 66; L. AMAT ESCANDELL, “La reforma de la PAC y las 
nuevas orientaciones al desarrollo rural: ayudas a la comercialización e industrialización 
de los productos agroalimentarios”, El derecho agrario entre la agenda 2000 y la ronda del 
milenio (Actas del VIII Congreso Nacional de Derecho Agrario), Coord. por Ana Carretero 
García y Ángel Carrasco Perera, Universidad de Castilla-La Mancha, Cuenca, 2001, pp. 
351 a 364; P. AMAT LLOMBART y J. APARICIO GRAU, “El derecho agrario entre la 
Agenda 2000 y la ronda del milenio”, Revista de Derecho Agrario y Alimentario, nº. 38, 
2001, pp. 25 a 27; A. CARRETERO GARCÍA, “Agenda 2000: la reforma de la PAC, la 
debilidad de la política rural y la opción de la modulación”, Revista Jurídica de Castilla - 
La Mancha, nº. 31, 2001, pp. 39 a 68.
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propio de una simple “revisión”, pero no obstante acabó por consumar una de 
las reformas más relevantes e incisivas de la PAC en su medio siglo de existen-
cia. Se trató, en efecto, de la conocida y ampliamente estudiada reforma de la 
PAC de 20034. Uno de los puntos clave de la indicada reforma -aprobada en el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de la UE celebrado en Luxemburgo el 26 de 
junio de 2003-, consistió en que la gran mayoría de ayudas directas dejaron de 
estar vinculadas a la producción agraria (desacoplamiento o decoupling). Por 
su parte, las ayudas sectoriales, incardinadas hasta la fecha en el marco nor-
mativo de cada una de las Organizaciones Comunes de Mercado (OCM), ini-
ciaron también un proceso de desacoplamiento del producto al productor. La 
norma que vehiculó esta relevante modifi cación fue el Reglamento 1782/2003, 
de 29 de septiembre, por el que se establecieron disposiciones comunes de 
aplicación a los regímenes de ayuda directa en el marco de la política agrícola 
común y se instauraron determinados regímenes de ayuda a los agricultores.

Con todo, el progresivo pero irreversible proceso de desacoplamiento de las 
ayudas agrarias iniciado en 2003, fue ratifi cado y reafi rmado en enero de 2009 
mediante la adopción del paquete legislativo conocido como “Chequeo Médi-
co de la PAC”5 (este “chequeo” se verifi có a través del Reglamento 73/2009, 
de 19 de enero, vigente para el pago de las ayudas directas desde 2010 hasta 
fi nales de 2013). A partir de esta actualización de la PAC -un nuevo giro de 

4 Esta relevante reforma de la PAC ha producido abundante doctrina. Véase, entre otros mu-
chos: A. MASSOT MARTÍ, “La Reforma de la PAC de 2003: hacia un nuevo modelo de 
apoyo para las explotaciones agrarias”, Revista Española de Estudios Agrosociales y Pes-
queros, nº. 199, 2003, pp. 11 a 60; J.M. SUMPSI VIÑAS, “Una nueva política agraria para 
una nueva Unión”, Papeles de Economía Española, nº. 96, 2003 (Ejemplar dedicado a: 
Sector agroalimentario: PAC y cambios en la demanda), pp. 42 a 59; A. BALLARÍN MAR-
CIAL, “La PAC reformada se presenta como modelo de la agricultura sostenible”, Revista 
de Derecho Agrario y Alimentario, nº. 41, 2003, pp. 19 a 23; J. LAMO DE ESPINOSA 
Y MICHELS DE CHAMPOURCIN, “Refl exiones críticas sobre la nueva PAC”, Revista 
Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, nº. 200, 2003 (Ejemplar dedicado a: Es-
pecial 50 Aniversario), pp. 567 a 584; P. AMAT LLOMBART y D. LLOMBART BOSCH, 
“El sistema de ayudas agrarias y el pago único por explotación tras la reforma de la PAC 
de 2003: análisis jurídico y consecuencias sociales en su aplicación a España”, Revista de 
Derecho Agrario y Alimentario, nº. 46-47, 2005, pp. 9 a 66; P. AMAT LLOMBART, “La 
aplicación del régimen de pago único por las administraciones y tribunales nacionales: el 
caso español”, Revista de Derecho Agrario y Alimentario, nº. 50, 2007, pp. 11 a 35.

5 Sobre el marco general de la revisión o chequeo médico de la PAC, vid. J.M. GARCÍA 
ALVAREZ-COQUE y J.A. GÓMEZ-LIMÓN RODRÍGUEZ. (Coords.), Chequeo médico 
de la PAC: y perspectivas de la política agraria común tras 2013, Ministerio de Medio 
Ambiente y Medio Rural y Marino, 2010. En relación al sector vacuno y lácteo: “El sector 
lácteo en el chequeo médico de la PAC: debate en España”, Frisona española, nº. 163, 
2008, pp. 34 a 41; “Borrador de la propuesta para el Programa de apoyo al sector vacuno 
de leche en el marco del Chequeo médico de la PAC”, Frisona española, nº. 171, 2009, pp. 
74 a 76.
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tuerca podríamos decir-, prácticamente todas las ayudas agrarias que habían 
permanecido de forma transitoria parcialmente acopladas a la producción (en 
base a la libre elección autorizada a los Estados miembros), al igual que la 
inmensa mayoría de primas específi cas vinculadas a la producción, quedaron 
defi nitivamente integradas en el régimen de pago único entre los años 2010 y 
2012.

Como conclusión a la breve y forzosamente resumida evolución histórica 
de la PAC, política común aparecida hace más de 50 años, podemos señalar 
que han ido calando en el sistema una serie de principios programáticos y de 
planifi cación que rigen la actual acción de la UE y de sus Estados miembros en 
relación con el sector agrario, con el medio rural y el medio ambiente.

Así, por un lado, destaca el compromiso de reducción o eliminación de todas 
aquellas ayudas que en el marco internacional son tachadas de «distorsionan-
tes del comercio y del mercado», demostrando así la UE su fuerte grado de im-
plicación y compromiso en el marco de las negociaciones comerciales multila-
terales en el seno de la Organización Mundial del Comercio (OMC). En dicho 
marco de negociaciones internacionales al más alto nivel, procede poner en va-
lor el acuerdo alcanzado sobre agricultura y comercio de productos agrícolas, 
así como los principios fundamentales emanados de los acuerdos vigentes en 
la UE en esta materia, destacando en ellos los siguientes principios: la apertura 
hacia la progresiva liberalización mundial de los mercados; la lucha contra el 
proteccionismo interno; la supresión de las ayudas agrícolas que distorsionan 
el libre mercado, el comercio y la competencia; la implementación de ayudas 
propias de la caja verde (principalmente) y de la caja azul (con cautela); y la 
lucha contra el cambio climático. 

Y por otro lado, sobresale el paulatino reforzamiento de la política de desa-
rrollo rural, así como las medidas y ayudas que favorecen su implementación, 
resaltando entre otras prioridades las vinculadas al cambio climático, a la pro-
tección del medio ambiente, etc. 

Pues bien, tanto la evolución pasada de la PAC desde sus inicios, como las 
modernas y actuales negociaciones multilaterales en los más diversos foros 
económicos y medioambientales, han contribuido sustancialmente a la con-
formación de la última y hasta la fecha vigente reforma de la PAC de la UE.

Y con ello, llegados a este punto, cabe preguntarse en qué situación nos 
encontramos en la actualidad. La última reforma legislativa llevada a cabo en 
el año 2013 ha concluido con la aprobación y aplicación de la vigente PAC 
para el horizonte programático 2014-20206. Esta política agraria sigue estando 
diseñada en torno a dos grandes pilares que conforman su espina dorsal. Por 

6 Para un mayor y profundo estudio sobre la actual PAC que rige en la UE, debe consultarse 
la obra colectiva codirigida por Pablo AMAT LLOMBART y Esther MUÑIZ ESPADA 
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una parte, el primer pilar, el cual se integra tanto por la política de mercados 
(Reglamento 1308/2013), como por el régimen de ayudas y pagos directos a 
los agricultores (Reglamento 1307/2013). Y por otra parte, el segundo pilar, 
que abarca la política de desarrollo rural (Reglamento 1305/2013). Abordare-
mos seguidamente los principios informadores y orientadores, así como los 
contenidos sustantivos básicos que confi guran ambos pilares.

II. PRINCIPIOS INFORMADORES DEL PRIMER PILAR DE LA 
PAC: LOS PAGOS DIRECTOS A LOS AGRICULTORES Y LA 
ORGANIZACIÓN DE MERCADOS AGRÍCOLAS

El Reglamento 1307/2013, del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, con-
tiene una serie de principios jurídicamente vinculantes que informan todo el 
régimen de pagos directos y ayudas a los agricultores comunitarios7.

En primer término, cabe señalar la consolidación del principio de disocia-
ción de pagos directos a los agricultores.

La reafi rmación de los mecanismos de disociación de los pagos y ayudas 
directas (desacoplamiento), cuyo máximo abanderado fue el régimen de pago 
único (RPU) establecido a partir de la reforma de 2003, se confi rma con el 
actual régimen de pago básico y con el establecimiento de una serie diversa 
de pagos directos al agricultor en atención a determinadas situaciones, cir-
cunstancias, requisitos y condiciones específi cas. De tal forma, partiendo de 
un pago básico que recibirá todo agricultor que resulte “admitido” al sistema, 
aquel podrá eventualmente tener acceso a otros pagos directos, los cuales irán 
vinculados, por ejemplo, a acciones en benefi cio del clima y el medio ambien-
te, al trabajo agrícola en zonas con limitaciones naturales o a la juventud del 
agricultor que se instala por vez primera en el medio rural.

En todo caso, el objetivo fi nal continúa siendo el mismo que propugnaba la 
PAC de 2003, esto es, el fomento de una agricultura más orientada al merca-
do, más sostenible desde el punto de vista ambiental y más rejuvenecida. El 
mecanismo de la disociación o desacoplamiento proporciona a los productores 
agrícolas mayores niveles de fl exibilidad a la hora de elegir los productos que 
vayan a cultivar, adaptando la toma de decisiones de producción en función de 
criterios de rentabilidad económica esperada y atendiendo a las necesidades y 
respuestas del mercado. 

titulada La nueva PAC 2014-2020. Un enfoque desde el Derecho agrario, publicada por la 
Editorial Universitat Politècnica de València, Valencia, 2015.

7 Al respecto vid. J. M. DE LA CUESTA SÁENZ, “Ayudas y pagos directos a los agriculto-
res”, en P. Amat Llombart y E. Muñiz Espada, La nueva PAC 2014-2020. Un enfoque desde 
el Derecho agrario, Universitat Politècnica de València, Valencia, 2015, pp. 57 a 70.
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Por otra parte, y como fórmula excepcional -a fi n de que la UE pueda dar 
cumplimiento a sus compromisos internacionales-, los recursos fi nancieros 
destinados a cualquier modalidad de pago o ayuda que todavía permanezca 
asociada a la producción, deberán limitarse a un nivel apropiado. Esta es 
la excepción a la regla general, en cuanto que se autoriza la pervivencia de 
ciertas ayudas asociadas a la producción (acopladas). A título de ejemplo, en 
algunos subsectores, regiones y en ciertos casos claramente defi nidos, los 
Estados miembros podrán utilizar una parte de sus límites máximos naciona-
les para destinarlos a pagos directos de ayudas no disociadas, o lo que es lo 
mismo, para fi nanciar ayudas asociadas. En todo caso, las ayudas de esta na-
turaleza que concedan los Estados a sectores o regiones específi cas, habrán 
de justifi carse en situaciones particulares que deban afrontarse sin demora, 
y siempre que los sistemas agrarios productivos o subsectores agrícolas po-
tencialmente benefi ciarios de tales ayudas asociadas resulten especialmente 
relevantes o estratégicos para el país por motivos económicos, medioam-
bientales o sociales.

En segundo lugar, nos referiremos al aumento de la efi cacia de la fi nancia-
ción aplicada a los pagos directos. 

La experiencia previa acumulada pone de manifi esto que los Estados miem-
bros no han llegado a utilizar la totalidad de fondos disponibles dentro de los 
límites máximos nacionales destinados a fi nanciar el régimen de pago único 
hasta la fecha, circunstancia especialmente destacable en los supuestos de fal-
ta de activación de derechos de pago único. A fi n de promover y garantizar 
la utilización más efi caz posible de los fondos comunitarios, el Reglamento 
1307/2013 pretende reducir el riesgo de que los fondos asignados a las ayudas 
no sean empleados. Para ello los Estados podrán distribuir derechos de pago 
por un valor superior al importe disponible para su régimen de pago básico, a 
fi n de facilitar una utilización más efi ciente de los fondos.

Asimismo, para evitar o reducir una sobrecarga administrativa excesiva ge-
nerada por el sistema, por regla general los Estados impedirán la concesión de 
pagos directos cuando el importe resultante sea inferior a 100 euros o cuando 
la superfi cie admisible de la explotación agraria para la que se solicita la ayuda 
sea inferior a una hectárea.

En otro orden de cosas, la experiencia anterior indica una disfunción del sis-
tema de ayudas, habiéndose detectado que la distribución de la ayuda directa a 
la renta entre los agricultores tiende a la asignación de importes desproporcio-
nados de pagos a un número ciertamente reducido de grandes benefi ciarios. Se 
aplica así un nuevo límite para paliar esta disfunción, consistente en la reduc-
ción obligatoria de al menos un 5 % de la parte del pago básico que hubiera 
de concederse a los agricultores y que rebase los 150.000 euros. Se pretende 
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con ello una más justa, equitativa y equilibrada distribución de los pagos entre 
pequeños y grandes agricultores benefi ciarios de ayudas agrarias de la PAC.

En tercer lugar, el principio de garantía de acceso a los pagos y ayudas di-
rectas a los «verdaderos agricultores», es decir, al «agricultor activo»8.

El fundamento principal de las ayudas de la PAC se traduce en garantizar que 
aquellas se utilicen en su integridad para asegurar un nivel de vida equitativo 
a la «población agraria», objetivo también estrechamente relacionado con el 
mantenimiento de las zonas rurales. La experiencia de la implementación del 
régimen de pago único puso de manifi esto que, en diversos supuestos y bajo 
determinadas circunstancias, la ayuda disociada a la renta se otorgó a benefi -
ciarios cuya actividad agraria representaba únicamente una parte insignifi cante 
del total de su actividad económica o profesional. O bien las ayudas llegaron a 
personas cuyos objetivos económicos principales (comerciales o empresaria-
les) no implicaban el ejercicio de la actividad agraria. Por tales motivos, los 
Estados deberán abstenerse de conceder pagos directos a las personas físicas y 
jurídicas cuya actividad agrícola sea marginal y que no ostenten la condición 
de «agricultor activo».

Por las mismas razones, para evitar cualquier asignación indebida o fraudu-
lenta de fondos comunitarios, tampoco deberá concederse ayuda alguna a los 
agricultores que hubieran “creado artifi cialmente las condiciones requeridas 
para obtener tales pagos”.

En última instancia, en previsión de transferencias de derechos de pago con 
fi nes especulativos, y para impedir la acumulación de tales derechos «sin el 
fundamento agrícola correspondiente», se mantiene el control sobre el régi-
men de transferencia y utilización de los derechos de pago.

En cuarto lugar, destacaremos el principio de convergencia de los pagos. 
Tiene su origen y fundamento legal en el descubrimiento de importantes di-
ferencias entre los agricultores individuales en lo referente al nivel de ayuda 
recibida por hectárea, desigualdad manifi esta procedente de la utilización de 
referencias históricas en el pasado para la confi guración de las ayudas directas. 
En lo sucesivo, la ayuda directa a la renta se distribuirá de manera mucho más 
equitativa entre los Estados miembros, reduciendo el vínculo a las referencias 
históricas, tomando en consideración el contexto global del presupuesto co-

8 Respecto a la defi nición de agricultor y de agricultor activo, así como su diversa tipología, 
vid. J. M. CABALLERO LOZANO, “La delimitación del concepto de agricultor en la nue-
va PAC 2014-2020”, en La nueva PAC 2014-2020. Un enfoque desde el Derecho agrario, 
op. cit., p. 27 y ss., pero sobre todo las pp. 39 a 46. Y más recientemente, vid. J. M. CABA-
LLERO LOZANO, “La empresa agraria. El empresario agrario: concepto y tipología”, en 
E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart (Dirs.), Tratado de derecho agrario, La Ley, Madrid, 
2017, pp. 105 a 156, con especial atención al epígrafe 3, donde aborda las políticas públicas 
de apoyo a la agricultura y al empresario agrario.
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munitario y tendiendo paulatinamente a alcanzar una media global en la UE. 
Para lograr dicho objetivo, los niveles de ayuda directa por hectárea habrán de 
experimentar progresivamente los ajustes y adaptaciones procedentes. Se aco-
ge como principio general, el objetivo de que todos los derechos de pago que 
resulten activados en 2019, en un Estado miembro o en una región, deberán 
tener un valor unitario uniforme.

En quinto lugar, señalar el principio encaminado a facilitar la participación 
de nuevos y jóvenes agricultores en el régimen de pagos directos. Sigue siendo 
un objetivo esencial para la pervivencia y el futuro del sector agrario europeo 
la incorporación de jóvenes agricultores a la actividad agraria en las mejo-
res condiciones posibles de viabilidad económica y social9. Para lograr dicho 
objetivo, se considera que el instrumento de la reserva nacional de derechos 
de pago puede seguir siendo de utilidad, si bien no existe óbice a la creación 
de reservas regionales dentro de un Estado. En efecto, los Estados podrán (y 
deberán) gestionar y utilizar la reserva nacional (o regionales en su caso) para 
asignar de forma prioritaria derechos de pago a los agricultores jóvenes, así 
como a aquellos que comiencen su actividad agraria. La asignación de tales 
derechos se realizará conforme a criterios objetivos, en garantía de la igualdad 
de trato entre los agricultores y procurando evitar cualquier tipo de falseamien-
to del mercado y de la competencia. Por otra parte, el sistema de ayudas prevé 
un pago directo específi co para jóvenes agricultores que será adicional al pago 
básico, consistente en una ayuda a la renta para los jóvenes agricultores que 
comiencen su actividad agrícola, destinada a facilitar la instalación inicial en 
la explotación agraria o bien a lograr el ajuste estructural de sus explotaciones 
tras la fase de instalación inicial.

En sexto lugar, cabe referirse al principio de simplifi cación del régimen de 
ayudas aplicable a los pequeños agricultores10. En realidad se confi gura un 

9 Se afi rma que el relevo generacional es uno de los grandes retos a los que se enfrenta la 
agricultura europea, con dos vertientes: por una parte, es necesaria la incorporación de 
personas jóvenes a la titularidad de las explotaciones agrarias; por otra, se pretende el 
cese en su actividad -o jubilación anticipada- de agricultores que presenten determinada 
edad o características y transmitan su explotación a un joven que quiera incorporarse al 
empresariado agrario o a un agricultor que ya lo es (J. M. CABALLERO LOZANO, “La 
delimitación del concepto de agricultor en la nueva PAC 2014-2020”, op. cit., p. 50). En 
todo caso, se considerará «joven», a los efectos del cobro de ayudas, al agricultor que no 
tenga más de 40 años de edad y se instale por primera vez en una explotación agraria (art. 
50.2, R. 1307/2013).

10 J. M. CABALLERO LOZANO, “La delimitación del concepto de agricultor en la nueva 
PAC 2014-2020”, op. cit., pp. 46 a 50, describe y analiza las características del pequeño 
agricultor en el marco de la PAC y a nivel de la normativa estatal española, señalando que 
tendrá dicha consideración cuando el importe total de pagos directos de los que resulte titu-
lar no exceda de 1.250 euros (así para España, según el art. 86 del Real Decreto 1075/2014, 
de 19 de diciembre).
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régimen especial para esta categoría de agricultores, con el objetivo de reducir 
los costes administrativos relacionados con la gestión y el control de la ayuda 
directa. De tal forma, los Estados podrán establecer para el pequeño agricultor 
o bien un pago a tanto alzado que sustituya a todos los pagos directos, o bien 
un pago basado en el importe debido anualmente a los agricultores. En todo 
caso, se introducirán normas que simplifi quen las formalidades que afectan a 
estos pequeños agricultores, reduciendo, entre otras cuestiones, las obligacio-
nes impuestas a los mismos. El objetivo global del régimen especial pretende 
apoyar la estructura de las pequeñas explotaciones agrícolas ya existentes en 
la UE, sin impedir, a su vez, el desarrollo de las mismas y su progreso hacia 
organizaciones y estructuras mayores y más competitivas.

En séptimo lugar, se refuerza el principio de tutela medioambiental, de pro-
tección de los recursos naturales y del paisaje.

Resulta procedente resaltar el hecho de que el indicado principio permanece 
plenamente en vigor en el marco de las exigencias de condicionalidad para la 
percepción de los pagos directos11. Se trata de evitar que las tierras agrarias 
resulten abandonadas y garantizar que se mantengan en buenas condiciones 
agrarias y medioambientales. Sin embargo, la experiencia ha demostrado que 
una serie de exigencias incluidas en el ámbito de aplicación de la condiciona-
lidad no están sufi cientemente relacionadas con la actividad agraria o con las 
tierras agrarias, sino que conciernen más bien a las autoridades nacionales que 
a los propios agricultores. En esa línea, resulta adecuado y procedente ajustar 
las exigencias de condicionalidad requeridas a los agricultores benefi ciarios de 
los pagos directos de la PAC.

Pero además, dado que uno de los objetivos de la nueva PAC lo constituye la 
mejora del comportamiento medioambiental, el mismo se procurará alcanzar a 
través de un componente de «ecologización» obligatorio de los pagos directos, 
que apoyará prácticas agrícolas benefi ciosas para el clima y el medio ambiente 
(conocido como “greening” o pago verde)12. Consistirá en un pago anual adi-

11 Como afi rma A. M. COSIALLS UBACH, la normativa de la condicionalidad se ha dis-
gregado del Reglamento de la Unión Europea que se ocupa del régimen de pagos directos 
de la Política Agrícola Común, donde venía estando situada hasta la presente reforma, 
para integrarse en un Reglamento “Horizontal”. Como afi rma el Reglamento 1306/2013, 
el sistema de condicionalidad incorpora en la PAC normas básicas en materia de medio 
ambiente, cambio climático, buenas condiciones agrarias y medioambientales de la tierra, 
salud pública, sanidad animal, fi tosanidad y bienestar animal (“La condicionalidad de las 
ayudas de la PAC”, en La nueva PAC 2014-2020. Un enfoque desde el Derecho agrario, op. 
cit., pp. 229 y 230). También vid. E. VIEIRA JIMÉNEZ-ONTIVEROS, “Desarrollo rural. 
Condicionalidad de las ayudas directas”, en E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart (Dirs.), 
Tratado de derecho agrario, La Ley, Madrid, 2017, p. 938 y ss. 

12 Sobre esta modalidad de pago relacionado, J. M. DE LA CUESTA SÁENZ, “Ayudas y 
pagos directos a los agricultores”, op. cit., p. 64 y ss.
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cional al pago básico, destinado a prácticas obligatorias que deben seguir los 
agricultores para abordar, prioritariamente, los objetivos de la política climá-
tica y medioambiental. En todo caso, tales prácticas deberán ir más allá de las 
exigencias de la condicionalidad y estar relacionadas con la agricultura. Entre 
otras, podrán consistir en prácticas de diversifi cación de cultivos (rotación de 
cultivos en explotaciones de más de 10 hectáreas, etc.), en el mantenimiento 
de pastos permanentes (evitando su roturación), incluidos los huertos tradicio-
nales en que se cultivan árboles frutales con escasa densidad en pastos perma-
nentes, y en fi n, la dedicación de parte de la explotación (al menos un 5 %) a 
establecer superfi cies o áreas de interés ecológico (tales como barbechos de 
nueve meses, cultivos que fi jen nitrógeno...).

Asimismo, a fi n de promover el desarrollo sostenible de la agricultura en 
zonas con limitaciones naturales específi cas, los Estados miembros podrán uti-
lizar una parte de sus límites máximos destinados a pagos directos para conce-
der un pago anual por superfi cie, también adicional al pago básico, a todos los 
agricultores que operen en esas zonas o en algunas de esas zonas.

En último lugar, para concluir con los principios que informan el Reglamen-
to de ayudas directas, debemos citar el principio de la fl exibilidad y transfe-
rencias fi nancieras entre fondos de la PAC. Estas medidas se establecen con la 
fi nalidad de fortalecer la política de desarrollo rural, para lo cual los Estados 
podrán efectuar ciertas transferencias de fondos procedentes de sus límites 
máximos de la ayuda a pagos directos, para engrosar la cuantía de ayuda asig-
nada al desarrollo rural. Pero de la misma forma, aunque en sentido contrario, 
los propios Estados podrán transferir fondos de su ayuda asignada al desarrollo 
rural para reforzar los límites máximos de la ayuda para pagos directos.

Aparte del Reglamento 1307/2013 sobre ayudas agrarias directas que aca-
bamos de analizar, el Reglamento 1308/2013 del Consejo, de 17 de diciembre 
de 2013, consolida la llamada organización de mercados de productos agrarios 
(OCM única). Seguimos dentro del primer pilar de la PAC, si bien nos aden-
tramos ahora en la política de organización de mercados.

El Reglamento 1308/2013 resulta ciertamente complejo en su contenido y 
extenso en cuanto al volumen de preceptos que incorpora, por lo que su estu-
dio en profundidad excede en mucho las pretensiones del presente trabajo, si 
bien trazaremos brevemente sus principios esenciales.

El mismo establece gran cantidad de preceptos referentes a la promoción y 
comercialización de los productos agrarios, incluyendo tanto normativa apli-
cable de forma horizontal a todas las producciones agrarias, como diversas 
reglas específi cas aplicables en particular únicamente a diversas producciones 
individuales (así al azúcar, vino, lácteos, frutas y hortalizas, etc.), es decir, en 
este último caso mediante la incorporación de normas sectoriales. 
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Por cuanto afecta al mercado interior de la UE, se regulan las medidas de 
intervención pública13 (la compra por los Estados miembros de productos en 
régimen de intervención, que almacenan hasta su salida al mercado; tipos de 
productos; plazos; precios de intervención…), así como las ayudas a dicho 
almacenamiento de producciones por parte de operadores privados (produc-
tos afectados, condiciones aplicables…). También se contemplan diversos 
programas de apoyo destinados a fomentar el acceso de alimentos y pro-
mover el consumo público de ciertos productos, facilitando ayudas para dar 
salida a determinadas producciones, etc. Se establecen asimismo las normas 
de comercialización de los productos agrarios (importación-exportación), 
atendiendo a la diversidad de los sectores, a las denominaciones de origen 
o de calidad, al etiquetado y presentación, etc. También se incluyen normas 
sobre las organizaciones de productores, sus asociaciones y sobre organiza-
ciones interprofesionales14. En especial, destacan las reglas sobre relaciones 
contractuales (contratación de productos agrícolas)15. Asimismo, el Regla-
mento disciplina los intercambios comerciales con terceros países, regulan-
do en particular los certifi cados de importación y exportación (sectores afec-
tados…), los derechos de importación (acuerdos internacionales aplicables, 
precios de entrada…), las restituciones por las exportaciones (mecanismo 
por el que, para ciertos casos y productos, puede compensarse con cargo al 
presupuesto de la PAC la diferencia entre los precios del mercado mundial y 
los precios registrados en la UE)16.

El Reglamento 1308/2013, en otro orden de cosas, también contiene deter-
minadas normas encargadas de ordenar y regular la competencia en la agricul-
tura, cuestión peliaguda debido a las fricciones generadas por la aplicación del 

13 Vid. I. GALINDO MARTÍN, “Medidas de intervención en el mercado e intercambios co-
merciales con terceros países”, en La nueva PAC 2014-2020. Un enfoque desde el Derecho 
agrario, op. cit., pp. 71 a 85.

14 Vid. en esta materia G. DOMÉNECH MARTÍNEZ, “Las organizaciones interprofesionales 
en las disposiciones normativas españolas y la contratación de productos agroalimenta-
rios”, en E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart (Dirs.), Tratado de derecho agrario, La Ley, 
Madrid, 2017, pp. 383 a 441. 

15 Esta materia, desde la perspectiva del marco jurídico comunitario y español, ha sido abor-
dada con detenimiento por P. AMAT LLOMBART, “Mejoras en el funcionamiento de la 
cadena agroalimentaria en la Unión Europea y en España a partir del régimen jurídico de 
negociación y contratación: el contrato alimentario y el contrato tipo agroalimentario”, 
Revista de Derecho Agrario y Alimentario, nº. 66, 2015, pp. 20 a 33. También de este 
mismo autor vid. “Buenas prácticas mercantiles en la contratación alimentaria: códigos y 
autorregulación”, en Temas actuales de Derecho agrario y agroalimentario, G. Domènech 
Martínez, F. González Botija y F. Millán Salas (Eds.), Universitat Politècnica de València, 
2016, pp. 15 a 35.

16 Vid. I. GALINDO MARTÍN, “Medidas de intervención en el mercado e intercambios co-
merciales con terceros países”, op. cit., pp. 86 a 98.
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Derecho de la competencia al sector agrario17, al que además le son aplicables 
disposiciones específi cas en la materia precisamente contenidas en el Regla-
mento. La normativa aplicable a las empresas que operan en el sector (dentro 
de la cadena agroalimentaria), tiene por fi nalidad evitar posiciones dominan-
tes, prohibir ciertos acuerdos y prácticas concertadas por las organizaciones 
interprofesionales… Se trata de impedir los perjuicios para el buen funciona-
miento de la organización de mercados, excluir los falseamientos de la compe-
tencia o evitar la fi jación de precios o de cuotas.

Finalmente, también contempla la previsión de una llamada «Reserva para 
crisis en el sector agrario», cuyos fondos podrán utilizarse en ciertas situacio-
nes y condiciones especiales. La reserva estará disponible para las medidas a 
las que se aplica el Reglamento en el ejercicio o ejercicios en que se necesite 
una ayuda adicional, las cuales se aplicarán en circunstancias que se aparten de 
la evolución normal del mercado.

III. PRINCIPIOS INFORMADORES DEL SEGUNDO PILAR DE LA 
PAC: EL DESARROLLO RURAL

Pasamos seguidamente a analizar los principios que orientan la regulación 
de la política de desarrollo rural de la UE18. En dicho ámbito, el Reglamento 
1305/2013, de 17 de diciembre, relativo a la ayuda al desarrollo rural a través 
del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER) y por el que se 
deroga el Reglamento 1698/2005, se articula en torno a diversos principios 
jurídicos obligatorios que informan el sistema de ayudas y medidas aplicables 
al fomento del desarrollo rural en el territorio de la UE.

Como primera afi rmación preliminar, conviene dejar sentado que la política 
de desarrollo rural, dentro del marco global de la PAC, se ha venido conso-
lidando en los últimos tiempos (sobre todo desde el Reglamento 1257/1999) 
como una verdadera política común de importante valor estratégico para la 
UE. Efectivamente, si se toma en consideración la magnitud y relevancia de 
los desafíos futuros en sectores tales como la seguridad alimentaria, el medio 
ambiente o el equilibrio territorial, el desarrollo rural resurge como una políti-

17 Sobre este tema, vid. F. JIMENO FERNÁNDEZ, “Normas de competencia”, en La nueva 
PAC 2014-2020. Un enfoque desde el Derecho agrario, op. cit., pp. 101 a 133.

18 En extenso, consúltese el trabajo de P. AMAT LLOMBART, “La política y las ayudas al 
desarrollo rural en la PAC 2014-2020. Proceso de aplicación en España”, en La nueva PAC 
2014-2020. Un enfoque desde el Derecho agrario, op. cit., pp. 177 a 228. Igualmente vid. 
E. VIEIRA JIMÉNEZ-ONTIVEROS, “Desarrollo rural. Condicionalidad de las ayudas di-
rectas”, en E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart (Dirs.), Tratado de derecho agrario, La 
Ley, Madrid, 2017, p. 917 y ss. 
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ca de relevancia estratégica para garantizar la respuesta más efi caz a los desa-
fíos políticos planteados en la UE, siempre que se aplique con rigurosidad el 
principio del uso efi ciente de los recursos presupuestarios asignados a aquella.

En ese sentido, el Reglamento 1305/2013 establece las directrices marco comu-
nes que habrán de conducir al segundo pilar de la PAC hacia el futuro, tanto desde 
la perspectiva sustantiva (objetivos comunes a lograr, medidas posibles a aplicar), 
como desde la perspectiva procedimental (programación de desarrollo rural, eje-
cución y fi nanciación de los programas, proyectos y medidas, controles, etc.).

Pese a que la política y las ayudas de desarrollo rural presentan un carácter 
complementario al resto de medidas de la PAC (sobre todo a las del primer 
pilar), últimamente se aprecia un incremento paulatino de su relevancia y nivel 
de implantación territorial. Esta política no ha quedado ajena a ciertas opinio-
nes críticas por parte de quienes consideran que algunas medidas de desarrollo 
rural nada tienen que ver con el sector agrario, y de aquellos que censuran el 
“desvío” o la asignación de recursos económicos puramente agrarios por defi -
nición (procedentes del FEADER) para su destino fi nal a acciones y proyectos 
no “estrictamente agrarios”, e incluso a acciones o actividades que carecen 
siquiera de naturaleza rural o vinculación con el medio rural.

Procedamos a examinar el contenido y alcance de la política de desarrollo 
rural a partir del texto articulado. El artículo 3 del Reglamento 1305/2013 lleva 
por título “Misión”, la cual se refi ere a aquella que debe desempeñar tanto la 
política de desarrollo rural como las medidas y ayudas de desarrollo rural. No 
obstante, de la atenta lectura y comprensión lógica de este precepto, se puede 
discernir ciertamente una «triple misión» a cumplir:

1) El fomento de un desarrollo rural sostenible en toda la Unión Europea. En 
cuanto al alcance o ámbito objetivo de aplicación del concepto de sostenibili-
dad, deberá abarcar el triple sentido comúnmente aceptado a nivel internacional, 
institucional y doctrinal19. Así, por un lado, la «sostenibilidad económica», que 
implica el adecuado mantenimiento de las actividades tradicionalmente produc-
tivas vinculadas a la tierra y al medio rural, en alusión a la agricultura, ganadería 
y silvicultura. Para lograr tal fi n, principios jurídicos y económicos tales como 
la competitividad, viabilidad, innovación, modernización y reestructuración del 
sector agrario y de las explotaciones agropecuarias20, conservan totalmente su 

19 Al respecto vid. P. AMAT LLOMBART y R. MONFORT PERIS, “Génesis y consolidación 
del principio de desarrollo sostenible. Su aplicabilidad al desarrollo territorial del medio 
rural español”, International Journal of Land Law and Agricultural Science, nº. 8, 2013, 
pp. 29 a 48.

20 En esta línea, P. AMAT LLOMBART, a nivel de España, apuesta por impulsar “la necesa-
ria reforma pendiente de la legislación estatal sobre estructuras y explotaciones agrarias”. 
También es esta sede estudia las diversas modalidades cualifi cadas de explotaciones agra-
rias para el fomento de la viabilidad en la agricultura y del desarrollo rural sostenible. Todo 
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actualidad, con miras a fomentar un desarrollo económico razonable del medio 
rural. Asimismo, junto al mantenimiento y defensa de los sectores tradicionales 
productivos del medio rural, se apuesta por incentivar nuevas actividades econó-
micas y profesionales ciertamente «no estrictamente agrarias» pero igualmente 
sostenibles, en aras a diversifi car las posibilidades de generar empleo y riqueza, 
y con ello la consolidación de empresas y puestos de trabajo en dichas áreas. En 
segundo término, por cuanto atiende a la «sostenibilidad ambiental», supone la 
implementación de principios cada vez más ecológicos en la gestión de los re-
cursos naturales vinculados al sector agrario y al medio rural, así como el respeto 
a los principios de tutela medioambiental de ecosistemas, paisajes, naturaleza, 
biodiversidad, dedicando un interés particular a las medidas de mitigación y 
adaptación al cambio climático. Finalmente, la «sostenibilidad social» irá estre-
chamente vinculada a la adopción de medidas para promover que el desarrollo 
global de las zonas rurales revierta en la obtención de niveles de vida dignos y 
razonables para la población rural, alcanzando niveles socialmente aceptables, 
reduciendo las diferencias de calidad de vida y de servicios respecto de los nú-
cleos urbanos o periurbanos, además de reforzar el enfoque del desarrollo local 
y endógeno de las comunidades implicadas.

2) Contribuir a que el sector agrícola sea más equilibrado desde la óptica 
territorial y medioambiental, más respetuoso con el clima, más resistente a los 
cambios climáticos21, más competitivo y más innovador. Esta segunda misión 
constituye una novedad en cuanto a su presencia y formulación en el vigente 
Reglamento de desarrollo rural, dada su inexistencia en el anterior y ya de-
rogado Reglamento 1698/2005. Simplemente se limita a anticipar las líneas 
maestras que defi nirán los objetivos y prioridades globales de la UE en materia 
de desarrollo rural, si cabe poniendo de relieve que tales objetivos habrán de 
planear sobre el sector agrícola en cuanto ámbito esencial de actuación. En 
efecto, teniendo en cuenta las nuevas directrices y prioridades políticas funda-
mentales que desde 2009 presiden la PAC y el segundo pilar del desarrollo ru-
ral, donde la lucha global contra los efectos perniciosos del cambio climático 
que experimenta el planeta constituye uno de los objetivos esenciales de la UE, 
tiene mucha lógica y sentido la inclusión de esta segunda misión específi ca 
asignada a la política de desarrollo rural.

3) Contribuir al desarrollo de los territorios rurales. Esta tercera misión pone 
de manifi esto e implementa la perspectiva territorial del desarrollo rural, y no 

ello en su trabajo “La explotación agraria, sus elementos integrantes y tipos cualifi cados 
de explotación. La reforma legislativa pendiente”, en E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart 
(Dirs.), Tratado de derecho agrario, La Ley, Madrid, 2017, pp. 157 a 205. 

21 Vid. A. SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, “Actividad agraria, seguridad alimentaria y cambio 
climático”, en E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart (Dirs.), Tratado de derecho agrario, 
La Ley, Madrid, 2017, pp. 817 a 859. 
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sólo respecto a la ubicación geográfi ca de las áreas de acción donde aplicar 
las medidas y ayudas, sino sobre todo desde la perspectiva del desarrollo eco-
nómico y social del territorio rural. Así, una efi caz política de desarrollo rural 
debe ser capaz de generar condiciones de vida dignas para los habitantes del 
medio rural, de tal forma que les permitan permanecer en y cuidar de dicho 
territorio estratégico, a la vez que les habilite para explotarlo con criterios ra-
zonables de viabilidad y de sostenibilidad a largo plazo.

A continuación, el artículo 4 del Reglamento 1305/2013 plantea tres gran-
des objetivos generales a cuya consecución contribuirá la ayuda al desarrollo 
rural. Dichos objetivos se pueden sintetizar en tres palabras: competitividad, 
sostenibilidad y equilibrio.

Por su parte, el artículo 5 describe seis grandes prioridades del desarrollo 
rural de la UE, estableciendo un vínculo indisoluble entre aquellas y los obje-
tivos generales. Se podría señalar en este punto que los tres objetivos estraté-
gicos generales y a largo plazo del desarrollo rural se traducen de manera más 
concreta en seis prioridades específi cas, como veremos.

Finalmente, el Reglamento añade tres objetivos que denomina «transversales», 
a cuya consecución concurrirán todas las prioridades específi cas del desarrollo 
rural (art. 5, in fi ne).

A efectos de aportar cierta claridad y precisión al sistema, resulta convenien-
te efectuar un ejercicio de relación entre los principales objetivos perseguidos 
por la política de desarrollo rural y algunas de las prioridades específi cas de 
la misma:

Respecto al objetivo 1, “fomentar la competitividad de la agricultura”, pue-
de considerarse como «un clásico» o tradicional en esta materia. De hecho 
ha estado presente desde los orígenes de la política de reforma de estructuras 
agrarias de la CEE, hasta la moderna política de desarrollo rural de la UE. A 
nadie se le escapa que lograr conformar un sector agrario europeo competitivo 
y viable resulta fundamental para alcanzar al tiempo un desarrollo sostenible 
de las zonas rurales. El problema no se sitúa en el objetivo, que es verdade-
ramente plausible y deseable, sino más bien en los medios, las medidas y los 
recursos previstos a tal fi n. No resulta descabellado el razonamiento según el 
cual si al cabo de varias décadas continúa insistiéndose en la consecución de 
dicho objetivo, será porque el mismo no se ha logrado alcanzar con la sufi cien-
cia o efi cacia necesarias.

Así, pues, el fomento de la competitividad agraria queda vinculado a tres 
prioridades específi cas:

- La transferencia de conocimientos e innovaciones al sector agrario, forestal 
y a las zonas rurales.
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Como en cualquier otro sector productivo, pero si cabe con mayor relevancia 
en el que ahora nos ocupa, la investigación-innovación aplicadas y transferidas 
al sector agrario y al medio rural constituyen un elemento esencial para lograr 
elevadas cotas de competitividad, tan necesarias en un entorno actual de in-
tercambios cada vez más globalizados, internacionalizados y exigentes. Entre 
otras muestras de transferencia de I+D+i, cabe citar el campo de la innovación 
y mejora de variedades vegetales (obtenciones vegetales22), incluso con em-
pleo de técnicas de biotecnología, logrando introducir en el sistema agrario 
semillas y cultivos mucho más competitivos, más productivos y con mayor 
valor añadido en el mercado23. También podríamos aludir a las mejoras técni-
cas puestas al servicio de la producción agraria (moderna maquinaria agrícola, 
técnicas agronómicas avanzadas, sistemas de regadío más efi cientes24, infor-
matización de las explotaciones, etc.). No olvidemos que esta prioridad tam-
bién supone impulsar el fomento en el aprendizaje y la formación profesional 
continua de los activos agrarios, de los agricultores profesionales del sector.

- La competitividad de la agricultura y la viabilidad de las explotaciones.
Se traduce, por un lado, en medidas de reestructuración y modernización de 

las explotaciones agrarias que presenten problemas de rentabilidad, de falta de 
diversifi cación, de escaso acceso al mercado, etc. Y por otro lado, en medidas 
para facilitar el acceso e incorporación a la agricultura de nuevos agriculto-
res, sobre todo de jóvenes bien formados, así como medidas para promover el 
relevo generacional en el sector agrícola, altamente envejecido. La fi nalidad 
común se traduce en la mejora de los resultados económicos de todas las ex-
plotaciones.

Como se puede apreciar con facilidad, dichas medidas presentan una fi sono-
mía propiamente «empresarial», por cuanto pretenden consolidar las estructu-
ras y empresas agrarias o rurales para que resulten viables desde el punto de 
vista económico (productividad y rentabilidad) y social (mantenimiento del 
medio de vida de familias rurales, fi jación al territorio, conservación del patri-
monio inmobiliario, respeto de tradiciones y costumbres rurales, etc.).
22 Sobre este tema vid. la obra coordinada por P. AMAT LLOMBART, La propiedad indus-

trial sobre obtenciones vegetales y organismos transgénicos, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2007. También el artículo de J. MORAIS DE CARVALHO CASTIGLIONI, N. DOS SAN-
TOS Y P. AMAT LLOMBART, “Protección jurídica de la materia biológica vegetal. Trans-
génicos, patentes y obtenciones vegetales”, en Opinión Jurídica, nº. 30, 2016, pp. 145-168. 
P. AMAT LLOMBART, “Sistema jurídico de protección de las obtenciones vegetales en 
Costa Rica”, Revista de Derecho Agrario y Alimentario, nº. 69, 2016, pp. 27-49.

23 Vid. P. AMAT LLOMBART, Derecho de la biotecnología y los transgénicos. Especial 
referencia al sector agrario y alimentario, Tirant lo Blanch, Valencia, 2008.

24 P. AMAT LLOMBART, “Régimen jurídico del agua en el marco del desarrollo rural: agua, 
agricultura y sostenibilidad medioambiental”, en El desarrollo rural en la política agrícola 
común 2014-2020, Aranzadi, Cizur Menor, 2012, pp. 279-330.
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Permítaseme una breve refl exión en clave nacional en este punto. No pare-
ce muy edifi cante constatar que, en materia de modernización de explotaciones 
agrarias con vistas a su viabilidad, sea la UE quien vaya señalando el camino a 
seguir por la vía del Reglamento comunitario, considerándola una de sus prio-
ridades esenciales, no sólo para el segundo pilar de la PAC sino también para el 
primero, mientras que en España permanezca en vigor una normativa precons-
titucional como la Ley de reforma y desarrollo agrario de 1973 o, aun siendo 
ya posterior a la Constitución, otra norma como la Ley de modernización de 
explotaciones agrarias de 1995 (entre otras), ambas claramente desfasadas en el 
tiempo y que no atienden ni a las necesidades presentes ni a los retos que se plan-
tean de cara al futuro y que este ámbito merece afrontar con seguridad jurídica.

Se impone pues un gran esfuerzo de “reestructuración” no sólo de las ex-
plotaciones agrarias europeas y españolas, sino sobre todo de la legislación 
reguladora de la materia25. A tal propósito, una futura reforma legislativa de-
bería apostar por la progresiva introducción de parámetros empresariales y 
profesionales en el sector agrario, por la adopción de medidas que posibiliten 
realmente el aumento de la base territorial de las explotaciones, por facilitar 
y promover el asociacionismo y el cooperativismo agrario, a fi n de crear es-
tructuras y organizaciones robustas capaces de agrupar la oferta y de infl uir en 
la negociación de los precios agrícolas, de las condiciones de comercializa-
ción, etc. En esa línea camina en parte la Ley 13/2013, de 2 de agosto, sobre 
fomento de la integración de cooperativas y de otras entidades asociativas de 
carácter agroalimentario, pues su objeto es procurar la fusión o integración de 
las cooperativas agroalimentarias y de otras entidades de naturaleza asociativa 
mediante la constitución o la ampliación de entidades asociativas agroalimen-
tarias de sufi ciente dimensión económica, y cuya implantación y ámbito de 
actuación económica sean de carácter supra-autonómico.

Y la misma refl exión cabría plantear respecto al relevo generacional en la 
agricultura. Hoy en día ese relevo se encuentra en grave peligro. El agricultor 
puede convertirse (si no lo está ya) en una especie amenazada y en vías de 
extinción a corto y a medio plazo, si no se producen cambios radicales en las 
condiciones de vida, de trabajo y de rentabilidad económica de su medio de 
subsistencia. Es una realidad evidente que hoy día la agricultura no resulta 
atractiva para los jóvenes, y menos para las mujeres, que prefi eren otros sec-
tores para formarse o trabajar, antes que dedicarse al trabajo en el campo que 
desempeñaban sus padres o sus abuelos. El trabajo en el campo se percibe por 

25 Se reitera lo ya dicho por P. AMAT LLOMBART, en relación con el imprescindible impul-
so de “la reforma pendiente de la legislación estatal sobre estructuras y explotaciones agra-
rias”, en su trabajo “La explotación agraria, sus elementos integrantes y tipos cualifi cados 
de explotación. La reforma legislativa pendiente”, en E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart 
(Dirs.), Tratado de derecho agrario, La Ley, Madrid, 2017, pp. 157 a 205.
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buena parte de los jóvenes como penoso, sacrifi cado, inestable, poco rentable 
e incluso marginal desde un punto de vista social. La sucesión en gran parte 
de las explotaciones agrarias hoy en activo está pendiente de un hilo, y esta 
problemática no se ve favorecida en nada por los sistemas jurídico-legales que 
regulan las sucesiones en España. El derecho sucesorio más bien promueve en 
la práctica la desmembración de los bienes que integran el caudal relicto del 
agricultor causante, dividiéndolo en partes iguales entre los hijos y descen-
dientes, cuando, por el contrario, debería apostarse por el mantenimiento de la 
integridad física y jurídica de las explotaciones agrícolas a favor del descen-
diente verdaderamente interesado en su continuidad y colaborador habitual del 
ascendiente-agricultor arbitrándose otros mecanismos para liquidar la parte 
hereditaria que corresponda al resto de herederos no agricultores.

- La tercera prioridad, esta sí verdaderamente innovadora, se focaliza en dos 
cuestiones básicas: a) La organización de la cadena alimentaria (incluyendo la 
transformación y comercialización de los productos agrarios); y b) La gestión 
de riesgos en el sector agrario.

Respecto al primer ámbito de actuación, se pretende fomentar una mayor 
y mejor participación del sector productivo primario en las cadenas de distri-
bución de productos agrícolas (y especialmente en la de alimentos). Una de 
las claves podría hallarse en procurar un elevado grado de «integración» del 
sector productivo agrario en el «sistema agroalimentario», el cual viene defi ni-
do por la Ley 38/1994 de Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias 
como el “conjunto de los sectores agrícola, ganadero, forestal y pesquero, así 
como la comercialización y transformación de esos productos” (art. 1.1). Pero 
cómo conseguirlo ya es harina de otro costal26. Según plantea el Reglamento 
1305/2013, por un lado debería reforzarse la función de las agrupaciones de 
productores y las propias organizaciones Interprofesionales, y por otro, habría 
que implementar sistemas de calidad, la implantación de mercados locales y 
los circuitos de distribución cortos. El propio Reglamento comunitario defi -
ne la «cadena de distribución corta» como aquella cadena de distribución en 
la que interviene un número limitado de agentes económicos, consagrados a 
la cooperación, el desarrollo económico local y las relaciones geográfi cas y 
sociales de cercanía entre los productores, los transformadores y los consu-
midores (art. 2.1.m). Y dentro del ordenamiento jurídico español, cabe citar la 

26 Consultar en este ámbito a P. AMAT LLOMBART, “Problemas de funcionamiento de la 
cadena agroalimentaria en la Unión Europea y en España. Défi cits a erradicar y aspectos 
mejorables”, Revista Iberoamericana de Derecho Agrario, nº. 2, 2015, pp. 1 a 7. Y del 
mismo autor, “Buenas prácticas mercantiles en la contratación alimentaria: códigos y au-
torregulación”, en Temas actuales de Derecho agrario y agroalimentario, G. Doménech 
Martínez, F. González Botija y F. Millán Salas (Eds.), Universitat Politècnica de València, 
2016, pp. 15 a 35.
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Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la 
cadena alimentaria.

Y en cuanto al segundo ámbito de actuación, que afecta a las medidas de fo-
mento de la gestión de los riesgos en las explotaciones agrícolas, su implanta-
ción efectiva nos parece también un acierto pleno. Resulta constatable que el 
sector agrario, debido a su propia idiosincrasia y naturaleza, a las condiciones y 
medios de producción, por causa de su dependencia de factores incontrolables 
y fl uctuantes (meteorológicos, biológicos, de mercado…), y en fi n, por su ele-
vada vulnerabilidad, constituye un sector económico y profesional que, siendo 
enormemente estratégico y esencial para la sociedad europea y española, se en-
cuentra expuesto a unos riesgos muy superiores en comparación con el resto de 
sectores productivos. De ahí que en países como España se acumule ya una gran 
experiencia en materia de protección de la agricultura frente a varios de dichos 
riesgos y exposiciones. Así destaca el fomento y regulación de la fi gura de los 
seguros agrarios combinados, en el marco de Ley 87/1978, de 28 de diciembre, 
reguladora de los mismos. De cara al futuro, el reto consiste en procurar incen-
tivar y cofi nanciar (por el Estado y las Comunidades Autónomas) todavía más 
la suscripción voluntaria de tales seguros por parte de los agricultores. También 
habría que fi nanciar las mutualidades dedicadas a compensar las pérdidas eco-
nómicas del sector agrario, así como generar instrumentos de estabilización de 
rentas para aliviar las graves pérdidas económicas que sufren los agricultores en 
determinadas circunstancias. Todas estas medidas son bienvenidas, siempre y 
cuando los recursos fi nancieros las acompañen y doten sufi cientemente.

El objetivo 2 apuesta por garantizar la gestión sostenible de los recursos 
naturales y la acción por el clima.

Nos encontramos ante un objetivo de desarrollo rural atravesado por princi-
pios ecológicos, medioambientales y ahora también «climáticos», el cual vie-
ne constituyendo en los últimos tiempos una de las esencias caracterizadoras 
de la política comunitaria de desarrollo rural, también extendida a las prácticas 
y sistemas de producción agraria.

El indicado objetivo se materializa a través de las dos siguientes prioridades:
- La prioridad número cuatro, orientada a la restauración, preservación y 

mejora de los ecosistemas relacionados con la agricultura y la silvicultura.
A nadie se le escapa que las instituciones que confi guran la UE cada vez po-

nen mayor énfasis en señalar y reforzar los vínculos naturales que relacionan al 
sector agrícola-ganadero-silvícola en su conjunto con la protección del medio 
ambiente, con la tutela de los recursos naturales, de la biodiversidad animal y 
vegetal, de los paisajes, etc. Así pues, la función ecológica del desarrollo rural 
conecta con la tendencia a valorar y fi nanciar bienes y servicios ambientales 
de naturaleza pública, que los habitantes y trabajadores del medio rural están 
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en condiciones de proveer en benefi cio de la sociedad, la cual está dispuesta a 
fi nanciarlos27. A nadie debe sorprender que los agricultores y silvicultores, en su 
permanente contacto diario con la tierra y los recursos naturales, estén llamados 
a introducir y mantener en su actividad productiva habitual, sistemas sostenibles 
de gestión del suelo y del agua desde el punto de vista medioambiental. Además, 
esta función social que desempeñan los agricultores les legitima si cabe todavía 
más para percibir las ayudas, benefi cios y apoyos públicos a tal fi n.

- La prioridad número cinco se dirige a promover la efi ciencia de los recursos 
y a fomentar el paso a una economía baja en carbono que sea capaz de adap-
tarse a los cambios climáticos en los sectores agrario, alimentario y forestal.

Hasta cierto punto esta prioridad puede considerarse como innovadora, ha-
bida cuenta su específi ca inclusión entre las prioridades estratégicas de la UE. 
No obstante, no deja de resultar coherente con los compromisos globales sobre 
el cambio climático asumidos desde el 2009 por la propia UE con el horizonte 
del año 2020 (estrategias de mitigación y de adaptación al cambio climático)28.

Pues bien, tal prioridad se desgrana, a su vez, en dos grandes campos de 
actuación:

a) El uso efi ciente de los recursos productivos en la agricultura, con especial 
hincapié en la gestión del agua, de la energía y en el uso de fuentes renovables.

b) La reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y de amoníaco a la 
atmósfera, derivadas de actividades agrarias y ganaderas, y al tiempo, el fomento 
de la conservación y captura de carbono por parte del sector agrícola y forestal.

El objetivo 3 y último, aboga por lograr un desarrollo territorial equilibrado 
de las economías y comunidades rurales, incluyendo la creación y conserva-
ción del empleo.

Tal objetivo se relaciona estrechamente con la prioridad número seis —y 
también última—, a la que se encomienda el fomento de la inclusión social, la 
reducción de la pobreza y el desarrollo económico en las zonas rurales.

Concretamente, se preconiza la diversifi cación de actividades, empresas y 
empleos en el medio rural, así como la promoción del desarrollo local, y en es-
pecial, el acceso a las tecnologías de la información y la comunicación (TICs) 
en las zonas rurales (banda ancha de Internet, etc.).

27 Y un claro ejemplo de ello lo tenemos en España a través del conocido como «contrato 
territorial», previsto en el artículo 16 de la Ley 45/2007 de desarrollo sostenible del me-
dio rural. Al respecto, vid. la obra de P. AMAT LLOMBART y R. MONFORT PERIS, El 
contrato territorial para el desarrollo sostenible del medio rural, Aranzadi, Cizur Menor, 
2016.

28 Vid. P. AMAT LLOMBART, “Climate change and climate law: prevention, management, 
adaptation and preservation. The Spanish legal regime”, Finnish Environmental Law Re-
view, nº. 109, 2012, pp. 40 a 60.
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Nos hallamos ciertamente ante un objetivo y una prioridad de evidente tinte 
social, dado que se coloca el foco de atención sobre las condiciones de vida y 
de trabajo de la población que vive en el campo, condiciones que en el ámbito 
de la UE podríamos califi car de más pobres, marginales y subdesarrolladas en 
comparación con las que disfruta la población urbana. Así pues, cabe defi nir 
este conjunto de medidas como «socio-rurales», destacando la especial aten-
ción que profesan al enfoque local y endógeno de las estrategias de desarrollo 
implementadas.

Podemos concluir es este momento que un desarrollo rural «sostenible» 
(desde el punto de vista económico, medioambiental y social) y un desarrollo 
rural «sostenido» en el tiempo (perdurable a medio/largo plazo), únicamente 
serán posibles si el foco de atención se sitúa en el bienestar de las personas que 
habiten el medio rural, a quienes se encomiende la gestión de los espacios, los 
recursos y los medios de producción ubicados en dicho medio.

Asimismo, debe fomentarse entre los habitantes del medio rural un senti-
miento de pertenencia al territorio, de enraizamiento en el mismo. Hay que 
reconocer sin perjuicios la relevante función que desempeña la población ru-
ral, función que deberá valorarse y recompensarse en su justa medida, habida 
cuenta las «externalidades positivas» que genera tanto su permanencia en el te-
rritorio como el mantenimiento de las actividades que desarrollan en el mismo.

En defi nitiva, un desarrollo rural equilibrado debe proveer unas condiciones 
de vida y de trabajo dignas, sufi cientes y atractivas, que supongan un aliciente 
tanto para las gentes que ya residan en las áreas rurales, como para los ciuda-
danos que pudieran tener interés en establecerse en dichas zonas.

Se han alzado opiniones críticas que reprochan a la vigente PAC por no me-
jorar la fi jación de la población, no incidir positivamente en el desarrollo de 
las infraestructuras y dotaciones del medio rural y por no mejorar sustancial-
mente la calidad de vida de sus pobladores. En esa línea, no deja de ser cierto 
y notorio, por ejemplo, el progresivo envejecimiento y masculinización de la 
población agraria y rural en España. Y si se profundiza en la idea, desde un 
punto de vista comparativo se pone encima de la mesa el mayor nivel de vida 
que disfruta la población urbana de la ciudad en relación con el que poseen las 
gentes del campo y del medio rual, refl ejando las evidentes desventajas para 
estos últimos.

Pues bien, buena parte de las carencias arriba apuntadas podrían paliarse 
con la introducción de un enfoque más “territorial” de la política de desarrollo 
rural. Se debe evitar focalizar las medidas casi en exclusiva en el sector agrario 
o agroalimentario, planteando una perspectiva mucho más global del medio 
rural, atendiendo a las diversas actividades que en él se desarrollan, a las ne-
cesidades de su población y a los relevantes valores que atesora. Se trataría de 
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atender a una «lógica cada vez más territorial» en vez de a una «lógica cada 
vez más sectorial agraria».

En esa línea de opinión, durante la fase de estudio de la vigente reforma de 
la PAC se planteó seriamente la oportunidad de concebir incluso «un tercer 
pilar de la PAC», destinado a fomentar y subvencionar las necesidades no 
agrarias del medio rural, imprimiendo así un fuerte giro «ruralista» a la PAC 
para que dejara que consistir en una política exclusivamente «agrarista». Pero 
en un sentido contrario, se hicieron sentir las grandes reticencias de los repre-
sentantes del sector agrario, espetando que la PAC, tratándose de una política 
eminentemente agraria, no debería fi nanciar proyectos y medidas que no re-
dundasen en la mejora directa de la actividad agropecuaria y de los agriculto-
res. Finalmente, no tuvo éxito la postura que proponía tres pilares, quedando 
la PAC confi gurada en base a los dos pilares ya conocidos.

En clave nacional, y respecto al «enfoque territorial» planteado, la propia 
Ley 45/2007 para el desarrollo sostenible del medio rural ya puso de manifi es-
to la necesidad de introducir una «orientación territorial» a la política española 
de desarrollo rural. Del mismo modo, la Ley pretende impulsar una políti-
ca rural propia española, adaptada a las condiciones económicas, sociales y 
medioambientales particulares del país. Ciertamente, hay que poner en valor 
los objetivos de la Ley 45/2007 y resultaría provechoso mantener e impulsar el 
proceso de desarrollo y aplicación del sistema establecido por la misma y por 
el Real Decreto 1336/2011 que regula el contrato territorial, aprobando en su 
caso las debidas adaptaciones y mejoras que fuera necesario incorporar29. No 
constituye una mala idea ofrecer al agro y al medio rural español las bases de 
una política rural de ámbito nacional diferenciada —pero no desconectada— 
de la Unión Europea. El éxito de la misma dependerá del nivel de consenso 
entre el Estado y las CCAA, y del hecho que resulte coordinada y gestionada 
por estas últimas. Dicha política nacional habrá de servir para impulsar un 
desarrollo rural fundado en criterios territoriales (así, priorizando las acciones 
y ayudas en determinadas áreas o zonas en situación más precaria o desfavo-
recida), en un espíritu integrador y equilibrado, a fi n de que, juntamente con 
los programas ordinarios de desarrollo rural cofi nanciados por el segundo pilar 
de la PAC, se sume al objetivo general de lograr un medio rural vivo y activo, 
dinámico y con población estable, que permita condiciones de vida dignas a 
sus pobladores; en defi nitiva un medio rural sostenible desde el punto de vista 
económico-productivo, medioambiental y social.

Finalmente, el artículo 5 del Reglamento 1305/2013 recoge los denominados 
«objetivos transversales». Según se dispone en el precepto, “todas estas prio-

29 P. AMAT LLOMBART y R. MONFORT PERIS, El contrato territorial para el desarrollo 
sostenible del medio rural, Aranzadi, Cizur Menor, 2016.
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ridades (es decir, las seis previamente analizadas) contribuirán a los objetivos 
transversales de innovación, medio ambiente, mitigación del cambio climático 
y adaptación al mismo”.

Nos hallamos ante una evidente muestra de la nueva disposición y dinámica 
que constituye la fi losofía del Reglamento comunitario de desarrollo rural, y 
que no es otra que una llamada a la plurifuncionalidad de las prioridades y 
medidas fi nanciadas por el FEADER, las cuales están llamadas a alcanzar uno 
o varios de los objetivos estratégicos de la UE para el desarrollo rural.

A tal fi n se establecen los tres objetivos transversales (innovación, medio 
ambiente y cambio climático), a cuya consecución concurrirán diversas prio-
ridades y medidas específi cas, sumando sinergias y aumentando su efi ciencia 
práctica, con vistas a obtener resultados verifi cables.

Para concluir, procede añadir que una de las grandes diferencias o nove-
dades que han caracterizado al Reglamento 1305/2013 en comparación con 
el precedente Reglamento 1698/2005, consiste en que las medidas y ayudas 
específi cas de desarrollo rural ya no fi guran agrupadas en torno a «Ejes te-
máticos» como hasta la fecha. Ahora el Reglamento 1305/2013 establece un 
«listado único de medidas», muchas de ellas de carácter transversal, es decir, 
susceptibles de contribuir a la consecución de varias prioridades y objetivos de 
desarrollo rural. En efecto, se limita a efectuar una enumeración más o menos 
exhaustiva de las posibles medidas específi cas a ser programadas, fi nanciadas 
y puestas en práctica por los Estados (arts. 14 a 39). Mediante este sistema se 
ha incorporado una mayor fl exibilidad y simplifi cación al régimen de ayudas, 
permitiendo que la programación de medidas de desarrollo rural por parte de 
los Estados miembros -previa supervisión de Bruselas- se oriente a la consecu-
ción de una o varias de las prioridades arriba estudiadas. Tales prioridades son 
las que han servido de punto de partida y de referencia para la aplicación de las 
medidas concretas escogidas. En el Anexo VI del Reglamento 1305/2013 se 
incluye una lista indicativa de medidas relevantes para cada una de las citadas 
prioridades. Asimismo, se prevé una sección dedicada a la iniciativa LEADER 
a cargo de los grupos de acción local (arts. 42 a 44).
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I. INTRODUCCIÓN

 Prescindiendo de referencias históricas, que se harán cuando sea preciso a lo 
largo de este estudio, es sin embargo imprescindible comenzar por indicar que 
hay dentro de la expresión desarrollo rural una referencia conjunta a realidades 
bastante diferenciadas entre sí, ya que por una parte se encuentra el desarrollo 
rural  concebido como política de mejora de las estructuras agrarias que en 
todo Estado miembro de la Unión Europea tiene sus peculiares  antecedentes, 
y que engloba aspectos como la concentración parcelarias, la mejora de las 
explotaciones, la política de jubilación de los agricultores y de instalación de 
jóvenes agricultores, las ayudas agroambientales, y por otra parte otra faceta 
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del desarrollo rural surgida de las iniciativas  del Fondo Europeo Agrícola de 
Desarrollo Rural (LEADER)  puesta en marcha por la Unión europea  a co-
mienzos de la década de los años 90 del pasado siglo, caracterizada por una 
metodología de enfoque ascendente y efi cacia transversal el en la que se eri-
gen en protagonistas las asociaciones y agrupaciones que comparten en cada 
territorio el objetivo común de  promover el desarrollo del mundo  rural. Este 
enfoque no está volcado exclusivamente en promover la actividad agraria, y 
las agrupaciones que en el participan lo hacen formulando las propuestas que 
optan a ser merecedoras de ayuda fi nanciera en lo que resulta ser una parte 
importante del llamado segundo pilar de la Política Agrícola Común.

La matización que se pretende introducir en el párrafo precedente,   es muy 
necesaria, porque se trata de dos aspectos muy diferenciados de la regulación de 
lo que llamamos desarrollo rural1, que presentan una gran divergencia, no sola-
mente en el tipo de normas que las regulan y en la procedencia de tales normas, 
sino también en los muy diversos roles que han de desempeñar sus destinatarios.

Así, en el desarrollo rural de corte más tradicional, ya muy arraigado en los 
Estados miembros de la UE, y en el caso español también en las distintas Co-
munidades Autónomas o regiones en que se articula la organización territorial 
de España en aplicación del Título VIII de la Constitución española de di-
ciembre de 1978, existe un predominio neto de la norma legal (leyes tanto del 
Estado como de la Comunidades Autónomas), mientras que en el desarrollo 
rural que aplica la llamada metodología LEADER, la norma legal está casi por 
completo ausente y deja paso a desarrollos convencionales de los Programas 
de Desarrollo Rural (PDR) aprobados en cascada por las distintas administra-
ciones que comparten la competencia2, y en los que interviene en la fase fi nal 
los llamados grupos de desarrollo rural de cada territorio, e incluso de forma 
casi exclusivamente convencional, mediante lo que se califi có doctrinalmente 
como gestión administrativa “contractualizada”, tal y como ocurre en los lla-
mados contratos territoriales de explotación ( CTE)3.

 Coexisten por lo tanto normas legales de otras épocas, y en el caso español 
incluso normas anteriores al Constitución Española del año 1978, cual es el 
caso del Texto Refundido de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario de 12 

1 E. VIEIRA JIMENEZ ONTIVEROS,  nos habla recientemente del “esquivo concepto de 
desarrollo rural”, en “Desarrollo rural”, cap. 22 del Tratado de derecho agrario”,  dirigido 
por E. Muñiz Espada y P. Amat Llombart, ed. Por LA LEY, Madrid, 2017, pp. 917 a 919, 
en las que ofrece las defi niciones europeas más recientes del desarrollo rural. 

2  J. DE LA CUESTA SAENZ, cap. 1 del Tratado de derecho agrario citado en la nota prece-
dente, pp. 33-67.

3 J. SANCHO COMINS, J. MARTINEZ VEGA y A. MARTÍN LOU, Necesidad de un mar-
co jurísico para el desarrollo rural en España, Monografías CSIC, vol. 24, Madrid, 2002, 
pp. 95 y ss.
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de enero de 1973, aplicable a la concentración parcelaria y a otros aspectos 
estructurales en los territorios que no se hayan provisto de nueva legislación 
propia generada por los Parlamentos autonómicos en aplicación de sus res-
pectivos Estatutos de Autonomía, con normas legales emanadas por la comu-
nidades autónomas antes de la adhesión del Reino de España a la CEE, y con 
normas legales autonómicas  muy reciente como la Ley Agraria de Castilla y 
León4, tal vez la más ambiciosa hasta el momento.

Incluso un de las últimas leyes estatales, de gran importancia en materia de 
desarrollo rural como la Ley de Modernización de las Explotaciones Agrarias 
de julio de 1995, es todavía ajena a la idea de desarrollo rural que hemos ve-
nido exponiendo, por cuanto el término fue acuñado por el Reglamento UE nº 
1257/1999 del Consejo de 17 de mayo,  lo que nos da idea de la variedad de 
normas legales, en cuanto a momento de su aprobación y consiguientemente 
en cuanto a inspiración política y jurídica. Si a ello se añade el abrumador nú-
mero de disposiciones emanadas de la potestad reglamentaria del Gobierno de 
España y de la potestad reglamentaria de las comunidades autónomas, aparece 
ante los ojos del jurista un mosaico compuesto por infi nidad de teselas cuya 
aplicación armónica es precisamente nuestra tarea, y, en su caso, tarea de los 
órdenes jurisdiccionales civil y contencioso administrativo, que han tenido que 
zanjar cuestiones espinosas surgidas en la aplicación de este marco regulatorio.

De esta manera el desarrollo rural5, se constituye en un ejemplo precursor y 
paradigmático de esa “gobernanza multinivel”, y de ese nuevo Derecho de la 
Unión europea y de sus Estados miembros en el que se han difuminado hasta 
casi borrarse por completo las líneas divisorias entre el derecho público y el 
derecho privado, y entre el llamado hard law y el llamado soft law.

Interesa, pues, esbozar esta cuestión acerca de las competencia legislativas 
auque sea de manera forozosamente breve y compendiosa, porque desde que 
el Reino de España se adhirió a la Comunidad Económica Europea en el año 
1985, la competencia legislativa sobre agricultura pasó en buena medida a ser 
comunitaria. En efecto, las competencias normativas sobre la Política Agrícola 
Común se contemplaban como excluivas de la CEE en aquellos momentos por 
buena parte de los autores, y también por algunos pronunciamientos del Tri-
bunal de Justicia de la CEE como las sentencias de 21 de enero de 1975 ( caso 
Galli C-31/74 y 14 de julio de 1994, (Caso Rustica semences C-438/92) entre 
otros, que habían afi rmado el carácter exclusivo de las competencia en agricul-

4 Ley 1/2014 de 19 de marzo Agraria de Castilla y León (BOE de 4 de abril de 2014), que 
decica su capítulo IV (artículos 17 a 20) a los planteamientos más generales del desrrollo 
rural.

5 R. VAN GESTEL, H MICKLITZ y M. POIARES MADURO, Methodology in the new 
legal world, EUI Working paper, 2016
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tura de la CEE de conformidad con su derecho originario, salvo en lo relativo 
a la materia de desarrollo rural, materia en la que siempre hubo competencia 
compartida entre la UE y los Estados miembros.6

Más recientemente el artículo 4.2 d) del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea (en adelante TFUE), enumera la competencia normativa en 
agricultura (y por ende en materia de desarrollo rural) de la UE entre las com-
petencias normativas que comparte con los Estados Estados miembros, lo que 
resulta ser un rsago novedoso en cuanto a las normas relativas al primer pilar 
de la PAC, del que se excluye la faceta internacional de la agricultura, respecto 
de la cual la competencia tanto convencional como normativa continúa siendo 
una competencia exclusiva d ela UE de acuerdo con el artículo 207 del TFUE 
tal y como lo ha aplicado el Tribunal de Justicia en el asunto Daiichi Sankyo 
Co. Ltd C-414/11. Pero esta novedad no afecta para nada al desarrollo rural 
que siempre fue una competencia normativ compartida.

En todo caso, sea como competencia compartida o no, la actividad normati-
va en materia agraria de la UE debe enmarcarse  siempre en la persecución de 
los objetivos de la  PAC que establece el artículo 39 del TFUE, y que se han 
mantenido en lo esencial incólumes tras el Tratado de Lisboa.

Muy por el contrario, no hay tal continuidad en cuanto al procedimiento 
legislativo que  ha sido profundamente modifi cado al ponerse en su cúspide el 
principio de codecisión, que ha generado los llamados “trílogos”, que es como 
se ha califi cado a la participación en los procesos legislativos de la Comisión, 
el Consejo y el Parlamento europeos, los cuales  ya  alumbraron conjuntamen-
te  la reforma del la PAC del año 2013, y tendrán que volver a hacerlo para 
culminar la reforma actualmente en curso.

Por otra parte, la competencia normativa compartida en materia de dsarrollo 
rural se concretó inicialmente en Directivas armonizadoras, pero la desigual 
implantación regional que ese procedimiento propició, justifi có  un cambio 
orientado a  conseguir mayor uniformidad, todo lo cual ocasionó que  se hi-
ciese tránsito ya a fi nales de la década de los años setenta del pasado siglo a 
utilizar el Reglamento de aplicación directa en todos los Estados miembros. 
Fue el Reglamento CE 1360/1978 sobre agrupaciones de productores el primer 
reglamento cuyas medidas se fi naciaron por la sección de orientación del FEO-
GA y se cofi nanciaron por los Estados miembros. Esta nueva vía, que se gene-
ralizó con el el Reglamento CE 797/1985 dio lugar ya a un verdadero código 
del derecho europeo de estructuras agrarias, antecedente de lo que después se 

6 En tal sentido J. GUILLEM CARRAU, “Modos y cauces de decidir el nuevo derecho 
agrario de la UE (PAC post 2013)”, en La nueva PAC 2014-2020,  coordinada por P. Amat 
Llombart, ed Tirant lo Blanch, Valencia, 2015, p. 3. 
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ha llamado desarrollo rural, y que supuso el abandono, defi nitivo hasta hoy, de 
la Directiva como herramienta normativa en materia de desarrollo rural.

Por otra parte, los actos de ejecución y puesta en práctica de la PAC siempre 
han correspondido a la competencia y responsabilidad de los Estados miem-
bros7, lo que en el caso del desarrollo rural cuya competencia normativa es 
indiscutidamente compartida8, resulta coherente, dado el carácter cofi nancia-
do que siempre tuvo la política de estructuras hoy conocida como II pilar o 
política de desarrollo rural y su consiguiente exclusión del llamado principio 
de solidaridad fi nanciera.

Por último no hay que olvidar que en los Estados regionalizados como el 
Reino de España, la competencia normativa en materia de desarrollo rural 
suele ser a su vez una competencia normativa asumida por las regiones, lo 
que demuestra ese carácter de prototípico de la gobernanza multinivel que ha 
venido siendo rasgo distintivo del derecho del desarrollo rural en los Estados 
miembros de la Unión Europea.

Creo, que el estado de cosas que se viene describiendo, denota la imperiosa 
necesidad de que los juristas, y en especial a los agraristas, se apresten a ofrecer 
ofrecer las herramientas interpretativas y conceptuales que permitan acomodar 
este novedosa realidad de buena parte del derecho agrario, a los principios rec-
tores de un Estado de derecho y muy especialmente al irrenunciable objetivo 
de mantener la seguridad jurídica como baluarte frente a la arbitrariedad.

II. EL DERECHO ESPAÑOL DE DESARROLLO RURAL EN LA 
ACTUALIDAD

La  relativamente reciente consagración legal del concepto de desarrollo ru-
ral en Europa(1999), que viene a englobar una ya muy vetusta y constante 
actuación legislativa sobre reforma agraria y mejora de las estructuras, plantea 
un problema importante de sistematización normativa, puesto que el grupo 
de normas legales susceptibles de encuadrarse  bajo esta noción de desarrollo 
rural es relativamente escaso, ya que el tradicional derecho de reforma y de es-
tructuras responde a una visión que parte de los sujetos (agricultor, empresario 
agrícola) y de la base física de su actividad (fundo, explotación agraria), y ese 
tránsito de lo agrario a lo rural resulta difícil de aplicar a una legislación estatal 
y autonómica emanada en diferentes momentos de nuestra historia reciente.

7 C. BLUMANN et alteri, CAP and the Lisbon Treaty, Policy Depatment B, Structural and 
cohesion policys, European Parliament, 2008, p. 5.

8 J. GUILLEM CARRAU, obra citada en nota 6 supra, 
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Así, el loable esfuerzo de la Agencia Estatal del BOE9 de elaborar códigos 
electrónicos sectoriales, ha tenido como resultado un Código Agrario cuya edi-
ción actualizada en octubre de 2015 dedicaba su apartado 11º (págs. 1787 a 
1937), en el que se recogen solamente dos Leyes estatales, la Ley 45/2007 de 
13 de diciembre de desarrollo sostenible del medio rural y la Ley 29/1982 de 
30 de junio de agricultura de montaña, así como tres Reales Decretos, que son 
el RD 828/2008 de 23 de mayo sobre composición, funciones y funcionamien-
to de la Comisión Interministerial  para el Medio Rural, el R.D. 1336/2011 de 
3 de octubre por el que se regula el contrato territorial como instrumento para 
promover el desarrollo sostenible del medio rural, y el R.D. 1080/2014 por el 
que se establece el régimen de coordinación de las autoridades de gestión de 
los programas de desarrollo rural para el período 2014-2020.

El grueso del derecho sustantivo que rige las actuaciones públicas y privadas 
en materia de desarrollo rural, es un casi  inabarcable conjunto de disposiciones 
estatales (de aplicación subsidiaria) y autonómicas que se ubican en las antiguas 
sedes materiae del derecho de “reforma y desarrollo agrario”(correspondiente 
a los años 70), y de “modernización de las explotaciones” (correspondiente a 
los años 90 del pasado siglo), aunque en rigor forman parte de los objetivos 
propios del desarrollo sostenible del medio rural.

El Reglamento UE nº 1698/2005 del Consejo de 29 de septiembre sobre 
aplicación del FEADER a la ayuda al desarrollo rural, hoy derogado,   el Re-
glamento UE nº 1303/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de 
diciembre por el que se establecen disposiciones comunes relativas al FEA-
DER, al  Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), al Fondo Social 
Europeo (FSE), al Fondo de Cohesión y al Fondo Europeo  Marítimo y de la 
Pesca, modifi caron  sucesivamente y muy profundamente el derecho del de-
sarrollo rural, del llamado II Pilar de la Polítia Agrícola Común (PAC), por lo 
que las normas legales estatales, dadas las competencias exclusivas que en esta 
materia tanto para legislar como para ejecutar  la política agrícola, concede a 
las Comunidades Autónomas  el artículo 148 de la Constitución en su apartado 
1, subapartados 3º (ordenación del territorio), 7º (agricultura, ganadería), 8º 
(montes y aprovechamientos forestales). 9º (protección del medio ambiente), 
9º (aprovechamientos hidraúlicos), 11º (pesca y acuicultura en aguas interio-
res), y sus correspondientes Estatutos de Autonomía.

Es, por ello, muy sintomática la paralización de actividad normativa del 
Estado en matéis de desarrollo rural, salvo a efectos de coordinación, como 
muestra claramente el hecho de que la única norma de rango legal emanada 
9 Ha sido bajo la Dirección de D. Manuel Tuero Secades,  cuando se ha puesto en marcha 

esta interesante iniciativa, que pone a disposición de los operadores jurídicos ediciones 
consolidadas y puestas al día de modo inmediato de la legislación estatal y de la legislación 
autonómica con tango de ley.



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

37La regulación del desarrollo rural en España

en los últimos cinco años en materia de desarrollo rural es el RD  1080/2014 
de coordinación de autoridades, y el Reglamento UE nº 1305/2013 del Parla-
mento y del Consejo de 17 de diciembre relativo a la ayuda al desarrollo rural 
a través del FEADER (que deroga al antes citado del año 2005), establecen 
un nuevo marco, pero que condiciona el estado actual del derecho español de 
forma muy radical.

III. EL MARCO DE DESARROLLO RURAL 2013-2020

 La reglamentación europea vigente, prescinde de los tres ejes señalados 
por la precedente10, y diseña un nuevo marco para el desarrollo rural en el que 
pueden señalarse como diferencias con el precedente: 1º) Mejora el enfoque 
estratégico para elaborar los PDR. Estableciendo un marco estratégico común 
(MEC)  y acuerdos de asociación11. 2º) Refuerza el contenido de las medidas 
de desarrollo rural. 3º) Simplifi ca las normas y reduce las cargas administrati-
vas en lo posible. 4º) Vincula más estrechamente la política de desarrollo rural 
a los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos (EIE), creando un marco 
regulador general (Rtº. UE 1303(2013),

 Para ello señala seis prioridades12 a tener en cuenta en la elaboración de los 
Programas de Desarrrollo Rural:

1ª) Fomentar la transferencia de conocimientos y la innovación en los secto-
res agrario y forestal.

2ª) Mejorar la viabilidad y la competitividad de todos los tipos de agricultura 
y apostar por la gestión forestal sostenible.

3ª) Fomentar la organización de la cadena alimentaria, el bienestar animal y 
la gestión de riesgos en el sector agrario.

4ª) Restaurar, preservar y mejorar los ecosistemas relacionados con la agri-
cultura y la silvicultura (biodiversidad, aguas, suelos).

10 I. Aumento de la competividad del sector agrícola y forestal. II. Mejora del medio ambiente 
y del entorno rural.  III Calidad de vida en las zonas rurales y diversifi cación de la economía 
rural.

11 Se trata de documentos elaborados por un Estado miembro, con participación de socios y 
según el enfoque de gobernanza multinivel, que expone su estrategia, prioridades y dispo-
siciones para utilizar los fondos de modo efectivo y efi ciente que la Comisión aprueba tras 
evaluarlo y dialogar con el Estado miembro de que se trate.

12 G. RAGONNEAU, El segundo pilar de la PAC, Fichas técnicas sobre  la Unión Europea, 
Parlamento Europeo, 2016. Ver también una detallada exposición en P. AMAT LLOM-
BART,  ”La política y las ayudas al desarrollo rural en la PAC 2014-2020. Proceso de 
aplicación en España”,  cap. 7 de La nueva PAC 2014-2020, ed. por P. Amat Llombart y E. 
Muñiz Espada, Universitat Politécnica de Valencia, 2015., págs. 177 a 228. 
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5ª) Promover la efi ciencia en la utilización de los recursos (agua, energía) y 
fomentar el paso a una economía baja en carbono (utilización de energías reno-
vables, reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, conservación 
y captura del carbono).

6ª) fomentar la inclusión social, la reducción de la pobreza y el desarrollo 
económico, facilitar la creación de empleo, promover el desarrollo local. me-
jorar la accesibilidad a las tecnologías de la información y la comunicación.

Las medidas recogidas en el Program de Desarrrollo Rural español 2013-
2020 fueron las siguientes:

- Servicios de asesoramiento, gestión y sustitución en explotaciones agrarias
- Agroambiente y clima.
- Agricultura ecológica.
- Zonas con limitaciones naturales y otras limitaciones específi cas.
- Medidas forestales.
- Inversiones de mejora en explotaciones agrarias.
- Infraestructuras públicas de regadío.
- Transformación y comercialización de productos agrarios.
- Instalación de jóvenes agricultores.
- Innovación.
- Estrategia LEADER.13 
En todo caso se aprecia que la aplicación de las nuevas medidas tiende puen-

tes entre el primer y el segundo pilar, por cuanto la transformación y comercia-
lización de productos agrarios y las ayudas a zonas con limitaciones específi -
cas, están estrechamente ligadas con el acceso a los mercados.

IV. PROBLEMÁTICA JURÍDICA DEL MODELO ACTUAL DE 
DESARROLLO RURAL EN ESPAÑA: EL SISTEMA DE FUENTES 
DEL DERECHO EN EL DESARRROLLO RURAL

Ya se han avanzado algunos de los problemas que plantea el desarrollo rural 
desde el punto de vista legislativo, en confl uencia con el llamado Estado de las 
autonomías, organización territorial que impone el Título VIII de la Constitu-
ción española, y procede ahora afrontar desde el punto de vista del derecho los 
problemas específi camente relacionados con el Derecho de la UE en materia 

13 PDR aprobado por Decisión de la Comisión de 26 de mayo de 2015, y modifi caciones 
posteriores en enero y agosto de 2016.
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de desarrollo rural. Para ello nada mejor que comenzar por el aspecto de mayor 
generalidad que es el sistema de fuentes aplicable.

1. Principio de legalidad y publicidad de las normas

El artículo 9 de la Constitución española consagra el principio de legalidad 
en los siguientes términos: 1. “Los ciudadanos y los poderes públicos están su-
jetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. 3. La Constitución 
garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las 
normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica y la interdicción de 
la arbitrariedad de los poderes públicos”.

La garantía de la publicidad de las normas plantea un primer problema res-
pecto del desarrollo rural, que podemos ejemplifi car en la primera medida co-
mún del PDR nacional español: el asesoramiento a las explotaciones. En efec-
to, esta medida que instauró por primera vez el Reglamento CE nº 1782/2003 
del Consejo de 29 de septiembre y que fi nanció el FEADER tras el Reglamen-
to UE nº 1698/2005, se desarrolló en España a través del RD 520/2006 de 28 
de abril. Una vez incluida esa medida en los Programas deDesarrollo Rural 
(PDR), el RD 108/2010 de 5 de febrero derogó el efímero RD 520/2006, por-
que el PDR por sí mismo no podía hacerlo.

Pero el PDR ¿Cumple la exigencia de publicidad de las normas del artículo 
9.3 de la Constitución?

La respuesta es negativa porque el PDR no es objeto de publicación en el 
Boletín Ofi cial del Estado, y aunque la Constitución no se establece cuál haya 
de ser el sistema de publicación, siempre se entendió necesaria la publicación 
en el Boletín Ofi cial del Estado de toda norma legal e incluso de los Tratados 
internacionales, e incluso de los contratos normativos agrarios, como la ex-
tensión de acuerdos interprofesionales, más allá de los que por sí, o mediante 
representación, hayan sido parte en los mismos,  de acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos  1.5 y 2.1 del Código civil, puesto que es esa publicación con o 
sin vacatio legis la que señala el momento de su entrada en vigor.

En consecuencia, un plan como el PDR nacional español, o como cualquiera 
de los que rigen en cada una de las comunidades autónomas, que no se ha pu-
blicado en el BOE, ni en su redacción originaria, ni en sus modifi caciones pos-
teriores, ¿cumple las exigencias de publicidad de las normas que fundamentan 
los principios de legalidad seguridad jurídica y de irretroactividad?

La respuesta es también sin duda negativa, y esta es una realidad preocupan-
te a la que habría que  tratar de poner remedio.

Otro tanto ocurre con las normas procedimentales de las administraciones 
públicas competentes. Los manuales de procedimiento carecen de la publi-
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cidad y fi jeza necesarias. Ejemplifi cando la cuestión en el llamado enfoque o 
estrategia LEADER, que es la última de las medidas contempladas por el PDR 
estatal español, ocurre que cuando se trataba de iniciativas de la Comisión Eu-
ropea (que fue el origen de la exitosa historia de LEADER), se regulaba en sus 
aspectos sustantivos y en procedimentales por un Real Decreto 2/2002 de 11 
de enero, todavía no derogado expresamente, y que era una norma legal estatal 
de carácter básico  que no podía ser derogado por las normas autonómicas. 

 El citado Real Decreto fue todo un referente en la aplicación de la metodo-
logía LEADER (y PRODER que era una variante exlusivamente española), y 
aclaraba no sólo la naturaleza jurídica de los Grupos de Acción Local, como 
entes asociativos, sino también su papel de benefi ciarios de las ayudas que 
canalizaban14, pero en la actualidad ya no se aplica, habiendo sido susittuido 
por los PDR autonómicos.

Por lo que respecta al Derecho de las Comunidades Autónomas, como se 
ha indicado existe una extensa normativa autonómica en materia agraria y de 
desarrollo rural, que en lo que atañe a leyes tiene la doble publicidad que le 
ofrece el Boletín Ofi cial del Estado y el correspondiente boletín ofi cial de cada 
comunidad autónoma. Pero en cuanto a normas generales de desarrollo de la 
ley (el equivalente a Órdenes ministeriales) carece de otra publicidad que la 
que ofrece el Boletín autonómico correspondiente, lo que amplía el problema 
del cumplimiento del artículo 9 de la Constitución en relación con el artículo 
2 del Código civil, en medida en que puedan afectar a relaciones de derecho 
privado. La aplicabilidad cuando confl uye una norma estatal y una autonómica 
no se determina por jerarquía normativa, sino de acuerdo con el principio de 
competencia, de modo que prevalecerá, allí donde la haya, la norma autonó-
mica dictada al amparo del correspondiente estatuto de autonomía, sobre la 
norma legal ordinaria estatal, que en consecuencia es subsidiaria, y que en 
estas cuestiones es residual. 

2. ¿Derecho consuetudinario?

Reconocida como fuente del ordenamiento jurídico supletoria de la ley en 
el artículo 1 del Código civil, tuvo la costumbre y  en pequeña parte conserva, 
alguna importancia en el derecho agrario tradicional, no sin la advertencia de 
Federico de Castro acerca de la posible reviviscencia de prácticas inconve-
nientes15. 

14 Ver Desarrollo rural y metodología LEADER. Analisis jurídico, dirigido por T. PRIETO 
ALVAREZ,  ed. Aranzadi, Pamplona, 2013, pp. 38 a 41.

15 Ver “El derecho agrario de España: notas para su estudio”, ahora en Estudios jurídicos del 
Prof. Federico de Castro, Ed. Colegio Nacional de Registradores de la Propiedad  y Mer-
cantiles de España, t. I, Madrid, 1997,  pp. 725 y 726
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Pero hay que partir de la naturaleza de su regulación actual, presidida por 
fugaces y cambiantes reglamentaciones comunitarias 16, para llegar a la con-
clusión de que en la materia que nos ocupa hay escaso o nulo espacio a la 
formación de costumbres que puedan considerarse como fuente del ordena-
miento jurídico17. Este es hoy exclusivamente derecho escrito por más que no 
se identifi que exclusivamente con la norma legal en sentido estricto. Por otra 
parte el desarrollo rural, es un ámbito en que desempeñan un decisivo papel las 
administraciones públicas, en este caso las comunidades autónomas, por cuan-
to son responsables de la ejecución y puesta en práctica no sólo de sus propias 
normas y pol´ticas, sino también de las normas comunitarias y estatales como 
ya se indicó anteriormente, lo que supone necesariamente la más estricta apli-
cación del principio de legalidad y de interdicción de la arbitrariedad, incluso 
en la aplicación de fuentes convencionales muy frecuentes en materia de desa-
rrollo rural y de relaciones con los grupos de acción local.

3. La jurisprudencia

A diferencia de la costumbre, la jurisprudencia no es reconocida como fuente 
del ordenamiento jurídico en el Derecho español. No obstante el artículo 1 del 
Código civil en su apartado 6 establece que “La jurisprudencia complementará 
el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el 
Tribunal Supremo al interpretar y aplicar, la ley, la costumbre y los principios 
generales del Derecho”, lo que sin duda es una función  muy importante en la 
práctica, para orientar a los operadores jurídicos. 

16 A. CARROZZA, inolvidable maestro de agraristas de todo el mundo, proponía en 1994 la 
metáfora del cometa para caracterizar los institutos jurídicos del llamado derecho agrario 
comunitario que aparecen como cometas “en los que el cuerpo luminoso  central, más con-
sistente, está dotado de una cola móvil que en el curso de su trayectoria celeste tan pronto 
se hace más densa, como  se desvanece y cambia de forma”…”y atraviesa el campo de ob-
servación con una velocidad desconcertante”. Aludía Carrozza con esa acertada metáfora 
a las disposiciones  de los Estados miembros que han de acompañar a cualquier instituto 
jurídico comunitario, que serán la cola del cometa, y a su escaso tiempo de contemplación 
científi ca y aplicación práctica, razones por las que resultan totalmente incompatibles con 
la temporis diuturnitas que exige la formación de la norma consuetudinaria. Ver A. Ca-
rrozza, “Gli istituti del diritto agrario comunitario”, en Introduzione allo studio del diritto 
agrario comunitario, ed. al cuidado de M. Goldoni y A. Massart, ed. ETS, Pisa, 1995, pp. 
122 y 123.

17 La consagración de competencias legislativas en materia de costumbre en algunos Estatutos 
de autonomía, como por ejemplo el de Castilla y León aprobado por L.O. 14/2007 de 30 de 
noviembre, en au artículo 70.1.5º “Conservación del derecho consuetudinario” de Castilla y 
León”, tiene a mi parecer un signifi cado equívoco y escasamente útil por lo contradisctorio 
que resulta el ejercicio de competencias legislativas, que en todo caso desplazarán a la cos-
tumbre. Ver J. DE LA CUESTA SAENZ, “La costumbre como pretexto”, Boletín de Informa-
ción del Ilustre Colegio Notarial de Granada, nº 294 (2008) pp. 213 y ss.
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No se puede, por lo tanto, desconocer el  papel de la jurisprudencia en la 
materia que nos ocupa, por más que en alguna de las vertientes del desarrollo 
rural, como la conocida como estrategia LEADER, no esté clara ni siquiera la 
jurisdicción competente18, pero lo cierto es que ante una normativa tan diversi-
fi cada y cambiante tampoco puede haber líneas jurisprudenciales muy fi rmes, 
máxime teniendo en cuenta el carácter convencional de nuchas aplicaciones en 
el campo de la metodología LEADER.

V. DESARROLLO RURAL EN LA PAC POST 2020

Resulta sin duda demasiado pronto para aventurar los derroteros que seguirá 
la PAC relativa al desarrollo rural en los tiempos posteriores al año 2020, por-
que el proceso legislativo se encuentra en fase inicial, aunque el presupuesto 
económico, que refl ejaría ya la desaparición del Reino Unido de Gran Bretaña 
del listado de Estados miembros de la UE, parece ya bastante asentado.

En cualquier caso el pasado día 1 de junio vio la luz una propuesta legislativa 
que partiendo de  la continuidad de los dos pilares de la PAC, contiene algunas 
novedades interesantes y en todo caso una nueva ordenación de la materia del 
desarrollo rural dentro de la regulación de los pagos directos.

Se trata de la propuesta de Reglamento sobre regímenes de apoyo a la agri-
cultura19, la cual,  tras regular el nuevo sistema de pago básico desacoplado y 
los nuevos pagos acoplados, así como los regimenes de ayuda sectoriales para 
determinadas producciones, dedica un capítulo especifi co, el capítulo IV, bajo 
la rúbrica “Tipos de intervenciones en favor del desarrollo rural”,  enumera en 
el artículo 64 los siguiente tipos de intervenciones:

a. Compromisos en materia de medio ambiente y clima y otros compro-
misos en materia de gestión.

b. Zonas sometidas a limitaciones naturales o específi cas.
c.  Zonas sometidas a desventajas específi cas derivadas de ciertas exi-

gencias obligatorias.
d. Inversiones.
e. Instalación de jóvenes agricultores y nuevas empresas rurales.
f. Herramientas de gestión de los riesgos.

18 Así el RD 520/2006 de 28 de abril  en su art. 28.2 atribuyó a la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa la competencia para la impugnación de los acuerdos de los Grupos de Acción 
Local (GAL), que en rigor son asociaciones de derecho privado, sometidas a la jurisdicción 
ordinaria. Véase T. PRIETO ALVAREZ, Dir., op. cit. , p. 40.

19 COM (2018) 392 fi nal de 1 de junio de 2018.
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g. Cooperación.
h. Intercambio de conocimientos e informaciones.
La enumeración  contiene algunas novedades, pero constituye en sí una im-

portante novedad, el hecho mismo de sistematizar lo que ya existía previamente.
Los artículos siguientes se dedican a desarrollar cada uno de estos apartados, 

y así el artículo 65 se refi ere a los compromisos en materia de medio ambiente, 
clima y otros compromisos en materia de gestión, que pueden ser contem-
plados en los planes estratégicos de los Estados miembros en relación con la 
PAC, y que han de ir más allá de las exigencia generales de condicionalidad, 
y acordarse anualmente a tanto alzado  como compensación de los costes y 
pérdidas de renta en que se haya incurrido por parte de quienes hayan asumido 
el compromiso, tanto si son agricultores, como si  no lo son. En fi n, se trata de 
los llamados contratos territoriales de explotación, que pueden así recibir un 
nuevo impulso20.

El artículo 66 se refi ere a las ayudas a zonas desfavorecidas, ayudas éstas 
exclusivamente destinadas a agricultores a diferencia d elas anteriores, como 
indemnización por sus costes suplementarios.

El artículo 67 se refi era a zonas sometidas a desventajas específi cas deri-
vadas de exigencias obligatorias, fundamentalmente relacionadas con las di-
rectivas 92/43/CEE y 2009/147/CE (Natura 2000) así como con la directiva 
2000/60/CE (Planes de gestión de cuencas hidrográfi cas), aspectos estos muy 
importante en España que alberga una gran superfi cie catalogada como LIC o 
ZEPA, y que en todo caso alberga la mayor parte de la biodiversidad del sub-
continente europeo, habiendo sido hasta el momento una línea prácticamente 
inexplorada en materia de desarrollo rural en España 21.

El artículo 68 se refi ere a las ayudas a las inversiones, de las que se  han de 
excluir al menos, de acuerdo con su apartado 3,  las inversiones en derechos de 
producción, derechos de pago, tierras, animales, y otros activos, y el artículo 
69 a las ayudas a la instalación de jóvenes agricultores, dos puntos fuertes del 
desarrollo rural más tradicional, aunque este segundo con la novedosa men-
ción de las “jóvenes empresas rurales” dedicadas a la agricultura, la actividad 
forestal o la diversifi cación de la actividad de las familias rurales.

 El artículo 70 se refi ere a las ayudas para herramientas de gestión de riesgos, 
no solo climáticos, que básicamente serán contratos de seguros al pago de cu-

20 Sobre esta fi gura a caballo entre lo público y lo privado,  veáse la monografía de M.M. 
MUÑOZ AMOR, El contrato territorial en la agricultura multifuncional, col. Derecho 
Agrario y Alimentario. Ed. Reus, Madrid, 2017.

21 Se produce además la paradoja de que tales superfi cies ni son objeto de ayuda, ni en el 
actual régimen se pueden computar como superfi cies de interés ecológico (SIE) por sus 
titulares, lo que ciertamente hace más injusto, si cabe, su tratamiento. 
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yas primas se concederán ayudas , y participaciones fi nancieras en fondos de 
mutualización. La primera de estas facetas tiene un gran desarrollo en España, 
derivado de la legislación sobre seguros agrarios combinados, mientras que la 
segunda requeriría de cierto impulso.

El artículo 71 se refi ere a las ayudas a la cooperación, ciertamente nada no-
vedosas, pero todavía necesarias en el caso de España,  de las que se excluye 
expresamente en el apartado 6 a los grupos de acción local que operan en el 
marco LEADER.

 Y por último el artículo 71 se refi eres a las ayudas al intercambio de co-
nocimientos e informaciones, que constituye una novedad, que entre otras, 
caracteriza a la nueva propuesta.

VI. CONSIDERACIONES FINALES Y PROPUESTAS

1. Aspectos fi nancieros

El principal problema del desarrollo rural no deriva precisamente de su com-
plejo marco jurídico, sino su carácter en buena medida subsidiario respecto 
de otros aspectos de la Política Agrícola Común. En tal sentido, el otrora im-
portante “principio de solidaridad fi nanciera” , punto fuerte de la PAC desde 
la fundación de la CEE, que supone nada más y nada menos que la fi nancia-
ción de sus medidas con fondos exclusivamente comunitarios, nunca fue de 
aplicación a la política socio-estructural, de modo que los precedentes de la 
regulación actual del desarrollo rural venían ya marcados por la necesidad de 
que los fondos comunitarios (entonces procedentes de la sección Orientación 
del FEOGA), concurriesen con cofi nanciación procedente de los presupuestos 
de los Estados miembros, situación ésta que se mantuvo tras la creación del 
FEADER en el año 2005, en diversas proporciones.

Esa cofi nanciación, en el caso de España, procede, en parte de los presu-
puestos generales del Estado y en parte de los presupuestos de  cada una de las 
comunidades autónomas, y esta circunstancia no ha variado en la PAC vigente 
desde 2013, por más que se haya coordinado los distintos fondos estructurales 
de la UE al servicio del desarrollo rural, como ya se ha indicado.

No resulta por lo tanto sorprendente que el desarrollo rural, segundo pilar 
de la PAC, haya experimentado alguna restricción presupuestaria como conse-
cuencia de la necesidad de equilibrar las cuentas públicas españolas  especial-
mente a partir del año 2012.

Por otra parte se han tendido puentes entre el primer y el segundo pilar de la 
PAC que han redundado en que, por ejemplo, la desaparición de la cuota azú-
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car y los bajos precios de esta materia prima hayan llevado a las comunidades 
autónomas que más superfi cie dedican al cultivo de la remolacha azucarera, 
dediquen parte de su presupuesto a ayudas acopladas a este cultivo agroindus-
trial por su delicada situación, bajo la forma de contrato quinquenal.

Esto ejemplifi ca una nueva muestra del carácter ancilar del desarrollo rural 
respecto del primer pilar de la PAC que redunda en difi cultar el aumento de los 
recursos dedicados al desarrollo rural, y que lejos de aminorarse posiblemente 
se incremente en la PAC post 2020, ya que aunque se niega todo atisbo de 
renacionalización de la PAC en las declaraciones públicas, lo cierto es que se 
concederá una capacidad decisoria notablemente incrementada a los Estados 
miembros y las regiones, a través del sistema de planes estratégicos, y a que 
probablemente, habrá una contracción del presupeuesto europeo dedicado a la 
PAC en proporción todavía difícil de precisar, lo que unido al muy probable 
crecimiento de las necesidades fi nancieras de los agentes económicos del mun-
do rural, comporta ncesariamente una creciente cofi nanciación de las medidas 
que integran el llamado desarrollo rural.

2. Aspectos jurídicos

Como se ha podido apreciar, muchas de las peculiaridades del derecho del se-
gundo pilar la PAC, se están reproduciendo en el primer pilar, si se llega a con-
fi rmar, como así parece ser, la idea  avanzada en la primera comunicación de la 
Comisión22, de que “una mayor subsidiariedad haría posible tener mejor en cuenta 
las necesidades y las condiciones locales en relación con los objetivos y metas”.

De acuerdo con ese planteamiento los requisitos más pormenorizados para 
percibir cualquier pago directo, deberán regularse por los Estados miembros, 
y si, como se ha visto al examinar la propuesta de Reglamento en lo relativo 
a desarrollo rural, muchas de las medidas han de regularse con periodicidad 
anual desde 2020 a 2027, la regulación adquiere una variabilidad muy difícil 
de cohonestar con el principio de legalidad, que no sólo exige un determinado 
tipo de fuente normativa, sino también  una publicidad segura y sufi ciente, y 
una precedencia temporal que permita la adecuada planifi cación de  su activi-
dad por parte de los destinatarios de los pagos, no sólo para hacerse acreedores 
de la ayuda, sino también para no hacerse acreedores de sanciones que aca-
rreen la pérdida de otras  ayudas.

 Habrá, pues de contarse con normas del mayor rango posible, y con la mejor 
publicidad posible, para que puedan ser conocidas por los destinatarios en el 
tiempo más oportuno.

De lo contrario, la deseable y pretendida simplifi cación podría no alcanzarse 
o alcanzarse a un precio muy caro para la seguridad jurídica.

22 COM (2017) 713 fi nal de 29 de noviembre.
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 Por otra parte, si como se ha visto se trata en ocasiones de ir más allá de 
la condicionalidad en compromisos voluntarios, no hay que olvidar que la 
condicionalidad dejada en manos de los Estados miembros y de las regiones 
alumbró medidas absolutamente inaplicables e incluso descabelladas y des-
proporcionadas (prohibición de recoger paja de cereales y obligación de picar 
en benefi cio del suelo, obligación de dejar sin recoger parte de la cosecha en 
benefi cio de la fauna). Que eran incompatibles con una adecuada interpreta-
ción de la CDFUE y de su omnipresente prinicpio de proporcionalidad.

Esos errores se cometieron frecuentemente en la regulación de la condicio-
nalidad de  los pagos directos del primer pilar de la PAC23,  y sería penoso que 
ahora se extendiesen. No hay pues sólo límites formales que ha de respetar la 
regulación, sino también límites sustantivos cuya inobservancia puede gene-
rar un defectuoso y desigual cumplimiento de los objetivos estratégicos de la 
futura PAC.
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RESUMEN: Los alimentos son susceptibles de ser adulterados, de forma ca-
sual o intencionada, en cualquiera de sus diferentes fases de la cadena alimen-
taria, provocándose alteraciones en las características normales de los alimen-
tos, no sólo con la posible pérdida de las propiedades nutritivas sino sobre 
todo por los posibles riesgos que puede provocar para la salud de las personas. 
En este artículo se revisan los diferentes conceptos del término alimento y los 
diferentes tipos de fraude, sanitario y de calidad alimentaria, focalizándose en 
el sector de la miel, uno de los que sufren más fraude, y en la necesidad de un 
ordenamiento más efi caz en la lucha contra el fraude alimentario. 
ABSTRACT: The Food are susceptible to be adulterated, accidentally or in-
tentionally, in any of its different phases of the food chain, causing altera-
tions in his normal characteristics, not only with the possible loss of nutritional 
properties but especially by the possible risks that can cause for the human 
health. In this article we review the different concepts of the term food and 
the different types of fraud, health fraud and food quality fraud, focusing on 
the honey sector, one of those who suffer more fraud, and the need of a new 
system of law to fi ght against food fraud.
PALABRAS CLAVE: Fraude alimentario, miel, seguridad alimentaria, adul-
teración
KEYWORDS: Food fraud - honey - food safety – adulteration
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I. ESTADO ACTUAL DE LA CUESTIÓN

Los fraudes y adulteraciones alimentarias han existido desde la Antigüedad, 
y no es fácil que desaparezcan. Recientemente, la Ofi cina de las Naciones Uni-
das contra la Droga y el Delito1 destaca en un informe que, junto a los medi-
camentos fraudulentos y los productos eléctricos y electrónicos, los alimentos 
alterados  son las mercancías falsifi cadas con mayor potencial dañino, de este 
modo cada año se engaña a miles de consumidores en todo el mundo para que 
compren caros alimentos fraudulentos. Una de las estratagemas preferidas de 
los delincuentes es la de etiquetar los productos erróneamente a propósito y 
falsear la información para hacerlos pasar por artículos de lujo u originarios 
de determinados países y así poder aumentar su precio.

Esta situación es particularmente preocupante cuando dichas adulteraciones 
provocan daños en los seres humanos. Algunos de estos todavía se retienen en 
la memoria de las personas, como el caso de la adulteración de aceite en Espa-
ña, conocido como el síndrome tóxico del aceite de colza, que llegó a afectar a 
miles de personas de las que morirían cerca de mil. Lo triste de esta historia es 
que, hasta que no se producen efectos devastadores producido por las adulte-
raciones las Administraciones no toman medidas drásticas para evitarlas, y así, 
posteriormente a este fatal suceso, se tomaron medidas para controlar la toxi-
cidad de los alimentos en la salud de las personas. Pero la lista no acaba aquí, 
posteriormente ocurriría de nuevo con el caso de las vacas locas2, de trágicas 
consecuencias en muchos países. Otro caso, se registró con la intoxicación 
en la República Checa por la ingesta de alcohol adulterado que se saldó con 
veinte muertes. Sin embargo deben considerarse también otros fraudes menos 

1 UNODC, Enfoque: El tráfi co ilícito de mercancías falsifi cadas y el crimen organizado 
transnacional, 2014. Documento disponible en:  
https://www.unodc.org/documents/counterfeit/FocusSheet/Counterfeit_focussheet_ES_
HIRES.pdf

2 El síndrome de las vacas locas es en realidad la enfermedad conocida como encefalopatía 
espongiforme bovina, causada por priones, variedad defectuosa de una proteína, y que se 
transmite a los seres humanos a través del consumo de partes de animales infectados, sobre 
todo tejidos nerviosos y que fue detectada por primera vez en 1985 en el Reino Unido.
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dañinos para la salud como la existencia de trazas de carne de caballo en la car-
ne de ternera o la adulteración de la miel con jarabes mas económicos que esta.

En este contexto, y con base en los artículos 43 y 51 de la Constitución 
Española de 19783 y en el artículo 169 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea4, contamos con una extensa reglamentación donde se legis-
la para proteger al consumidor a través del Reglamento (UE) 1169/2011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2011 sobre la infor-
mación alimentaria facilitada al consumidor. Este Reglamento modifi ca los 
Reglamentos (CE) nº 1924/2006 y (CE) nº 1925/2006 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, y por el que se derogan la Directiva 87/250/CEE de la Co-
misión, la Directiva 90/496/CEE del Consejo, la Directiva 1999/10/CE de la 
Comisión, la Directiva 2000/13/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, las 
Directivas 2002/67/CE, y 2008/5/CE de la Comisión. También el Reglamento 
de Ejecución (UE) 2017/186 de la Comisión, de 2 de febrero de 2017, por 
el que se establecen, debido a la contaminación microbiológica, condiciones 
específi cas aplicables a la introducción en la Unión de partidas procedentes de 
determinados terceros países y por el que se modifi ca el Reglamento (CE) nº 
669/2009 y el Reglamento (CE) nº 608/2004 de la Comisión, el Real Decreto 
1334/1999, de 31 de julio, por el que se aprueba la Norma general de etique-
tado, presentación y publicidad de los productos alimenticios; sin olvidarnos 
del Real Decreto 126/2015, de 27 de febrero, por el que se aprueba la norma 
general relativa a la información alimentaria de los alimentos que se presenten 
sin envasar para la venta al consumidor fi nal y a las colectividades, de los en-
vasados en los lugares de venta a petición del comprador, y de los envasados 
por los titulares del comercio al por menor, el Real Decreto 1801/2008, de 
3 de noviembre, por el que se establecen normas relativas a las cantidades 
nominales para productos envasados y al control de su contenido efectivo y 
el Real Decreto 1808/1991, de 13 de diciembre por el que se regulan las men-

3 En el artículo 43 de la CE se reconoce el derecho a la protección de la salud, lo que se tra-
duce en una imposición a los poderes públicos en cuanto a su obligación directa e intrans-
ferible de proteger la salud de las personas, mediante la organización y tutela de la sanidad 
pública y el artículo 51 establece que los poderes públicos garantizarán la defensa de los 
consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos efi caces, la seguridad, la 
salud y los legítimos intereses económicos de los mismos, asumiendo una visión clásica 
de los derechos de los consumidores, al asumir la Teoría de las generaciones de derechos 
formulada inicialmente por Karel Vasak en 1977 por E. GONZÁLEZ HERNÁNDEZ; C. 
GALLARDO PINO; V. LÓPEZ-MIRANDA y Y. SANTIUSTE, “El derecho a la informa-
ción de los consumidores de productos alimenticios y la protección de la salud”,  Revista 
de Derecho Agrario y Alimentario, nº 71, 2017 pp 47-84.

4 El artículo 169 del TFUE establece que para promover los intereses de los consumidores 
y garantizarles un alto nivel de protección, la Unión contribuirá a proteger la salud, la 
seguridad y los intereses económicos de los consumidores, así como a promover su derecho 
a la información, a la educación y a organizarse para salvaguardar sus intereses.
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ciones o marcas que permitan identifi car el lote al que pertenece un producto 
alimenticio, en cumplimiento de la Directiva 89/396/CEE de 14 junio de 1989 
del Consejo. Todo ello sin olvidar el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 
de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
donde se establece como un derecho básico de los consumidores su protección 
contra los riesgos que puedan afectarle a su salud o a su seguridad.

Es importante tener en cuenta en el ámbito de la seguridad y calidad alimen-
taria  la labor que realiza el Codex Alimentarius, que no es sino una colección, 
reconocida internacionalmente, de estándares, códigos de prácticas, guías y otras 
recomendaciones relativas a la producción de alimentos y a la seguridad alimen-
taria, bajo el objetivo de la protección del consumidor. Para actualizar la legisla-
ción alimentaria, la mayoría de los países utilizan las normas, códigos y directri-
ces de este Codex Alimentarius5, aunque no debemos olvidar la importancia que 
tienen la Global Standard for Food Safety (BRC) donde se determinan una serie 
de requisitos sobre adulteración de alimentos y la IFS Food que también incluye 
otra serie de exigencias relacionadas con el fraude alimentario.

Y en particular para el caso de la miel tendremos que tener en cuenta la le-
gislación comunitaria mediante la Directiva 2014/63/UE del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, por la que se modifi ca la Directiva 
2001/110/CE relativa a la miel cuya transposición en España se realizó a través 
del Real Decreto 473/2015, de 12 de junio, por el que se modifi có el Real Decre-
to 1049/2003, de 1 de agosto, por el que se aprueba la Norma de calidad relativa 
a la miel. Y para el caso de la miel ecológica el Reglamento (CE) 834/2007 del 
Consejo, de 28 de junio de 2007, sobre producción y etiquetado de los productos 
ecológicos y por el que se deroga el Reglamento (CEE) 2092/91, y el Reglamen-
to (CE) 889/2008 de la Comisión, de 5 de septiembre de 2008 en el que se esta-
blecen disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) 834/2007 del Consejo.

El objetivo fi nal de toda esta dilatada legislación es siempre que el consu-
midor disponga de un nivel adecuado de protección para su salud, sólo con 

5 La Comisión del Codex Alimentarius (http://www.codexalimentarius.net/) es un organismo 
intergubernamental creado en 1962 para implementar el Programa Conjunto FAO/OMS 
sobre Normas Alimentarias, con los objetivos de: a) proteger la salud de los consumidores; 
b) asegurar prácticas equitativas en el comercio de alimentos y d) coordinar el trabajo 
sobre normas alimentarias a nivel internacional  (C. MORÓN, “Importancia del Codex 
alimentarius en la seguridad alimentaria y el comercio de alimentos”, Rev. Salud pública y 
nutrición Vol 2 No.3 Julio-Septiembre, 2001, pp 10 a 15).
La principal misión de esta Comisión es mantener al día el Codex Alimentarius, lo que 
resulta de vital importancia para el normal desenvolvimiento del mercado internacional 
de productos alimentarios, al estar reconocido el mismo por la World Trade Organization 
como un referente internacional para la resolución de confl ictos o disputas concernientes a 
la seguridad alimentaria y a la protección del consumidor.
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un etiquetado detallado sobre la naturaleza exacta y las características del 
producto, el consumidor fi nal está en condiciones de realizar su elección con 
conocimiento de causa y utilizar los alimentos de forma segura6.

La realidad con la que nos encontramos actualmente es con un etiquetaje en la 
miel donde basta con poner “Mezcla de mieles procedentes de la UE y de fuera 
de la UE” para cumplir la legalidad en el mercado. En un mercado, la Unión Eu-
ropea, donde la distribución alimentaria se nos dice que se somete a los controles 
más exigentes, y de esa forma se puede vender miel libremente procedente de 
cualquier recóndito lugar, o dicho en otras palabras, la miel más barata sin tener 
en cuenta ningún parámetro de calidad del producto ni de su obtención.

La diferenciación, a veces difusa, entre fraude sanitario, fraude alimentario 
y calidad alimentaria repercute también de forma grave en la confi anza del 
consumidor sobre la industria alimentaria, ya que en muchas ocasiones en 
vez de fraude sanitario cabe hablar de fraude en el etiquetado del alimento 
y por tanto de fraude en la calidad alimentaria. Por tanto, al no ser de una 
forma clara perjudicial, al menos a corto plazo, para el consumidor medio 
la ingesta de determinados productos, no así para el consumidor sensible, 
se incumple la legislación sobre el correcto etiquetado de los alimentos e 
incluso se llega a desarrollar una legislación laxa, como es el caso de la miel 
y su etiquetado, y no acorde al nivel de exigencias que requieren los consu-
midores actuales. 

A todo ello hay que añadir que la miel es un alimento que no es ajeno al 
fraude, dentro de nuestros mercados podemos encontrarnos numerosas mie-
les adulteradas, la mayor parte de las mismas como resultado de un proceso 
de mezclado de miel con soluciones de glucosa7, con añadidos de agua y 
mediante procesos de ultra-fi ltrado para evitar conocer su dudosa proceden-
cia. Por no mencionar la venta de mieles de orígenes geográfi cos no auten-
tifi cados, aunque sí aparezcan así en las etiquetas o las mieles ecológicas 
de empresas apícolas que no tienen el sufi ciente número de colmenas para 
justifi car dicha producción. Esto nos lleva a que la lucha contra el fraude y 
la calidad alimentaria deba abordarse de forma conjunta entre todos los pro-
fesionales del sector como son los veterinarios, encargados actualmente de 
la seguridad alimentaria, químicos y farmacéuticos, grandes especialistas en 
análisis químicos, pero sin olvidarnos de los ingenieros agrónomos e inge-
nieros técnicos agrícolas que son los más capacitados en el área de produc-
ción animal y de la calidad alimentaria, y de los juristas que deben garantizar 
el adecuado marco jurídico. 

6 Como se ha expuesto en el trabajo de F. MILLÁN SALAS, “Información alimentaria faci-
litada al consumidor”, Revista de Derecho Agrario y Alimentario, nº 70, 2017, p. 133.

7 Es habitual la adulteración de miel con jarabe de azúcar, jarabe de maíz, fructosa, glucosa 
e incluso con azúcar de remolacha.
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II. PRODUCTOS AGROPECUARIOS Y ALIMENTOS

Según el Diccionario de la Real Academia Española8 alimento es un térmi-
no que procede del latín  alimentum, con dos acepciones: 1. m. Conjunto de 
sustancias que los seres vivos comen o beben para subsistir.2. m. Cada una de 
las sustancias que un ser vivo toma o recibe para su nutrición. En cambio el 
producto agropecuario abarca un concepto más amplio, pues sería una deno-
minación genérica que englobaría cada uno de los productos de la agricultura, 
ganadería y explotación forestal, pero con la peculiaridad de que no todos 
ellos tienen por qué tener el destino de la alimentación9, productos agrícolas 
alimentarios, sino que también existen productos agropecuarios cuyo destino 
es la industria no alimentaria. Se trataría en este último caso de los productos 
agrícolas industriales, donde destacarían los biocombustibles.

Lo primero que debemos defi nir es lo que entendemos por alimento, y aquí el 
Codex Alimentarius, organismo que marca las normas y directrices que garanti-
zan la inocuidad alimentaria en el comercio internacional de alimentos, es muy 
preciso, al defi nirle como toda sustancia, elaborada, semielaborada o bruta, que 
se destina al consumo humano, incluyendo las bebidas, el chicle y cualesquiera 
otras sustancias que se utilicen en la fabricación, preparación o tratamiento de los 
alimentos, excluyendo de dicha defi nición al tabaco, cosméticos y medicamentos. 
Luego, la primera precisión que debemos realizar es que producto agropecurario 
no es totalmente equivalente a alimento, y por tanto que no todos los productos que 
surgen de la Agricultura tienen por qué ser necesariamente alimentos.

III. CLASIFICACIÓN DE LOS ALIMENTOS

El hecho que los alimentos que se oferten en el mercado sean inocuos, y por 
tanto, que no provoquen daños en la salud de las personas cuando estos sean 
ingeridos es el objetivo que deben tener todas las Administraciones Públicas. 
Se trataría del Alimento genuino o normal, aquel que no se encuentra alterado 
ni adulterado, que posee las características físico-químicas y organolépticas 
propias de cada alimento. La autenticidad de un alimento es un concepto in-
trínseco e inextricable de la seguridad alimentaria.

Sin embargo, los alimentos son susceptible de ser adulterados, de forma ca-
sual o intencionada, en cualquiera de sus diferentes fases de la cadena alimen-

8 http://dle.rae.es/?id=1rm36tt 
9 Esta distinción de los productos agropecuarios para saber que no toda la producción y 

el valor económico del sector primario, entendido como aquellas actividades económicas 
relacionadas con la recolección, extracción o transformación de los recursos naturales re-
percute en un aumento en la cantidad y calidad de la alimentación de las personas.
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taria, provocándose alteraciones en las características normales de los alimen-
tos, no sólo con la posible pérdida de las propiedades nutritivas sino sobre todo 
por los posibles riesgos que puede provocar para la salud de las personas. 

En el ámbito del Derecho Alimentario se suelen clasifi car y distinguir la 
situación fi nal de estos alimentos en función del tipo de alteración. De este 
modo, entendemos por Alimento contaminado,  aquel que de forma fortuita, 
normalmente no intencionada, contiene o tiene presente sustancias extrañas,  
como microorganismos, bacterias o virus, hongos, parásitos, detergentes, in-
secticidas o toxinas que no llegan a alterarla de forma signifi cativa, por lo que 
presenta características organolépticas normales, y puede ser consumido sin 
percatarse el consumidor de estas circunstancias, pues presenta las caracterís-
ticas normales del alimento, aunque tiene la potencialidad de provocar daños, 
especialmente de poder transmitir enfermedades10. La contaminación puede 
ser de tipo cruzado, la que se produce cuando microorganismos patógenos, 
potencialmente dañinos y generalmente bacterias, son transferidos por medio 
de alimentos crudos, la manipulación, y el uso de utensilios y equipos, a los 
alimentos sanos.

A diferencia del alimento contaminado, el Alimento alterado es el que ha 
sufrido una serie de alteraciones en su composición y características organo-
lépticas que le hacen no ser ya apto para el consumo de las personas, a pesar 
de ser posible que se mantenga inocuo. Conviene aquí resaltar la importancia, 
de cara a la sanidad alimentaria, de que existen alimentos en los que no es 
fácil su alteración al ser los mismos muy estables, a sensu contrario de otros 
alimentos que son muy sensibles a las alteraciones, conocidos habitualmente 
como Alimentos perecederos, y que requieren condiciones específi cas de con-
servación a lo largo de la cadena alimentaria. Estos últimos alimentos, cuando 
están alterados, siempre son potencialmente peligrosos para la salud humana, 
maxime cuando a simple vista siempre aparentan estar en buen estado.

También nos encontramos con otro tipo de alimentos que han sido alterados 
pero precisamente para conseguir efectos benefi ciosos para la persona, se trata 
de los Alimentos funcionales o nutracéuticos, que son aquellos alimentos que 
de forma artifi cial han sido enriquecidos en vitaminas antioxidantes11. Este tipo 

10 Uno de los alimentos más fáciles de contaminarse en la mayonesa, por lo que suele estar 
presente en la mayor parte de las intoxicaciones debido a que su composición facilita el 
crecimiento de microbios, en especial la Salmonela. Por ello, la normativa sanitaria obliga 
a que las mayonesas sean elaboradas sólo con huevos pasterizados o de origen industrial 
en los establecimientos públicos,  lo que ha provocado que el número de toxiinfecciones 
alimentarias en los últimos años haya descendido bastante.

11 El International Life Science Institute (ILSI) establece que se puede considerar que un 
alimento es funcional si se logra demostrar satisfactoriamente que posee un efecto bene-
fi cioso sobre una o varias funciones específi cas en el organismo, que mejora el estado de 
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de alimentos se fabricaron en Japón en los años 1970 y tuvieron su máxima 
relevancia a fi nales del siglo pasado. Según Comesaña Rodríguez et al (2001) 
existe una laguna jurídica en la regulación de este tipo de alimentos, en especial 
determinan como la carencia de una normativa específi ca que regule este tipo 
de productos, puede llegar a provocar la confusión en el consumidor e incluso 
situaciones de riesgo en ciertos sectores de la población, como es el caso de las 
mujeres embarazadas12. En muchos casos el engaño tiene que ver no tanto con 
la sustitución de ingredientes sino con el etiquetado incorrecto, resaltando de-
terminadas vitaminas y compuestos que ya de por sí tiene el producto o que son 
añadidas sin necesidad, buscando solamente el efecto de marketing publicitario. 
Un caso distinto a este tipo de alimentos son los Alimentos deconstruidos, que 
son aquellos compuestos que logran combinar todas las sustancias nutritivas que 
tiene una dieta saludable en forma de batidos o de compuestos en polvo para 
su posterior mezcla con bebidas, con lo que se llegaría a una alimentación de 
laboratorio también conocida como alimentación pragmática similar a la que 
pueden recibir los astronautas en sus misiones espaciales13.

Por otro lado, entendemos por Alimento nocivo aquel alimento alterado de 
cuyo consumo se desprenden efectos negativos para la salud de las personas, 
aunque dichos efectos negativos no sean inmediatos y requieran su ingesta re-
petida a lo largo del tiempo, incluso se entiende por alimento nocivo aquel que 
lo es para un grupo determinado de consumidores, aunque para el consumidor 
medio no lo sea14, como ocurre con los alérgenos15. 

Cuando el alimento se prepara deliberadamente con el fi n de simular otro o 
con un etiquetaje que no se corresponde con el producto que se oferta o que 

salud y de bienestar, o bien que reduce el riesgo de una enfermedad. En M. COMESAÑA 
RODRÍGUEZ; M.S. GARCÍA FALCÓN; M. LÓPEZ REYES y J.  SIMAL GÁNDARA,  
“Bebidas enriquecidas con vitaminas antioxidantes: Aspectos legales y estudio de su eti-
quetado nutricional”, Journal of Food, 3:3, 2001, pp. 173 a 179.

12 Según M. COMESAÑA RODRÍGUEZ et al. Op. cit. pp. 173 a 179
13 Véase K. FINLEY,  Silicon Valley And The Reinvention Of Food. TechCrunch, 2013, Dis-

ponible en: https://techcrunch.com/2013/05/03/silicon-valley-tries-to-reinvent-food-litera-
lly/

14 Uno de los ejemplos más signifi cativo son los casos de envenenamiento por setas veneno-
sas, que se sitúan en torno a los 10 casos por millón de habitantes al año. En este tipo de 
alimentos, y en muchos otros, existen todo tipo de falsas creencias que llevan a que muchos 
consumidores se intoxiquen. En el caso de las setas algunas de estas falsas creencias son 
pensar que todas las setas que crecen en los tocones de los árboles sean comestibles o que 
las setas venenosas pierdan su toxicidad hirviéndolas y desechando el agua de cocción. 
Véase P.M. ARRILLAGA y LASKIBAR, Setas Toxicas e Intoxicaciones, Colección Muni-
be, Ed. Aranzadi Zientzia Elkartea, San Sebastián, 2006

15 Los alérgenos son sustancias que puede inducir reacciones de hipersensibilidad, como son 
las alergias, en personas susceptibles que han estado en contacto previamente con él.
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induce a error estaríamos ante un Alimento falsifi cado, que no tiene por qué 
poner en riesgo la salud de las personas de una forma inmediata, pero sí puede 
provocar deterioros en la salud a largo plazo16. 

El Alimento adulterado es aquel donde, de forma intencionada, premeditada 
y con fi nes fraudulentos, interviene la acción del hombre alterando, adicio-
nando y/o sustituyendo alguno de los componentes del alimento o sustancias 
ajenas al mismo, con el objetivo de corregir y/o encubrir defectos de dicho 
alimento, que no deberemos confundir con el Alimento sucedáneo o aquel que, 
sin un claro fi n fraudulento, pues expresamente consta en su etiquetaje, tiene 
la fi nalidad de sustituir a otro determinado alimento. Si bien no todos los ali-
mentos adulterados son potencialmente perjudiciales para la salud, al igual que 
los falsifi cados, podríamos pensar que su principal interés es el conseguir unas 
ganancias injustifi cadas17, no podemos olvidar como algunas de las crisis ali-
mentarias más importantes y con gran cantidad de damnifi cados que ha vivido 
nuestro país se deben a la adulteración de alimentos18. La adulteración de ali-
mentos está totalmente prohibida en nuestro ordenamiento jurídico, quedando 
explícitamente prohibido por el artículo 13 sobre las obligaciones específi cas 
para la protección de la salud y seguridad de los consumidores y usuarios del 
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y 

16 Por Alimento falsifi cado se entiende aquel que tiene la apariencia y caracteres generales 
de un producto legítimo, protegido o no por marca registrada, y se denomina como éste 
sin serlo o que no proceda de sus verdaderos fabricantes, o que no procede de una zona 
de producción conocida o declarada (M.F. CAPELLUTO, “Adulteración y falsifi cación de 
alimentos y los consiguientes riesgos para la salud” Revista Iberoamericana de Derecho 
Ambiental y Recursos Naturales, nº. 17, septiembre 2015,  Cita IJ-XCI-998. Dispo-
nible en 
https://ar.ijeditores.com/pop.php?option=articulo&Hash=af258361943d1bf3ca6149c3c8c
c6997#indice_0).

17 Gran parte de los alimentos adulterados que contienen sustancias distintas a las declaradas 
en su etiqueta, no tienen por qué ser tóxicas en sí, aunque pueden potencialmente ser per-
judiciales para la salud de las personas.

18 El caso más destacable es sin duda el ya mencionado del síndrome tóxico del aceite de 
colza provocado por la adulteración de un aceite comestible con aceites industriales no 
aptos para el consumo humano con un envenenamiento masivo de más de 25.000 personas 
a lo largo de todo el país de los que 350 morirían. Se estima que se obtuvo un benefi cio 
fraudulento de cerca de 500 millones de euros por parte de las siete empresas implicadas y 
que acabaría con 26 detenidos.
Otros casos de adulteración de alimentos, sin efectos nocivos para la salud, es la adición 
de agua a la leche con el objeto de aumentar su volumen y conseguir mayores benefi cios 
en la venta. Actualmente la inspección sanitaria tiene métodos muy efi caces para su deter-
minación, como es el método crioscópico o de congelación que se basa en el menor punto 
de congelación de la leche en relación al agua como consecuencia de las sustancias que la 
leche tiene en su composición.
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Usuarios y otras leyes complementarias, cuando determina la prohibición de 
utilizar ingredientes, materiales y demás elementos susceptibles de generar 
riesgos para la salud y seguridad de las personas. 

Desde un punto de vista jurídico, la característica más defi nitoria de los ali-
mentos falsifi cados y adulterados es la intencionalidad de inducir a error a los 
consumidores en los productos que adquieren con la fi nalidad de obtener un 
claro benefi cio económico.

Exista o no intencionalidad por parte del productor, envasador o comerciali-
zador, en caso de existir daños a los consumidores, estos incurrirán en una se-
rie de responsabilidades, según establece el Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complemen-
tarias, pues cuando un consumidor se siente perjudicado tiene derecho a ser 
indemnizado por los daños o perjuicios causados por los bienes o servicios 
adquiridos o prestados, lo que conduce a la responsabilidad civil, solidaria, 
que adquieren los productores, envasadores y comercializadores de miel. El 
artículo 135 de esta norma es muy precisa, al establecer que los productores 
serán responsables de los daños causados por los defectos de los productos 
que, respectivamente, fabriquen o importen. Extendiéndose dicha responsabi-
lidad al proveedor de los productos, que llegará a responder, como si fuera el 
productor, cuando haya suministrado el producto a sabiendas de la existencia 
del defecto, aunque podrá ejercitar la acción de repetición contra el productor.

IV. QUÉ ES LA MIEL

En muchas defi niciones nos podemos encontrar con discrepancias entre lo 
que es la miel a nivel agronómico, lo que se entiende habitualmente por miel y 
cómo es interpretado jurídicamente este concepto. 

Siempre ha existido un acuerdo sobre el término miel como aquel produc-
to alimenticio que procede de las abejas19 y que coincide plenamente con el 
concepto agronómico que entiende, con ligeras variantes, que la miel es un 
alimento natural de sabor dulce, producido por la abeja denominada Apis ma-
llifera, aunque también existen otros tipos de abejas que la pueden producir, a 
partir del néctar de las fl ores y de otras secreciones extra fl orales, las mieladas, 

19 Según la ENCICLOPEDIA UNIVERSAL ILUSTRADA ESPASA,  Ed. Espasa-Calpe, Ma-
drid, 1918, Tomo 35, pp 69, se entiende por miel aquella substancia viscosa, amarillenta 
y muy dulce, que producen las abejas condensando en su buche el jugo de las fl ores, y de-
volviéndolo por la boca para llenar con él los panales y que sirva de alimento á las crias, 
defi nición que coincide con la actual del Diccionario de la RAE si cambiamos buche por 
estómago.
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que las abejas liban, transportan, transforman, combinan con otras sustancias, 
deshidratan, concentran y almacenan en panales para su posterior extracción 
por parte del hombre. Agronómicamente, la miel siempre procede de las plan-
tas pero por intermedio de las abejas20.

Desde un punto de vista jurídico, de acuerdo con las directivas de la Comuni-
dad Europea 2001/110/CE y la Directiva 2014/63/UE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 15 de mayo de 2014 que la modifi ca, se defi ne como miel a 
la sustancia  natural dulce producida por la abeja Apis mellifera a partir del 
néctar de plantas o de secreciones de partes vivas de plantas o de excreciones 
de insectos chupadores presentes en las partes vivas de plantas, que las abejas 
recolectan, transforman combinándolas con sustancias específi cas propias, 
depositan, deshidratan, almacenan y dejan en colmenas para que madure.

En el ámbito nacional, el Real Decreto 1049/2003, de 1 de agosto, por el 
que se aprueba la Norma de calidad relativa a la miel, la defi ne como la sus-
tancia natural dulce producida por la abeja Apis mellifera a partir del néctar 
de plantas o de secreciones de partes vivas de plantas o de excreciones de 
insectos chupadores presentes en las partes vivas de plantas, que las abejas 
recolectan, transforman combinándolas con sustancias específi cas propias, 
depositan, deshidratan, almacenan y dejan en colmenas para que madure.

Sin embargo, esta claridad que existe desde un punto de vista agronómico y ju-
rídico se ve perturbada por la defi nición de miel que nos podemos encontrar en di-
ferentes diccionarios, como por ejemplo, esa segunda acepción del término miel21 
según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua donde se la defi ne como 
jarabe saturado obtenido entre dos cristalizaciones o cocciones sucesivas en la 
fabricación del azúcar, precisamente aquello que desde un punto de vista jurídico, 
y sobre todo de calidad alimentaria, no se puede nunca considerar como miel. 

V. PROPIEDADES FISICOQUÍMICAS DE LA MIEL

Los tres parámetros más importantes para garantizar la calidad de la miel son 
el análisis polínico, los análisis fi sicoquímicos y el análisis sensorial. Uno de 
los parámetros fi sicoquímicos importantes que permite evaluar la frescura de 
la miel, es la determinación del contenido de 5-hidroximetil furfural (HMF22) 

20 Véase P. JEAN-PROST,  Apicultura, Ed. Mundiprensa, Madrid, 2006, pp 438.
21 http://dle.rae.es/?id=PDHHVmo 
22 El HMF es un aldehído cíclico que se origina espontáneamente a partir de la fructosa en un 

medio ácido y es un proceso lento. Se calcula que el aumento de HMF en mieles es de 1 mg/
kg por mes en climas de temperaturas suaves. El límite máximo en la legislación española 
es de 40 para la venta de mieles para consumo humano.
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y la actividad diastásica23, así mismo es importante la ausencia de contaminan-
tes, fundamentalmente herbicidas, antibióticos y metales pesados.

El conocimiento de las propiedades fi sicoquímicas de la miel es determinan-
te para poder comparar los diferentes tipos de mieles y sobre todo para evaluar 
las posibles adulteraciones y fraudes. En todo caso, hay que tener en cuenta 
que dichas propiedades varían en su composición dependiendo de la gestión 
de la explotación apícola, de la fuente del néctar, así como del clima y las con-
diciones ambientales.

Los principales componentes de la miel son los siguientes:
Los carbohidratos constituyen el principal componente de la miel. Dentro 

de los carbohidratos los principales azúcares son los monosacáridos fructosa 
y glucosa. Estos azúcares simples representan el 85% de sus sólidos, ya que 
la miel es esencialmente una solución altamente concentrada de azúcares en 
agua. Los otros sólidos de la miel incluyen al menos otros 25 azúcares comple-
jos, pero algunos de ellos están presentes en niveles muy bajos y todos están 
formados por la unión de la fructosa y glucosa en diferentes combinaciones.

El contenido de humedad es una de las características más importantes de 
la miel y está en función de ciertos factores tales como los ambientales y del 
contenido de humedad del néctar. La miel madura tiene normalmente un con-
tenido de humedad por debajo del 18.5% y cuando se excede de este nivel, 
es susceptible a fermentar, particularmente cuando la cantidad de levaduras 
osmofílicas es sufi cientemente alta.

Además, el contenido de agua en la miel infl uye en su viscosidad, peso es-
pecífi co y color, condicionando así la conservación y cualidades organolép-
ticas de este producto. Después de la extracción de la miel de la colmena, 
su contenido de humedad puede cambiar dependiendo de las condiciones de 
almacenamiento. 

Las enzimas son añadidas principalmente por las abejas, aunque algunas pocas 
proceden de las plantas. Las abejas añaden enzimas a fi n de lograr el proceso 
de maduración del néctar a miel y éstas son en gran parte las responsables de la 
complejidad composicional de la miel. El proceso involucrado en la conversión 
de los tres azúcares básicos del néctar a por lo menos 25 azúcares adicionales 
de gran complejidad es difícil de entender. La enzima más importante de la 
miel es la α-glucosidasa, ya que es la responsable de muchos de los cambios 
que ocurren durante la miel; también se conoce como invertasa o sucrasa y 
convierte el disacárido sacarosa de la miel en sus constituyentes monosacári-
dos fructosa y glucosa.

23 La diastasa en una enzima que se encuentra presente de forma natural en la miel fresca, 
con la característica de que sus niveles disminuyen durante el almacenamiento o cuando se 
produce  su calentamiento.
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Otras enzimas presentes en la miel son la glucosa oxidasa, responsable en gran 
parte de la propiedad antibacteriana de la miel; la catalasa, responsable de con-
vertir el peróxido de hidrógeno a oxígeno y agua; la ácido fosfatasa, que degrada 
el almidón; la diastasa que se usa indicador de aplicación de calor a la miel.

En cuanto a proteínas y aminoácidos, la miel contiene aproximadamente 
0.5% de proteínas, principalmente como enzimas y aminoácidos. Los niveles 
de aminoácidos y proteína en la miel son el refl ejo del contenido de nitrógeno, 
el cual es variable y no supera el 0.04%. Entre el 40-80% del nitrógeno total de 
la miel es proteína. Cerca de 20 proteínas no enzimáticas se han identifi cado en 
la miel, muchas de la cuales son comunes a distintas mieles. 

Algunas de ellas tienen su origen en las abejas y otras en el néctar de la 
planta. La presencia de las proteínas en la miel resulta en una baja tensión 
superfi cial, lo que fomenta la formación de las fi nas burbujas de aire en una 
marcada tendencia al espumado. La cantidad de aminoácidos libres en la miel 
es pequeña y no tiene importancia nutricional.

En la miel se han encontrado entre 11 y 21 aminoácidos libres, de los cuales 
la prolina representa alrededor de la mitad del total. Además de la prolina, el 
ácido glutámico, alanina, fenilalanina, tirosina, leucina e isoleucina se presen-
tan en niveles mayores. Los aminoácidos reaccionan con algunos de los azúca-
res para producir sustancias amarillas o cafés responsables del oscurecimiento 
de la miel durante su almacenamiento.

Los ácidos y el pH. La gran dulzura de la miel enmascara en gran parte el 
sabor de los ácidos orgánicos presentes en la miel, los cuales representan apro-
ximadamente el 0.5% de los sólidos de este alimento. Los ácidos orgánicos son 
los responsables del bajo pH (3.5 a 5.5) de la miel y de la excelente estabilidad 
de la misma.

Son varios los ácidos orgánicos que están presentes en la miel, aunque el que 
predomina es el ácido glucónico. El ácido glucónico se origina de la glucosa 
a través de la acción de la enzima glucosa oxidasa añadida por las abejas. El 
efecto combinado de su acidez y el peróxido de hidrógeno ayudan a la conser-
vación del néctar y la miel. Otros ácidos orgánicos contenidos en menor pro-
porción en la miel son el fórmico, acético, butírico, láctico, oxálico, succínico, 
tartárico, maleico, pirúvico, piroglutámico, α-cetoglutárico, glicólico, cítrico, 
málico.

La cantidad de vitaminas en la miel y su contribución a la dosis recomenda-
da diaria de este tipo de nutrientes es despreciable. El contenido mineral de la 
miel es altamente variable, de 0.02 a 1.0%, siendo el potasio cerca de la tercera 
parte de dicho contenido; la cantidad de potasio excede 10 veces a la de sodio, 
calcio y magnesio. Los minerales menos abundantes en la miel son hierro, 
manganeso, cobre, cloro, fósforo, azufre y sílice.
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Componentes del aroma, color y sabor. Existe una gran variedad de mieles 
con diferentes aromas, colores y sabores, dependiendo de su origen botánico. 
Los azúcares son los principales componentes del sabor.

Generalmente la miel con un alto contenido de fructosa es más dulce que una 
miel con una alta concentración de glucosa. El aroma de la miel depende en 
gran medida de la cantidad de ácidos y aminoácidos. El color de la miel varía 
desde extra-clara, pasando por tonos ámbar y llegando a ser casi negra; algu-
nas veces con luminosidad amarilla típica, verdosa o de tono rojizo. El color 
está relacionado con el contenido de minerales, polen y compuesto fenólicos. 
Las mieles oscuras tienen un alto contenido de fenoles y consecuentemente 
una alta capacidad antioxidante.

El parámetro de la conductividad eléctrica está relacionado con la concen-
tración de sales minerales, ácidos orgánicos y proteínas, por lo cual es una me-
dición útil para establecer el origen geográfi co de los distintos tipos de mieles. 
Se ha sugerido a la medición de conductividad eléctrica como una técnica in-
directa para determinar el contenido de minerales de distintos tipos de mieles, 
debido a que es un valor estable que no varía signifi cativamente durante el al-
macenamiento del alimento y además indica si las abejas han sido alimentadas 
con azúcares. El rango de conductividad eléctrica en la miel es de 0.60 y 2.17 
mS/cm (milisiemens/centímetro).

Destacaremos la importancia que tiene el color en la miel. Este depende de 
varios factores, pero sobre todo se le relaciona con el néctar del que liban las 
fl ores, con el proceso de obtención y con la temperatura y tiempo de almace-
namiento24  y tiene gran importancia para el comercio, determinando el precio, 
pues cada país tiene preferencias de color de miel diferentes25.

VI. EL SECTOR APÍCOLA EN ESPAÑA

España es el mayor productor de miel en Europa, con 34.000 Toneladas/año 
de las cuales 20.000 toneladas son exportadas a Francia, Alemania y Reino 
Unido. Por lo tanto, cerca de un 60% de lo que se produce, se exporta26. En 

24 Véase J.P. SALAS; J.F. ECHAVARRI y A.  NEGUERUELA, “Infl uencia de la temperatura 
en la medida del color de la miel.” Rev.Óptica Pura y Aplicada, vol 26, 1993, pp. 549 a 557.

25 Los europeos prefi eren la miel de tono más oscuro y los norteamericanos las mieles de 
color más claro. Véase J. DELMORO; D. MUÑOZ; V. NADAL; A. CLEMENTZ y V. 
PRANZETTI, “El color en los alimentos: determinación de color en mieles”. Invenio 13, 
(25), 2010,  pp. 145 a 152

26 Datos obtenidos a partir de la investigación de V. MATÉ, “La amarga invasión de la miel 
china”, diario El País, 11 noviembre de 2016, Disponible en https://elpais.com/econo-
mia/2016/08/11/actualidad/1470913051_387434.html
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consecuencia, para suplir el resto de la demanda, los envasadores e industria-
les españoles recurren a las importaciones. En China, la producción se sitúa 
en 400.000 Toneladas/año, y por su alta demanda, un 50% de su producción 
es exportada, siendo España uno de los destinos. La importación de esta miel 
supone una competencia desleal para los apicultores españoles, ya que la le-
gislación china permite el uso de productos fi tosanitarios y antibióticos prohi-
bidos en la Unión Europea. Por esta razón, se prohibió la entrada a mieles de 
procedencia China en la Unión Europea durante los años 2002, 2003 y 200427.

En España el sector apícola ha reducido su producción, debido a diversos fac-
tores como el cambio climático, al uso de herbicidas y pesticidas y a la presencia 
de Varroa (ácaro que se cuelga de las abejas y las debilita hasta matar colmenas 
enteras), o a los ataques de la avispa asiática Vespa velutina, la cual está generan-
do muchos problemas actualmente, especialmente en el norte peninsular.

En la última década, el crecimiento en las importaciones ha sido exponen-
cial: de las 15.269 toneladas en 2009, a las 31.871 toneladas del último año, 
suponiendo un aumento del 109%. Los datos ofi ciales de la campaña 2017 in-
dican que la situación, continua con esta tendencia, agravando el problema con 
un crecimiento de las importaciones del 14% en 2017 con respecto a 201628.

En los últimos 5 años, a pesar de que el mercado de la miel ha disminuido 
su producción de manera global, China ha aumentado sus importaciones a 
España en un +57%29.

Los costes de producción de miel en España frente a los costes en China 
presentan un gran abismo. Además, la situación en España resulta aún más 
preocupante que la del resto de la Unión Europea al ser el precio medio de 
entrada de estas mieles el más bajo de todo el territorio comunitario. Nuestro 
país se ha convertido en el nicho de mercado de la miel china de peor calidad.

Tabla 1: Costes de producción de miel30

Costes de producción España De 3,5€/Kg a 6,5€/Kg de miel en función del tipo
Costes de producción China 1,3 €/Kg

Se puede pensar que la mano de obra en China es muy económica, pero si 
tenemos en cuenta el impuesto sobre el arancel que tienen que pagar para pa-

27 Según los datos obtenidos del MAPAMA, La agricultura, la pesca y la alimentación en 
España,  Secretaría General Técnica del MAPAMA, Madrid, 2006

28 http://www.europapress.es/economia/noticia-organizaciones-agrarias-cooperativas-piden-
sea-obligatorio-detallar-origen-etiquetado-miel-20180404114053.html 

29 Datos obtenidos de MAPAMA, El sector de la miel en cifras. Principales indicadores eco-
nómicos en 2015, Subdirección general de productos ganaderos, Madrid, 2016

30 V. MATÉ. Op. cit.
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sar la frontera, que es aproximadamente un 17%, hace llegar a la conclusión 
de que es imposible que a ese coste sea miel de abeja pura. Esta situación es 
un grave problema para los consumidores y para los apicultores artesanos de 
cada región, ya que estas multinacionales son las que dictan el precio estándar 
al que se vende la miel sin crear apenas una competencia o diversidad en las 
mieles, ganándose el mercado de los grandes centros de consumo provocando 
una continua presión a la baja sobre los precios de nuestra miel en origen.

El consumo humano por persona en nuestro país, si bien es de algo menos 
de un kilogramo, supone la cantidad de 34.170 toneladas de miel, con lo que 
apenas el 15% de la miel que se comercializa en España es realmente española 
y conlleva a que importemos, sobre todo las grandes envasadoras españolas, 
la cantidad de 29.010 toneladas de miel31, principalmente de China, país que 
ha duplicado sus exportaciones a España en la última década y ha expulsado a 
otros proveedores históricos como era fundamentalmente Argentina.

VII. SEGURIDAD ALIMENTARIA Y CALIDAD ALIMENTARIA  

El control de los alimentos y sobre todo su salubridad en los procesos de ela-
boración y mantenimiento siempre ha sido un tema que desde los inicios de la 
civilización ha preocupado a todas las sociedades, lo que se manifi esta en toda 
una serie de normas para su regulación. Desde los egipcios, griegos y romanos 
con las conservas de alimentos en vinagre y en salmuera, a las normas impues-
tas por las principales religiones monoteístas a casos más singulares como el 
que ocurrió en España durante el reinado de Felipe VI que llegó a prohibir la 
venta de carne si no había tres testigos que pudieran certifi car haber visto 
el animal vivo, y si el carnicero no había sido visitado por los jurados de los 
gremios32.

En la actualidad, la Declaración de Roma33 de 1996 sobre la seguridad ali-
mentaria mundial y el Plan de Acción de la Cumbre Mundial sobre la Alimen-
tación estableció las bases para conseguir el objetivo común de la seguridad 
alimentaria en todos los niveles: individual, familiar, nacional, regional y mun-
dial. Para lo que estableció la máxima de que existirá seguridad alimentaria 
cuando todas las personas tienen en todo momento acceso físico y económico 

31 Véase MAPAMA, El sector apícola en cifras. Principales indicadores económicos, Secre-
taría General Técnica del MAPAMA, Madrid, 2017.

32 Véase D. GÓMEZ DÍAZ y M.J. GÓMEZ DÍAZ, M.J., “Control y fraude de los alimentos 
un viaje por la ciudad de Almería, 1788-1940”. En J.M. MARTÍNEZ LÓPEZ (coord) His-
toria de la alimentación rural y tradicional: recetario de Almería, Instituto de Estudios 
Almerienses, Almería, 2003

33 Disponible en http://www.fao.org/docrep/003/w3613s/w3613s00.HTM 
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a sufi cientes alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades 
alimenticias y sus preferencias en cuanto a los alimentos a fi n de llevar una 
vida activa y sana. Lo que signifi ca que la seguridad alimentaria no se puede 
entender sin que exista un acceso a los alimentos en términos de cantidad, pero 
también en calidad, es decir, que los alimentos deban de ser saludables. 

Seguridad y calidad alimentaria son conceptos que en muchas ocasiones se 
confunden, sobre todo por parte de los consumidores. Para algunos autores la 
seguridad alimentaria debe basarse solamente en la inocuidad de los alimentos 
y que por tanto su ingesta no provoque riesgos a la salud de la persona que lo 
consume.

La calidad alimentaria añadiría un plus a la seguridad alimentaria y no debe 
conformarse solamente al proceso de elaboración del producto en su fase pro-
ductiva, sino también debe incluir a la cadena comercial, como la publicidad 
de algunas mieles muestran con el clásico slogan De la colmena a su mesa. 
Y esto se debe a que este aumento de información disponible y de productos 
ofertados en el mercado ha generado en los consumidores un aumento del gra-
do de exigencia hacia lo que consumen, más allá en muchas ocasiones de lo 
que la legislación establece, en lo que se conoce como alimentos con atributos 
de valor diferenciado o también como alimentos de calidad diferenciada que 
se traduce en un aumento del precio de este tipo de productos.

Para que sea efectivo un alimento amparado bajo un sello de calidad dife-
renciada, previamente dicho sello debe ser reconocido en los circuitos comer-
ciales de ese tipo de alimentos, debe ser controlado por un organismo inde-
pendiente encargado de su control y verifi cación con el objetivo de avalar esa 
diferencia que le separa del resto de alimentos similares34, y por supuesto debe 
existir un mercado interesado en el mismo y un público que sepa apreciar estas 
diferencias de calidad certifi cadas.

Ese valor diferenciado de los alimentos se asienta actualmente en su origen y 
proceso de elaboración. El valor diferenciado basado en el origen35 del produc-
to generalmente tiene una contrapartida para el espacio rural del que toma el 
nombre, actuando como una herramienta de desarrollo del potencial endógeno 
del mismo. De este modo, con dicho valor diferenciado que le añade el origen, 
en el caso de la miel nos encontramos con seis denominaciones de origen pro-

34 Véase A. TOLÓN BECERRA y X. LASTRA BRAVO, “Los alimentos de calidad diferen-
ciada. Una herramienta para el desarrollo rural sostenible”, M+A. Revista Electrónic@ de 
Medio Ambiente, vol 6, 2009, pp. 45 a 67.

35 Generalmente se basa en productos específi cos de calidad diferenciada que tiene como re-
ferencia el medio ambiente, el paisaje o la historia, como se comenta en A. TREGEAR; F. 
ARFINI; G. BELLETI y A. MARESCOTTI, “Regional foods and rural development: The 
role of product qualifi cation”, Journal of Rural Studies, nº 23, 2007, pp. 12 a 22.
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tegidas y una IGP36, y en cuanto a su proceso de elaboración diferenciaríamos 
entre la miel ecológica37 por un lado y la miel artesanal por otro.

Cuando un producto se comercializa con un sello de calidad diferenciada, 
los consumidores deben tener la garantía de que ese alimento es producido 

36 I.G.P. Miel de Galicia y las D.O.P. Miel de Granada, D.O.P. Miel de la Alcarria,  D.O.P.  
Miel de Liébana, D.O.P. Miel de Tenerife, D.O.P.  Miel de Campoo-Los Valles y D.O.P.  
Miel Villuercas-Ibores.
Aunque los términos D.O.P. y I.G.P. parecen similares, pues ambos son alimentos de cali-
dad diferencia al amparo de una normativa comunitaria que garantiza que se cumplan unos 
determinados requisitos superiores a los que se exigen al resto de alimentos, sin embargo 
tienen una serie de diferencias entre sí. De este modo, según el Ministerio de Agricultura 
y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente (MAPAMA) aquellos productos cuya calidad o 
características se deben al medio geográfi co con sus factores naturales y humanos y cuya 
producción, transformación y elaboración se realiza siempre en esa zona geográfi ca de-
limitada  son los que están protegidos por la Denominación de Origen Protegida (D.O.P.) 
en tanto que aquellos otros que poseen alguna cualidad determinada o reputación u otra 
característica que pueda atribuirse a un origen geográfi co y cuya producción, transforma-
ción o elaboración se realice en la zona geográfi ca delimitada son los que se encuentran 
amparados por el sello de calidad de una Indicación Geográfi ca Protegida (I.G.P.).

37 El primer sistema de etiquetado ecológico se estableció en 1978 en Alemania. La agricul-
tura ecológica en España se encuentra regulada desde el año 1989 mediante el Reglamento 
de la Denominación Genérica Agricultura Ecológica que estaría en vigor hasta la entrada 
en vigor del Reglamento (CEE) 2092/91 del Consejo de 24 de junio de 1991, encontrándo-
nos actualmente con una gran legislación en esta área, donde destacaremos el Reglamento 
(CE) Nº 834/2007 del Consejo de 28 de junio de 2007 sobre producción y etiquetado de los 
productos ecológicos que derogaría al anterior Reglamento del año 1991, así como por el 
Reglamento (CE) 889/2008 de la Comisión, de 5 de septiembre de 2008 en el que se esta-
blecen disposiciones de aplicación del anterior Reglamento y el Reglamento de Ejecución 
(UE) 2016/1842 de la Comisión, de 14 de octubre de 2016, por el que se modifi ca el Re-
glamento (CE) n.º 1235/2008, en lo que se refi ere al certifi cado de control electrónico para 
los productos ecológicos importados y otros elementos, y el Reglamento (CE) n.º 889/2008 
de la Comisión de 5 de septiembre de 2008, en lo que se refi ere a los requisitos que han 
de cumplir los productos ecológicos transformados o conservados y a la transmisión de 
información y cuyo artículo 13 establece los requisitos y condiciones de alojamiento espe-
cífi cos aplicables a la apicultura ecológica. Toda esta legislación trata de establecer para los 
productos ecológicos un nuevo marco jurídico donde se establecen las normas relativas a la 
producción, almacenamiento, transformación, transporte, venta y suministro al consumidor 
fi nal, etiquetado, control e intercambios con terceros países, con el objetivo de lograr una 
agricultura sostenible en un medio ambiente frágil como es el europeo y unos objetivos de 
calidad de la producción con los que dar respuesta a las nuevas necesidades de seguridad 
y calidad alimentaria de los consumidores. La Comisión Reguladora de Agricultura Eco-
lógica, adscrita al MAPAMA es la que tiene las competencias en agricultura y ganadería 
ecológica en España, estando transferidas a las Comunidades Autónomas las competencias 
del control del mercado, con lo que cada una de ellas tiene el control sobre la producción 
ecológica de su territorio y su propio Consejo Regulador con las funciones de control, 
inspección y es quien otorga el sello de producción ecológica. Interesante en este aspecto 
el trabajo de A. CHAMORRO, El etiquetado ecológico: un análisis de su utilización como 
instrumento de marketing, Servicio de Publicaciones Universidad de Extremadura, 2003.
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bajo condiciones comunes y controladas por un Organismo Certifi cador38, que 
es quien certifi ca la necesaria protección de la autenticidad de dicho alimento 
dentro del ámbito de la Unión Europea, proporcionando un enfoque uniforme 
en la misma, y es quien otorga dichos sellos de calidad diferenciada.

En este apartado no podemos olvidarnos de la importante labor que realizan 
los laboratorios de alimentos39, y sobre todo los laboratorios arbitrales de ali-
mentos40, en lo relacionado con la detección de la presencia de riesgos sani-
tarios y defectos nutricionales, la determinación precisa de la composición de 
los alimentos y el cumplimiento de las normativas en lo referente a su pureza y 
calidad, y sobre todo en lo referente a la protección de los intereses y salud de 
los consumidores y la detección de fraudes alimentarios41.

VIII. FRAUDE Y ADULTERACIÓN

Los fraudes y adulteraciones de los productos alimenticios han existido 
siempre. Chris Vansteenkiste, directivo del equipo de Europol encargado de 
investigar falsifi caciones es muy preciso al respecto Todo lo que se puede pro-
ducir puede ser falsifi cado. Todos los sectores son vulnerables42, de tal modo 
que si hace unas décadas las falsifi caciones y adulteraciones eran frecuentes en 
bebidas y productos alimenticios de gran calidad y altos precios en el mercado, 

38 El Organismo Certifi cador puede ser tanto privado como público, y será el encargado úl-
timo de verifi car y controlar que el alimento corresponde a los atributos de valor que se 
espera del mismo.

39 Red de Laboratorios Agroalimentarios en España cuenta con un total de 50, de los que 40 
han sido designados por las Comunidades Autónomas como laboratorios que pueden reali-
zar el análisis de las muestras tomadas en los controles ofi ciales, acreditados según Norma 
EN ISO/IEC 17025.

40 En España los Laboratorios Arbitral Agroalimentario de Madrid y el Laboratorio Agroali-
mentario de Santander dependen de la Subdirección General de Control y de Laboratorios 
Alimentarios de la Dirección General de la Industria Alimentaria del Ministerio de Agricul-
tura, Alimentación y Medio Ambiente (MAGRAMA), con las funciones de desarrollo de 
las competencias del Departamento en materia de control de la calidad de los alimentos, los 
piensos y otros medios de producción, en coordinación con las Comunidades Autónomas 
y colaborar con dichas Comunidades en materia de análisis alimentarios y realizar análisis 
arbitrales cuando proceda; así como participar en el estudio y elaboración de metodología 
analítica y en la propuesta de métodos ofi ciales de análisis.

41 Véanse las actas de  M.T. MARÍN TAPIA, “El control de mercado. Avances en la detección 
del fraude”, Curso de Verano de la UCM Laboratorios de alimentos. Del dato a la acción, 
El Escorial, 2016.

42 R. VERONESE, “Chris Vansteenkiste (Europol): Everything that can be produced, can be 
counterfeited. Every sector is touched” Leaders League, 2016, Disponible en https://www.
leadersleague.com/en/news/chris-vansteenkiste-europol-everything-that-can-be-produced-
can-be-counterfeited-every-sector-is-touched
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en la actualidad nos encontramos con productos alimenticios de consumo dia-
rio y de no muy alto coste monetario pero con un alto porcentaje de fraude que 
provocan en el consumidor la sensación de vulnerabilidad a la hora de adquirir 
sus productos en el mercado43.

Debemos afi rmar que todos los fraudes son siempre intencionados, frente a 
quienes afi rmar la existencia de fraude involuntario, que se produce por prác-
ticas que no son conscientes ni intencionadas, derivadas de malas prácticas de 
manipulación de alimentos, que en puridad se trataría de una alteración, pero 
no de un fraude.

Una de las formas más sencillas para evitar el fraude y adulteración en los 
alimentos, o dicho en otras palabras, tener una dieta más saludable, es comer 
alimentos vegetales y alimentos no procesados de origen animal44, como es el 
caso de la miel.

El fraude alimentario debe considerarse una violación intencionada de 
las reglas establecidas en el artículo 1 del Reglamento (CE) 882/2004 del 
Parlamento europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004 sobre los con-
troles ofi ciales efectuados para garantizar la verifi cación del cumplimiento 
de la legislación en materia de piensos y alimentos y la normativa sobre 
salud animal y bienestar de los animales con el propósito de obtener un 
benefi cio45.

Según el Informe sobre la crisis alimentaria, los fraudes en la cadena ali-
mentaria y el control al respecto (2013/2091(INI)) de la Comisión de Medio 
Ambiente, Salud Pública y Seguridad Alimentaria de la Unión Europea, los 
alimentos que a menudo son objeto de actividades fraudulentas son el aceite 
de oliva, el pescado, los productos ecológicos, los cereales, el café, el té, las 
especias, el vino, determinados zumos de frutas, la leche, la carne y la miel. 
Este Informe pone los pies en la tierra al comprobar como la lucha contra el 
fraude alimentario es un punto relativamente nuevo en el programa europeo, y 
como no sido nunca una prioridad clave de la legislación y la garantía del cum-
plimiento de la ley a nivel de la UE y a nivel nacional, lo que a su vez puede 
generar una gran desconfi anza entre los consumidores.

43 La Convención para la Farmacopea de Estados Unidos ha recopilado información sobre 
más de 1.300 registros de fraudes alimentarios publicados en la literatura científi ca desde 
1980, así como los métodos para detectarlos. Un estudio más detallado lo encontramos en  
ELIKA, Fraudes alimentarios,  Fundación Vasca para la Seguridad Alimentaria, 2013,  Dis-
ponible en http://www.elika.eus/datos/articulos/Archivo1147/Berezi@%2026%20-%20
Fraudes%20alimentarios.pdf

44 Véase M. POLLAN, In Defence of Food, Ed. Penguin Books, Londres, 2009, pp 22.
45 T. MARÍN TAPIA, Op. cit, pp 14
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La preocupación por la conservación de los alimentos46 y el uso de preser-
vantes en los mismos es de origen inmemorial. Pero dejando aparte los efectos 
positivos que tienen para la sociedad, tampoco es menos cierto que su uso a 
menudo constituye una adulteración de estos alimentos. De este modo, téc-
nicas iniciales en la conservación de alimentos como el desecado, el ahuma-
do y el salado han permitido su conservación, pero también se han usado en 
ocasiones para enmascarar malas propiedades o defectos que pudieran haber 
adquirido, y poco a poco en el tiempo se fueron descubriendo determinados 
ingredientes de alimentos que podían sustituirse por los originales con el ob-
jetivo de enmascarar determinadas características de los mismos. Y aquí es 
donde también ha habido casos en que se ha encontrado veneno para ratas y 
otras sustancias químicas peligrosas en alimentos fraudulentos, en lugar de 
otros aditivos legítimos más caros47.

En la actualidad además de los métodos físicos como la deshidratación, con-
gelación, calentamiento e irradiación de los alimentos, también se utilizan mé-
todos químicos con los que se trata de eliminar o parar el crecimiento de los 
elementos patógenos.

El uso de elementos preservantes en los alimentos obliga a que las Admi-
nistraciones Públicas sean muy exigentes en su uso, tanto en el elemento pre-
servante autorizado como en su cantidad, en la industria agroalimentaria para 
evitar que el uso de estas sustancias químicas sea utilizado para enmascarar las 
características originales de los alimentos, en especial la frescura real de los 
mismos y evitar el fraude alimentario.

Antes de hablar de calidad de un alimento, tendremos que haber determinado 
previamente su inocuidad, pues este es un requisito básico de la calidad, que se 
complementa con las propiedades y características organolépticas y los valores 
nutricionales.

El efecto negativo más importante que causan los fraudes alimentarios es 
la pérdida de confi anza que puedan adquirir los consumidores en la cadena 
de producción de los alimentos. En el caso de la miel, el que lleguen a pensar 
que no funciona ningún tipo de control y que en todas las mieles a la venta 

46 Existen cálculos que demuestran que más del 20% de todos los alimentos producidos en el 
mundo se pierden como consecuencia de la acción de los microorganismos en los alimen-
tos. De ahí la necesidad de evitar la alteración de los alimentos. Como ejemplo tenemos en 
los embutidos y conservas mal esterilizadas a la toxina botulínica, producida por una bac-
teria, Clostridium botulinum, que constituye uno de los elementos más venenosos que se 
conocen, así como las Afl atoxinas que producen determinados mohos que pueden llegar a 
ser agentes cancerígenos.  Los principales preservantes que se utilizan en la industria agro-
alimentaria son el ácido bórico, el ácido benzoico, el ácido salicílico, fl uoruro de amonio y 
sus variantes en forma de sales y formaldehidos.

47 UNODC. Op. cit.
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existe la posibilidad de que la miel sea fi nalmente de China. Coincidimos en 
que la principal preocupación de los productores para seguir manteniendo la 
aceptación de la miel en el mercado nacional e internacional es garantizar su 
autenticidad48 al encontrarnos en un mercado globalizado donde se ha gene-
ralizado el fraude.

IX. TIPOS DE FRAUDE Y ADULTERACIÓN EN LA MIEL

El sector agropecuario español siempre se ha dicho que se encuentra amena-
zado por la posición de subordinación que mantienen las pequeñas y medianas 
explotaciones en el mercado, tanto de adquisición de sus inputs como en el mo-
mento de la venta de sus productos, y por la probabilidad de destrucción de sus 
cosechas como consecuencia de siniestros meteorológicos no controlados49, 
pero cada vez más el auténtico riesgo del sector agropecuario se encuentra en 
el fraude alimentario proveniente del mercado globalizado internacional. Este 
es el caso del sector de la miel y de los diferentes tipos de fraude al que se 
encuentra sometido y que vamos a describir brevemente. 

Un primer fraude de la pureza de la miel lo encontramos en el proceso de 
producción de la propia miel en los apiarios, usando medicamentos, funda-
mentalmente antibióticos, no permitidos en nuestra legislación, o bien que, 
aunque estén permitidos se utilicen sin el debido control sanitario, sin receta 
veterinaria. Y por supuesto, la extracción de la miel sin guardar los periodos 
de seguridad. En este apartado también podríamos incluir a las explotaciones 
apícolas certifi cadas como ecológicas y que utilizan productos no permitidos 
para este tipo de explotaciones, aunque sí lo estén para el resto de explotacio-
nes apícolas.

También pueden existir alteraciones y fraudes durante el proceso de manipu-
lación de la miel, desde la extracción hasta el envasado. Durante esta fase son 
muchas las alteraciones y fraudes que se pueden producir.

Un fraude muy común consiste en extraer al máximo la miel de los panales, 
sin tener en cuenta que sólo debería extraer aquella miel que procede de celdas 
operculadas, pues en caso contrario la miel estará inmadura, es decir, con un 
alto contenido en humedad y no totalmente saturada de azúcares, lo que la 
hace mucho más inestable y con mayor probabilidad de fermentación.

48 Véase J.A. ULLOA; P.M. MONDRAGÓN CORTEZ; R. RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ; 
J.A. RESÉNDIZ VÁZQUEZ y P. ROSAS ULLOA, “La miel de abeja y su importancia”, 
Revista Fuente, Año 2, No. 4, Septiembre 2010, pp. 11 a 18.

49 Véase la obra de S. ESCRIBANO PINTOR, Los seguros agrarios. Una visión desde las 
Ciencias Sociales, Ed. Visionnet, Madrid, 2010



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

71Nuevas herramientas en la lucha contra el fraude alimentario en el sector de la miel

La extracción y envasado de miel que contiene trazas de plaguicidas y sus-
tancias químicas y/o tóxicas para su venta al público también debe considerar-
se un fraude. En cambio, el estado de conservación de la miel, cuando dicho 
estado de conservación no es el adecuado, y la miel puede llegar a fermentar, 
se debe considerar una alteración, y sólo si es comercializada es cuando se 
debería considerar fraude.

Uno de los fraudes más frecuentes ha sido la adicción de agua50 a la miel con 
el objetivo de aumentar la cantidad de la misma, lo que como se ha descrito 
anteriormente, además de disminuir las propiedades nutritivas de la miel la 
hace altamente inestable y propensas a todo tipo de alteraciones y fermenta-
ciones. En muchos casos, además, para hacer más densa la miel cuando se le 
ha añadido agua, se le adiciona también yeso y harina.

Nos podemos encontrar fraude en la miel debido a la ausencia de polen en 
la propia miel51, y por tanto, considerar la ausencia de polen en miel como un 
signo de fraude de la misma que se consigue normalmente a través de procesos 
de ultrafi ltrado previo calentamiento de la miel a altas temperaturas, con lo 
que se consigue eliminar el polen, sus propiedades nutritivas y curativas, pero 
también ocultar su origen. En realidad, tras estos procesos podríamos afi rmar 
que la miel deja de ser miel para pasar a ser un simple edulcorante.

El fraude más importante que se suele hacer en la miel es la adicción de azú-
cares refi nados  para conseguir un mayor volumen de miel52. O directamente 
la sustitución de la miel por azúcares, se trataría de un fraude en materia de 
identidad, cuando se sustituye la miel, en su totalidad o en parte, por un suce-

50 En la STS 962/1981se dicta en relación al recurso de una sanción de multa de un millón de 
pesetas y el cierre del establecimiento por un periodo de tres meses como consecuencia de 
la práctica fraudulenta en determinadas marcas de miel envasadas por un productor en las 
que se había detectado exceso de humedad, reacción positiva de identifi cación de melazas 
o adulteración con dextrinas extrañas, según los casos, que evidencian el fraude en la cali-
dad del producto, constituyendo dichos hechos una conducta comercial transgresora de la 
disciplina del mercado, prevista como infracción administrativa.

51 McNeil se hace eco de las palabras de Vaughn Bryant, director del Laboratorio de Investi-
gación en Palinología de la Universidad de Texas A&M y uno de los expertos más recono-
cidos en polen, es conocido por un estudio donde evaluó numerosas marcas de miel en los 
Estados Unidos observando que más de dos tercios de la miel ofertada no contenía restos 
de polen y llegó a la conclusión de que una miel que no contenga polen en su composición 
no se puede considerar miel ya que pierde todas las propiedades nutritivas y saludables, 
por lo que afi rma que la misión debe ser recuperar un correcto etiquetaje de la miel, la gente 
quiere la verdad en el etiquetado de la miel M.E.A. MCNEIL, “Vaughn Bryant, Honey 
Sleuth”, Bee Culture Magazine, October 2012.

52 Destaquemos un fraude muy común que se realizaba a principios del siglo XX que consistía 
en la mezcla de glucosa y miel de abejas, esta última en proporción inferior al 30%, y que 
se denominaba comúnmente como miel suiza según la ENCICLOPEDIA UNIVERSAL 
ILUSTRADA ESPASA, Op. Cit., Tomo 35, pp. 74
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dáneo53, siempre de peor calidad y de menor coste como puede ser el agua con 
azúcar o la glucomiel54. 

Durante la fase de etiquetado y distribución de la miel también nos podemos 
encontrar con diferentes tipos de fraudes. El fraude en el etiquetado de la miel 
es uno de los más comunes55, y donde más deberían de incidir en su erradi-
cación las Administraciones Públicas. Uno de ellos, muy común, consiste en 
envasar menos cantidad de la que muestra la etiqueta. Así como envasar un de-
terminado tipo de miel y etiquetarla como otro, de tal forma que la calidad de 
la miel percibida por el consumidor no es la que realmente dicho productor de 
miel le está ofreciendo, ya sea de tipo nutricional o simplemente sensorial56. 
Por ejemplo, cuando se importa miel, clandestinamente o no, de otros lugares 
y se vende como si fuera de una determinada región o país. Este fraude es aún 
más grave cuando se trata de mieles con sellos de calidad diferenciada.

Otro fraude consiste en vender miel monofl oral, la que proviene mayori-
tariamente de una única especie vegetal y que por tanto tiene una serie de 
características organolépticas e incluso terapéuticas muy defi nidas, cuando en 

53 La STS 1024/1981 trata sobre un recurso por una presunta adulteración de Turrón de yema, 
donde en su etiquetado se incluía la miel y sin embargo, no contener miel (contenido bajo 
de azucares reductores y contener harina, componente que no le corresponde a la formula 
declarada y contener colorante artifi cial), declarando la gravedad de dicha adulteración, al 
fabricar y vender como “turrón de yema extra”, un producto que ni siquiera era Turrón sino 
un simple dulce local a base de harina, sin rastro de miel alguna.

54 Este es un tema de gran actualidad, destacaremos la noticia surgida en el diario El Faro de 
Ceuta del pasado 10 de abril de 2018 con su titular Encuentran en Tetuán un laboratorio 
clandestino de miel falsifi cada con etiquetas de marca española, donde se estaba envasan-
do bajo etiquetas falsas de una conocida marca española de miel junto al hecho de estar 
envasando un sucedáneo de miel a base de mezclas de diferentes productos químicos y 
azúcares.

55 Ejemplos de persecución de este tipo de fraudes podemos encontrar en numerosos países, 
destacaremos las disposiciones que en 2017 la Administración Nacional de Medicamentos, 
Alimentos y Tecnología Médica de Argentina (ANMAT) estableció con la prohibición del 
uso y comercialización de determinadas marcas de miel, como la Disposición 2506/207, la 
ANMAT que prohibiría la comercialización de “Miel Artesanal” de la marca El Pana por 
carecer de autorizaciones de establecimiento y de producto y estar falsamente rotulado al 
consignar números de registros que no le corresponden, resultando ser un producto ilegal, 
o la Disposición 2505/2017 con la prohibición del producto “Alimento a base de miel y 
jarabe de maíz”, de la marca Las Marías ya que en el envase se declara en forma incorrecta 
e incompleta la información nutricional utilizando vocablos e ilustraciones que inducen al 
error, equivoco, confusión o engaño al consumidor en relación con la verdadera naturaleza 
del producto.

56 Destacaremos la reciente noticia de Agroinformación de diciembre de 2017 donde se da 
cuenta de la detención de una persona que falsifi caba el etiquetado de tarros de miel al que 
se le imputó un delito contra la propiedad intelectual y falsedad documental, cometido al 
falsifi car etiquetas de tarros de miel para la venta al público.
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realidad es una mezcla de diferentes fl ores, miel multifl oral, con el objetivo de 
conseguir un precio de venta superior en el mercado. Para poder determinar 
una miel como monofl oral se debería hacer para cada muestra un análisis po-
línico57.

En la actualidad el fraude en la miel se realiza cada vez con técnicas ins-
trumentales más sofi sticadas que impiden que se pueda detectar a través de 
simples análisis químicos, por lo que es una necesidad seguir invirtiendo en 
la búsqueda de métodos analíticos con los que descubrir este tipo de fraudes.

X. EL FRAUDE EN EL COMERCIO DE LA MIEL

Desde fi nales del siglo XX hemos experimentado un aumento espectacular 
del comercio mundial de alimentos como consecuencia del proceso de globa-
lización en que nos encontramos inmersos, con un constante incremento en la 
demanda de alimentos de todo tipo por parte de las sociedades occidentales, 
que se ha extendido al resto de países, contribuyendo a reducir la malnutrición 
mundial y los niveles de mortalidad, como consecuencia de los imparables 
avances tecnológicos que se han producido en el área de procesamiento, em-
paque y transporte de alimentos.

En este nuevo escenario resulta evidente que el principal motivo por el que 
se debe regular y vigilar el comercio internacional de alimentos debe ser la 
inocuidad y la calidad de los mismos.

El conocimiento que tenemos de la existencia de técnicas de producción de 
miel para consumo humano se remonta a más de 8.000 años58, y si además te-
nemos en cuenta sus características de conservación, es fácil intuir que ha sido 
un producto fácil de transportar y por tanto de comercializar a lugares lejanos.

La miel y sus derivados no es un alimento que se encuentre ajeno a esta 
nueva situación de globalización de los mercados, donde gran parte de los 
productos agroalimentarios con alta volatilidad en los precios son controlados 
y almacenados por grandes grupos comerciales internacionales a la espera de 
la formalización de transacciones donde se garanticen grandes benefi cios. Al-

57 Para realizar un análisis polínico deberemos determinar en primer lugar los granos de polen 
observados y posteriormente proceder a su recuento, teniendo en cuenta que para su validez 
el número de pólenes deberá ser superior a 500.

58 El antecedente más antiguo de obtención de miel de abejas se obtuvo en 1924 cuando se en-
contró en la cueva de Bicorp, 6.000 a.C. en España, una fi gura humana recolectando miel, 
así como el hallazgo en Egipto del uso de colmenas y la cosecha de miel en el año 2.400 
A.C. E. CRANE, A book of honey, Oxford University Press,  Oxford, 1980. Encontrándose 
la primera referencia escrita sobre la miel el año 2.100 a.C. en una tablilla Sumeriana según 
ULLOA et al., Op. cit., pp 12.
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gunos autores van más allá al analizar el fraude en los productos alimenticios 
y afi rmar la tendencia de los últimos años, al observarse mayor interés del 
crimen organizado por ampliar sus actividades a mercancías hasta ahora aje-
nas -por su estrecho margen económico y su condición de “commodity”- a la 
falsifi cación o adulteración59.

A diferencia de otros productos, el comercio mundial se reduce todavía más 
a unos pocos países, entre los que destaca China, que es la que marca el precio 
de la miel en el mercado internacional. El problema no tendría por qué ser 
extremadamente relevante si la miel que proviniera de China fuera de calidad 
similar a la europea, pero aquí surgen las grandes dudas del sector, pues te-
niendo en cuenta que la mayoría de los países productores de miel han tenido 
una reducción del 40% en sus producciones, fruto de las nuevas amenazas 
que se ciernen sobre este sector como son el cambio climático y la introduc-
ción de nuevas plagas y enfermedades en la Apicultura60, China ha seguido 
manteniendo su producción en las mismas cotas, más de 400.000 toneladas, 
lo que hace pensar que los controles de calidad de la miel china no pueden 
ser los mismos que se aplican en Europa, desde prácticas de adulteración de 
adicciones de agua y azúcar hasta tener una mayor probabilidad estas mieles 
chinas de contener trazas de antibióticos, pesticidas y herbicidas, y por tanto de 
partidas contaminadas. Lo que a su vez obliga a la práctica del calentamiento y 
fi ltrado de estas mieles para hacerlas aptas al consumo, pero al mismo tiempo 
destruyendo el polen que de por sí debe contener la miel y de este modo la 
posibilidad de saber de manera fehaciente su origen.

Esta situación ha generado una gran polémica en el sector apícola, no sólo 
español sino también europeo, pues si bien la calidad de la miel china es cla-
ramente inferior a la española61, sin embargo el precio al que se adquiere en 
España para su envasado es imposible que se pueda llegar a alcanzar por parte 
de los apicultores españoles. Como ya se ha comentado el precio de la miel 
china en España alcanza menos de 1,5 euros el kilogramo, frente a unos costes 
de producción de miel en España que no baja de los 3,5 euros el kilogramo. 

59 Véase N. BOULLOSA, “Alimentos: cómo sortear el fraude en etiquetado y condimentos”, 
Fair Companies, 2016, Disponible en https://faircompanies.com/articles/alimentos-como-
sortear-el-fraude-en-etiquetado-y-condimentos/

60 Fundamentalmente la introducción de la varroa como consecuencia del ácaro Varroa vax-
tatris, el nosema y nuevas plagas como la avispa asiática Vespa velutina.

61 Según ÁNGEL DÍAZ, responsable del sector apícola de la Coordinadora de Oranizaciones 
de Agricultores y Ganaderos  una parte de la miel procedente de China no cumple los 
estándares de calidad y seguridad alimentaria por el uso de antibióticos e insecticidas 
prohibidos en la UE, lo que supone ya una competencia desleal además del fraude que 
se comete cuando afi rma que otra parte de lo que se importa como miel en realidad es un 
jarabe de arroz, sometido posteriormente a un proceso industrial que podemos demostrar. 
En V. MATÉ, Op. cit.
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Y este dato es relevante, pues hay que tener en cuenta la regla básica de que 
las prácticas que no son económicas no son sostenibles a largo plazo, por la 
competencia con otras actividades económicas por el uso de la tierra, la mano 
de obra y el capital62, lo que conlleva medidas decididas y enérgicas en el 
marco jurídico de este sector, sin olvidar además que la base de la apicultura 
son las abejas, el polinizador más extendido y preciado, por lo que se tendría 
que tener en cuenta a la hora de legislar, la legislación en materia agraria ha 
de tener en cuenta las repercusiones en la fl ora y en la fauna, por lo que se 
hace preciso introducir nuevos instrumentos jurídicos para salvaguardar la 
biodiversividad63, así como también se establece en la Declaración de Roma 
sobre la Seguridad Alimentaria Mundial la necesidad de fortalecer las activi-
dades normativas y de control en los sectores de la salud y la seguridad de las 
personas, los animales y las plantas para conseguir la calidad e inocuidad de 
los suministros alimentarios.

Que un alto porcentaje de la miel que se consume en Europa64 es falsa, o 
simplemente no es miel, es un hecho evidente que corroboran las continuas 
alertas sobre entrada de miel falsa en Europa y que se puede comprobar por la 
Resolución del Parlamento Europeo, de 1 de marzo de 2018, sobre las pers-
pectivas y desafíos para el sector apícola de la Unión (2017/2115(INI)) donde 
se determina como el Centro Común de Investigación de la Unión Europea 
analizó muestras de miel de sus Estados miembros y concluyó, entre otras co-
sas, que un 20 % las muestras de miel tomadas en las fronteras exteriores de 
la Unión y en las instalaciones de los importadores no cumplían los criterios 
de composición o los procedimientos de producción de la miel establecidos en 
la Directiva relativa a la miel (2001/110/CE) y que un 14 % de las muestras 
contenían azúcar añadido, y a pesar de ello continua llegando a nuestras fron-
teras miel falsa y adulterada. Y que todo ello provoca un desequilibrio en el 
mercado de la miel en Europa fruto de la importación en grandes cantidades de 

62 Véase C.G. HERNÁNDEZ DÍAZ-AMBRONA y J.C. MICO DÍAZ, “Agricultura, 
alimentación y formación”. En J.C. Micó Díaz (Coord.) La transformación industrial de 
la producción agropecuaria, Secretaría General Técnica del Ministerio de Educación y 
Ciencia, Madrid, 2004

63 Como bien indica A. SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, “La producción agraria y la biodiversi-
dad en la normativa agraria de la comunidad autónoma de La Rioja” REDUR, nº 1, 2003,  
pp. 179 a 204.

64 Aunque este hecho no habría que referirlo solamente a Europa, sino que se da a escala 
global. Un ejemplo lo podemos encontrar en un pequeño país como Honduras, donde se-
gún un estudio sobre la venta de miel en la capital de este país, el 50% de las mismas no 
se les podía considerar como miel pura. F.E. LINO LAZO, “Estudio de la calidad de la 
miel de abeja Apis mellifera L. comercializada en Tegucigalpa”, Ed. Zamorano, Honduras, 
Tegucigalpa, 2002,  Disponible en https://bdigital.zamorano.edu/bitstream/11036/1524/1/
AGI-2002-T021.pdf
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miel adulterada a bajo coste, en los apicultores de España, así como del resto 
de países productores europeos, los precios de adquisición de la miel a fi nales 
de 2016 hubiesen caído a la mitad de los precios de 2014, lo que agrava la 
situación ya de por sí precaria de los apicultores de nuestro país.

Desde el Parlamento Europeo se exhorta a los Estados miembros y la Comi-
sión que garanticen que la miel y otros productos apícolas importados cumplan 
plenamente con los exigentes estándares de calidad de la Unión, y luchen de 
este modo contra los productores de miel de terceros países que recurren a me-
dios deshonestos y los envasadores y comerciantes de la Unión que mezclan 
deliberadamente miel importada adulterada con miel de la Unión, así como 
que se refuerce el requisito de la trazabilidad de la miel.

XI. EL ETIQUETADO DE LA MIEL O EL FRAUDE ENCUBIERTO

En todos los productos que se disponen para la venta al público es impres-
cindible contar con la garantía de un correcto etiquetado que haga más transpa-
rente el mercado. En el caso de los alimentos, el correcto etiquetado, con una 
información clara y precisa, es la base para el control del fraude.

Aunque esta información que nos puede ofrecer la etiqueta es muy importan-
te para su elección por parte de los consumidores, en gran parte de los casos, 
el precio continúa siendo un factor importante para que los consumidores se 
decidan en la compra de un determinado alimento, aunque se constata que 
existe una creciente preocupación e interés por parte de los mismos por obte-
ner información fi able acerca de los métodos productivos y características de 
los alimentos que se consumen65.

Antes de abordar este epígrafe debemos aclarar que en nuestro marco 
jurídico prevalece el objetivo de imponer a los poderes públicos la obliga-
ción directa de proteger la salud, mediante la organización y tutela de la 
sanidad pública y el establecimiento de medidas preventivas y las presta-
ciones y servicios necesarios66 frente a cualquier tipo de controversia de 
tipo comercial.

65 Véase R. HOFFMAN, “Country of Origin – A Consumer Perception Perspective of Fresh 
Meat”, British Food Journal, 102, 2000, pp. 211 a 229

66 Interesante el trabajo que realizó haciendo referencia a la STC 13/1989, de 26 de enero, 
por la que el Tribunal consideró preponderante el título de higiene y seguridad alimentaria 
frente al de comercio interior invocado por la Generalitat de Cataluña al interponer un con-
fl icto de competencia frente al Real Decreto 381/1984, de 24 de enero, sobre Reglamenta-
ción Técnico-Sanitaria del Comercio Minorista de Alimentación M. RODRÍGUEZ FONT, 
Régimen jurídico de la seguridad alimentaria. De la policía administrativa a la gestión de 
riesgos, Tesis doctoral inédita,  Gerona, 2006
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Esta situación ya se contempla en la Resolución del Parlamento Europeo, de 
1 de marzo de 2018, sobre las perspectivas y desafíos para el sector apícola de 
la Unión (2017/2115(INI)) donde se especifi ca que si bien el artículo 2, apar-
tado 4, letra a), párrafo segundo de la Directiva sobre la miel, en su versión 
modifi cada por la Directiva 2014/63/UE, dispone que, cuando la miel procede 
de más de un Estado miembro o de un tercer país, la mención obligatoria de 
los países de origen puede sustituirse por una de las siguientes, según proceda: 
«mezcla de mieles de la UE», «mezcla de mieles no procedentes de la UE» o 
«mezcla de mieles procedentes de la UE y de mieles no procedentes de la UE»; 
considera que la mención «mezcla de mieles procedentes de la UE y de mieles 
no procedentes de la UE» ya no es lo bastante informativa para el consumidor, 
pues en la actualidad numerosos envasadores y comerciantes de miel abusan 
de estas indicaciones para ocultar el verdadero país de origen.

Si las Administraciones Públicas se tomaran como una medida prioritaria la 
implantación real de la trazabilidad de la miel67, el consumidor fi nal podría 
tener un conocimiento exacto del recorrido de la miel que está consumiendo 
desde su origen hasta su mesa. Pues si bien a nivel nacional se trata de implan-
tar, en el caso del control de las mercancías transnacionales, y en especial de 
la miel, es mucho más difícil, sobre todo si tenemos en cuenta que las técnicas 
que se utilizan para la adulteración de la miel, así como del resto de productos 
alimenticios, son cada vez más sofi sticadas68, por no decir la complejidad que 
se alcanza cuando intervienen distintos mercados y normativas diversas, lo 
que impide una lucha efi caz contra el fraude alimentario.

La trazabilidad de la miel debe basarse en unos registros escritos donde se 
describan los productos con los que se provee la explotación apícola y la in-
dustria envasadora siendo un sistema de control donde quede constancia clara 
y precisa de los cuatro principales procesos que sufre la miel desde los apiarios 
hasta que es adquirida por el consumidor, es decir, en la producción, durante la 
extracción, en el proceso de envasado y en la distribución/comercialización de 
la miel. De tal forma que el consumidor sea capaz de tener toda la información 
disponible en el momento de la compra para poder realizar su elección de una 
forma veraz y consciente. 

67 Según el Reglamento n° 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero 
de 2002, la trazabilidad es la posibilidad de encontrar y seguir el rastro, a través de todas 
las etapas de producción, transformación y distribución, de un alimento, un pienso, un ani-
mal destinado a la producción de alimentos o una sustancia destinados a ser incorporados 
en alimentos o piensos o con probabilidad de serlo. La norma UNE 66.901-92 defi ne tra-
zabilidad como la capacidad para reconstruir el historial de la utilización o la localización 
de un artículo o producto mediante una identifi cación registrada.

68 Véase N. WHITTLE, “The fi ght against food fraud”, Financial Times, 2016, Disponible en 
https://www.ft.com/content/42985f40-f148-11e5-aff5-19b4e253664a?siteedition=intl
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Se puede concluir que la legislación comunitaria, que permite la mezcla de 
mieles, deja una amplia libertad a cada país para etiquetar la miel. Aunque un 
derecho reconocido de los consumidores es tener acceso a una información 
clara y precisa de los alimentos para que puedan escoger libremente aquellos 
que estimen libremente, por lo que el etiquetado debe ser fácil de entender, 
donde se describa claramente información del alimento, de sus posibles aditi-
vos o ingredientes, de su origen geográfi co, declaraciones nutricionales y los 
posibles tratamientos conservantes que hubiera tenido.

El Reglamento (CE) No 178/2002 del Parlamento europeo y del Consejo de 
28 de enero de 2002 recoge un apartado dedicado a la prevención del fraude 
en el etiquetaje, en concreto el artículo 14 dedicado a los requisitos de la ca-
lidad alimentaria establece que a la hora de determinar si un alimento no es 
seguro, deberá tenerse en cuenta (…) la información ofrecida al consumidor, 
incluida la que fi gura en la etiqueta, u otros datos a los que el consumidor 
tiene por lo general acceso, sobre la prevención de determinados efectos per-
judiciales para la salud que se derivan de un determinado alimento o catego-
ría de alimentos. Y en la misma línea, el Informe sobre la crisis alimentaria, 
los fraudes en la cadena alimentaria y el control al respecto (2013/2091(INI)) 
de la Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública y Seguridad Alimentaria, 
reconoce la importancia de un etiquetado claro y transparente entre empresas 
y de las empresas hacia el consumidor y pide a la Comisión que revise la legis-
lación alimentaria de la UE en este ámbito a fi n de reducir el riesgo de fraude 
alimentario.

En España la legislación aplicable para el etiquetado de la miel se divide en 
dos partes: obligatoria y facultativa. La primera se rige por: 

• Real Decreto 1334/1999, de 31 de julio, por el que se aprueba la Nor-
ma General de etiquetado, presentación y publicidad de los productos 
alimenticios. Y sus modifi caciones: Real Decreto 238/2000, de 18 de 
febrero.  Real Decreto 1324/2002, de 13 de diciembre. Real Decreto 
2220/2004, de 26 de noviembre. Real Decreto 892/2005, de 22 de julio. 
Real Decreto 36/2008, de 18 de enero. Real Decreto 1245/2008, de 18 
de julio. Real Decreto 890/2011, de 24 de junio.

• Real Decreto 1049/2003, de 1 de agosto, por el que se aprueba la norma 
de calidad relativa a la  miel. Y su modifi cación Real Decreto 473/2015, 
de 12 de junio

• Real Decreto 1808/1991, de 13 de diciembre, por el que se regulan las 
menciones o marcas que permiten identifi car el lote al que pertenece un 
producto alimenticio.

• Reglamento (UE) 1169/2011, de 25 de octubre de 2011, sobre la infor-
mación alimentaria facilitada al consumidor. (Reglamento aplicable a 
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partir del 13 de diciembre de 2014, salvo el artículo 9, apartado 1, letra 
l), que es aplicable a partir del 13 de diciembre de 2016 y la parte B del 
anexo VI, que es aplicable a partir del 1 de enero de 2014)

• Mientras que la facultativa se rigue por los siguientes decretos:
• Real Decreto 930/1992, de 17 de julio, por el que se aprueba la norma de 

etiquetado sobre propiedades nutritivas de los productos alimenticios. Y 
sus modifi caciones: Real Decreto 2180/2004, de 12 de noviembre. Real 
Decreto 1669/2009, de 6 de noviembre.

• Reglamento (CE) 1924/2006, de 20 de diciembre, relativo a las decla-
raciones nutricionales y de propiedades saludables en los alimentos. Y 
sus modifi caciones: Reglamento (CE) 107/2008, de 15 de enero. Regla-
mento (CE) 109/2008, de 15 de enero. Reglamento (UE) 116/2010, de 
9 de febrero

El sentir generalizado del sector es que la legislación actual no acaba de res-
ponder a las necesidades existentes, principalmente en materia de etiquetado 
del producto, en cuanto al origen de la miel. Esta laxitud a la hora de etiquetar 
la miel en España69 no ocurre en otros países de la Unión Europea, como Po-
lonia o Italia, donde los envasadores tienen la obligación de especifi car si la 
miel procede de productores nacionales o extranjeros, e incluso de los países 
que componen la mezcla, con lo que se consigue un doble objetivo, por un lado 
hacer más transparente el mercado de la miel para los consumidores y por otro  
proteger a los productores locales que apuestan por vender en su propio país.

Ante esta situación, incluso desde las Instituciones comunitarias se pide un 
cambio en la normativa del etiquetado, como se constata con la Resolución del 
Parlamento Europeo, de 1 de marzo de 2018, sobre las perspectivas y desafíos 
para el sector apícola de la Unión (2017/2115(INI)) donde se apoya que los 
Estados miembros establezcan una obligación de indicar el lugar de origen 
de la miel para las mieles y otros productos de la apicultura similar a la que 
existe para los productos cárnicos y lácteos.

XII. ESTADO ACTUAL Y NUEVAS TÉCNICAS ANALÍTICAS EN LA 
LUCHA CONTRA EL FRAUDE DE LA MIEL

Existe una apuesta decidida desde las Instituciones Europeas en la búsqueda 
de nuevas técnica analíticas en la lucha contra el fraude en la miel, como lo 
atestigua la Resolución del Parlamento Europeo, de 1 de marzo de 2018, sobre 

69 Salvo el caso de algunas mieles de calidad diferenciada, por ejemplo, las adscritas a las 
Reservas de la Biosfera o a Denominaciones de Origen protegida, es infrecuente encontrar 
mieles que sean producidas y envasadas totalmente en España.
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las perspectivas y desafíos para el sector apícola de la Unión (2017/2115(INI)) 
donde se pide a la Comisión que, con miras a la detección de casos de miel 
adulterada, desarrolle procedimientos efi caces de análisis de laboratorio, como 
las pruebas de resonancia magnética nuclear, que detectan péptidos propios 
de las abejas y otros marcadores específi cos de estas, y pide a los Estados 
miembros que impongan sanciones más rigurosas a los infractores, que recurra 
también a laboratorios privados reconocidos a escala internacional, como el 
francés EUROFINS o el alemán QSI, para efectuar los exámenes más sofi sti-
cados y que elabore una base de datos ofi cial de mieles, en la que se clasifi que 
la miel según su origen sobre la base de un método común de análisis.

Debido a los avances de la técnica, las prácticas fraudulentas sólo se pueden 
atajar con una iniciativa legislativa, adecuada y efi caz, así como con la utiliza-
ción de métodos innovadores de análisis de alimentos, con técnicas que van des-
de las más básicas hasta la moderna espectroscopia de infrarrojos, la espectro-
metría de masas y la reacción de transferencia protónica, con técnicas analíticas 
basadas en la detección molecular con las que poder evaluar no solo la seguridad 
y calidad de los alimentos, sino también la trazabilidad de la cadena alimenta-
ria, consiguiendo la detección precoz de todo tipo de adulteraciones y fraudes70.

Existen una serie de técnicas analíticas en la investigación del fraude en la 
miel que se basan en el Método ofi cial AOAC 978.17 que permite detectar 
adulteraciones de miel por la adición de azúcar C4, de tal forma que cuando se 
alcanza un porcentaje superior al 23,5% ya se considera que la miel es sospe-
chosa de haber sido adulterada, así como por el Método ofi cial AOAC 991.41 
donde se compara la relación isotópica del carbón de la proteína y el de la miel 
con un límite LD del 7%.

Los métodos basados en la determinación de DNA requieren las secuencias 
genéticas de ADN/aRNA y el uso de costosos consumibles tales como ceba-
dores (primers) para la reacción en cadena polimerasa (PCR). Esta técnica 
además tiene un alto coste tanto temporal como económico.  Finalmente, otras 
técnicas como la determinación de la actividad enzimática de beta-fructofu-
ranosidasa, actividad enzimática beta/gama-amilaza, detección de colorantes 
(E150d), detección de enzimas termo-resistentes, marcadores específi cos de 
jarabe de arroz (SM-R), marcadores trazas de jarabe de arroz (TM-R), o la 
detección de oligosacáridos ajenos a la miel, son una valiosa ayuda, pero estas 
técnicas por si solas ninguna es concluyente sobre la identifi cación de adul-
teraciones, principalmente relacionados con el agregado de distintos tipos de 
jarabes.
70 Véase el trabajo de C. RICO y J.O. CÁCERES, Adulteración de Miel: Estado Ac-

tual y nuevas técnicas de Análisis, 2017, Disponible en https://apiscam.org/blog/wp-
content/uploads/2017/10/Adulteraci%C3%B3n-de-la-Miel-Estado-Actual-y-Nuevas-
T%C3%A9cnicas-de-An%C3%A1lisis-16-05-17.pdf
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Los diferentes tipos de análisis para verifi car adulteraciones en la miel es un 
aspecto muy importante en la verifi cación de la autenticidad de la miel comer-
cializada y por tanto  poder satisfacer las expectativas en seguridad y calidad 
alimentaria que tienen nuestros ciudadanos.

Podemos afi rmar que desde los centros de investigación se está llevando a 
cabo un cerco a las adulteraciones de los productos alimenticios. Un ejemplo 
de ello lo observamos en el Departamento de Química Analitica de la Facultad 
de Ciencias Químicas de la Universidad Complutense de Madrid, que ha desa-
rrollado sendos métodos para detectar la adulteración de numerosos alimentos 
y actualmente también de la miel.

XIII. CONCLUSIONES

Los fraudes y adulteraciones de la miel, y por ende, de cualquier producto 
alimenticio, siempre es preocupante y por tanto es una necesidad que se imple-
menten sistemas efi caces de controles de seguridad y calidad alimentaria, ya 
que provocan pérdida de confi anza del consumidor. 

Si lo que las Administraciones Públicas desean es conseguir una alimenta-
ción saludable, al menos en el sentido que la FAO entiende dicho concepto, 
como aquella que aporta todos los nutrientes esenciales y la energía que cada 
persona necesita para mantenerse sano, es evidente que existen numerosas 
lagunas jurídicas en el sector de la apicultura y la miel, sobre todo centradas 
en la lucha contra el fraude y una falta de legislación efi caz en su etiquetado, 
puerta abierta al fraude encubierto, como ponen de manifi esto las cifras del 
comercio nacional e internacional de miel. Se necesita una legislación más 
efi caz, en el etiquetado de la miel y en la trazabilidad, sobre todo en el correcto 
control en las importaciones de miel fuera de la Unión Europea, con un enfo-
que basado en análisis de riesgos y evitar un sistema de vigilancia sanitaria del 
mercado meramente reactivo. 

El nuevo marco jurídico necesario debe ser estable y debería garantizar el es-
tablecimiento del etiquetaje digital, no sólo en la miel sino en el resto de produc-
tos alimenticios, pues solo de esta forma se podrá implantar de forma efi caz la 
trazabilidad, es decir, el seguimiento de la miel desde su producción, envasado, 
distribución y mercado fi nal. Esto ya es requerido desde la propia Comisión de 
Medio Ambiente, Salud Pública y Seguridad Alimentaria de la Unión Europea, 
solicitando a la Comisión que acelere el examen, junto a las partes interesadas y 
los Estados miembros, del alcance y la necesidad de la introducción de sistemas 
de certifi cación electrónica en la cadena alimentaria, lo que podría reducir la 
probabilidad del fraude cometido mediante certifi cados en papel.
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Es necesario que se tomen medidas efi caces en la capacitación de los consu-
midores para que sean capaces de tomar decisiones con conocimiento sufi cien-
te y bien fundamentado en la adquisición de la miel, por lo que deben adquirir 
herramientas sufi cientes para poder tomar este tipo de decisiones de consumo.

Por tanto, se necesita una legislación audaz con la que hacer frente a las 
conclusiones que el Informe sobre la crisis alimentaria, los fraudes en la ca-
dena alimentaria y el control al respecto (2013/2091(INI)) de la Comisión de 
Medio Ambiente, Salud Pública y Seguridad Alimentaria, cuando afi rma que 
se produce generalmente cuando el posible lucro es elevado y la probabilidad 
de ser detenido, baja; considera insostenible que sea lucrativo cometer fraude 
alimentario en la UE y que la probabilidad de ser detenido sea relativamente 
baja. De tal forma que la legislación no debe focalizarse solo en la seguridad 
de los alimentos, sino también en la prevención del fraude, la calidad alimen-
taria y el riesgo de que se induzca a error al consumidor, lo que debe conver-
tirse en una prioridad de investigación para la seguridad alimentaria.
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RESUMEN: El presente trabajo de investigación científi ca tiene por objeto el 
estudio de la tributación municipal de los bienes comunales y de los montes 
vecinales en mano común. Se parte, de modo introductorio, con el estudio de 
los orígenes y trayectoria de la propiedad comunal. Se comenta la distinción y 
principales diferencias entre la comunidad romana o por cuotas y la comuni-
dad germánica o en mano común. El análisis de los fundamentos teóricos de 
los bienes comunales se realiza atendiendo tanto a su concepto en las Normas 
españolas como a las aportaciones de los investigadores científi cos. El estudio 
de los bienes comunales en el ámbito de la tributación municipal se centra en 
el Impuesto sobre Bienes Inmuebles analizando el hecho imponible y el fun-
damento de esta exención. El trabajo concluye con el análisis de la situación 
actual y las propuestas de mejora que se consideran oportunas.
PALABRAS CLAVE: Bienes comunales, comunidad romana o por cuotas, 
comunidad germánica o en mano común, exención, Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles.
ABSTRACT: The objective of this scientifi c research paper is the study of 
the exemption of common property from IBI (tax on real property). It begins 
with an introduction to the prior understanding of the historical bases of com-
munal property. For that purpose, it is particularly useful to note the distinc-
tion between Roman common ownership or by shares, and Germanic common 
ownership or in a ‘community of hands’. The conceptual analysis of common 
property is carried out addressing both its concept in Spanish laws and the 
contributions of scientifi c researchers. The study of the exemption from IB-
Iof common property is performed starting from the basis for that exemption 
along with its general characteristics. The paper concludes with some critical 
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refl ections in which the current situation is analysed and various proposals for 
improvement are made. 
KEY WORD: Common property, Roman common ownership or by shares, 
Germanic common ownership or in a ‘community of hands’, exemption, Im-
puesto sobre Bienes Inmuebles (tax on real property).
SUMARIO: I. La propiedad comunal en la historia de la humanidad. Oríge-
nes y aspectos esenciales. II. Comunidad romana o por cuotas frente a comu-
nidad germánica o en mano común: elementos de diferenciación. 1. Comu-
nidad romana o por cuotas (communio incidens). 2. Comunidad germánica o 
en mano común (Gemeinschaftzurgesammten Hand). III. Análisis teórico de 
los bienes comunales. IV. Análisis teórico de los montes vecinales en mano 
común. V. Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común en 
el Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 1. Los bienes comunales y los montes 
vecinales en mano común en el hecho imponible del impuesto sobre bienes 
inmuebles.2. La exención recogida en el artículo 62.1.b) del Texto Refun-
dido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. VI. Análisis crítico y 
propuestas de mejora. 

I. LA PROPIEDAD COMUNAL EN LA HISTORIA DE LA HUMANIDAD: 
ORÍGENES Y ASPECTOS ESENCIALES 

Desde los orígenes de la historia de la Humanidad, en el que tras las diversas 
especies de homínidos aparecen los primeros humanos semejantes a los que 
vivimos en la actualidad, han tenido lugar diferentes acontecimientos que han 
supuesto una transformación esencial en los modos de vida que se han ido 
sucediendo. 

Uno de los acontecimientos fundamentales de la historia humana fue la in-
vención o implantación de la agricultura, hace aproximadamente diez mil años. 
A partir de este momento nuestros antepasados empiezan a tener conciencia y 
a pensar en una idea que hasta entonces no había resultado tan trascendente. 
Nos referimos al concepto o idea de propiedad. En el larguísimo período de 
la Humanidad denominado prehistoria -pensamos que sería más correcto de-
nominarlo tiempos pre-agrícolas o período de recolección y caza, al vivir de 
manera nómada y trasladarse más o menos de manera continua de unos lugares 
a otros-, no resultaba imprescindible tener asimilado el concepto de propiedad. 
Va a ser a partir de la implantación de la agricultura, una vez se fi je el lugar 
de residencia de manera permanente en un lugar y una fuerte vinculación a la 
tierra, cuando la idea de propiedad empieza a resultar algo primordial en el 
devenir diario de los humanos que vivieron en esta época.
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En los primeros momentos de inicio de la agricultura, teniendo en cuenta que 
el número de humanos era muy escaso en relación a los que vivimos actual-
mente -se estima su número entre diez y quince millones en todo el planeta- lo 
normal debía de ser el aprovechamiento en común de la tierra, dando paso 
también posteriormente a la propiedad privada. Así pudieron coexistir durante 
un tiempo ambas clases de propiedad. Esto tuvo lugar antes de la invención 
de otro de los mayores acontecimientos de la Humanidad, que fue la idea de 
Estado o Poder Supremo (Svmma Potestas) sobre un territorio. 

Los problemas, verdaderamente importantes, que ocasionó la propiedad co-
munal llegaron cuando se implantó el regadío de la tierra, en el que hacer 
comunes a los ríos originó una serie de confl ictos que dieron lugar a un caos 
de muy difícil o casi imposible solución. En ese momento clave de la historia 
humana surgió como un medio absolutamente necesario para poner orden ante 
un confl icto de tal magnitud, la idea de un Estado o Poder Supremo (Svmma 
Potestas), único modo de resolver de manera efi ciente tales confl ictos. Y es en 
ese trascendental momento cuando aparece otra nueva clase de propiedad, que 
va a ser clave para el desarrollo futuro de la Humanidad. Nos referimos a la 
propiedad del Estado, iniciándose la idea de lo que podemos llamar estatismo. 
En los orígenes del Estado se encuentran los Dioses (teocracia), que se convir-
tieron en los propietarios de la tierra. De este modo, los primeros Estados que 
inventó la Humanidad, fueron Estados teocráticos. En el antiguo Egipto, por 
ejemplo, está clase de Estado existió durante más de tres mil años.

De este modo, la propiedad comunal tuvo sus momentos de máximo esplen-
dor en el período que transcurre entre la implantación de la agricultura y la 
invención del Estado. A partir de ahí, coexistieron tres clases de propiedades, 
que podemos denominar: propiedad comunal, propiedad privada y propiedad 
estatal. La propiedad comunal ha sido la gran derrotada de las tres modali-
dades, y hoy día, en el tiempo en el que vivimos, apenas si quedan pequeños 
recuerdos de una clase de propiedad que en sus orígenes fue la más importante 
de aquellas tres.1

1 Como una aportación, dentro de lo que podríamos denominar fundamentos fi lológicos, y 
con relación a la denominación de esta clase de propiedad, para la que se han venido utili-
zando de modo indiferente propiedad comunal y propiedad colectiva, Rafael Altamira ex-
pone las siguientes refl exiones: «La acepción de las voces comunal y colectiva, que quieren 
identifi carse, es muy diversa; además, proceden de distinto origen y señalan ideas que, sino 
contrarias, cuando menos nos son sustituibles entre sí. Con la palabra colectiva se quiere 
designar toda propiedad de colectividades, es decir, de grupos, alcancen o no la superior 
organización de personas sociales; lo cual de a la palabra una acepción demasiado extensa 
que no puede asimilarse a la de comunal. Para que exista propiedad de esta clase, es preci-
so, sin duda, que radique en una colectividad de hombres; pero no toda colectividad vive 
comunalmente. Colectividad es el Municipio, y no obstante, puede no tener un centímetro 
cuadrado de tierra común. Colectividad es también una asociación por acciones, como 
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Una vez inventado el Estado, la propiedad comunal inicia su primer gran de-
clive, pero aún continúa existiendo como un fenómeno pujante hasta práctica-
mente, salvando pequeños restos, su asalto y desaparición en el caso de España, 
que fue el proceso desamortizador que se realizó en gran medida en el siglo XIX. 
Desde sus orígenes la propiedad comunal se ha fundamentado en Normas con-
suetudinarias (no escritas).2 Ya que la escritura es una invención post-estatal, 

una sociedad científi ca o una corporación ofi cial, en quenada está más lejos de existir que 
la comunidad de bienes, ni aun de vida. A lo colectivo o que es de colectividad, no puede 
corresponder siempre la defi nición jurídica de lo común: “lo que no siendo privadamente 
de ninguno, pertenece o se extiende a muchos, todos los cuales tienen igual derecho de 
servirse de ello; como bienes comunes, pastos comunes”. Nunca a los bienes comunales de 
los pueblos se les ha llamado colectivos; y mientras una colectividad no supone inmediata-
mente aquel modo económico de regirse, la voz comunidad, constantemente usada por los 
autores, lo indica desde luego sin otra aclaración. La palabra simple común, (communis), 
ha dado origen a una familia riquísima de derivadas, que todas expresan la misma idea, la 
de la communitas latina cuyo sentido absoluto hizo llamar a las asociaciones religiosas, 
comunidades. Decir colectividad es decir muchos, envuelve la idea de pluralidad; decir 
comunidad es decir muchos, encierra el concepto de algo que es para todos de un modo 
igual, de algo, en fi n, que les es común. Vid. R. ALTAMIRA Y CREVEA: Historia de la 
propiedad comunal (1890). Reedición: Historia de la propiedad comunal, Instituto de Es-
tudios de Administración Local, Madrid, 1981, págs. 60 y 61.

2 Sobre el tema de las Normas consuetudinarias existe una amplia y extensa bibliografía. 
En la doctrina alemana pueden consultarse, entre otros: S. BRIE: Die Lehre von Gewo-
hnheitsrecht. Einehistorisch-dogmascheUntersuchung, Breslau, 1899; O. BÜLOW.: Ge-
setzundRichteramt, Leipzig, 1885; H. O. FREITAG: GewohnheitsrechtundRechtssystem, 
Berlin, 1976; G. A. GROTEFEND: Lehrbuch des preussischenVerwaltungsrechts, I, 1890; 
J. HATSCHEK: Lehrbuch des deutschenundpreussischenVerwaltungsrechts, P. KURTZIG, 
Leipzig, 1927; A. GYSIN.: UngeschriebenesGesetzundRechtsordnung, Fest. F.v. Hippel; 
MAYER, O.:  DeutschesVerwaltungrecht (1895 y 1896). Traducción francesa: Le Droit Ad-
ministratif Allemand, 4 Tomos, 1903/1906. Traducción española: Derecho Administrativo 
Alemán, Buenos Aires, 1949; NEUKAMP, E.: Das Gewohnheitsrecht in Theorieund Pra-
xis des gemeinenRechts, ArchivfürbürgerlichenRechts, 1897; PUCHTA, G.F.: Das Gewo-
hnhetsrecht, Erlangen, 2 tomos, 1828/1837. En la doctrina francesa citamos, entre otros: 
AMSELEK, P.: Le róle de la pratique dans la formation du droit; apercus à propos du droit 
public français, RPDSP, 1983; LEBRUN, R.: La coutume. Sessources, son autorité en droit 
privé, París, 1932; Teboul, G.: La coutume, source formelle de droit en droit administratif, 
ReveuDroits, 1986. Dentro de la doctrina italiana, a destacar: C. E. BALOSSINI: Consue-
tudini, usi, pratiche, regole del costume, Milano, 1958; FERRARI, G.: Introduzione ad uno 
studio sul diritto pubblico consuetudinario, Milano, 1950; GIANNINI, M.S.: Sullaconsue-
tudine, RIFD, 1947; Miele, G.:Profi lo della consuetudin en el sistema delle fonti di diritto 
interno, Stato e Diritto, 1943; Orestano, R.: Dietro la consuetudine, RTDP, 1963. En la doc-
trina inglesa: ALLEN, C.K.: Law in de making, ClarendonPress, Oxford, 1939 (Traducción 
española de A. Ortiz García: Las fuentes del derecho inglés, Instituto de Estudios Políticos, 
Madrid, 1969); Austin, J.: Lectures on Jurisprudence, London, 1885. Por último, en cuanto 
a la doctrina española: F. DE CASTRO Y BRAVO: Derecho Civil de España, Casa Martin, 
Valladolid, 1942. Reedición: Derecho Civil de España, Civitas, Madrid, 1984; J. LÓPEZ 
HERNÁNDEZ: Lenguaje, normas y sistema jurídico, Tecnos, Madrid, 2012; M. MARTÍ-
NEZ SOSPEDRA: “La costumbre como fuente de derecho parlamentario. Precedentes, 
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que se originó para llevar la contabilidad de los templos, esto es, la contabilidad 
del propio Estado. Así, el período de mayor esplendor de la propiedad comunal 
fue anterior a la invención del Estado, y en ese momento aún no existía la escri-
tura. De este modo, la propiedad comunal a través de su fundamento en las Nor-
mas consuetudinarias (no escritas), representa un modo, además de la escritura, 
en el que se mantiene la memoria de la Humanidad.3

En el caso de España, el origen de la mayor parte de los bienes comunales, 
tanto actuales como los privatizados a través de las desamortizaciones del si-
glo XIX, hay que situarlo en el período histórico de la Reconquista, durante el 
cual se adjudicaron tierras para su ocupación y explotación por parte de una 
colectividad vecinal. Así lo expresa Guaita: La existencia de los comunales es 
muy antigua, aunque parece prudente no remontarlos más allá de la edad me-
dia; sus variedades son muchas; su origen, muy discutido, si bien cabe ligarlo 
por lo común al asentamiento de nuevos núcleos de población con motivo de 
la Reconquista y a cuya subsistencia contribuían de modo decisivo en aquellas 
economías de régimen cuasi doméstico, “cerrada”, rural y generalmente po-
bre; inicialmente perteneciente a los propios vecinos, al común de vecinos y se 
regían exclusivamente (o casi) por normas consuetudinarias.4

La propiedad comunal inicia otro momento de un lento declinar a partir del 
siglo XV. Se irá transformando en algo que germinará en el siglo XIX, al atri-
buirse el derecho de propiedad comunal a la universitas municipal. El colecti-
vo de vecinos fue desplazado poco a poco por el Municipio. No obstante, los 
bienes comunales en mano común no desaparecen del todo, sino que coexisten 
con este nuevo fenómeno creado.

usos y prácticas parlamentarias en la doctrina del Tribunal Constitucional”, Corts: Anuario 
de Derecho Parlamentario, núm. 23, 2010; Fuentes del derecho en el derecho español: una 
introducción, Tirant lo Blanch, Valencia, 2010; J. PÉREZ ROYO: Las fuentes del Derecho, 
Tecnos, Madrid, 2007. A. MARTÍNEZ LAFUENTE: “La costumbre y el Derecho Finan-
ciero”, Civitas, Revista Española de Derecho Financiero, núm. 39, 1983.

3 Acerca de las relaciones entre Normas consuetudinarias y memoria, puede consultarse: 
H. BERMAN: La formación de la tradición jurídica en Occidente, Fondo de Cultura Eco-
nómica, México, 1996; L. BOVE: La consuetudine in Diritto Romano, Nápoles, 1985; 
M. BRETONE: Derecho y tiempo en la tradición europea, Fondo de Cultura Económica, 
México, 1999; M. CLANCHY: «La cultura escrita, la ley y el poder del Estado», Semi-
nari Internacional d’Estudis sobre la Cultura Escrita, Universitat de València, 1999; J, 
FENTRESS y C. WICKHAM: Social Memory. New Perspectives on the Past, Cambridge, 
1992; P. FITZPATRICK: The Mythology of Modern Law, London, 1992; J. GAUDEMET: 
Les institutions de l’Antiquité, Sirey, Paris, 1967. E. LLEDÓ: Memoria del logos, Taurus, 
Madrid, 1984; El surco del tiempo. Meditaciones sobre el mito platónico de la escritura 
y la memoria, Crítica, 1992; P. MICHELI: Derecho consuetudinario y memoria. Práctica 
jurídica y costumbre en Castilla y León (siglos XI-XIV), Dykinson, Madrid, 2012.

4 A. GUAITA: “Montes y Bienes Comunales”, Revista de Derecho Administrativo y Fiscal, 
núms. 25 y 26, 1970, págs. 10 y 11.
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En España el último y defi nitivo golpe asestado contra los bienes comunales 
se produjo a través de las desamortizaciones realizadas durante el siglo XIX, 
especialmente la realizada por Pascual Madoz en el año 1855.5 Así, se calcula 
que de todo lo desamortizado el 30 por ciento pertenecía a la Iglesia, el 20 por 
ciento a la benefi cencia y el 50 por ciento eran bienes de los Municipios (de-
nominados de propios) y comunales. De este modo, para sanear las fi nanzas 
del Estado, se produjo los que se podría denominar el “robo de los comuna-
les”, que tuvo repercusiones muy negativas en la economía de subsistencia de 
gran parte del campesinado español. La privatización de los bienes comunales 
desencadenó una catástrofe ecológica en nuestro país al destruirse millones de 
hectáreas de arbolado autóctono, ocasionando el declive de la fertilidad de los 
suelos, disminución de las lluvias, desertifi cación y erosión. Se produjo lo que 
podríamos denominar un cambio climático, se perdió gran parte de la biodi-
versidad y aparecieron espacios casi en su totalidad desforestados.6

Resulta curioso y hasta sorprendente que fuera el nuevo Estado constitu-
cional y liberal -y no el Estado absolutista y arbitrario del Antiguo Régimen 
que tenía un poder ilimitado- el que asestara uno de los mayores abusos y 
usurpaciones en nombre de la libertad y la Constitución contra gran parte del 
pueblo español, que era el perteneciente al mundo agrícola y campesino, al no 
reconocer la autonomía de los Municipios, negando la personalidad jurídica a 
los concejos abiertos, que a nivel rural y municipal venían funcionando como 
verdaderas instituciones democráticas. 

5 La Ley de Desamortización general de 1 de mayo de 1855 disponía: «I. Se declaran en esta-
do de venta, con arreglo a las prescripciones de la presente ley, y sin perjuicio de las cargas 
y servidumbres a que legítimamente estén sujetos, todos los predios rústicos y urbanos (...) 
pertenecientes: Al Estado; al clero; a las órdenes militares de Santiago, Alcántara, Cala-
trava, Montesa y San Juan de Jerusalén; a cofradías, obras pías y santuarios; al secuestro 
del ex infante Don Carlos; a los propios y comunes de los pueblos; a la benefi cencia, a la 
instrucción pública y a cualesquiera otros pertenecientes a manos muertas, ya estén o no 
mandados vender por leyes anteriores (...). III. Se procederá a la enajenación de todos y 
cada uno de los bienes mandados vender por esta ley, sacando a pública licitación las fi ncas 
o sus suertes (...). IV. Los compradores de las fi ncas o suerte quedan obligados al pago en 
metálico de la suma en que se les adjudiquen (...). Aranjuez a 1º de mayo de 1855. Yo, la 
Reina. El Ministro de Hacienda, Pascual Madoz».

6 El proceso desamortizador en España tuvo lugar de manera discontinua, ya que fue frenado 
o impulsado dependiendo de la ideología política de los sucesivos gobiernos. Desde el año 
1767, en el que los jesuitas fueron expulsados de España por el gobierno ilustrado duran-
te el gobierno de Carlos III, hasta el año 1924, en el que el Ministro de Hacienda Calvo 
Sotelo derogó las leyes sobre la desamortización, se estima que pasaron a manos privadas 
alrededor de casi 20 millones de hectáreas de tierras. En este largo proceso desamortizador 
podemos diferenciar varias fases: a) Desamortización de Godoy (1798), ministro de Carlos 
IV; b) Desamortización de José I y de las Cortes de Cádiz (1811/1813); Desamortización 
del Trienio Liberal (1820/1823); Desamortización de Mendizábal (1836/1851); Desamorti-
zación de Madoz (1855/1924).
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En la elaboración de las Constituciones españolas del siglo XIX no participó 
el pueblo español, a diferencia de la gran mayoría de fueros y cartas pueblas 
de los siglos XI a XIII, en las que sí participaron las asambleas concejiles, libres, 
y responsables. Además, se derogaron la mayoría de los fueros territoriales. 
La consecuencia sería la negación de toda forma de participación política a los 
hombres y mujeres de las clases populares. Ello conllevó que una gran parte 
del pueblo rechazara, por ejemplo, la Constitución española de 1812 y se al-
zara en armas contra ella, cómo la que tuvo lugar en la guerra que algunos han 
denominado primera guerra civil española (1821/1823), en la que defendían 
algunas libertades que tenían en ese momento y que acabaron perdiendo.7

De este modo, se prohibió el control popular de la economía local. El proce-
so continuó con la brutal desaparición de los bienes comunales y la desarticu-
lación de los sistemas de ayuda mutua. Ello implicó condenar, en la práctica, 
al pueblo a la miseria material, y hasta moral podríamos decir, al fomentar el 
individualismo atroz, a la vez que se generalizaba el trabajo asalariado. Tam-
bién, el hecho de ir produciéndose de manera progresiva una expansión del 
Estado, hizo que la carga tributaria se elevara de manera signifi cativa con re-
lación a épocas anteriores. Las consecuencias fueron unos tiempos de grandes 
privaciones y miserias que el pueblo tuvo que sufrir, sobre todo de 1840 en 
adelante, al aumentar al aumentar la mortalidad, el hambre y otras diversas 
calamidades.8

7 R. GAMBRA CIUDAD: La primera guerra civil de España, 1821-23. Historia y medita-
ción de una lucha olvidada, Escelicer, Madrid, 1950. 

8 Consideramos de gran interés las siguientes refl exiones de Alejandro Nieto: «Si se quiere 
comprender la historia de España y su estructura económica y social hay que partir de estos 
bienes comunales sobre los que ha descansado la vida rural desde los primeros tiempos 
hasta nuestros días. La sociedad española ha sido siempre rural y los bienes comunales 
eran la garantía de la supervivencia de su población, puesto que gracias a ellos podían 
complementarse tanto los ingresos de la pequeña propiedad individual como los de las 
rentas salariales de un trabajo esporádico. En los montes comunales encontraban los 
pobres y menos pobres (ocioso es hablar de ricos en la población rural activa, es decir, 
prescindiendo de los señores) pastos para el ganado de autoconsumo, caza que añadir a 
su diete alimentaria, leña para calentarse, madera para edifi car y pequeñas parcelas que 
cultivar. Gracias a ellos, en defi nitiva, fue posible mantener, al menos, una economía de 
supervivencia, que no era poco en momentos de notorias desigualdades sociales y en los 
que la ciudad -con su artesanado, industria, comercio y servicios- no ofrecía (hablamos, 
claro es, de España) una alternativa sufi ciente a la vida rural. La desaparición de los bienes 
comunales no fue la causa de la transformación social sino su efecto. El progreso tecnoló-
gico y la aparición de la economía de mercado, generalizados en el siglo XIX, implicaron 
inexorablemente la extinción de los bienes comunales por la sencilla razón de que éstos no 
producían excedentes. La desamortización liberal produjo (a diferencia de la ilustrada) un 
salto cualitativo en nuestro sistema económico y social, pero hubo que pagar por ello un 
precio elevadísimo: la proletarización del campesinado. Si la población rural -expulsada 
del campo por ausencia de la renta complementaria que antes le proporcionaban los bienes 
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La Constitución de Cádiz de 1812 fue el inicio de lo que pretendía la Ilus-
tración, que era el predominio de la ciudad sobre el campo, arrinconando y 
destruyendo a este último.9 El mundo rural, campesino, agrícola y ganadero 
se vio amenazado desde la primera Constitución española y continuado por las 
demás y sucesivas Constituciones, con tributos cada vez de mayor cuantía a 
la vez que más difíciles de pagar, y unas Normas en casi todo favorables a la 
ciudad. De este modo, las consecuencias no podían ser otras que una cultura 
milenaria, plena de saberes, armonía con la Naturaleza, solidaridad y ayuda 
mutua, convivencia estrecha, se fue derrumbando hasta su práctica desapari-
ción en el mundo actual en el que vivimos.10

II. COMUNIDAD ROMANA O POR CUOTAS FRENTE A 
COMUNIDAD GERMÁNICA O EN MANO COMÚN: ELEMENTOS 
DE DIFERENCIACIÓN

Históricamente se han diferenciado, entre otras, dos clases de comunidad: 
la comunidad romana (condominivm ivris romani) y la comunidad germánica 
(condominivm ivris germanici). Su régimen de funcionamiento está basado en 
criterios organizativos diversos. Así, la comunidad romana o por cuotas surgió 

comunales- hubiera podido emigrar a la ciudad, se hubiera formado con ella un proleta-
riado industrial que, junto con la acumulación de capital resultante de la desamortización, 
hubiera facilitado el despegue económico del país, como sucedió, por ejemplo, en Francia e 
Inglaterra. Pero en España no fue así y, dado que la ciudad no ofrecía posibilidad de trabajo 
a la población rural, ésta hubo de permanecer en el campo, pero ya sin margen de supervi-
vencia: el proletariado campesino carecía, por tanto, no sólo de propiedad (o de medios de 
cultivo), sino también de trabajo. Con la consecuencia de que en España -como en el Sur 
de Italia- se generaron unas tensiones sociales que no tenían más salidas que la emigración 
al extranjero, la insurgencia permanente y la guerra civil». Vid.: Bienes Comunales de los 
Montes de Toledo, Civitas, Madrid, 1991, págs. 211 y 212.

9 En este sentido, ALEJANDRO NIETO manifi esta: «En las Cortes de Cádiz se consagra 
legislativamente de una manera defi nitiva la liquidación de los bienes comunales. Aquí, 
como en tantos puntos, es evidente la infl uencia francesa. En 1812 en España, como en 
Francia veinte años antes, coincide una mentalidad económica de tipo individual y burgués 
con un momento de angustia fi nanciera y militar. En esta situación los bienes comunales ac-
túan de panacea milagrosa: mediante su venta se allegan fondos para mantener el ejército, y 
mediante su reparto se premia -sin ningún sacrifi cio para el Tesoro- a los militares retirados 
y, por lo que se refi ere a los vecinos, se intenta vincularles a las nuevas ideas gracias a la 
complicidad que supone el regalo de unas propiedades, que un cambio de régimen puede 
quizá revocar. El ideal desamortizador, propio del liberalismo económico de los últimos 
años del siglo XVIII, encuentra, pues, en esta coyuntura un pretexto ideal para provocar las 
ventas y reparticiones del patrimonio comunal. Vid. A. NIETO GARCÍA: Los bienes comu-
nales, Editorial Revista de Derecho Privado, Madrid, 1964, pág. 848.

10 M. DELIBES: Un mundo que agoniza (1979). Reedición: Un mundo que agoniza, Plaza & 
Janes, Barcelona, 1997. 
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como una situación transitoria o incidental (commvnio incidens), que admite 
la actio commvni dividvndo, mientras que la comunidad germánica o en mano 
común (Gemeinschaftzurgesammten Hand) se caracteriza por tener como re-
ferencia situaciones estables, que suelen prolongarse a lo largo del tiempo, y 
cuya extinción no queda a la libre disponibilidad de los comuneros.

1. Comunidad romana o por cuotas (communio incidens)

La comunidad romana o por cuotas (commvnio ivris romani) está fundamen-
tada en los principios individualistas del Derecho Romano. De este modo, se 
caracteriza por otorgar un derecho autónomo a los co-titulares, del que podrán 
disponer libremente, en virtud de la actio commvni dividvndo.

Esta comunidad romana o por cuotas tiene una larga trayectoria histórica 
en el Derecho Romano.11 Los antiguos romanos crearon diversas situaciones 
en las que tenía lugar la pertenencia conjunta de una misma cosa o conjunto 
de cosas a varios sujetos. Así, podemos citar: el consortivm ercto non cito, la 
societas omnivm bonorvmy la commvnio pro indiviso. 

En los inicios del período republicano (-509/-27) surge una clase de co-titu-
laridad denominada condominio o commvnio pro indiviso. Su diferencia con el 
anterior consortivm ercto non cito estribaba en que cada uno de los co-titulares 
carecía de la propiedad plena (in solidvm) sobre la totalidad de la cosa común, 
ni sobre la propiedad de una parte de ésta, sino que cada comunero era titular 
de una parte ideal (qvota) del derecho de propiedad sobre la totalidad de la 
cosa común indivisa.

Cada comunero gozaba del ivs ad screscendi, por medio del cual tenía el 
poder de expandir su derecho sobre la parte de los que renunciaban a su cuo-
ta en la comunidad. Además, disponía del ivs prohibendi, por el que tenía ca-
pacidad de impedir a los demás comuneros cualquier actividad sobre la cosa 
común utilizando el correspondiente veto. Sin olvidar, como ya sabemos, de 
la existencia de la actio commvni dividvndo, por la que podía extinguir la 
comunidad.

A lo largo de su trayectoria histórica, la comunidad romana o por cuotas se 
ha caracterizado por constituir una clase de co-titularidad que se ha regido por 
unos principios esencialmente individualistas, frente a los colectivistas pro-
pios de la comunidad germánica o en mano común. Sin embargo, ello no ha 
sido impedimento para que, en el tema de la gestión, disfrute y disposición de 
la cosa común, existieran unas reglas sometidas a un régimen de unanimidad 
o mayoría, con la fi nalidad principal de organizar las diversas co-titularidades 
mientras exista la comunidad.

11 M. SALAZAR REVUELTA: Evolución histórico-jurídica del condominio en el Derecho 
romano, Servicio de Publicaciones de la Universidad de Jaén, 2003.
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Se considera que la propiedad comunal romana o por cuotas (condominivm 
ivuris romani), al contrario de la comunidad germánica, constituye una orga-
nización problemática, y en consecuencia, transitoria, ya que no tienen por qué 
ser lazos personales los que unan a sus miembros, sino, con frecuencia, intere-
ses patrimoniales que coinciden en un determinado tiempo. De este modo, se 
reconocen titularidades individuales de los condominios en cuanto a su cuota. 
Esta cuota representa la magnitud de la participación en el derecho común y 
forma parte del patrimonio del comunero. Y así podrá disponer de dicha cuota, 
sin necesitar el consentimiento de los demás comuneros en virtud de la actio 
commvni dividundo, que podrá ejercer con libertad.12

2. Comunidad germánica o en mano común (Gemeinschaftzurgesammten 
Hand)

La comunidad germánica o en mano común (Gemeinschaftzurgesammten 
Hand) tiene su origen en los usos propios de las diversos pueblos germáni-
cos que no dieron lugar a un Derecho germánico unitario.13 En estos pueblos 
germánicos la propiedad comunal empieza siendo una comunidad de carácter 
tribal que lentamente se va transformando en una comunidad de carácter fami-
liar. A través del matrimonio se generaba una situación en la que los cónyuges 
compartían un patrimonio en mano común, que no se disolvía tras la muerte de 
uno de los cónyuges, sino que se mantenía con el otro cónyuge y los hijos. Con 
el transcurso del tiempo, el vínculo de parentesco se sustituyó por los lazos de 
vecindad que les unían en la realización de sus actividades económicas, tales 
como pastoreo, ganadería y agricultura, y que les permitían la satisfacción de 
necesidades comunes.

Lo determinante es que la colectividad o grupo se convierte en el titular del 
derecho existente sobre los bienes comunes. Y, en consecuencia, le correspon-
derá su gestión y disfrute. Se podría hablar del principio dominivm plurivm in 
solidvm, frente al principio romano dvorvm qvidem in solidvm dominivm vel 
possessionem esse non posse. No obstante, hay que tener en cuenta, que lo que 
distingue a la comunidad germánica o en mano común es que cada uno de los 
comuneros ostenta todos los poderes de uso y disfrute sobre la cosa en común. 
De ahí que, tanto los benefi cios que se obtengan de la cosa en común, como 
12 En el Sistema Normativo español prevalece este régimen de comunidad, y demostración 

de ello es que la regulación que contienen los artículos 392 a 406 del Código Civil se 
fundamenta en criterios tales como la administración regida por mayoría de cuotas y no 
de personas (artículo 398), los plenos poderes dominicales de cada co-titular sobre su res-
pectiva cuota (artículo 399), o el poder de división de la cosa común y libre separación del 
comunero en cualquier momento (artículo 400).

13 Vid., inter alia: J. M. PÉREZ-PRENDES MUÑOZ-ARRACÓ: Breviario de Derecho Ger-
mánico, Servicio de Publicaciones Universidad Complutense, Madrid, 1993; H. PLANITZ: 
Derecho Privado Germánico, Bosch, Barcelona, 1957.
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los daños o perjuicios que de la misma deriven, repercutirán sobre todos los 
comuneros en su conjunto.

La comunidad germánica o en mano común (Gesammteigentum o Gemeins-
chaftzur Gesammten Hand) se caracteriza porque en ella predomina el vínculo 
personal que une a los comuneros derivado de una vida en común, de una 
comunidad de trabajo, la ausencia de cuotas, la atribución de una gestión y dis-
posición conjunta de bienes, la carencia de una acción divisoria que ponga fi n 
a la comunidad, junto con la no extinción de la comunidad por fallecimiento 
de los comuneros, lo que implica un derecho de acrecimiento en favor de los 
otros. Así se da lugar a una comunidad de carácter duradero y permanente, de 
ahí que sea indivisible, inalienable, imprescriptible e inembargable.14

El fundamento de la ausencia de cuotas de participación se encuentra en el 
vínculo personal que une a los comuneros -familiar o de vecindad-, que crea 
una cohesión entre sus miembros, prevaleciendo el interés colectivo sobre el 
interés individual.15 En este sentido, el Tribunal Superior de Justicia de Cata-
luña en la sentencia de 11 de febrero de 1997, manifestó en su fundamento 2º, 
que la diferencia básica entre la comunidad romana y la comunidad germánica 
consiste en que: En la primera los cotitulares están relacionados entre sí por la 
unidad de la cosa en la que tienen una participación patrimonial: en la segunda 
lo que hay es un vínculo personal entre los partícipes al que se halla subordi-
nada la relación real.

La noción de cuota, sin embargo, no está ausente del todo en la comunidad 
germánica, puesto que existe aunque con un alcance diferente al de la comu-
nidad romana. Se trata de lo que podríamos denominar una cuota de reparto, 
que se llevaría a cabo en el momento de la extinción de la comunidad. De este 
modo, dicha cuota de reparto funcionará como una mera expectativa para el 
supuesto en el que se produjese la extinción de la comunidad al desaparecer los 
vínculos personales. En defi nitiva, mientras exista la comunidad germánica no 

14 En este sentido, BOCANEGRA SIERRA expone: «Uno de los rasgos defi nitorios de este 
tipo de comunidad, por diferencia con lo que ocurre con la comunidad romana, es que 
el vínculo que la sustenta y liga estrechamente a sus miembros es un vínculo de carácter 
obligatorio y estrictamente personal, hasta el punto de poder afi rmarse que la comunidad 
germánica o en mano común es, ciertamente, sobre todo, una comunidad personal que pre-
existe a la misma relación de comunidad económica, a la que genera por su propia virtud 
y efi cacia, y de modo refl ejo o secundario». Vid. R. BOCANEGRA SIERRA: Los montes 
vecinales en mano común: naturaleza y régimen jurídico, Instituto de Estudios de Admi-
nistración Local, Madrid, 1986, pág.158.

15 En este sentido, Beltrán de Heredia señala que el derecho que se posee en la comunidad ger-
mánica «nunca signifi ca un derecho concreto del comunero sobre una parte de los bienes de la 
comunidad, sino que, más exactamente, sirve para indicar la condición, posición o situación 
del comunero como miembro de la comunidad». Vid.: J. BELTRÁN DE HEREDIA: Natura-
leza jurídica de la copropiedad, Revista de Derecho Privado, Madrid, 1953, pág. 81.
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habrá una cuota exclusiva para que los comuneros puedan disponer libremen-
te, ni una cuota por la que disfruten de una proporción de la cosa en común, ya 
que se realizará de forma colectiva e indeterminada. 

La relación personal o familiar entre los comuneros excluirá el poder de 
sustituir libremente a cualquiera de ellos, mediante actos inter vivos o mortis 
causa, lo que evitará la existencia de cuotas negociables o disponibles. Así se 
evitará el que terceros extraños ocupen el lugar de un comunero, que no po-
drán ejercer la actio commvni dividvndo. Y ello como consecuencia de la idea 
que preside el condominivm ivris germanici, esto es, la primacía del derecho 
del grupo o colectivo sobre el comunero individual.

III. ANÁLISIS TEÓRICO DE LOS BIENES COMUNALES  

El artículo 132 de la Carta Magna española de 1978 dispone:
1. La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de 

los comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescripti-
bilidad e inembargabilidad, así como en su desafectación.

2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo 
caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos  
naturales de la zona económica y la plataforma continental. 

3. Por ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su 
administración, defensa y conservación.

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local en 
su artículo 79 establece:

1. El patrimonio de las Entidades locales está constituido por el conjunto de 
bienes, derechos y acciones que les pertenezcan. 2. Los bienes de las Entidades 
locales son de dominio público o patrimoniales.

3. Son bienes de dominio público los destinados a un uso o servicio público. 
Tienen la consideración de comunales aquellos cuyo aprovechamiento corres-
ponda al común de los vecinos.

El Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Regla-
mento de Bienes de las Entidades Locales dispone en sus artículos 2 y 5:

Artículo 2. 1 Los bienes de las Entidades locales se clasifi carán en bienes 
de dominio público y bienes patrimoniales. 2. Los bienes de dominio público 
serán de uso o servicio público. 3. Tienen la consideración de comunales aque-
llos bienes que siendo de dominio público, su aprovechamiento corresponde 
al común de los vecinos. 4. Los bienes comunales solo podrán pertenecer a los 
Municipios y a las Entidades locales menores.
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Artículo 5. Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son 
inalienables e imprescriptibles y no están sujetos a tributo alguno.16

La Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, en los artículos 11 y si-
guientes clasifi ca los montes en relación a sus titulares, en públicos y priva-
dos.17 Los montes públicos son los que pertenece al Estado español (central, 
regional, provincial, municipal). Considera dentro de los bienes de dominio 
público, entre otros, a los montes comunales cuyos titulares son los Munici-
pios, mientras que su aprovechamiento corresponde a todos los vecinos. El 
artículo 12 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre de Montes, establece:

Artículo 12. Montes de dominio público y montes patrimoniales. 1. Son de 
dominio público o demaniales e integran el dominio público forestal: a) Por 
razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo de Montes de 
Utilidad Pública a la entrada en vigor de esta ley, así como los que se incluyan 
en él de acuerdo con el artículo 16.

16 En otros artículos del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales se dispone: «Artículo 94.1. El aprovecha-
miento y disfrute de bienes comunales se efectuará precisamente en régimen de explotación 
común o cultivo colectivo. 2. Sólo cuando tal disfrute fuere impracticable se adoptará una 
de las formas siguientes: a) Aprovechamiento peculiar según costumbre o reglamentación 
local, o b) Adjudicación por lotes o suertes. 3. Si estas modalidades no resultaren posibles, 
se acudirá a las adjudicaciones mediante precio. Artículo 95. Cada forma de aprovecha-
miento se ajustará, en su detalle, a las Ordenanzas locales o normas consuetudinarias tradi-
cionalmente observadas, o las que, cuando fuere procedente, apruebe el órgano competente 
de la Comunidad Autónoma, en cada caso, oído el Consejo de Estado o el órgano consul-
tivo superior del Consejo de Gobierno de aquélla, si existiera. Artículo 96. La explotación 
común o cultivo colectivo implicará el disfrute general y simultáneo de los bienes por 
quienes ostentan en cada momento la cualidad de vecino. Artículo 97. La adjudicación por 
lotes o suertes se hará a los vecinos en proporción directa el número de personas de tengan a 
su cargo e inversa a su situación económica. Artículo 103.1. El derecho al aprovechamien-
to y disfrute de los bienes comunales, en cualquiera de sus modalidades, corresponderá 
simultáneamente a los vecinos sin distinción de sexo, estado civil o edad. Los extranjeros 
domiciliados en el término municipal gozarán también de estos derechos. 2. Los Ayunta-
mientos y Juntas vecinales que viniesen ordenando el disfrute y aprovechamiento de bienes 
comunales, mediante concesiones periódicas a los vecinos de suertes o cortas de madera, de 
acuerdo con normas consuetudinarias u Ordenanzas locales tradicionalmente observadas, 
podrán exigir a aquéllos, como condición previa para participar en los aprovechamientos 
forestales indicados, determinadas condiciones se vinculación y arraigo o de permanencia, 
según costumbre local, siempre que estas condiciones singulares y la cuantía máxima de 
las suertes o lotes sean fi jadas en Ordenanzas especiales, que necesitarán para su puesta en 
vigor la aprobación del órgano competente de la Comunidad Autónoma, el cual la otorgará 
o denegará, oído el Consejo de Estado o el órgano consultivo superior del Consejo de Go-
bierno de aquélla, si existiera».

17 La Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, fue modifi cada posteriormente por la Ley 
10/2006, de 28 de abril y por la Ley 21/2015, de 20 de julio.
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b) Los montes comunales, pertenecientes a las entidades locales, en tanto su 
aprovechamiento corresponda al común de los vecinos.

c) Aquellos otros montes que, sin reunir las características anteriores, hayan 
sido afectados a un uso o servicio público.

2. Son montes patrimoniales los de propiedad pública que no sean demaniales.
Por último, hacemos alusión a una resolución de la Dirección General de los 

Registros y del Notariado de 8 de marzo de 1950 que califi ca expresamente a 
los bienes comunales como «de remoto origen e incierta naturaleza».18

Tradicionalmente han existido tres teorías en cuanto a los posibles titulares 
de los bienes comunales: a) La primera teoría sostiene que los vecinos son los 
titulares de los bienes de manera común. Se trataría de una comunidad germá-
nica en la que todos son los propietarios de dichos bienes; b) La segunda teoría 
postula que el Municipio u otra entidad estatal sería la propietaria de los bienes 
18 El Tribunal Supremo en Sentencia dictada el 17 de diciembre de 1905 expresaba: «Que todos 

los bienes de los pueblos pueden y deben agruparse en tres clases: bienes de propios, que son 
aquellos que, perteneciendo al pueblo, dan algún fruto o renta en benefi cio del procomún, 
benefi cio o producto que ingresa en las arcas municipales y fi gura en los presupuestos, pero 
que nadie en particular, ningún vecino aisladamente, puede usar; otra clase, bienes comunales 
o de común aprovechamiento, de los cuales cada vecino de por sí puede usar o aprovecharse 
gratuita y libremente, cuyos productos o rentas nunca entran, por consiguiente, en el Tesoro 
municipal, hasta el punto de que si se utilizan de modo que produzcan rentas o recursos apli-
cables a los gastos municipales pierden su condición de comunes para caer en la de propios; 
y una tercera parte, que consiste en los bienes que, aun pertenecientes a los pueblos, no sólo 
los pueden usar todos y cada uno de los vecinos, sino la generalidad de las personas, que no 
producen ni propiamente pueden producir ningún fruto o renta, aquellos, en una palabra, 
que son de uso público». El origen de esta triple diferenciación la podemos encontrar, tal y 
como manifi esta MACEDA RUBIO: «Así pues, fi nalizando la Edad Media, “de la masa pri-
mitiva indiferenciada y cualitativamente homogénea de bienes del común de vecinos” se ha 
derivado a la existencia de tres grupos distintos que pueden caer bajo la rúbrica genérica de 
colectivos: los de dominio público, los bienes de propios y los bienes comunales propiamente 
dichos. Los bienes de propios, adquiridos en general por “apropiación excluyente de los bie-
nes comunales en sentido propio” quedaron vinculados jurídicamente a los ayuntamientos, 
quienes tienen sobre ellos los derechos de propiedad, administración y uso. En los bienes 
comunales propiamente dichos concurren dos derechos: el del municipio, en quien recae la 
propiedad o titularidad, y el de aprovechamiento que disfrutan los vecinos». Vid. A. MACE-
DA RUBIO: “Distribución espacial de las categorías de montes colectivos de Asturias”, Ería. 
Revista Cuatrimestral de Geografía, núm. 9, 1985, pág. 114. Estas tres clases de bienes: de 
propios, comunales y de dominio público se fueron implantando en las normas de régimen 
municipal. Así, se consagraron durante la República por medio de la Ley Municipal de 31 de 
octubre de 1935 y terminaron de consolidarse a mediados del siglo XX, en la época de Fran-
co, a través de la Ley de Régimen Local de 24 de junio de 1955 (Decreto de 24 de junio de 
1955 por el que se aprueba el texto articulado y refundido de las leyes de bases de régimen 
local, de 17 de julio de 1945 y de 3 de diciembre de 1953). Hay que destacar una importante 
modifi cación tras esta norma y que rige actualmente en la que los bienes comunales gozan de 
los privilegios de los bienes de dominio público al considerarse inembargables, inalienables e 
imprescriptibles.
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comunales; c) La tercera teoría defi ende que el Municipio sería el titular de 
la nuda propiedad, y los vecinos los titulares de un derecho de uso y disfrute 
sobre los bienes comunales (un derecho real administrativo limitado).19

En cuanto a las tres teorías que se han postulado sobre los posibles titulares 
de los bienes comunales, consideramos más acertada, y a la que nos adheri-
mos, por tanto, a la tercera de ellas. Las razones y motivos son varios.

Pensamos que los bienes, además de ser estatales o privados, podrían ser 
de titularidad comunal. En su origen los bienes tuvieron que ser comunales, y 
posteriormente también privados. Sin embargo, y tras la invención del Estado, 
que en sus orígenes fueron los dioses -teocracia o Estado teocrático-, los titu-
lares de la mayoría de los bienes eran el Estado o los dioses. Cuando se habla 
de comunismo en el que el Estado es el titular de la propiedad, consideramos 
que esta denominación no resulta del todo acertada, ya que los bienes no per-
tenecen a la comunidad, y la palabra exacta sería estatismo. 

No obstante, para los denominados bienes comunales, consideramos que la 
opción de que la titularidad sea estatal resultaría la más conveniente en la 
mayoría de los aspectos de esta clase de bienes, con la salvaguarda de su cons-
tancia expresa como bienes imprescriptibles, inembargables e inalienables. Se 
trataría, de este modo, de bienes estatales de aprovechamiento comunal.

Alejandro Nieto considera que, de acuerdo con el régimen derogado ante-
rior, los bienes comunales eran bienes patrimoniales por expresa declaración 
legal, criticada acertadamente como incongruente, ya que su régimen jurídico 
era típicamente demanial. Esta situación ha sido corregida en la actualidad, 
aunque en términos que distan mucho de ser explícitos. Así, este investigador 
científi co señala expresamente: La Constitución, según hemos visto, no se pro-
nuncia al respecto y hasta podría entenderse que adopta la postura contraria, 
habida cuenta de que yuxtapone los bienes de dominio público a los comuna-
les, como si de dos categorías diferentes se tratase. La Ley de bases es la más 
clara al respecto, aunque tampoco se pronuncia en términos rotundos. No obs-
tante, la tesis demanial puede deducirse con cierta seguridad, puesto que alude 
a los comunales en el mismo número del artículo 79 que se dedica al dominio 
público. Y, sobre todo, por la dicción literal del artículo 80.1: “Los bienes 
comunales y demás bienes de dominio público...” La interpretación demania-
lista se robustece, en cualquier caso y de manera defi nitiva, por el tenor del 

19 COLOM PIAZUELO piensa que si bien la tercera teoría -que defi ende que el Municipio 
es el titular de la nuda propiedad y la colectividad la titular de un derecho de uso y disfrute 
de los bienes comunales- es la que mejor concuerda con las defi niciones de Municipio y la 
clasifi cación demanial de los comunales, no obstante, «existen reticencias a adoptarla fun-
damentadas principalmente en que se ha pensado que la declaración de titularidad del Ente 
no garantiza el mantenimiento del aprovechamiento vecinal». Vid.: Los bienes comunales 
en la legislación de régimen local, Tecnos, Madrid, 1994, págs. 35-86.
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artículo 2.3 del Reglamento de Bienes, donde se declara ya, sin dejar espacio 
para la duda, que “tienen la consideración de comunales aquellos bienes que 
siendo de dominio público, su aprovechamiento corresponde al común de los 
vecinos”. En consecuencia, hay que entender derogado el régimen anterior al 
respecto y considerar que los bienes comunales son de dominio público, cuyo 
régimen genérico les es aplicable, sin perjuicio de las peculiaridades propias 
que les corresponden.20

Para BOCANEGRA SIERRA los bienes comunales constituyen una fi gura 
jurídica plural, que incluye una amplia gama de bienes -en su mayor parte mon-
tes- de muy diversa terminología y regulación normativa con un especial com-
ponente consuetudinario, y que presentan las siguientes notas características: En 
primer lugar, lo que siempre y necesariamente hay en los comunales es la comu-
nidad del aprovechamiento y disfrute, con independencia de que la propiedad de 
la cosa sea o no también común; en segundo término, el título de comunero en 
los aprovechamientos deriva de la condición de «vecino» de algún lugar, con-
cepto que no debe interpretarse necesariamente siempre en el sentido técnico de 
vecindad administrativa, es decir, el aprovechamiento y disfrute de los comuna-
les corresponde exclusivamente a los vecinos, a unos vecinos; en tercer término, 
los bienes comunales son un ejemplo de comunidad germánica o en mano co-
mún, en donde no existen cuotas o partes que puedan dividirse, lo que compor-
ta un régimen jurídico caracterizado por la indivisibilidad y la inalienabilidad, 
notas exigidas por defi nición por su propio y singular régimen jurídico; y, por 
último, la existencia de una fortísima penetración del Derecho Administrativo 
en estas singulares formas de comunidad (germánica) de bienes. La singularidad 
de este tipo de bienes ha llevado consigo su constitucionalización (art. 132), y 
la fi jación al máximo rango de sus tradicionales caracteres de inalienabilidad e 
imprescriptibilidad, típicos del régimen de la comunidad germánica, además de 
la inembargabilidad; también ha establecido la Constitución una reserva de Ley 
para su regulación, y especialmente, el régimen de su desafectación.21

Para IZARD ANAYA la esencia de los bienes comunales no es la disposición 
de tales bienes, sino únicamente el aprovechamiento o disfrute por parte de 
los miembros de la Comunidad, de modo que el derecho de participar de los 
aprovechamientos puede confi gurarse como un derecho real administrativo de 
goce, a la vez que pertenecen al Municipio los bienes sobre los que recae.22

20 A. NIETO GARCÍA: “La nueva regulación de los bienes comunales”, Revista de Estudios 
de la Administración Local y Autonómica, núm. 233, 1987, pág. 13.

21 R. BOCANEGRA SIERRA: «Bien comunal», Enciclopedia Jurídica Básica, Tomo I, Ci-
vitas, Madrid, 1995, págs. 781-782.

22 B. IZARD ANAYA: Las exenciones en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles: el RDLeg 
2/2004 y demás Normas de Aplicación, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), 2006, 
pág. 52.
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RIVERO YSERN sostiene que los bienes comunales tienen su origen en los 
modos comunitarios de propiedad, principalmente de propiedad forestal, y que 
con las Normas desamortizadoras del siglo XIX, se ha mantenido en la Normas 
vigentes una polémica acerca de la esencia y califi cación de tales bienes. Al 
respecto señala: La desconsideración hacia las formas de propiedad colectiva 
que caracterizó a nuestra legislación decimonónica permitió sostener la tesis 
sobre el carácter privado de estos bienes, ya fuera su titularidad de los vecinos 
o de los municipios, en régimen de bienes patrimoniales o propios (...). Poste-
riormente, la ley de régimen local de 1955 reforzó esta concepción al atribuir a 
los municipios la titularidad de los bienes comunales, incluidos como catego-
ría especial de los bienes patrimoniales.23

Tal y como manifi esta CHACÓN ORTEGA, con la legislación de ámbito 
municipal (Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local) tiene lugar un cambio fundamental en la consideración de los bienes 
comunales, que dejan de ser bienes patrimoniales para califi carse como bienes 
de dominio público.24

Guaita ha destacado la contradicción entre la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local y el Real Decreto 1372/1986 de 
13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales Real Decreto -que califi can a los bienes comunales como bienes 
de dominio público- con la Constitución española que los diferencia espe-
cífi camente en su artículo 132. En consecuencia, afi rma que las normas de 
ámbito municipal son inconstitucionales. Así manifi esta: Los bienes comu-
nales no son bienes patrimoniales, pero tampoco de dominio público. Son, 
sencillamente comunales, con un régimen propio y peculiar que los distingue 
de aquellos dos grupos, pero deslizándose cada vez más hacia la órbita del 
derecho administrativo y en consecuencia con un cierto parentesco con los 
bienes de dominio público.25

IV. ANÁLISIS TEÓRICO DE LOS MONTES VECINALES EN MANO 
COMÚN

La Ley de montes, de 8 de junio de 1957, sustituyó a la anterior Ley, casi 
centenaria -menos de siete años faltaban- que, aunque completada por multi-

23 J. L. RIVERO YSERN: Manual de Derecho Local, Thomson Reuters-Civitas, Madrid, 
2010, pág. 35.

24 L. CHACÓN ORTEGA: Bienes, Derechos y acciones de las Entidades Locales, Bayer 
Hermanos, Barcelona, 1987, pág. 126.

25 A. GUAITA: Derecho Administrativo. Aguas, Montes, Minas, Civitas, Madrid, 1986, pág. 
289.



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

104 Francisco García-Fresneda Gea

tud de Decretos y Órdenes, llegó hasta esa fecha manteniendo sus principios 
básicos y fundamentos esenciales. Toda la inmensa experiencia de este gran 
lapso de tiempo transcurrido, además de los cambios y transformaciones de las 
circunstancias, hacían necesario promulgar una nueva Ley de montes para la 
regulación de la economía forestal española. Así, la Ley de 8 de junio de 1957, 
de montes, establecía en su Artículo 1:

Uno. La propiedad forestal puede corresponder al Estado, a las Entidades 
Locales, a las Entidades públicas o privadas no territoriales y a los particula-
res.Dos. Se entiende por terreno forestal o propiedad forestal la tierra en que 
vegetan especies arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea espontá-
neamente o procedan de siembra o plantación, siempre que no sean caracterís-
ticas del cultivo agrícola o fueren objeto del mismo. No obstante, se exceptúan 
de los comprendidos en dicho concepto los terrenos que formando parte de una 
fi nca fundamentalmente agrícola y sin estar cubiertos apreciablemente con es-
pecies arbóreas o arbustivas de carácter forestal, resultaren convenientes para 
atender al sostenimiento del ganado de la propia explotación agrícola y, asi-
mismo, los prados desprovistos sensiblemente de arbolado de dicha naturaleza 
y las praderas situadas en las provincias del litoral cantábrico. 

Tres. Bajo la denominación de montes se comprenden todos los terrenos que 
cumplan las condiciones que se especifi can en el apartado 2 y aquellos otros 
que, sin reunirlas, hayan sido o sean objeto de resolución administrativa por 
aplicación de las Leyes que regulen esta materia y en virtud de la cual hayan 
quedado o queden adscritos a la fi nalidad de ser repoblados o transformados, 
por lo tanto, en terrenos forestales.

Cuatro. La presente Ley será de aplicación: 
- A los terrenos incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad pública y a 

los que en lo sucesivo lo sean por aplicación de esta Ley. - A los terrenos que 
reúnan las características establecidas en el apartado 3 del presente artículo, 
tanto pertenecientes a Entidades públicas que no estén incluidas en el citado 
Catálogo como a los pertenecientes a particulares o Entidades privadas.26

La exposición de motivos de la Ley 52/1968, de 27 de julio, sobre Montes 
vecinales en mano común manifi esta que la situación legal en que se encuen-
tran los montes de distintos núcleos vecinales, no constituidos como entida-
des municipales, cuyo aprovechamiento corresponde a determinadas personas 
ligadas o no por vínculos administrativos de vecindad, existentes en varias 
provincias, principalmente del norte y noroeste de España, transcurre por vías 
de anormalidad, carente de una regulación específi ca, que, otorgando a tales 
núcleos la personalidad jurídica necesaria, permita compatibilizar su aprove-

26 La Ley de 8 de junio de 1957, de Montes (BOE, número 154, de 10-06-1957), fue derogada 
por la Ley 43/2003, de 21 de noviembre de Montes.
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chamiento con los poderes reconocidos a la Administración, tanto a lo concer-
niente a la vinculación de tales montes con los Municipios en cuyo territorio 
se encuentran, como a las atribuciones que a la Administración Forestal del 
Estado español le corresponden, encaminadas a garantizar su adecuada explo-
tación, según su importancia. 

Las características específi cas de estos bienes, en algunos aspectos similares 
a los de carácter comunal de la legislación general, imponen ciertas exigencias 
para asegurar su titularidad en favor de los grupos de personas que tradicional-
mente los vienen utilizando y los poderes dominicales ejercidos dentro del ré-
gimen de comunidad de tipo germánico, garantizadas mediante su inscripción 
en el Registro de la Propiedad para evitar los abusos y usurpaciones que han 
ido cercenando la extensión de esta clase de propiedades forestales.27

La Ley 52/1968, de 27 de julio, sobre montes vecinales en mano común, en 
su artículo 1 dispone:

Uno. Se regirán por las disposiciones de esta Ley los montes pertenecientes 
a los vecinos agrupados en parroquias, aldeas, lugares, caseríos, barrios y otros 
similares no constituidos formalmente en Entidades Municipales, que, con in-
dependencia de su origen, vengan aprovechándose consuetudinariamente en 
régimen de comunidad, exclusivamente por los integrantes de dichas agrupa-
ciones en su calidad de miembros de las mismas; ya reciban la denominación 
de montes del común de los vecinos, montes vecinales, en mano común, fora-
les u otras semejantes. 

Tres. Los montes que deban quedar sujetos a esta Ley requerirán a estos 
efectos la previa clasifi cación ofi cial del Jurado Provincial y recibirán la deno-
minación genérica de «montes vecinales en mano común».28

27 La Sentencia de la Audiencia Territorial de A Coruña de 3 de junio de 1963, se pronuncia 
con estas palabras: «En Galicia existen montes llamados vecinales que, cual su nombre 
indica, pertenecen a todos los vecinos, cuyo origen se pierde en la noche de los tiempos, y 
al lado de la comunidad romana encontramos la germánica, que surgió y brotó a la vida del 
Derecho consuetudinariamente, reminiscencia de aquel primitivo comunismo agrario que 
durante siglos arraigó en algunas comarcas, en especial en lo que a los montes abertales 
se refi ere, quizá porque al terminar la dominación musulmana, desaparecidos los antiguos 
dueños surgidos al calor de la parcelación de la propiedad agraria realizada entre godos y 
romanos, éstas no fueron ocupadas particularmente, y así pasaron a ser poseídas inmemo-
rialmente por los vecinos».

28 DÍAZ FUENTES señala: «no todos los montes conceptuados hoy como vecinales en mano 
común tienen la misma datación histórica ni la misma génesis, sino que muchos no son 
tan remotos y fueron entrando en la categoría por varios conductos o circunstancias jurídi-
cas, acomodando su régimen al del mancomún germánico, convertido ya en una peculia-
ridad foral. A tal diversidad responde la intención con que se cuidaron las sucesivas leyes 
de1968, de 1980 y de 1989, de incluir en la defi nición de su primer artículo la salvedad: con 
independencia de su origen». Vid. A. DÍAZ FUENTES: Montes vecinales en mano común, 
Bosch, Barcelona, 1999, pág. 49.
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La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local en 
su artículo 83 establece: Los montes vecinales en mano común se regulan por 
su legislación específi ca.

La Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, en los artículos 11 a 13 
procede a la clasifi cación de los montes según diferentes criterios: montes pú-
blicos y montes privados; montes de dominio público y montes patrimoniales; 
montes protectores y montes con otras fi guras de especial protección; y, por úl-
timo, montes catalogados de utilidad pública. El artículo 11 de la Ley 43/2003, 
de Montes, de 21 de noviembre determina:

Artículo 11. Montes públicos y montes privados. 1. Por razón de su titularidad 
los montes pueden ser públicos y privados. 2. Son montes públicos los pertene-
cientes al Estado, a las Comunidades Autónomas, a las Entidades Locales y a 
otras entidades de derecho público. 3. Son montes privados los pertenecientes 
a personas físicas o jurídicas de derecho privado, ya sea individualmente o en 
régimen de copropiedad. 4. Los montes vecinales en mano común son mon-
tes privados que tienen naturaleza especial derivada de su propiedad común sin 
asignación de cuotas, siendo la titularidad de éstos de los vecinos que en cada 
momento integren el grupo comunitario de que se trate y sujetos a las limita-
ciones de indivisibilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. Sin perjuicio 
de lo previsto en la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de Montes Vecinales en 
Mano Común, se les aplicará lo dispuesto para los montes privados.29

Los montes vecinales en mano común están regulados por la Ley 55/1980, 
de 11 de diciembre.30 Se trata de montes de carácter especial que, indepen-
dientemente de su origen, pertenecen a agrupaciones vecinales en su calidad 
de grupos sociales y no como entidades administrativas. Además, son mon-
tes que vienen aprovechándose consuetudinariamente en mano común por los 
miembros de dichas agrupaciones en su condición de vecinos. Tienen como 
características a destacar que se trata de bienes individuales, inalienables, im-
prescriptibles e inembargables. No estando sujetos a contribución alguna de 
base territorial, ni a la cuota empresarial de la Seguridad Social Agraria. Los 
titulares dominicales, sin asignación de cuotas, serán los vecinos integrantes 
en cada momento del grupo comunitario de que se trate.

En los montes vecinales en mano común será la comunidad de vecinos la 
encargada de regular, a través de sus Estatutos, el ejercicio de los derechos de 

29 El apartado 4 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes fue modifi cado por el 
Artículo único. Quince, de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

30 Hay que tener en cuenta lo establecido en la Disposición Adicional de la Ley 55/1980, de 
11 de diciembre, de Montes Vecinales en mano común: «Lo establecido en la presente Ley 
se entiende sin perjuicio de lo que dispongan los respectivos Estatutos de Autonomía en 
esta materia».
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los partícipes, los órganos de representación, de administración o de gestión, 
sus poderes y funciones, la responsabilidad de sus miembros y la impugnación 
de sus actos. Así como las demás cuestiones que estime oportunas respecto al 
monte, dentro de los límites fi jados por las Leyes. 

La gestión, disfrute y disposición de los montes vecinales en mano común 
corresponderá exclusivamente a la respectiva comunidad propietaria, la cual 
tendrá plena capacidad para llevar a cabo sus funciones, entre las que se inclu-
yen el ejercicio, tanto en vía administrativa como judicial, de todas las accio-
nes que sean necesarias para la defensa de sus intereses. Los Estatutos de la 
comunidad regularán la participación de sus miembros en los diversos aprove-
chamientos, tales como pastoreo, esquilmo y demás de percepción directa en 
los montes vecinales en mano común, según el criterio de la justa distribución 
entre todos los partícipes. Frente al régimen de comunidad romana caracteri-
zado por el individualismo en la co-titularidad dominical sobre la cosa común, 
a los co-titulares del monte vecinal en mano común, esto es, al conjunto de los 
vecinos, les corresponde en común la propiedad del monte sin asignación de 
cuotas específi cas.31

Para MARTÍN MATEO el origen de la situación presente de los montes ve-
cinales en mano común está relacionado con el proceso de formación de los 
actuales Municipios, que fue impulsado con los inicios del constitucionalismo 
español. Según el artículo 310 de la Constitución de Cádiz de 1812 había que 
poner Ayuntamiento en los pueblos que no lo tuvieran y que conviniese que lo 
hubiere, no pudiendo dejar de haberlo en los que por sí o por su comarca lleguen 
a 1.000 habitantes. La Ley Municipal de 1877 situó en 2.000 la cifra mínima de 
población municipal. Esta política homogeneizadora ocasionó el que determina-
das regiones, principalmente el noroeste de España con características singulares 
se desfasasen del proceso general municipalizador. En estos territorios la convi-
vencia venía articulada en pequeños núcleos escasamente interrelacionados a los 
que se superpuso, sin éxito, Municipios de nuevo cuño, que no lograron romper 
el aislamiento e introversión comunitaria de las primigenias y elementales co-
lectividades que comprendían. Este resultado lo favoreció no sólo una peculiar 
orografía, sino también el menor desarrollo del nivel de necesidades colecti-

31 En este sentido, FERNÁNDEZ LÓPEZ manifi esta: «Es decir, cada comunero no es titular 
de modo exclusivo de una cuota o parte del monte, ya sea ésta ideal o real, sino que la titula-
ridad de dicho bien pertenece conjunta e indivisiblemente a la totalidad de las personas que 
conforman en cada momento la agrupación vecinal. En otras palabras, en las comunidades 
germánicas del tipo de las CMVMC el condómino no tiene un derecho singular y específi co 
sobre la cosa común sino que es la pluralidad de vecinos la que posee un único derecho total 
sobre aquélla, lo que permite concluir que el monte pertenece a modo de conjunto patrimo-
nial o universitas iuris a la colectividad y no a los individuos singularmente considerados». 
Vid.: R. I. FERNÁNDEZ LÓPEZ: Régimen tributario de las Comunidades de Montes, 
Iustel, Madrid, 2006, págs. 39-40.
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vas, que por lo demás encontraría problemático cauce de prestación a través de 
Ayuntamientos comprensivos de vecindarios separados y a los que difícilmente 
se podría dotar de una red de servicios municipales comunes. Todo ello llevó 
consigo no sólo el retraso en el proceso de administrativización, sino en el man-
tenimiento de los bienes que estas comunidades, no fusionadas, individualmente 
venían detentando, ya que precisamente esta clase de propiedad ha constituido, 
constantemente a lo largo de la historia de la Humanidad, un destacado agluti-
nante en los modos de vida comunitarios de carácter rural.32

ALEJANDRO NIETO ha puesto de relieve cómo la trayectoria que han se-
guido los montes vecinales en mano común de Galicia ha sido muy diferente a 
la que ha tenido lugar con los bienes comunales en las demás partes de España. 
En Galicia, el antiguo común de los vecinos no se ha sustituido por los Muni-
cipios, y continúan siendo los titulares del aprovechamiento de los montes. En 

32 R. MARTÍN MATEO: “Sobre los montes vecinales”, Revista de Estudios Agrosociales, 
núm. 59, 1967, págs. 63 y 64. G. MONTERO y R. SERRADA, en cuanto a la trayectoria 
de la superfi cie forestal en España, señalan: «Los primeros datos disponibles referidos al 
conjunto de superfi cie forestal en España se remontan a mediados del siglo XIX. En 1860 la 
superfi cie forestal se situaba en 32 millones de hectáreas, extremadamente degradadas, en 
donde solamente se consideraban arboladas 12 millones de ellas y se estimaba que el monte 
alto arbolado en buenas condiciones no superaba los 6 millones de hectáreas. Entre 1860 
y 1930 la superfi cie forestal experimentó un notable descenso (cercano al 20%, es decir, 6 
millones de hectáreas) motivado por las políticas de desamortización (entre 1860 y 1900 se 
vendieron 5 millones de hectáreas de montes públicos) y la roturación de terreno forestal 
para conversión a tierra de cultivo agrícola, como consecuencia del incremento poblacio-
nal. En 1940, tras la guerra civil, España alcanzó el nivel de menor superfi cie forestal de 
su historia: 24 millones de hectáreas (8 millones menos que en 1860). De igual forma, la 
superfi cie arbolada alcanzó mínimos históricos (11,7 millones de hectáreas) de los que sólo 
5 millones correspondían a monte alto y el resto correspondía a montes bajos, claros y ex-
tremadamente degradados. Entre 1940 y 1970 continuó decreciendo la superfi cie forestal, 
aunque con menor intensidad que en los años anteriores, ya que comenzaron los planes de 
repoblación y se estabilizó la superfi cie forestal en torno a 25 millones de hectáreas. Entre 
1975 y 1995 se produjo un incremento de la superfi cie arbolada debido al masivo éxodo ru-
ral y a la intensifi cación de las explotaciones agrícolas, con el consiguiente abandono de te-
rrenos agrícolas marginales y su forestación natural o planifi cada. Finalmente, entre 1995 y 
2010 se siguió incrementando la superfi cie de bosque con gran aceleración fruto principal-
mente de las políticas de Forestación de Tierras Agrarias (PAC) y de la regeneración natural 
(...). Existen dos fechas importantes: 1985, cuando la superfi cie forestal arbolada pasa a ser 
mayor que la superfi cie forestal desarbolada; y 2005, cuando la superfi cie forestal arbolada 
supera a la superfi cie de cultivo agrícola. No obstante, en el análisis de la evolución de usos 
del suelo en España desde 1860 hasta la actualidad persiste una incógnita que no ha sido 
posible resolver: existen 5 millones de hectáreas clasifi cadas como “Otras superfi cies” que 
supuestamente incluyen terrenos urbanos, láminas de agua e improductivos. La magnitud 
de la cifra (10% de la superfi cie nacional) y su irregular evolución histórica (oscilaciones 
difícilmente explicables) hacen conveniente detallarla en nuestras estadísticas». Vid.: La 
situación de los bosques y el sector forestal en España, Sociedad Española de Ciencias 
Forestales, Lourizán (Pontevedra), 2013, págs. 13 y 14.
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cambio, en el resto de España los Municipios se convirtieron en los titulares de 
lo que se viene denominando bienes comunales.33

FERNÁNDEZ GARCÍA sostiene que es necesario diferenciar entre el régi-
men aplicable a los montes comunales del aplicable a los montes vecinales, ya 
que los primeros se consideran bienes de dominio público pertenecientes a los 
Municipios y cuyo aprovechamiento corresponde a sus vecinos, mientras que 
los montes vecinales pertenecen en mano común a los vecinos que igualmente 
se encargan de su gestión y disfrute.34

TANDAZO RODRÍGUEZ resalta que la comunidad de montes vecinales en 
mano común ni se constituye ni se extingue de manera voluntaria, sino que, 
al contrario, se crea a partir de determinados usos y costumbres. Además, en 
los pocos supuestos en los que parece posible su desaparición, la intención de 
los legisladores ha sido la de prolongar, aunque se trate de modo transitorio, 
su subsistencia.35

BOCANEGRA SIERRA nos da una idea del contenido y las características 
de lo que se viene entendiendo, en nuestro país, por montes vecinales en mano 
común. Así, manifi esta de modo expreso: Parece asimismo claro que en el norte 
y noroeste de España, y tal vez más singularmente, en Galicia, existían, y exis-
ten, buen número de montes, que, al margen de su condición inicialmente foral 
o de los avatares del fenómeno desamortizador, han sido sencillamente poseídos 
desde tiempo inmemorial de modo colectivo, en régimen de comunidad germá-
nica, por los vecinos de un lugar o parroquia, pero entendiendo el concepto de 
vecino no en su acepción estrictamente administrativa, sino como un miembro 
integrante de un grupo social, con casa abierta; esto es, no como integrante de 
una colectividad administrativa sino justamente de un grupo social.36

FERNÁNDEZ LÓPEZ considera que, en realidad, las comunidades de mon-
tes vecinales en mano común constituyen una clase de asociación vecinal des-
vinculada en su creación de cualquier acto formal de carácter convencional en 
el que confl uyan las voluntades de los partícipes o comuneros. De este modo, 
no es posible dar lugar a un acto solemne, voluntario y multilateral como medio 
de creación de las comunidades de montes vecinales en mano común. Así, este 
investigador científi co manifi esta expresamente: En fi n, si la autonomía de la 

33 A. NIETO GARCÍA: Los bienes comunales, Editorial de Derecho Privado, Madrid, 1964, 
págs. 448 y ss.

34 F. FERNÁNDEZ GARCÍA: Los montes de titularidad privada: concepto jurídico y marco 
regulador, Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), 2004, pág. 31.

35 A. TANDAZO RODRÍGUEZ: La fi scalidad de los bosques, Instituto de Estudios Fiscales, 
Madrid, 2014, pág. 64.

36 R. BOCANEGRA SIERRA: Los montes vecinales en mano común: naturaleza y régimen 
jurídico, Instituto de Estudios de la Administración Local, Madrid, 1986, págs. 39 y 40.
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voluntad no está presente en el momento de constituirse la comunidad tampoco 
despliega sustanciales efectos jurídicos ante una hipotética extinción o disolu-
ción de aquélla. No olvidemos que la comunidad de montes es de naturaleza 
germánica y que, y que en cuanto comunidad presente y futura de personas, 
goza de una clara vocación de permanencia en el tiempo, como lo demuestra el 
hecho de que la cosa común sea un bien indivisible, inalienable, imprescriptible 
e inembargable. Es la protección exorbitante que la ley le otorga al elemente real 
de la comunidad, y no la voluntad de los comuneros expresada en la Asamblea 
General, la que verdaderamente confi gura el régimen tan singular que gobier-
na la validez y efi cacia de los actos, hechos y negocios jurídicos que directa o 
indirectamente giran en torno a la cosa común. En puridad, sólo circunstancias 
excepcionales y que, en todo caso, se localizan extramuros de la voluntad de 
los comuneros, como por ejemplo la expropiación forzosa de la totalidad de la 
superfi cie del monte, pueden acarrear la defi nitiva extinción de la comunidad 
vecinal.37

V. LOS BIENES COMUNALES Y LOS MONTES VECINALES EN 
MANO COMÚN EN EL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES  

1. Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común en el 
hecho imponible del Impuesto sobre Bienes Inmuebles

Aunque el IBI recae sobre inmuebles, el elemento objetivo del hecho impo-
nible consiste en ser titular de determinados derechos reales de goce y disfrute 
sobre aquéllos. Para delimitar con la mayor precisión posible el ámbito objeti-
vo de la exención establecida en el artículo 62.1.b) del Real Decreto Legislati-
vo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL), habrá de tenerse en cuenta 
el concepto y las clases de bienes inmuebles que vienen confi gurados en las 
Normas reguladoras de este tributo.38

37 R. I. FERNÁNDEZ LÓPEZ: Régimen tributario de las comunidades de montes, Iustel, 
Madrid, 2006, pág. 63.

38 La Ley 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales califi caba, en determinados casos, 
como exenciones en el IBI, lo que tras la reforma por la Ley 51/2002, de 27 de diciem-
bre, han pasado a considerarse como supuestos de no sujeción. El artículo 64 de la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales dispuso: «Gozarán de 
exención los siguientes bienes: a) Los que sean propiedad del Estado, de las Comunidades 
Autónomas o de las Entidades locales, y estén directamente afectos a la defensa nacional, 
seguridad ciudadana a los servicios educativos y penitenciarios; asimismo, las carreteras, 
los caminos, los del dominio público marítimo terrestre e hidráulico y las demás vías te-
rrestres que sean de aprovechamiento público y gratuito. b) Los que sean de propiedad de 
los municipios en que estén enclavados, afectos al uso o servicio públicos, así como los 
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En este sentido, el artículo 61.3 del TRLRHL dispone: A los efectos de este 
impuesto, tendrán la consideración de bienes inmuebles rústicos, de bienes 
inmuebles urbanos y de bienes inmuebles de características especiales los de-
fi nidos como tales en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario.

El Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, en su artículo 6.1 nos da 
la defi nición de bienes inmuebles: A los exclusivos efectos catastrales, tienen 
la consideración de bien inmueble la parcela o porción de suelo de una misma 
naturaleza, enclavada en un término municipal y cerrada por una línea poligo-
nal que delimita, a tales efectos, el ámbito espacial del derecho de propiedad 
de un propietario o de varios pro indiviso y, en su caso, las construcciones em-
plazadas en dicho ámbito, cualquiera que sea su dueño, y con independencia 
de otros derechos que recaigan sobre el inmueble.

Podemos entender por bienes inmuebles tanto el terreno como las cons-
trucciones emplazadas en él. Según dispone el artículo 7.1 del Texto Refun-
dido de la Ley del Catastro Inmobiliario, la consideración de urbano o rústi-
co de un inmueble dependerá de la califi cación del terreno. En consecuencia, 
a las construcciones se les aplica la misma califi cación del terreno sobre el 
que radican. De este modo, los terrenos sobre los que se enclavan los bienes 
comunales y los montes vecinales en mano común no pueden califi carse de 
terrenos urbanos, ya que no responden a las características defi nitorias de 
tales terrenos.

Por todo ello, deducimos que los bienes comunales y los montes vecinales 
en mano común son bienes inmuebles rústicos, tanto en lo referente al terreno 

comunales propiedad de dichos municipios y los montes vecinales en mano común (...). El 
artículo 61.5 del TRLRHL establece: «No están sujetos a este impuesto: a) Las carreteras, 
los caminos, las demás vías terrestres y los bienes del dominio público marítimo-terrestre 
e hidráulico, siempre que sean de aprovechamiento público y gratuito para los usuarios. b) 
Los siguientes bienes inmuebles propiedad de los municipios en que estén enclavados: Los 
de dominio público afectos a uso público. Los de dominio público afectos a un servicio 
público gestionado directamente por el ayuntamiento, excepto cuando se trate de inmuebles 
cedidos a terceros mediante contraprestación. Los bienes patrimoniales, exceptuados igual-
mente los cedidos a terceros mediante contraprestación». En este sentido, y con relación a 
los supuestos de no sujeción, Fernández López señala: «Pues bien, los vigentes supuestos 
de no sujeción a que nos estamos refi riendo (art. 61.5 TR-LRHL) engloban, evidentemente, a 
los montes de titularidad pública que, tras la promulgación de la LM, su art. 12 clasifi ca en 
dos grandes categorías: montes demaniales (montes incluidos a la entrada en vigor de dicha 
Ley en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública, los montes comunales -pertenecientes a 
las entidades locales- en tanto su aprovechamiento corresponda al común de los vecinos, y 
los demás montes afectados a un uso o servicio público) y montes patrimoniales, que son 
todos los de propiedad pública que no sean demaniales». Vid.: Régimen tributario de las 
comunidades de montes, Iustel, Madrid, 2006, pág. 302.
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como lo que concierne a las construcciones que radiquen o que en un futuro 
vayan a implantarse en tales terrenos.39

Lo anterior nos lleva a poder enlazar el concepto de bienes inmuebles previs-
to en el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario con la exención 
prevista en el artículo 62.1.b) del TRLRHL aplicable a los bienes comunales y 
a los montes vecinales en mano común. De ahí que esta exención también sería 
aplicable a las construcciones emplazadas en dichos terrenos comunales o de 
montes vecinales en mano común.

Además, podemos reforzar la argumentación que acabamos de expresar si 
seguimos el criterio hermenéutico de la literalidad de la Norma e indagamos 
en el signifi cado técnico de la palabra monte. El artículo 5 de la Ley 43/2003, 
de 21 de noviembre, de Montes determina:

Artículo 5.1.- A efectos de esta ley, se entiende por monte todo terreno en 
el que vegetan especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbá-
ceas, sea espontáneamente o procedan de siembra o plantación, que cumplan 
o puedan cumplir funciones ambientales, protectoras, productoras, culturales, 
paisajísticas o recreativas. Tienen también la consideración de monte:

a) Los terrenos yermos, roquedos y arenales. 
b) Las construcciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en 

el que se ubican.
c) Los terrenos agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y plazos 

que determine la Comunidad Autónoma, y siempre que hayan adquirido sig-
nos inequívocos de su estado forestal. 

d) Todo terreno que, sin reunir las características descritas anteriormente, 
se adscriba a la fi nalidad de ser repoblado o transformado al uso forestal, de 
conformidad con la normativa aplicable. 

e) Los enclaves forestales en terrenos agrícolas con la superfi cie mínima 
determinada por la Comunidad Autónoma.

2.- No tienen la consideración de monte:

39 En este sentido, FERNÁNDEZ LÓPEZ manifi esta: «Esta conclusión no se ve empañada 
por la circunstancia de que el terreno en el que se enclava un MVMC pueda llegar a ser urba-
no, por ejemplo, en el caso de que sea objeto de expropiación por la Administración para 
su posterior urbanización y construcción sobre el mismo de viviendas de protección ofi cial. 
En efecto, en esta hipótesis el terreno expropiado pierde la consideración de MVMC para 
pasar a ser un bien de titularidad pública afectado a un determinado uso público, dejando 
de ser al mismo tiempo la CMVMCla titular dominical sobre el mismo. En consecuencia, su 
posible califi cación como bien inmueble urbano en el supuesto planteado será simultánea 
o en todo caso posterior a su pérdida de condición como monte vecinal en mano común». 
Vid.: R. I. FERNÁNDEZ LÓPEZ: Régimen tributario de las Comunidades de Montes, 
Iustel, Madrid, 2006, pág. 307.
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a) Los terrenos dedicados al cultivo agrícola.
b) Los terrenos urbanos y aquellos otros que excluya la Comunidad Autóno-

ma en su normativa forestal y urbanística.
De este modo, y a tenor del artículo 5.1 apartado b) de la Ley 43/2003, de 21 

de noviembre, de Montes, también tienen la consideración de monte, las cons-
trucciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en el que se ubican. 
En consecuencia, las construcciones formarán parte del monte cuando se utilicen 
de forma directa para las funciones y objetivos no sólo forestales y ambientales, 
sino además aquellas otras como pastoreo, recogida de leñas, extracción de ma-
teriales de canteras, actividades de caza, realización de cultivos, que posibiliten 
el goce colectivo del monte vecinal por los comuneros. De ahí que las construc-
ciones efectuadas sobre los montes vecinales en mano común, tendrán en el IBI 
el mismo tratamiento fi scal que el terreno, sobre el que se levantan.

Hemos de tener presente lo previsto en el artículo 7 del Texto Refundido de la 
Ley del Catastro Inmobiliario, al no considerar suelo urbano ni rústico aquel que 
integre un bien inmueble de características especiales. Estos últimos inmuebles 
constituyeron una importante novedad introducida por el citado texto refundido.

El artículo 8 del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario en su 
apartado primero expone que los bienes inmuebles de características especia-
les forman un conjunto complejo de uso especializado, integrado por el suelo, 
los edifi cios, las instalaciones y las obras de urbanización y mejora que, debido 
a su carácter unitario y por estar unido de modo defi nitivo para su funciona-
miento, se confi guran a efectos catastrales un único inmueble.

Entre los bienes inmuebles que se consideran de características especiales, 
el apartado segundo del artículo 8 del Texto Refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario especifi ca los destinados a la producción de energía eléctrica. Y 
como manifi esta FERNÁNDEZ LÓPEZ: Pues bien, actualmente, uno de los 
supuestos más habituales de constitución de derechos de superfi cie sobre los 
MVMC es aquel que tiene por objeto la construcción, instalación y posterior 
explotación por el superfi ciario de parques eólicos, y en general de aerogene-
radores, destinados a la producción de energía eléctrica. Es más, con el pro-
greso y los avances técnicos actuales, también parece factible que en un futuro 
inmediato sea una realidad la creación de plantas degeneración de energía a 
partir de la luz solar, mediante la instalación de grandes paneles solares foto-
voltaicos.40

Las edifi caciones o instalaciones situadas sobre los montes vecinales en 
mano común y destinadas a la producción de energía se han de califi car, por 
tanto, como bienes inmuebles de características especiales a efectos del IBI. 
40 R. I. FERNÁNDEZ LÓPEZ: Régimen tributario de las comunidades de montes, Iustel, 

Madrid, 2006, pág. 310.
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De este modo, ya no se consideran inmuebles rústicos que es la califi cación 
que tienen los montes vecinales en mano común sobre los que se levantan o 
construyen las mencionadas edifi caciones o instalaciones.

El artículo 335 del Código Civil dispone: Se reputan bienes muebles los sus-
ceptibles de apropiación no comprendidos en el capítulo anterior, y en general 
todos los que se pueden transportar de un punto a otro sin menoscabo de la 
cosa inmueble a que estuvieren unidos.41

Ello implica, que habrá de tenerse en cuenta, que dependiendo del diseño 
tecnológico, de su operatividad más o menos autónoma por su grado de ad-
herencia al terreno y de la confi guración misma de dichos aparatos o instala-
ciones, no debe descartarse su exclusión de la categoría de bienes inmuebles 
cuando sea posible desmontarlos y trasladarlos a otro lugar sin menoscabo del 
bien al que estuviesen unidos, lo que, lógicamente y de ser así, conllevaría no 
quedar sujetos al IBI al poder ser califi cados como bienes muebles.42

Según lo establecido en el artículo 334 apartado tercero del Código Civil, se con-
sidera bien inmueble todo lo que esté unido a otro inmueble de manera fi ja, no pu-
diéndose separar de éste, sin ocasionar un quebrantamiento o deterioro del objeto 
adherido. Por tanto, en los casos en que los aparatos e instalaciones para producir 
energía eléctrica no se pudiesen separar del terreno sin originar deterioros en ellos, 
habría que califi carlos como bienes inmuebles de características especiales.

Esta situación implicaría importantes consecuencias en el ámbito tributario, 
puesto que los bienes inmuebles de características especiales no están exentos 

41 El artículo 334 del Código Civil determina que son bienes inmuebles: «1º Las tierras, edifi -
cios, caminos y construcciones de todo género adheridas al suelo. 2º Los árboles y plantas 
y los frutos pendientes, mientras estuvieren unidos a la tierra o formaren parte integrante 
de un inmueble. 3º Todo lo que esté unido a un inmueble de una manera fi ja, de suerte que 
no pueda separarse de él sin quebrantamiento de la materia o deterioro del objeto. 4º Las 
estatuas, relieves, pinturas u otros objetos de uso u ornamentación, colocados en edifi cios 
o heredades por el dueño del inmueble en tal forma que revele el propósito de unirlos de 
un modo permanente al fundo. 5º Las máquinas, vasos, instrumentos o utensilios destina-
dos por el propietario de la fi nca a la industria o explotación que se realice en un edifi cio 
o heredad, y que directamente concurran a satisfacer las necesidades de la explotación 
misma. 6º Los viveros de animales, palomares, colmenas, estanques de peces o criaderos 
análogos, cuando el propietario los haya colocado o los conserve con el propósito de man-
tenerlos unidos a la fi nca, y formando parte de ella de un modo permanente. 7º Los abonos 
destinados al cultivo de una heredad, que estén en las tierras donde hayan de utilizarse. 8º 
Las minas, canteras y escoriales, mientras su materia permanece unida al yacimiento, y las 
aguas vivas o estancadas. 9º Los diques y construcciones que, aun cuando sean fl otantes, 
estén destinados por su objeto y condiciones a permanecer en un punto fi jo de un río, lago 
o costa. 10º Las concesiones administrativas de obras públicas y las servidumbres y demás 
derechos reales sobre bienes inmuebles».

42 R. I. FERNÁNDEZ LÓPEZ: Régimen tributario de las comunidades de montes, Iustel, 
Madrid, 2006, pág. 311.
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en el IBI, estando sujetos y obligados al pago. El sujeto pasivo y titular catas-
tral sería el propietario de las instalaciones o construcciones sobre el terreno 
ajeno, titular, a su vez, del derecho real de superfi cie.43

Los bienes inmuebles de características especiales proporcionan a los 
Municipios una capacidad recaudatoria muy superior a la de los bienes in-
muebles rústicos y urbanos, y eso no solamente por el aumento de ingresos 
que se puede generar por unos valores catastrales más altos, sino además, 
porque los tipos de gravamen o porcentajes a aplicar también pueden ser 
mayores.

El Tribunal Supremo en sentencia de 15 de enero de 2007, rechazó la proce-
dencia de plantear cuestión de inconstitucionalidad de la nueva clase de bienes 
inmuebles de características especiales, afi rmando: El legislador, al introducir 
en la Ley 51/2002 la categoría cuestionada, pretende clarifi car la situación 
catastral y tributaria de estos bienes, no pudiendo sostenerse en rigor que solo 
quepan dos categorías de bienes, rústicos o urbanos, cuando es evidente que, a 
efectos catastrales, hay bienes que no reúnen las características de los urbanos 
o rústicos, lo que hace viable la nueva categoría, para encuadrar en ella a los 
bienes singulares que detalla.44

Además, es importante resaltar que los bienes inmuebles de característi-
cas especiales proporcionan a los Municipios una mayor capacidad fi nan-
ciera al poder aumentar los ingresos debido a que los valores catastrales 
de estos inmuebles pueden ser superiores, y a que los tipos de gravamen 

43 El artículo 61 apartado primero del TRLRHL dispone: «Constituye el hecho imponible del 
impuesto la titularidad de los siguientes derechos sobre los bienes inmuebles rústicos y 
urbanos y sobre los inmuebles de características especiales: a) De una concesión adminis-
trativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios públicos a que se hallen afectos. 
b) De un derecho real de superfi cie. c) De un derecho real de usufructo. d) Del derecho de 
propiedad». Por su parte, el artículo 9 apartado primero del texto refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario establece: «Son titulares catastrales las personas naturales y jurídicas 
dadas de alta en el Catastro Inmobiliario por ostentar, sobre la totalidad o parte de un in-
mueble, la titularidad de alguno de los siguientes derechos: a) Derecho de propiedad plena 
o menos plena. b) Concesión administrativa sobre el bien inmueble o sobre los servicios 
públicos a que se halle afecto. c) Derecho real de superfi cie. d) Derecho real de usufructo».

44 La STS de 15 de enero de 2007 comparte los argumentos plasmados en el Informe para la 
Reforma de la Financiación de las Haciendas Locales de 3 de julio de 2002, que explica y 
fundamenta las razones de creación de esta nueva clase de bienes inmuebles al manifestar 
que «puede contribuir a que los bienes que en ellos se incluyan puedan, no sólo estar más 
adecuadamente valorados, atendiendo a su especifi cidad, sino también que, teniendo en 
cuenta la naturaleza de los mismos, es posible aplicarles tipos impositivos diferenciados, 
revisiones catastrales con periodicidad adecuada y no necesariamente coincidente con la 
del resto de bienes inmuebles, así como un régimen especial de reducción de la base impo-
nible o la no aplicación del mismo». 



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

116 Francisco García-Fresneda Gea

establecidos son más altos que los correspondientes a los inmuebles rústi-
cos y urbanos.45

Otro aspecto a tener en cuenta en lo referente a los bienes inmuebles de ca-
racterísticas especiales es el que concierne al derecho de afección previsto en 
el artículo 64 apartado primero del TRLRHL.46Esta Norma establece, en favor 
del sujeto activo del tributo, la garantía real sobre los bienes inmuebles cuando 
tiene lugar su transmisión.47

Este derecho de afección resulta específi camente aplicable en el caso en el 
que el superfi ciario transmita su derecho real de superfi cie y aún estuviese 
pendiente la cuota del IBI que recae sobre las instalaciones y construcciones 
objeto de la propiedad superfi ciaria transmitida. En este supuesto, el bien in-
mueble transmitido quedará afecto al pago de la totalidad de la cuota tributaria 
en régimen de responsabilidad subsidiaria, tal y como dispone la Ley General 
Tributaria.48

45 El artículo 72 del TRLRHL dispone en sus dos primeros apartados: «1.- El tipo de grava-
men mínimo y supletorio será el 0,4 por ciento cuando se trate de bienes inmuebles urbanos 
y el 0,3 por ciento cuando se trate de bienes inmuebles rústicos, y el máximo será el 1,10 
por ciento para los urbanos y el 0,90 por ciento para los rústicos. 2.- El tipo de gravamen 
aplicable a los bienes inmuebles de características especiales, que tendrá carácter supleto-
rio, será del 0,6 por ciento. Los ayuntamientos podrán establecer para cada grupo de ellos 
existentes en el municipio un tipo diferenciado que, en ningún caso, será inferior al 0,4 por 
ciento ni superior al 1,3 por ciento».

46 El artículo 64.1 del TRLRHL dispone: «En los supuestos de cambio, por cualquier causa, 
en la titularidad de los derechos que constituyen el hecho imponible de este impuesto, los 
bienes inmuebles objeto de dichos derechos quedarán afectos al pago de la totalidad de la 
cuota tributaria, en régimen de responsabilidad subsidiaria, en los términos previstos en la 
Ley General Tributaria (...)».

47 GARCÍA MORENO, con relación al derecho de afección en el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, manifi esta: «La titularidad del bien se convierte en presupuesto material de la 
responsabilidad subsidiaria. Así, será responsable subsidiario quien en cada momento sea 
titular del bien afecto, de forma que si transmite la titularidad del bien, deja de producirse 
el presupuesto de la responsabilidad. Y siendo titular del bien, se acota la responsabilidad 
subsidiaria a su valor, pues el responsable, contrariamente a lo que ocurre con carácter 
general, no responde con todo su patrimonio presente ya un únicamente lo hará hasta el 
valor del bien, ni, por supuesto, lo hará con el patrimonio futuro porque su responsabilidad 
se extingue al transmitir el bien». Vid.: “Responsabilidad del adquirente de inmuebles por 
cuotas del IBI pendientes de pago”, Tribuna Fiscal, núm. 174, 2005, pág. 117.

48 FERNÁNDEZ LÓPEZ añade al respecto: «Desde nuestro punto de vista, idénticas conse-
cuencias se producirán cuando, existiendo deudas impagadas por IBI, se produjese la rever-
sión anticipada o pactada de la propiedad superfi ciaria a favor de la CNVMC, ya que también 
ésta debería responder subsidiariamente con los bienes recibidos del pago de las cuotas 
tributarias pendientes. Por lo demás, la posibilidad de que la CMVMC deba afrontar con tales 
bienes el abono de deudas pendientes, incluso en vía ejecutiva, no choca lo más mínimo 
con el carácter inembargable de los MVMC, pues la traba no se dirigiría sobre el terreno del 
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2. La exención recogida en el artículo 62.1.b) del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales

El artículo 80.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local dispone: Los bienes comunales y demás bienes de dominio 
público son inalienables, inembargables e imprescriptibles y no están sujetos 
a tributo alguno.

De este modo, la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, declara la no sujeción, frente al TRLRHL, que en su artículo 
62.1.b) declara la exención.

La exención recogida en el artículo 62.1. b) del TRLRHL, correspondiente 
al IBI, para los bienes comunales y los montes vecinales en mano común ya 
existía en las anteriores Contribución Territorial Rústica y Pecuaria y Contri-
bución Territorial Urbana. Así venía establecida en el Real Decreto Legislativo 
781/1986, de 18 de abril, por el que se aprobó el texto refundido de las dispo-
siciones legales vigentes en materia de régimen local.49 Posteriormente la Ley 
39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales -Ley que 
creó el Impuesto sobre Bienes Inmuebles en sustitución a las antiguas Contri-
bución Territorial Rústica y Pecuaria, y Contribución Territorial Urbana- de-
rogó todos los benefi cios fi scales anteriores se hallaran o no en las Normas 
de régimen local, y de manera específi ca su Disposición Adicional novena 
disponía que a partir del 31 de diciembre de 1989 quedaban suprimidos cuan-
tos benefi cios estuvieren establecidos en los tributos locales, tanto de modo 
genérico como específi co, en toda clase de Normas distintas de las de régimen 
local. Los benefi cios fi scales que se acuerden con posterioridad habrán de estar 
previstos en Normas con rango de Ley o derivados de la aplicación de los Tra-
tados Internacionales. Asimismo, las Leyes que establezcan benefi cios fi scales 

monte sino sólo sobre lo edifi cado en él». Vid.: Régimen tributario de las comunidades de 
montes, Iustel, Madrid, 2006, págs. 313-314.

49 El Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundi-
do de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local establecía respecto a la 
Contribución Territorial Rústica y Pecuaria -tributo municipal que recaía sobre el importe 
de las rentas que anualmente producían, real o potencialmente, los bienes y actividades 
califi cados tributariamente como rústicos y pecuarios- en su artículo 236: «Disfrutarán de 
exención objetiva permanente de la Contribución, sin consideración a la personalidad de 
su titular, los siguientes bienes de naturaleza rústica: 3. Los comunales; 10. Los montes 
vecinales en mano común». Por su parte, con relación a la Contribución Territorial Urbana 
-tributo municipal que recaía sobre el importe de las rentas que anualmente producían o 
eran susceptibles de producir los bienes califi cados tributariamente de urbanos- en el artí-
culo 259: «Sin consideración a la personalidad de su titular, estarán exentos con carácter 
permanente los siguientes bienes de naturaleza urbana: 3. Los comunales».
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en la cuestión referente a los tributos locales deberán determinar las fórmulas 
de compensación que procedan.50

La exención aplicable a los bienes comunales y los montes vecinales en 
mano común aparece recogida en el artículo 62.1.b) del TRLRHL, el cual 
dispone específi camente:

1.- Estarán exentos los siguientes inmuebles:
b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común.51

La anterior exención habrá que diferenciarla de otras dos que aparecen reco-
gidas en el TRLRHL. Una de ellas se encuentra en el artículo 62.1.f):

1.- Estarán exentos los siguientes inmuebles:

50 RUBIO DE URQUÍA y ARNAL SURÍA llevan a cabo las siguientes refl exiones en cuanto a 
las exenciones en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles: «Debido al criterio fundamentalmente 
restrictivo que ha inspirado la confi guración del régimen de benefi cios fi scales en los tributos 
locales recogido a lo largo de la LRHL, el número de exenciones en el IBI es verdaderamente 
reducido, sobre todo si se compara con el aspecto cuantitativo del sistema de benefi cios fi s-
cales existentes en los tributos a los que aquél sustituye de alguna manera (Contribuciones 
Territoriales e Impuesto Municipal sobre Solares). Por otra parte, debe apuntarse también que 
los criterios técnicos que han inspirado la confi guración del régimen de exenciones en el IBI 
brillan por su ausencia, de suerte tal que dicho régimen es, en realidad, una suma de exen-
ciones surgidas, cada una de ellas, bien del interés intensamente manifestado por el “sector 
afectado”, bien de la falta de “osadía total” que han servido para frenar el impulso inicial 
del legislador que se encaminaba hacia una ausencia casi absoluta de exenciones». Vid.: J. 
I. RUBIO DE URQUÍa y S. ARNAL SURÍA Ley reguladora de las Haciendas Locales, El 
Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados, Madrid, 1996, pág. 351.

51 La Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de Montes Vecinales en mano común dispone en 
el artículo 2.1.: «Los montes vecinales en mano común son bienes individuales, inaliena-
bles, imprescriptibles e inembargables, no estarán sujetos a contribución alguna de base 
territorial ni a la cuota empresarial de la Seguridad Social Agraria y su titularidad domini-
cal corresponde, sin asignación de cuotas, a los vecinos integrantes en cada momento del 
grupo comunitario de que se trate». En igual sentido se pronuncia la Ley gallega 13/1989, 
de 10 de octubre de Montes vecinales en mano común, cuyo artículo 2 establece: «Los 
montes vecinales en mano común son bienes indivisibles, inalienables, imprescriptibles e 
inembargables, no estando sujetos a ninguna contribución de base territorial ni a la cuota 
empresarial de la Seguridad Social, de acuerdo con el artículo 2.1 de la Ley 55/1980». 
También podemos citar la Ley del Principado de Asturias 3/2004, de 23 de noviembre, de 
Montes y Ordenación Forestal, donde en su artículo 103 ordena: «Los montes vecinales 
en mano común son bienes indivisibles, inalienables, imprescriptibles e inembargables, 
no estando sujetos a ninguna contribución de base territorial ni a la cuota empresarial de 
la Seguridad Social Agraria». Por otra parte, ALÍAS CANTÓN manifi esta: «En el caso de 
los “bienes comunales”, debemos entender que este benefi cio fi scal se aplica en los supues-
tos de aprovechamiento por un tercero mediante contraprestación, pues de no ser así, la 
exención carecería de virtualidad, toda vez que los bienes comunales son necesariamente 
bienes de dominio público, y tal condición, en el supuesto de no estar cedidos a un tercero, 
determinaría la no sujeción de estos bienes en virtud de lo establecido en inciso primero del 
Art. 61.5.b) del TRLRHL». Vid. M. ALÍAS CANTÓN: Los benefi cios fi scales en el ámbito 
del derecho tributario local, Editorial Universidad de Almería, 2014, pág. 359.
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f) La superfi cie de los montes poblados con especies de crecimiento lento 
reglamentariamente determinadas, cuyo principal aprovechamiento sea la ma-
dera o el corcho, siempre que la densidad del arbolado sea la propia o normal 
de la especie de que se trate.

El fundamento de esta exención consiste en favorecer y estimular a los titu-
lares de los montes con el fi n de que lleven a cabo repoblaciones forestales que 
benefi cien y protejan el medio ambiente. 

En cuanto a la otra exención, viene establecida con carácter rogado por el 
artículo 62.2.c) del TRLRHL:

2.- Asimismo, previa solicitud, estarán exentos:
c) La superfi cie de los montes en que se realicen repoblaciones forestales o 

regeneración de masas arboladas sujetas a proyectos de ordenación o planes 
técnicos aprobados por la Administración forestal. Esta exención tendrá una 
duración de 15 años, contados a partir del período impositivo siguiente a aquel 
en que se realice su solicitud.

En palabras de Fernández López estamos ante dos exenciones que presentan 
distintos fundamentos: La diferencia entre la exención del art. 62.1f) y la del art. 
62.2.c) parece clara: en la primera se trata de primar la forestación con especies 
de crecimiento lento, con las que el titular del monte no busca obtener una ren-
tabilidad o benefi cio económico a corto y medio plazo, sino que éste último se 
proyecta a largo plazo, al margen de que se pretenda aportar a la colectividad un 
valor añadido inmaterial con el alto contenido paisajístico y medioambiental de 
la plantación. En el segundo caso, sin perjuicio de que puedan estar presentes 
estas externalidades, el objetivo prioritario consiste en fomentar la intervención 
administrativa en la ordenación de los recursos arbóreos a fi n de garantizar su 
gestión sostenible, lo que conlleva una actuación previa de la Administración 
que analice, evalúe y planifi que cuestiones relacionadas con los aspectos econó-
micos, sociales, ecológicos y legales del monte.52

GARCÍA-MONCÓ, por su parte, destaca la transformación que la Ley 
7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local opera sobre los bienes 
comunales, al pasar de bienes patrimoniales a bienes de dominio público. En 
cuanto al fundamento de la exención señala: En último lugar, se incluyen en 
la exención, los montes vecinales en mano común, bienes que, sin perjuicio 
de su naturaleza jurídico-civil, tienen la misma fi nalidad que los comunales 
en cuanto que su “aprovechamiento corresponde al común de los vecinos”, lo 
cual justifi ca su no tributación.53

52 R. J. FERNÁNDEZ LÓPEZ: Régimen tributario de las Comunidades de Montes, Iustel, 
Madrid, 2006, pág. 303.

53 A. GARCÍA-MONCÓ: El Impuesto sobre Bienes Inmuebles y los valores catastrales, Lex 
Nova, Valladolid, 1995, págs. 93 y ss.
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Para TANDAZO RODRÍGUEZ , en un sentido amplio, el fundamento prin-
cipal de esta exención radica en que ambas clases de bienes están destinados a 
un uso público y a un aprovechamiento colectivo.54

QUIRÓS ROLDÁN y VILCHEZ PARDO tras indicar que los bienes comu-
nales propiedad de los Municipios están clasifi cados en la Ley 7/85 de Bases de 
Régimen Local como bienes de dominio público, excluidos de cualquier tribu-
tación, manifi estan expresamente: Junto a ellos hay que incluir la exención de 
los montes vecinales en mano común, los cuales han de entenderse según la Ley 
55/1980, de 11 de noviembre sobre Montes vecinales en mano común -desti-
nados al común de los vecinos- como montes de naturaleza especial que, con 
independencia de su origen, pertenezcan a agrupaciones vecinales en su calidad 
de grupos sociales. Estas exenciones referidas a montes en el IBI se justifi can en 
que nos hallamos en cualquier caso ante bienes destinados a un uso público.55

GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO parte de que los bienes comunales son 
bienes de dominio público cuyo aprovechamiento corresponde a los vecinos. 
En cuanto a los montes vecinales en mano común, pertenecen a agrupaciones 
de vecinos que los vienen aprovechando consuetudinariamente de modo co-
mún por todos los miembros de estas agrupaciones. De ahí que, su fundamento 
se encontraría: Atendiendo a la particular titularidad de estos inmuebles, el 
TRLRHL mantiene la exención de la que venían disfrutando.56

Por otra parte, hay que tener en cuenta que la exención -de los montes en 
que se realicen repoblaciones forestales o regeneración de masas arboladas 
sujetas a proyectos de ordenación o planes técnicos aprobados por la Admi-
nistración forestal- tiene carácter temporal que abarca un período de quince 
años, desde el período impositivo siguiente al que se lleva a cabo su solici-
tud. En cambio, la exención de los montes poblados con especies de creci-
miento lento, reglamentariamente determinadas, dura en el tiempo mientras 
el monte permanezca repoblado con dichas especies de crecimiento lento. 
En ambos supuestos la exención no tiene por qué ser aplicable a todo el 
monte. Únicamente se benefi ciará la parte del monte repoblada con especies 
de crecimiento lento, o en su caso, la repoblada con arreglo a un proyecto de 
ordenación o plan dasocrático.  

54 A. TANDAZO RODRÍGUEZ: La fi scalidad de los bosques, Instituto de Estudios Fiscales, 
Madrid, 2014, pág. 123.

55 A. QUIRÓS ROLDÁN y J.D. VILCHEZ PARDO: Los benefi cios fi scales en el impuesto 
sobre bienes inmuebles, Comares, Granada, 1998, págs. 98 y 99.

56 M. L. GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO: “El Impuesto sobre Bienes Inmuebles”, en 
Marín-Barnuevo Fabo, D. et alii: Tributos Locales, Thomson-Civitas, Madrid, 2005, págs. 
61 y 62.
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VI. ANÁLISIS CRÍTICO Y PROPUESTAS DE MEJORA

La exención aplicable a los bienes comunales y a los montes vecinales en 
mano común, pensamos que tiene un fundamento sólido y aceptable, al tratar-
se de bienes de uso y utilidad común o pública, por lo que su mantenimiento 
es acorte a la justicia tributaria y no existen razones importantes que aboguen 
por su desaparición. De ahí que las posibles críticas que se le puedan formular 
irían dirigidas hacia otros horizontes diferentes, con la fi nalidad de mejorar y 
contribuir en la investigación de otros aspectos que guardan relación con la 
exención que analizamos.

Compartimos las ideas de MENÉNDEZ REXACH en cuanto a que es necesa-
rio reconsiderar las actuales categorías existentes dentro de las clases de bienes 
de los que el Estado español es el titular. Propone una reducción del dominio 
público y la adecuación del concepto de bien patrimonial. En España se ha criti-
cado durante demasiado tiempo la categoría de dominio público, por la hetero-
geneidad de los bienes que incluye, por las diferencias de régimen entre ellos y, 
además, porque no conlleva la aplicación de un régimen específi co, salvo las tres 
características distintivas de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabi-
lidad. Así, según lo anterior y en consecuencia, manifi esta: En esta situación, la 
tarea que tiene pendiente la doctrina es la revisión de las categorías tradicionales, 
aprendiendo de las lecciones de la historia. Las calles, las playas, los caminos, el 
aire y el agua son de dominio público, porque son bienes colectivos. Los edifi -
cios públicos (y, en general, los bienes afectados al servicio público) son de do-
minio público, pero no deberán serlo, porque son propiedad de la entidad titular, 
que los utiliza para el cumplimiento de sus fi nes, es decir, lo mismo que hace con 
sus bienes patrimoniales, que están muy lejos de tener el signifi cado residual que 
les atribuye el Derecho positivo. La concepción exorbitante del dominio público 
que se ha impuesto en el Derecho positivo impide asentar  cualquier construc-
ción dogmática rigurosa. Una palabra del legislador y conjuntos de bienes que 
eran patrimoniales pasan a ser demaniales. Con la misma falta de rigor se puede 
producir un resultado inverso, lo que pone de relieva la inconsistencia de las 
categorías (...). Sin embargo, paradójicamente, éste puede ser el camino para la 
necesaria reconstrucción de la institución jurídica del dominio público. Los bie-
nes de las entidades públicas deben ser, en general, patrimoniales, aunque estén 
destinados a fi nes públicos, que es lo normal, como ya hemos dicho reiterada-
mente. El dominio público es otra cosa: los bienes colectivos destinados al uso 
y disfrute de la comunidad. Por eso, mientras mantengan ese destino, deben ser 
inalienables, imprescriptibles e inembargables. En defi nitiva, esta labor de revi-
sión conceptual no debería ser tan difícil, porque se trata de adecuar del Derecho 
a la realidad delas cosas.57

57 A. MENÉNDEZ REXACH: “El concepto de patrimonio de las Administraciones Públicas. 
Tipología de bienes públicos. La categoría del dominio público”, en HORGUÉ BAENA, C. 
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Pensamos por tanto, que resulta ineludible proceder a un análisis científi co 
a través del cual se realice una revisión conceptual de las categorías existentes 
en la actualidad de todos los bienes de los que es titular el Estado español, se-
gún diferentes criterios de clasifi cación. Habrá que atender a la sustantividad 
propia que cada uno de estos bienes presenta, delimitando los conceptos co-
rrespondientes y asignándoles con la mayor precisión posible las palabras que 
hayan de designarlos. Dentro del Estado español sería conveniente diferen-
ciar con claridad entre un poder central del Estado y los poderes sub-centrales 
(Comunidades Autónomas y Entidades Locales -principalmente Provincias y 
Municipios-).

Una de las propuestas que sugerimos sería la distinción -tanto a nivel fi lo-
lógico como conceptual- a la hora de determinar el titular de la propiedad de 
los derechos, diferenciando dos posibles titulares: propiedad privada y propie-
dad estatal. Propiedad comunal debería formar parte de la propiedad estatal 
cuando los bienes son destinados al aprovechamiento en común de todos los 
vecinos de un determinado territorio. Propiedad estatal cuando el titular de los 
bienes es el Estado. Propiedad privada sería cuando no pertenece al Estado. El 
Estado español se adueñó de la propiedad comunal, que realmente no le per-
tenecía, y por medio de los Municipios se hizo con el dominio de aquélla. De 
este modo, será necesario que habrán ser bienes inalienables, imprescriptibles 
e inembargables.

No consideramos correcta la idea de que con la denominación de bienes 
comunales se aluda a bienes en los que la titularidad está compartida entre el 
Municipio y la agrupación de vecinos, en los que al Municipio le corresponde 
la gestión (artículo 95 del Reglamento de bienes de las Entidades Locales) y 
a la agrupación de vecinos le corresponde el derecho a los aprovechamientos 
comunales (artículo 18.1.c. de la Ley de Bases de Régimen Local). La de-
nominación de bienes de aprovechamiento comunal debería hacer referencia 
únicamente a bienes que presenten esta característica sustantiva, al pertene-
cer y ser, por tanto, su titular el Estado. Cuando se haga referencia a bienes 
de aprovechamiento comunal debería tratarse de bienes en los que el Estado 
español a través de cualquiera de sus elementos (poder central del Estado, 
Comunidades, Provincias o Municipios), es titular de esta clase de bienes, ya 
perteneciesen al poder central del Estado, a las Comunidades Autónomas, Pro-
vincias o Municipios.

En España, resulta claro que los bienes de aprovechamiento comunal en su 
origen no pudieron pertenecer a los Municipios, sino que estos se los fueron 
apropiando al común de los vecinos a través de un proceso histórico que se 

et alii: Régimen patrimonial de las Administraciones Públicas, Iustel, Madrid, 2007, págs. 83 
y 84.
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inicia con la Reconquista y donde en los nuevos núcleos de población que se 
iban formando la organización municipal era prácticamente inexistente. Por 
tanto, en su origen la denominación de bienes comunales sí era correcta ya 
que los dueños de tales bienes eran los vecinos. Estos bienes con el transcurso 
del tiempo pasan de ser bienes comunales a bienes municipales -en sus diver-
sas modalidades de propios, comunales y de dominio público- en los que los 
Municipios se convierten en sus dueños. En este sentido, MACEDA RUBIO 
manifi esta: Durante los primeros siglos de la Reconquista, cuando prolifera la 
ocupación colectiva, vecinal, del espacio, y se generalizan los aprovechamien-
tos comunales, no existe organización municipal alguna, es la etapa que coin-
cide con el intervalo entre el municipio visigótico y el municipio medieval. Por 
eso, en su origen, los bienes comunales no pudieron ser bienes municipales. Se 
convertirían en tales a través de un proceso que arranca del Concejo, del Mu-
nicipio, como fi gura jurídica distinta a la del colectivo vecinal y se consolida a 
través de sucesivas disposiciones legales. El Municipio sustituye al común de 
vecinos en muchos de sus derechos y obligaciones y de los bienes del común 
de vecinos, convertidos en bienes municipales, se desgajarían dos categorías 
diferenciadas: de un lado, los que continúan siendo utilizados en común para 
benefi cio individual de los vecinos; de otro, los que se destinan a la satisfac-
ción de las necesidades colectivas, actuando el crecimiento de estas últimas 
en detrimento de los aprovechamientos comunes. Junto con la apropiación 
individual a que antes hicimos referencia, la necesidad de la institución muni-
cipal de obtener rentas para atender gastos colectivos contribuyó a recortar los 
derechos vecinales.58

58 A. MACEDA RUBIO: “Distribución espacial de las categorías de montes colectivos de As-
turias”, Ería. Revista Cuatrimestral de Geografía, núm. 9, 1985, págs. 113 y 114. En igual 
sentido se han pronunciado otros investigadores científi cos. Así, CUADRADO IGLESIAS, 
al señalar que tanto en los bienes de propios como en los comunales, los vecinos han sufri-
do despojos. En el caso de los bienes de propios la usurpación fue completa. En el caso de 
los bienes comunales, la usurpación municipal “respeta” los aprovechamientos al incidir 
“tan sólo en la titularidad dominical”. Vid.: M. CUADRADO IGLESIAS: Aprovechamien-
to en común de pastos y leñas, Servicio de Publicaciones Agrarias, Madrid, 1980, pág. 
153. Por su parte, BLANCO HIGUERA expresa: «Pero la evolución histórico-normativa 
expuesta de la noción y confi guración jurídica de los bienes comunales no vendrá sola, pues 
junto a ella correrá pareja una brusca mutación de su titularidad originaria, que pasará de la 
comunidad vecinal -que, no obstante, seguirá conservando la de sus aprovechamientos- a 
las nuevas municipalidades que se crean en España en los albores del siglo XIX, pasando 
cada Ayuntamiento a constituir una persona jurídica dueña de todos los bienes del muni-
cipio, incluidos -por tanto- los bienes comunales, proceso éste que, sin embargo, no fue 
homogéneo, pues pervivieron determinadas modalidades de propiedades vecinales, caso 
de los aprovechamientos vecinales en régimen de comunidad de pastos y -sobre todo- el 
supuesto de los montes vecinales en mano común, forma de propiedad comunal ésta que no 
fue privativa de Galicia, pues se extendió prácticamente por toda la Península, si bien por 
el transcurso del tiempo pasaron a conformar –a excepción de Galicia, donde se mantuvo 
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Pensamos que también se han de tener presentes la importancia y el valor 
de la tradición a través de las Normas consuetudinarias. Bienes comunales y 
Normas consuetudinarias han ido siempre cogidos de la mano. Las Normas 
escritas, de superior rango jerárquico a las Normas consuetudinarias, deben 
considerar los fundamentos que presentan estas otras clases de Normas y res-
petarlas en la medida de lo posible, cosa que no ocurrió en el pasado. Así, 
Cuadrado Iglesias señalaba: Los aprovechamientos colectivos nacieron al am-
paro del derecho consuetudinario y han sido frecuentemente atacados por el 
derecho escrito.59

Resulta curioso que los bienes comunales se declaren por las Normas escri-
tas como bienes inalienables, imprescriptibles e inembargables, después de 
haber sido vendidos en su casi totalidad. Lo bueno hubiese sido que ese reco-
nocimiento se hubiese realizado con anterioridad para haber podido impedir 
su venta.

En cuanto a la exención de los bienes comunales y de los montes vecinales 
en mano común en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles parece evidente que 
su existencia no presenta problemas de justifi cación o fundamentación. De ese 
modo su permanencia en el tiempo debe continuar, dado el aprovechamiento 
al que están destinados estos bienes y su larga tradición histórica. 

su titularidad vecinal- los actuales bienes comunales, adoptándose, con la excepción vista, 
lo que podría denominarse como solución castellana, por la cual los montes comunales 
pasaron a formar parte del patrimonio municipal desde el surgimiento del municipio, que 
sustituyó al anterior titular vecinal, mientras que el mantenimiento en Galicia de tal titula-
ridad vecinal pudo deberse a la pluralidad de caseríos, parroquias, barrios y otras demarca-
ciones territoriales diferentes de las municipales, si bien no estaría del todo claro que esta 
fi gura fuera privativa de Galicia, aunque en lo que sí ha existido unanimidad doctrinal es 
en considerar a estos montes vecinales en mano común como una propiedad privada de na-
turaleza civil, detentada en régimen de comunidad germánica y con iguales caracteres que 
los bienes de dominio público». Vid. A. L. BLANCO HIGUERA: “La imprescriptibilidad 
de los bienes comunales: su trascendencia para la conservación de la propiedad forestal 
pública”, Revista Jurídica de Castilla y León, núm. 32, 2014, págs. 18 y 19.

59 M. CUADRADO IGLESIAS: Aprovechamiento en común de pastos y leñas, Servicio de 
Publicaciones Agrarias, Madrid, 1980, pág. 38.
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«Il n’est jamais trop tard por bien faire»
Proverbio francés

RESUMEN: La propuesta de Directiva relativa a las prácticas comerciales 
desleales en las relaciones entre empresas en la cadena de suministro de ali-
mentos de la UE tiene por objeto reducir la incidencia de dichas prácticas 
(PCD) en la cadena de suministro alimentario mediante la introducción de un 
nivel mínimo común de protección en toda la UE, que consiste en el estable-
cimiento de una corta lista de PCD específi camente prohibidas. La protección 
se extiende a los pequeños y medianos proveedores de la cadena de suministro 
alimentario, en la medida en que vendan productos alimenticios a comprado-
res que no sean pequeñas y medianas empresas. Con este ámbito de aplicación 
se pretende contribuir a garantizar un nivel de vida equitativo a la población 
agrícola, que es un objetivo de la política agraria común en virtud del artículo 
39 del TFUE. 
ABSTRACT: The proposal for a Directive on unfair trading practices in busi-
ness-to-business relationships in the food supply chain aims at reducing the 
occurrence of such practices (UTP) in the food supply chain by introducing a 
minimum common standard of protection across the EU that consists of a short 
list of specifi c prohibited UTPs. The protection covers small and medium-
sized suppliers in the food supply chain insofar as they sell food products to 
buyers who are not small and medium-sized. This scope aims at contributing 
to a fair standard of living for the agricultural community, an objective of the 
common agricultural policy under Article 39 TFEU.



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

126 Luis González Vaqué

PALABRAS CLAVE: Prácticas comerciales desleales, Cadena de suministro 
de alimentos, Comunicaciones de la Comisión sobre la cadena de suministros 
alimenticios, La Iniciativa de la Cadena de Suministro (ICS)
KEYWORDS: Unfair trading practices, Food supply chain, Commission 
communications on the food supply chain, The voluntary Supply Chain Initia-
tive (SCI)
SUMARIO: I. Introducción. II. Iniciativas de la Comisión Europea y del Par-
lamento Europeo. 1. Comunicación de la Comisión “Mejorar el funcionamien-
to de la cadena alimentaria en Europa” (2009). 2. El Libro verde sobre las 
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I. INTRODUCCIÓN

La Unión Europea ya cuenta con una normativa que regula prácticas co-
merciales desleales: la Directiva 2005/29/CE1; no obstante, dicha Directiva 
se aplica sólo a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus 
relaciones con los consumidores (y no únicamente de productos alimenticios).

Sin embargo, entre los agricultores, procesadores, comerciantes, mayoristas, 
minoristas y consumidores, todos ellos eslabones en la cadena de suminis-
tro de alimentos, los operadores más pequeños en dicha cadena son los más 
propensos a tener que afrontar prácticas comerciales desleales (PCD) debido 
a su, en general, débil poder de negociación en comparación con los grandes 

1 Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las 
prácticas comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con los consumidores 
en el mercado interior, que modifi ca la Directiva 84/450/CEE del Consejo, las Directivas 
97/7/CE, 98/27/CE y 2002/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento 
(CE) n° 2006/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo (DO L 149 de 11.6.2005, p. 22). 
Véase, sobre esta Directiva: “La Directiva 2005/29/CE relativa a las prácticas comerciales 
desleales en materia de protección de consumidores: entre el objetivo de una armonización 
total y el enfoque de plena armonización”, Derecho de los Negocios, nº 181, 2005, pp. 5-18.
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operadores de la cadena. Efectivamente, algunos productores agrícolas son 
particularmente vulnerables a las PCD ya que a menudo carecen de un poder 
de negociación que pueda equipararse al de los agentes que compran sus pro-
ductos en fases posteriores de la cadena. 

Desde hace años, tanto la Comisión como el Parlamento Europeo, han mani-
festado su preocupación por esta situación, como lo demuestran los documen-
tos que evidencian su injusticia, que analizaremos brevemente en el siguiente 
epígrafe del presente artículo2. Sin embargo, no fue hasta el mes de marzo 
de 2018 que la Comisión publicó una Propuesta de Directiva del Parlamento 
Europeo del Consejo relativa las prácticas comerciales desleales en las rela-
ciones entre empresas en la cadena de suministro alimentario3 (en lo suce-
sivo la “Propuesta relativa a las prácticas comerciales desleales en la cadena 
alimentaria”). 

En el presente artículo nos ocuparemos de analizar el texto elaborado y pre-
sentado por la Comisión, no sin antes referirnos a las diversas iniciativas que 
lo precedieron y han sido la base de la Propuesta relativa a las prácticas co-
merciales desleales en la cadena alimentaria.

2 Otros documentos que pueden consultarse en relación con el tema que nos interesa son: el 
Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre la gran distribución: tendencias y 
repercusiones para el agricultor y el consumidor (DO C 255 de 14.10.2005, p. 44); la De-
claración del Parlamento Europeo (PE) sobre la necesidad de investigar sobre los posibles 
abusos de poder de los grandes supermercados establecidos en la Unión Europea y de poner 
remedio a esta situación (DO C 184 E de 6.8.2009, p. 23); la Decisión de la Comisión, 
de 30 de julio de 2010, por la que se instituye el Foro de Alto Nivel sobre la Mejora del 
Funcionamiento de la Cadena Alimentaria; el Dictamen del Comité Económico y Social 
Europeo, de 12 de noviembre de 2013, sobre el Libro Verde de la Comisión relativo a las 
prácticas comerciales desleales en la cadena de suministro alimentario y no alimentario 
entre empresas en Europa (DO L 210 de 3.8.2010, p. 4), disponible en la siguiente página 
de Internet: http://eurlex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52013AE16
97&rid=1; la Propuesta de resolución del PE sobre los desequilibrios en la cadena alimen-
taria, tras las preguntas con solicitud de respuesta oral B7-0021/2012, B7-0675/2011 y B7-
0676/2011 (2011/2904(RSP)) disponible en: http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.
do?pubRef=-//EP//NONSGML+MOTION+B7-2012- 0013+0+DOC+PDF+V0//ES; The 
economic impact of modern retail on choice and innovation in the EU food sector, 2014, 
452 pp., disponible en: http://ec.europa.eu/competition/publications/KD0214955ENN.pdf; 
Study on the Legal Framework Covering Business-to-Business Unfair Trading Practices 
in The Retail Supply Chain - Final Report, European Commission, DG Internal Market, 
2014, 440 pp., disponible en: http://ec.europa.eu/internal_market/retail/docs/140711-stu-
dy-utplegal-framework_en.pdf; y Report of the preparatory working group on innovation, 
High Level Group on Retail Competitiveness, 2015, 44 pp., disponible en: https://app.box.
com/s/pkngnjkopxfjc9d0trpkwixomtf0r6r1 (véase, también: Wiewiórowska– Domagalska, 
A., “Unfair Trading Practices in the Business-to-Business Food Supply Chain”, PE, 2015, 8 
pp., disponible en la siguiente página de Internet: http://www.europarl.europa.eu/RegData/
etudes/BRIE/2015/563430/IPOL_BRI(2015)563430_E N.pdf).

3 COM(2018) 173 fi nal de 12.4.2018.
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II. INICIATIVAS DE LA COMISIÓN EUROPEA Y DEL PARLAMENTO 
EUROPEO

1. Comunicación de la Comisión “Mejorar el funcionamiento de la 
cadena alimentaria en Europa” (2009)

En la Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al 
Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones “Mejorar 
el funcionamiento de la cadena alimentaria en Europa”4, ya se defi nían las 
prácticas comerciales como aquellas restricciones al suministro de un terri-
torio determinado o los impedimentos al comercio paralelo que constituyen 
un obstáculo fundamental a la integración de los mercados de la UE: «las 
partes interesadas han aportado información sobre estas prácticas, que son 
incompatibles con los principios que rigen el Mercado interior». La Comisión 
citó como ejemplo, uno de los casos  planteados, en el que los minoristas de 
un determinado país se vieron “forzados” a servir los productos localmente 
cuando negociaban con proveedores multinacionales, lo que constituía un obs-
táculo al comercio transfronterizo. Según la Comisión, este tipo de prácticas 
pueden socavar el funcionamiento del Mercado interior y podrían afectar de 
manera negativa a los consumidores, ya que se traducen en precios más altos 
y una oferta más reducida de productos.

A fi n de eliminar esos obstáculos y acabar con las prácticas que fragmentan 
el Mercado interior, la Comisión informó que tenía la intención de evaluar qué 
medidas cabía adoptar respecto de las restricciones al suministro de un territo-
rio determinado que dieran lugar a inefi ciencias económicas y se opusieran a 
los principios del Mercado en cuestión. 

Las oscilaciones de los precios agroalimentarios demuestran que las prácti-
cas desleales afectan el equilibrio de los intercambios en la cadena de sumi-
nistro alimentario:

4 COM(2009) 591 fi nal de 28.10.2009 (véase: “Impacto de las prácticas comerciales des-
leales entre empresas en la cadena de suministro alimentario en la Unión Europea”, Re-
vista Aranzadi Unión Europea, nº 8-9, 2016, pp. 33-55). En dicho artículo se analizan 
también los siguientes documentos directa o indirectamente relacionados con el tema que 
nos interesa: Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Eco-
nómico y Social Europeo y al Comité de las Regiones “Ejercicio de supervisión del mer-
cado del comercio y de la distribución - Hacia un mercado interior del comercio y de la 
distribución más justo y efi caz en la perspectiva de 2020” [documento COM(2010) 355 
fi nal de 5.7.2010]; Informe del PE, de 24.8.2010, sobre unos ingresos justos para los agri-
cultores: mejorar el funcionamiento de la cadena de suministro de alimentos en Europa 
(2009/2237(INI)); Resolución del PE, de 5.7.2011, sobre un mercado minorista más efi caz 
y más justo [(2010/2109(INI)); Resolución del PE, de 19.1.2012, sobre los desequilibrios 
en la cadena alimentaria (2012/0012 (P7_TA)); etcétera.
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2. El Libro verde sobre las PCD (2013)

Para comprender mejor el problema en cuestión, la Comisión publicó un 
Libro Verde sobre las PCD5 en enero de 2013 para recabar opiniones de las 
partes interesadas sobre el impacto de las PCD en la cadena alimentaria y no 
alimentaria e identifi car posibles formas de abordarlas. Los resultados de la 
consulta pública llevada a cabo en el marco del citado Libro Verde proporcio-
naron las siguientes conclusiones:

«1. Si bien las PCD pueden, en principio, estar presentes en cualquier sector, 
las respuestas de los interesados al Libro Verde indican que son especialmente 
problemáticas en la cadena de suministro alimentario6.

2. Las principales categorías de tales prácticas, señaladas en el Libro Verde 
y confi rmadas por algunas partes interesadas, pueden describirse como sigue:

- el uso indebido con carácter retroactivo, por parte de un socio comercial, de 
cláusulas contractuales imprecisas, ambiguas o incompletas;

- el traslado abusivo e imprevisible de costes o riesgos por parte de un socio 
comercial a su contraparte;
5 Libro Verde sobre las prácticas comerciales desleales en la cadena de suministro alimenta-

rio y no alimentario entre empresas en Europa, COM(2013) 37 de 31 de enero de 2013.
6 La cursiva es nuestra.



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

130 Luis González Vaqué

- la utilización de información confi dencial por parte de un socio comercial;
- la interrupción o terminación desleal de una relación comercial.
3. Entre las prácticas problemáticas se mencionaban también las restriccio-

nes territoriales de suministro. Se trata de restricciones impuestas a los mi-
noristas por proveedores multinacionales que impiden a aquellos abastecerse 
de productos idénticos en otro país o a partir de una central. Sin embargo, las 
restricciones territoriales son de naturaleza distinta a las PCD enunciadas más 
arriba, por lo que la Comisión [decidió examinarlas] por separado.».

3. Comunicación de la Comisión “Hacer frente a las prácticas 
comerciales desleales en la cadena de suministro alimentario entre 
empresa” (2014)

El 15 de julio de 2014, la Comisión publicó una Comunicación al Parlamen-
to Europeo, al Consejo, al Comité económico y Social Europeo y al Comité 
de las Regiones titulada “Hacer frente a las prácticas comerciales desleales en 
la cadena de suministro alimentario entre empresas”7. En dicho documento 
se afi rmaba que la cadena de suministro alimentario garantiza la entrega de 
productos alimenticios y bebidas al público en general para consumo perso-
nal o familiar. Afecta a todos los consumidores de la UE de manera cotidiana 
y representa una parte signifi cativa del presupuesto medio de los hogares8. 
Antes de que un producto llegue al consumidor, ve incrementado su valor por 
la intervención de una serie de participantes en el mercado (productores, trans-
formadores, minoristas, etcétera), con el consiguiente impacto en el precio 
fi nal pagado por el consumidor. A este respecto, el Mercado único ha reportado 
importantes benefi cios a los operadores de la cadena de suministro alimenta-
rio. Los proveedores y los minoristas, grandes y pequeños, disfrutan de ma-
yores oportunidades en el mercado y cuentan con una mayor base de clientes. 
El comercio transfronterizo entre los Estados miembros de la UE representaba 
en ese momento en torno al 20 % del total de la producción de alimentos y be-
bidas de la UE y al menos el 70 % del total de las exportaciones de productos 
agroalimentarios de los Estados miembros de la UE estaba destinado a otros 
Estados miembros9. Por lo tanto, una cadena de suministro alimentario en 
toda la UE que funcione de manera adecuada y efi ciente puede contribuir en 
medida signifi cativa a una buena articulación del Mercado único.

7 COM(2014) 472 fi nal de 15.7.2014. 
8 El gasto en alimentación representa alrededor del 14 % del presupuesto medio de los hoga-

res en la UE (datos de Eurostat sobre la EPF).
9 Informe del Foro de Alto Nivel sobre la Mejora del Funcionamiento de la Cadena Alimen-

taria, diciembre de 2012.
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Cabe destacar que en esta Comunicación la Comisión anunciaba varias pro-
puestas de actuación:

«1) La Comisión anima a todas las empresas y organizaciones pertinentes de 
la cadena de suministro alimentario a suscribir una iniciativa voluntaria contra 
las PCD, en particular la Iniciativa de la Cadena de Suministro10, con el fi n de 
mostrar su compromiso, infundir confi anza en la cadena de suministro alimen-
tario y alcanzar la masa crítica y amplia cobertura que tales sistemas requieren 
para resultar efi caces.

2) La Comisión anima a las empresas de la cadena de suministro alimentario 
a promover activamente la Iniciativa de la Cadena de Suministro entre sus so-
cios comerciales y a informar a estos de sus derechos y obligaciones. Una vez 
se hayan adherido a la Iniciativa, deberían informar de ello automáticamente a 
cada uno de dichos socios y alentarles a seguir su ejemplo.

3) El grupo de gobernanza de la Iniciativa de la Cadena de Suministro de-
bería redoblar sus esfuerzos para sensibilizar en mayor medida a las pymes 
y encontrar medios efi cientes para que se unan a la Iniciativa. Dado que las 
pymes son las principales benefi ciarias de estos sistemas, es esencial potenciar 
al máximo su participación.

4) El grupo de gobernanza de la Iniciativa de la Cadena de Suministro de-
bería proseguir sus esfuerzos para dirigir y facilitar la creación de plataformas 
nacionales en cada Estado miembro de la UE.

5) La Comisión seguirá facilitando el intercambio de información y el debate 
entre los principales grupos de interesados y colaborando estrechamente con 
el grupo de gobernanza de la Iniciativa con vistas a maximizar su alcance, en 
particular por lo que respecta a las pymes, y continuará haciendo un atento 
seguimiento del desarrollo de la Iniciativa y alentando los trabajos en su seno 
orientados a consolidar el mecanismo de resolución de litigios y los sistemas 
de sanciones.»

¡No sabemos si atribuir a la iniciativa privada gran parte de la responsabilidad 
de luchar contra la PCD fue (¿es?) un acierto… La verdad es que, en el apartado 
5.2 de la Comunicación de la Comunicación se enumeraban unos principios de 

10 La Iniciativa de la Cadena de Suministro se desarrolló en el marco del Foro de Alto Nivel 
sobre la Mejora del Funcionamiento de la Cadena Alimentaria, instaurado por la Comisión 
y que está integrado por autoridades nacionales y representantes de las principales partes 
interesadas a escala de la UE, tanto proveedores como minoristas, del sector alimentario. 
En noviembre de 2011, todos los representantes del mercado participantes en el grupo de 
trabajo del Foro sobre las prácticas comerciales desleales consensuaron una serie de princi-
pios de buenas prácticas en las relaciones verticales de la cadena de suministro alimentario 
[http://www.supplychaininitiative.eu]. Cabe citar entre dichos principios: la previsibilidad 
de las modifi caciones de las cláusulas contractuales; la responsabilidad por el propio riesgo 
empresarial; y el carácter lícito de las exigencias y los gastos.
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buenas prácticas que nos parecen de gran utilidad; en primer lugar se recordaba 
que los Estados miembros que ya se habían ocupado de las prácticas comerciales 
desleales a nivel nacional habían elegido diferentes enfoques para hacerlo, in-
cluyendo distintas defi niciones de dichas prácticas: esas defi niciones nacionales 
iban desde descripciones muy amplias hasta listas detalladas de prácticas prohi-
bidas; por otro lado, cabe mencionar que algunos Estados miembros no habían 
tomado ninguna medida específi ca contra las PCD. Por ello la Comisión, a fi n 
de abordar las prácticas comerciales desleales de manera efectiva en toda la UE, 
y particularmente a través de las fronteras, consideró que sería efi caz un enten-
dimiento común de las normativas que abordan las prácticas comerciales deslea-
les; en este sentido, se proponen los siguientes principios de buenas prácticas:

«a) Acuerdos escritos: los acuerdos deberán formularse por escrito, a 
menos que no sea factible o cuando los acuerdos verbales sean mutuamente 
aceptables y convenientes. Habrán de ser claros y transparentes y recoger el 
mayor número posible de elementos pertinentes y previsibles, incluidos los 
derechos y los procedimientos de resolución.

b) Previsibilidad: no se introducirán modifi caciones unilaterales en las 
cláusulas contractuales a menos que esta posibilidad y sus circunstancias y 
condiciones se hayan fi jado con antelación. Los acuerdos deberán defi nir el 
procedimiento entre las partes con arreglo al cual hayan de discutirse las mo-
difi caciones necesarias, en su caso, para la aplicación del acuerdo, o debidas a 
circunstancias imprevisibles, según lo previsto en el acuerdo.

c) Cumplimiento: [obviamente] los acuerdos deberán cumplirse.
d) Información: cuando se intercambie información, se actuará en estricto 

cumplimiento de la normativa de competencia y demás disposiciones legis-
lativas aplicables, y las partes deberán tomar precauciones razonables para 
garantizar que la información facilitada sea correcta y no engañosa.

e) Confi dencialidad: deberá respetarse la confi dencialidad de la información, 
salvo que esta ya sea pública o haya sido obtenida por la parte destinataria 
legítimamente y de buena fe, de manera independiente. La parte destinataria 
utilizará la información confi dencial únicamente para el fi n para el cual le haya 
sido comunicada.

f) Responsabilidad por riesgo: todas las partes contratantes de la cadena de 
suministro deberán asumir sus propios riesgos empresariales.

g) Exigencias lícitas: las partes contratantes no recurrirán a la amenaza para 
obtener un benefi cio indebido o transferir un coste injustifi cado».

Estos principios constituyeron un útil punto de partida para delimitar las 
prácticas desleales que podrían abordarse a través de posibles iniciativas so-
bre las PCD. La delimitación de las PCD, a su vez, permitió la determinación 
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de principios para combatirlas. Cabe recordar que, cuando aplicasen dichos 
principios, los agentes económicos deberían asegurarse asimismo de que se 
cumplían todas las normativas aplicables, incluidos los preceptos nacionales o 
europeos en materia de competencia, según corresponda.

4. Informe de la Comisión “sobre las prácticas comerciales desleales en la 
cadena de suministro alimentario entre empresas” (2016)

Si nos atenemos a lo que se indicaba en el epígrafe 1 (“Introducción”) del 
Informe de la Comisión de 201611, objeto del presente apartado «las prácticas 
comerciales desleales son prácticas que se apartan manifi estamente de la buena 
conducta comercial, son contrarias a la buena fe y la lealtad contractual y 
vienen impuestas unilateralmente por un socio comercial a otro». Las prácticas 
comerciales desleales consisten, por ejemplo, en retrasar los pagos, restringir el 
acceso al mercado, modifi caciones unilaterales o retroactivas de las condiciones 
contractuales, anulación repentina e injustifi cada de un contrato, transferencia 
a los proveedores de los gastos de transporte y almacenamiento, participación 
obligada en promociones, obligación de pago por la colocación de productos en 
lugares destacados en los comercios, imposición de la devolución incondicional 
de mercancías no vendidas y presiones para reducir los precios.

Insistiremos en que, como se afi rma en el primer apartado del epígrafe nº 
2 (“Marcos reguladores y de garantía de cumplimiento en los Estados miem-
bros”) del Informe en cuestión, las medidas para combatir las prácticas comer-
ciales desleales «engloban las prácticas que se derivan principalmente de des-
equilibrios económicos». Vale la pena llamar la atención sobre las siguientes 
observaciones (que fi guran también en el citado apartado): 

• gran parte de los Estados miembros han establecido criterios claros para 
determinar las situaciones que conducen a las prácticas comerciales des-
leales; 

• en la mayoría de Estados miembros, la legislación se aplica a las rela-
ciones entre empresas en todas las fases de la cadena de suministro; y 

• algunos Estados miembros solo aplican la legislación a las relaciones en 
las que una de las partes es un minorista.

5. Resolución del Parlamento Europeo sobre las prácticas comerciales 
desleales en la cadena de suministro alimentario (2016)

En esta Resolución12, de 7 de junio 2016, el PE «expresa su fi rme conven-
cimiento de que, cuando se formule la propuesta de un marco de la Unión Eu-
ropea, debería tenerse debidamente en cuenta la defi nición de prácticas comer-
11 COM(2016) 32 fi nal de 29.1.2016.
12 (2015/2065(INI).
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ciales desleales propuesta por la Comisión y las partes interesadas pertinentes 
en el documento titulado ‘Vertical relationships in the Food Supply Chain: 
Principles of Good Practice’13, junto con una lista abierta de prácticas comer-
ciales desleales»; sin embargo, como ha señalado la doctrina14, dicho docu-
mento es útil sólo en tanto en cuanto enumera diversos ejemplos de prácticas 
comerciales desleales contrapuestas a las correspondientes prácticas leales.

Una vez más, el PE se ocupó del tema en cuestión con rigor y precisión, ex-
poniendo de forma casi exhaustiva lo que debería hacerse al respecto:

• recomendó «… el fortalecimiento y la creación de organizaciones de 
productores [que] deben ir acompañados del refuerzo del poder de ne-
gociación de los agricultores en la cadena alimentaria, especialmente 
mediante el derecho a negociar sus contratos de forma colectiva»15;

• recordó «que los agricultores de varios Estados miembros han consegui-
do una fuerte posición en la cadena de suministro alimentario mediante 
la creación de cooperativas que garantizan que el valor añadido en la 
fase de procesamiento repercuta en los agricultores, y considera deter-
minante que estas cooperativas no sean sometidas a gastos adicionales 
derivados de una burocracia obligatoria y costosa»16; 

• «consideró [que es] fundamental garantizar que el Derecho de la Unión 
en materia de competencia tenga en cuenta las características específi cas 
de la agricultura y esté al servicio del bienestar de los productores y 
los consumidores, que desempeñan un papel importante en la cadena de 
suministro»17; y 

• pidió a la Comisión: 
- « de mecanismos efectivos de ejecución, por ejemplo, mediante el desa-

rrollo y la coordinación de una red de autoridades nacionales que gocen de un 
reconocimiento mutuo a escala de la Unión»18;

- «que presente una propuesta o propuestas de un marco de la Unión Eu-
ropea que establezca principios generales y tenga debidamente en cuenta las 
circunstancias nacionales y las mejores prácticas para abordar las prácticas 
comerciales desleales en toda la cadena de suministro alimentario, con el fi n 

13 http://www.supplychaininitiative.eu/about-initiative/principles-good-practice-vertical-re-
lationships-food-supply-chain

14 Véase: A. MAYORAL, “La prohibición de las prácticas desleales en la cadena alimentaria: 
¿una Directiva en sentido único?”, BoDiAlCo, n° 29, 2018, pp. 23-24.

15 Véase el punto 49 de la Resolución del PE de 2016.
16 Ibidem, punto 52.
17 Ibidem, punto 28.
18 Ibidem, punto 19.
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de asegurar la igualdad de condiciones en los Estados miembros, de tal forma 
que facilite el correcto funcionamiento de los mercados y el establecimiento de 
unas relaciones leales y transparentes entre los productores, los proveedores y 
los distribuidores del sector alimentario19»20; 

- «que evalúe la efi cacia y el impacto de las medidas reguladoras y no re-
guladoras teniendo debidamente en cuenta todas las posibles consecuencias 
para las diferentes partes interesadas y la incidencia en el bienestar de los 
consumidores»21; y

- que promueva el aumento del «… poder de negociación de los productores 
primarios y aliente a los productores a adherirse a organizaciones de producto-
res y sus asociaciones»22 (teniendo en cuenta, en particular, la vulnerabilidad 
de las explotaciones agrícolas pequeñas y familiares, que tienen el potencial de 
crear y mantener puestos de trabajo en zonas aisladas, remotas y de montaña).

III. PROPUESTA RELATIVA A LAS PRÁCTICAS COMERCIALES 
DESLEALES EN LA CADENA ALIMENTARIA

1. ¡Por fi n!
Como ya hemos dicho, en junio de 2016, el PE pidió a la Comisión que pre-

sentara una propuesta sobre un marco jurídico de la Unión en relación con las 
prácticas comerciales desleales. En diciembre de 2016, el Consejo invitó a la 
Comisión a que llevara a cabo una evaluación de impacto con miras a proponer 
un marco legislativo o medidas no legislativas de la UE para hacer frente a 
las prácticas comerciales desleales23. En septiembre de 2016, el Comité Eco-
nómico y Social Europeo publicó un informe en el que instaba también a la 
Comisión y a los Estados miembros a tomar medidas con prontitud para evitar 
las prácticas comerciales desleales y crear una red armonizada de organismos 
de control del cumplimiento a escala de la UE consagrados a este ámbito, al 
objeto de establecer la igualdad de condiciones en el Mercado único24.

19 La cursiva es nuestra.
20 Véase el punto 31 de la Resolución del PE de 2016.
21 Ibidem, punto 41.
22 Ibidem, punto 48.
23 Conclusiones del Consejo de 12 de diciembre de 2016 sobre el refuerzo de la posición de 

los agricultores en la cadena de suministro alimentario y la lucha contra las prácticas co-
merciales desleales.

24 Véase: A. MAYORAL, “La prohibición de las prácticas desleales en la cadena alimentaria: 
¿una Directiva en sentido único?”, BoDiAlCo, n° 29, 2018, pp. 20-21. 
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Atendiendo fi nalmente a tan unánimes como perentorias solicitudes, en el 
curso del mes de marzo de 2018, la Comisión publicó la Propuesta relativa a 
las prácticas comerciales desleales en la cadena alimentaria a la que ya he-
mos hecho referencia en la “Introducción”. 

En el epígrafe 3 de la Exposición de motivos de la Propuesta relativa a las 
prácticas comerciales desleales en la cadena alimentaria se explica que:

«El instrumento elegido es una directiva, ya que un planteamiento no vincu-
lante puede resultar inefi caz a la hora de garantizar las condiciones mínimas 
de igualdad que se pretende alcanzar. La adopción de una directiva como el 
instrumento pertinente en materia de medidas sobre PCD ha tenido también en 
cuenta la subsidiariedad: una directiva permite a los Estados miembros inte-
grar el nivel mínimo de protección en sus ordenamientos jurídicos nacionales 
de un modo compatible con las disposiciones legales, reglamentarias y admi-
nistrativas que elijan.».

2. Objeto y nivel de armonización

El artículo 1 establece el objeto de la Directiva, que sigue un enfoque de 
armonización parcial (mínima) para introducir un nivel mínimo de protección 
frente a las PCD en los Estados miembros: 

«1. La presente Directiva establece una lista mínima25 de prácticas comer-
ciales desleales prohibidas entre compradores y proveedores en la cadena de 
suministro alimentario y prevé normas mínimas en relación con el control del 
cumplimiento de esa prohibición26, así como disposiciones para la coordina-
ción entre los organismos encargados de ese control.

2.La presente Directiva se aplica a determinadas prácticas comerciales des-
leales que se producen en relación con las ventas de productos alimenticios de 
un proveedor que es una pequeña y mediana empresa a un comprador que no 
es una pequeña y mediana empresa27

3.La presente Directiva se aplicará a los contratos de suministro celebrados 
después de la fecha de aplicabilidad de las disposiciones de transposición de la 
presente Directiva a que se refi ere el artículo 12, apartado 1, párrafo segundo.»

Si el texto propuesto se adopta sin modifi caciones, la protección se aplicará 
únicamente a las pymes proveedoras en la cadena de suministro alimentario 
en lo que respecta a sus ventas a compradores que no son pymes. En el quin-
to considerando de dicho texto se declara que el número y el tamaño de los 

25 La cursiva es nuestra.
26 Idem.
27 Idem.
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agentes varían en las distintas etapas de la cadena de suministro alimentario lo 
que justifi caría la protección solo de David frente a Goliat:

• «las diferencias de poder de negociación están asociadas a los diferentes ni-
veles de concentración de los agentes y pueden propiciar un ejercicio desleal 
del poder de negociación mediante prácticas comerciales desleales»;

• «las prácticas comerciales desleales son perjudiciales, en particular 
para los pequeños y medianos agentes de la cadena de suministro ali-
mentario28»; y

• «los productores agropecuarios, que suministran productos agrícolas 
primarios, son en su inmensa mayoría de tamaño pequeño y media-
no29».

En el considerando 17 se declara que las disposiciones previstas en la Direc-
tiva en cuestión no deben impedir que los Estados miembros puedan mantener 
normas existentes que sean más ambiciosas ni que adopten tales normas en el 
futuro, dentro de los límites del Derecho de la Unión aplicable al funcionamien-
to del Mercado interior [las normas de las que se trata se aplicarían junto con 
medidas de gobernanza voluntarias (?)]. En este sentido, el artículo 8 dispone: 
«Los Estados miembros podrán establecer normas destinadas a combatir las 
prácticas comerciales desleales que sean más estrictas que las previstas en los 
artículos 3, 5, 6 y 7, siempre que dichas normas nacionales sean compatibles 
con las normas sobre el funcionamiento del mercado interior.»

3. Defi niciones

A causa del enfoque minimalista y fragmentario elegido para la futura Di-
rectiva la Comisión ha incluido en el artículo 2 del texto propuesto la siguiente 
defi nición que reenvía de forma posiblemente problemática y discutible a una 
vieja Recomendación de 2003 [!]:

«Pequeña y mediana empresa»: una empresa a tenor de la defi nición de 
microempresas, pequeñas y medianas empresas que fi gura en el anexo de la 
Recomendación 2003/361/CE de la Comisión30. La defi nición a la que parece 
reenviar la Comisión es la siguiente:

«1. La categoría de microempresas, pequeñas y medianas empresas (PYME) 
está constituida por las empresas que ocupan a menos de 250 personas y cuyo 
volumen de negocios anual no excede de 50 millones de euros o cuyo balance 
general anual no excede de 43 millones de euros.

28 Idem.
29 Idem.
30 Recomendación 2003/361/CE de la Comisión, de 6 de mayo de 2003, sobre la defi nición de 

microempresas, pequeñas y medianas empresas (DO L 124 de 20.5.2003, p. 36). 
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2. En la categoría de las PYME, se defi ne a una pequeña empresa como una 
empresa que ocupa a menos de 50 personas y cuyo volumen de negocios anual 
o cuyo balance general anual no supera los 10 millones de euros. 

3. En la categoría de las PYME, se defi ne a una microempresa como una 
empresa que ocupa a menos de 10 personas y cuyo volumen de negocios anual 
o cuyo balance general anual no supera los 2 millones de euros.»31

En el citado artículo se encuentran otras defi niciones: 
a) «comprador»: toda persona física o jurídica establecida en la Unión que 

compra productos alimenticios mediante una transacción comercial; el térmi-
no puede abarcar a un grupo de tales personas físicas y jurídicas;

b) «proveedor»: todo productor agropecuario o cualquier persona física o 
jurídica, independientemente de su lugar de establecimiento, que vende pro-
ductos alimenticios; el término puede abarcar a un grupo de tales productores 
agropecuarios o de tales personas físicas y jurídicas, incluidas las organizacio-
nes de productores y las asociaciones de organizaciones de productores;

[…]
d) «productos alimenticios»: los productos enumerados en el anexo I del 

Tratado destinados a la alimentación humana, así como los productos no in-
cluidos en ese anexo, pero que han sido transformados a partir de esos produc-
tos para su uso como alimento; y 

e) «productos alimenticios perecederos»: los productos alimenticios que de-
jarán de ser aptos para el consumo humano si no se almacenan, tratan, envasan 
o conservan de otro modo para evitar que dejen de serlo.

La doctrina ha criticado muchas de estas defi niciones (proveedor, productos 
alimenticios, productos alimenticios perecederos, etcétera) por ser ambiguas y 
no coincidir con los conceptos consagrados en otras normativas del Derecho 
alimentario de la Unión32.

4. Prohibición general: incumbencia de los Estados miembros

En el artículo 3 de Propuesta relativa a las prácticas comerciales desleales 
en la cadena alimentaria, titulado “Prohibición de prácticas comerciales des-
leales” se establecen particularmente las obligaciones33 de los Estados miem-
bros; en este sentido, el primer párrafo de dicho artículo dispone lo siguiente: 

31 Como subraya A. MAYORAL la citada Recomendación sólo se ha traducido a algunas 
lenguas comunitarias (véase, de dicho autor Op. Cit., pp 22-23. 

32 Véase: A. MAYORAL, Op. Cit., pp 23-24. 
33 Sic en: C. VIDRERAS, “Las prácticas desleales en la cadena alimentaria de la UE: Los 

velos y desvelos de los Estados miembros, BoDiAlCo, n° 30, 2018, pp. 4-5. 



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

139La futura regulación de las prácticas comerciales desleales en las relaciones entre empresas

Los Estados miembros velarán por que se prohíban las siguientes prácticas 
comerciales:

«a) Un comprador paga a un proveedor unos productos alimenticios pere-
cederos más de treinta días naturales después de la recepción de la factura del 
proveedor o más de treinta días naturales después de la fecha de entrega de los 
productos alimenticios perecederos, si esta última fecha fuese posterior. Esta 
prohibición se entenderá sin perjuicio de:

— las consecuencias de la morosidad y las vías de recurso previstas en la 
Directiva 2011/7/UE34,

— la posibilidad de que un comprador y un proveedor acuerden una cláu-
sula de reparto del valor a tenor del artículo 172 bis del Reglamento (UE) nº 
1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo35.

b) Un comprador cancela un pedido de productos alimenticios perecederos 
en un plazo tan breve que el proveedor no puede razonablemente esperar en-
contrar una alternativa para comercializar o utilizar esos productos.

c) Un comprador modifi ca de forma unilateral y con carácter retroactivo los 
términos y condiciones del acuerdo de suministro en relación con la frecuen-
cia, el calendario o el volumen del suministro o de la entrega, las normas de 
calidad o los precios de los productos alimenticios.

d) Un proveedor paga por las pérdidas de alimentos producidas en los lo-
cales del comprador, sin que esas pérdidas se deban a negligencia o culpa del 
proveedor.»

En el segundo párrafo se establece que los Estados miembros velarán por 
que se prohíban las siguientes prácticas comerciales si no se han acordado en 
términos claros e inequívocos en el momento de la celebración del acuerdo de 
suministro:

«a) Un comprador devuelve productos alimenticios no vendidos al provee-
dor.

34 Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, por la que se 
establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales (DO L 48 
de 23.2.2011, p. 1). 

35 Reglamento (del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013, por el 
que se crea la organización común de mercados de los productos agrarios y por el que se 
derogan los Reglamentos (CEE) nº 922/72, (CEE) nº 234/79, (CE) nº 1037/2001 y (CE) 
nº 1234/2007 (DO L 347 de 20.12.2013, p. 671). El artículo 172 bis (“Reparto de valor”) 
establece que «sin perjuicio de todas las cláusulas específi cas de reparto del valor en el 
sector del azúcar, los agricultores, incluidas las asociaciones de agricultores, y su primer 
comprador podrán acordar cláusulas de reparto de valor, incluidos los benefi cios y las pér-
didas comerciales, que determinen la manera en que se reparten entre ellos la evolución de 
los precios de mercado pertinentes de los productos afectados u otros mercados de materias 
primas».
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b) Un comprador impone al proveedor un pago por el almacenamiento, la 
exposición o la inclusión en una lista de precios de productos alimenticios del 
proveedor.

c) Un proveedor paga por la promoción de productos alimenticios vendidos 
por el comprador; antes de una promoción, y si la promoción la ha iniciado el 
comprador, este especifi cará el período de la promoción y la cantidad prevista 
de los alimentos que vayan a encargarse.

d) Un proveedor paga por el marketing de productos alimenticios vendidos 
por el comprador»36.

Finalmente, en el cuarto párrafo del mismo artículo se prevé que «los Esta-
dos miembros velarán37 por que las prohibiciones establecidas en los aparta-
dos 1 y 2 constituyan leyes de policía38 aplicables a cualquier situación que 
entre en su ámbito de aplicación, cualquiera que sea la normativa aplicable al 
contrato de suministro entre las partes».

En el artículo 4 del texto propuesto se dispone que cada Estado miembro 
designará una autoridad pública encargada de controlar el cumplimiento de 
las prohibiciones establecidas en el artículo 3 a nivel nacional (en lo sucesivo, 
«órgano de control del cumplimiento»). En el artículo 6 (“Atribuciones del 
órgano de control del cumplimiento”) se prevé los Estados miembros deberán 
velar también por que el órgano de control del cumplimiento esté debidamente 
capacitado y le conferirán las atribuciones siguientes:

«a) abrir y llevar a cabo investigaciones por iniciativa propia o sobre la base 
de una denuncia39;

b) exigir a compradores y proveedores que faciliten toda la información ne-
cesaria para llevar a cabo investigaciones sobre prácticas comerciales prohi-
bidas;

36 En el artículo 3.3 se indica que «si el comprador solicita un pago por las situaciones des-
critas en el apartado 2, letras b), c) y d), facilitará al proveedor, si este lo solicita, una esti-
mación de los pagos globales por unidad o por el total, según proceda, y, además, si se trata 
de las situaciones descritas en el apartado 2, letras b) y d), una estimación de los gastos y la 
base de esa estimación».

37 La cursiva es nuestra. 
38 Idem. 
39 En el artículo 5 se enumeran someramente las reglas aplicables a las denuncias y confi den-

cialidad y se establece que el organismo de control del cumplimiento de cada Estado debe 
poder tramitar las denuncias confi denciales y proteger, si así se solicita, la identidad del 
denunciante. Asimismo, las organizaciones de productores y las asociaciones de organiza-
ciones de productores deben tener la posibilidad de presentar una denuncia ante el organis-
mo de control del cumplimiento, no solo por derecho propio como socio contractual, sino 
en representación de sus miembros (o de los miembros de sus miembros) si esos miembros 
son pymes. 
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c) adoptar una decisión por la que se declare la existencia de una infracción 
de las prohibiciones previstas en el artículo 3 y exigir al comprador que pon-
ga término a la práctica comercial prohibida; el órgano podrá abstenerse de 
adoptar esa decisión si esta pudiera revelar la identidad de un denunciante o 
constituir una divulgación de cualquier otra información que el denunciante 
considere perjudicial para sus intereses, siempre que el denunciante haya es-
pecifi cado tal información como prevé el artículo 5, apartado 3;

d) imponer una sanción pecuniaria al autor de la infracción; la sanción será 
efectiva, proporcionada y disuasoria, teniendo en cuenta la naturaleza, dura-
ción y gravedad de la infracción;

e) publicar sus decisiones en relación con las letras c) y d); [y]
f) informar a los compradores y proveedores sobre sus actividades mediante 

informes anuales en los que se describirán, entre otras cosas, el número de 
denuncias recibidas y las investigaciones abiertas y cerradas por él; el informe 
contendrá una breve descripción del objeto y resultado de cada investigación.».

Además, los Estados miembros se asegurarán de que los órganos de control 
del cumplimiento cooperen de una manera efi caz y se presten asistencia mutua 
en investigaciones que tengan una dimensión transfronteriza (artículo 7.1).

5. Presentación de información ad hoc por los Estados miembros y la 
Comisión

Para que una Directiva con una fi nalidad armonizadora prácticamente nula40 
no implique más divergencias que las que pretende eliminar, la Comisión debe 
tener una visión de conjunto de su aplicación en los Estados miembros: «a tal 
fi n, es conveniente que los organismos de control del cumplimiento de los Es-
tados miembros presenten informes anuales a la Comisión» (considerando 15). 

La obligación de presentar esos Informe anuales se establece en el artículo 
9.1: 

«A más tardar el 15 de marzo de cada año, los Estados miembros enviarán a 
la Comisión un informe sobre prácticas comerciales desleales en las relaciones 
entre empresas en la cadena de suministro alimentario. El informe incluirá, 
en particular, todos los datos pertinentes sobre la aplicación y control del 
cumplimiento de las normas en el marco de la presente Directiva en el Estado 
miembro de que se trate en el año anterior.»

La futura Directiva, si se adopta según el texto que se propone, obligará a la 
Comisión: 

• a presentar seis meses después de la fecha de transposición de la Directi-
va, un informe intermedio al Parlamento Europeo y al Consejo, así como 

40 Véase: C. VIDRERAS, Op. Cit., pp. 5-6. 
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al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, 
sobre la situación en cuanto a su transposición y aplicación; y

• «no antes de tres años después de la fecha de [su] aplicación»41 a, reali-
zar una evaluación de la misma y presentar un informe sobre las princi-
pales conclusiones al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Eco-
nómico y Social Europeo y al Comité de las Regiones;

Los Estados miembros suministrarán a la Comisión la información necesaria 
para la preparación de los informes.

6. Adopción por la Comisión de actos de ejecución 

La Comisión podrá adoptar actos de ejecución en los que se establezca lo 
siguiente (artículo 9.2):

«a) normas sobre la información necesaria para la aplicación del apartado 1;
b) disposiciones para la gestión de la información que ha de enviarse y nor-

mas sobre el contenido y la forma;
c) disposiciones aplicables a la transmisión o puesta a disposición de la in-

formación y los documentos a los Estados miembros, las organizaciones in-
ternacionales, las autoridades competentes de terceros países o el público, con 
sujeción a la protección de los datos personales y el interés legítimo de los 
productores agropecuarios y de las empresas en la protección de sus secretos 
comerciales.»

7. Otras disposiciones

Puesto que se trata sólo de una propuesta, que podría (¿debería?) ser mo-
difi cada por el Consejo y el Parlamento omitiremos analizar los artículos 12 
(“Transposición”), 13 (“Entrada en vigor”) y 14 (“Destinatarios”). 

IV. CONCLUSIONES

Nos parece que la la Propuesta relativa a las prácticas comerciales desleales 
en la cadena alimentaria no satisface las expectativas de los empresarios y 
consumidores de la UE. Es cierto que la armonización de minimis, las defi ni-
ciones incongruentes con la legislación alimentaria en vigor y el hecho de que 
varias de las disposiciones propuestas sean confusas y de difícil interpretación 
podrían ser corregidas y enmendadas en el curso de la negociación legislativa 
entre el PE y el Consejo antes de su adopción. 

Además, algunos autores han criticado la obligación impuesta a los Estados 
miembros de crear (?) órganos de control del cumplimiento, lo que supon-
41 Artículo 11.1. 
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dría más burocracia costosa42, aunque, en nuestra opinión la utilización en el 
artículo 4 de la expresión «designará una autoridad pública» permitirá a los 
Estados miembros atribuir las competencias de los nuevos órganos a otros 
preexistentes.

De todos modos cabe esperar que tras el informe intermedio y el que deberá 
presentar la Comisión en los plazos y condiciones prebistas en el artículo 11 
del texto propuesto se logre evaluar su aplicación y presentar las correspon-
dientes conclusiones…

42 Véase, por ejemplo: C. VIDRERAS, Op. Cit., pp. 6-7. 
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RESUMEN: El trabajo trata de establecer una visión global y crítica de la 
normativa sobre caminos públicos, especialmente a través de las potestades 
administrativas sobre esta materia de inventariado, investigación, deslinde y 
recuperación, y de la relación de estas potestades con el Registro de la Propie-
dad, y a través de esa visión global realizar propuestas de modernización de 
esa normativa, especialmente en lo que respecta a las garantías para los admi-
nistrados en los inventarios de caminos públicos.
ABSTRACT: The work tries to establish a global and critical vision of the regu-
lations on public roads, especially through the administrative powers on this sub-
ject of inventory, investigation, demarcation and recovery, and the relationship 
of these powers with the Land Registry, and through this global vision, make 
proposals for the modernization of this regulation, especially with regard to the 
guarantees for those administered in the inventories of public roads.
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SUMARIO: I. Antecedentes. II. La dispersión de la vigente legislación en 
materia de caminos públicos. III. Los inventarios de caminos: la necesidad de 
un procedimiento garantista. IV. La inscripción registral de los caminos públi-
cos. V. La investigación, el deslinde y la recuperación de caminos públicos. VI. 
Conclusiones. Bibliografía. 

I. ANTECEDENTES

Para realizar una revisión, aunque breve, de los antecedentes históricos de las 
normas nacionales sobre caminos públicos, nos tenemos que remontar a las re-
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gulaciones romanas1, visigodas2 y medievales (casos como la «paz de cami-
nos3» o «paz del camino», o el derecho de portazgo4), y  más modernamente, la 
constitución de la Cabaña Real de Carreteros en 1497, la publicación en 1546 en 
Medina del Campo del «Repertorio de Caminos de Villuga», las normas previas a 
las carreteras del siglo XVIII, hasta la normativa del siglo XIX, como el Real De-
creto de 7 de abril de 1848 sobre construcción, conservación y mejora de caminos 
vecinales, la Ley de 7 de mayo de 1851 de Carreteras y Caminos,  y ya en el siglo 
XX, la Ley de 30 de julio de 1904 de caminos vecinales (y su Reglamento) o la 
Ley de Caminos Vecinales de 29 de junio de 19115.  Aparte existen normas sobre 
carreteras y sobre vías pecuarias, que no son objeto de este trabajo.

Estas normas tienen algo en común: el carácter demanial de los caminos 
que regulan. No determinan que todos los caminos son públicos, sino que 
son públicos aquellos caminos que son objeto de su regulación.

1 Caso de la Lex Colonia Genetiva Julia o Lex Ursonensis, en cuyo artículo 78 se confi rman 
como públicas las vías y caminos de la ciudad y del territorio colonial. R. GIBERT Y 
SÁNCHEZ DE LA VEGA, «La paz del camino en el derecho medieval español», Anuario 
de historia del derecho español, Nº 27-28, 1957-1958, págs.831-852. Vid en este sentido 
PONTE, Vanessa: «Régimen Jurídico de las Vías romanas» en www.traianus.net. «Cada 
región contaba con sus propios caminos secundarios, no por ello menos importantes, con 
lo que generalmente no quedaba ni un solo lugar que quedase inaccesible o aislado». 
Obviamente existen caminos prerromanos, pero no tenemos antecedentes normativos. 
BORRAJO SEBASTIÁN cita la Ora Marítima de Rufo Festo Avieno, con información de 
escritores griegos y cartagineses de la primera mitad de siglo VI a.C, habla de dos caminos: 
uno de Mainaké (cerca de Málaga) hasta Tartessos y otro que unía Galicia con el Medite-
rráneo, por Tarragona. El primer itinerario tuvo gran importancia para los griegos, al per-
mitirles acceder al mercado de minerales de Tartessos evitando el paso del Estrecho, hostil 
a sus naves. Según la Ora se requerían 5 días para ir de Mainaké a Tartessos. Al siglo III 
a.C corresponde la construcción por los cartagineses de la vía Heráclea, para la dominación 
del valle del Guadalquivir y de la costa mediterránea, y base para la expedición de Aníbal 
a Italia. J. BORRAJO SEBASTIAN, «Los caminos y el territorio», www.carreteros.org, 
1996. 

2 Se habla de «Iter publicum» (Lex Visigothorum antiqua VIII, 4, 24), y de «Viam per quam 
ad civitatem sive ad provincias nostras ire consuevimus» (Lex Vis. antiqua VIII, 4, 15) en  
GIBERT en op. cit. p. 840.

3 Paz de Caminos o Paz del Camino, GIBERT en op. cit. o el derecho de portazgo. 
4 C. GONZALEZ MINGUEZ, «El portazgo en la Edad Media: aproximación a su estudio 

en la corona de Castilla», Ed. Universidad del País Vasco, Bilbao, 1989; del mismo autor 
«Confl ictos sobre el portazgo en la Corona de Castilla: Aproximación tipológica» Anuario 
de estudios medievales, nº 17, 1987; G. CORNERO, «La conservación de las carreteras y 
los costos del portazgo» Rutas: Revista de la Asociación Técnica de Carreteras, Nº. 94, 
2003, págs. 44-49.

5 No entramos en la normativa de caminos americana, importantísima obra que probablemen-
te no ha sido sufi cientemente ponderada. Vid Mª L. PEREZ GONZALEZ, «Los Caminos 
Reales de América en la Legislación y en la Historia» Anuario de Estudios Americanos 
Tomo LVIII, I, 2001. 
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Sí parece claro que los caminos no tienen su origen en las vías pecuarias, 
como alguien se ha atrevido a plantear6. El origen de las vías pecuarias 
debemos buscarla en las «calles pastorum» romanas, y en una normativa 
tendente a la protección del pastoreo y del tránsito de ganado, a través de 
normas como el Fuero Juzgo y, especialmente, los privilegios alfonsinos del 
siglo XIII,7 pero nada tienen que ver con las normas reguladoras de los 
caminos públicos8. 

II. LA DISPERSIÓN DE LA VIGENTE REGULACIÓN EN MATERIA 
DE CAMINOS PUBLICOS

La regulación actual de los caminos públicos es muy dispersa9, con una 
combinación compleja de normas nacionales, autonómicas y locales. Obvia-
mente no podemos llegar al grado de exhaustividad absoluta que supondría 
estudiar todas las normas locales, pero haremos alguna referencia sobre alguna 
patología detectada en esta regulación.

El sistema normativo sobre caminos públicos, habida cuenta de que la Ley 
7/1985 Reguladora de las Bases del Régimen Local sólo habla de bienes en 
general y de forma muy limitada y que la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Publicas no habla de caminos, está presi-
dido por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, cuyo artículo 3.1 señala que 
«son bienes de uso público local los caminos, (…) y demás obras publicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la Entidad local». 

Es en el Reglamento de Bienes, como luego veremos, donde se regulan las 
amplias potestades administrativas de conservación y tutela no ya de los cami-
nos, sino de todos los bienes de las Entidades Locales.

6 Exposición de motivos de la Proposición de Ley de Caminos Públicos de Andalucía.
7 V. MANTECA VALVERDE, «Las Vías Pecuarias: evolución y normativa actual» Agricul-

tura y Sociedad nº 76, julio- septiembre, 2005. 
8 I. GONZÁLEZ RÍOS, en El sistema viario urbano,  Ed.: Comares, Granada, 2002, p. 34, 

defi ne a los caminos públicos como «una modalidad de vía de comunicación de dominio 
público y uso público de carácter residual tanto respecto a las carreteras como a las vías 
pecuarias y vías urbanas».

9 R. J. ORTEGA MONTORO, «A propósito de la STC 162/2009, de 29 de junio: sobre la 
legislación patrimonial en materia de bienes locales y el alcance de los legisladores autonó-
micos». Revista del Centro de Estudios Municipales y de Cooperación Internacional, nº 5, 
octubre – diciembre, 2009. 
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En lo que respecta a las normas autonómicas, vamos a distinguir una doble 
casuística: por un lado la regulación sobre bienes de las corporaciones locales, 
y por otro lado las normas sobre caminos10. En el primer grupo se hallan nor-
mas como las andaluza11, navarra12, aragonesa13 y catalana14. En el segundo 
grupo podemos señalar el Título VI de la Ley 6/2015 Agraria de Extremadu-
ra15, la Ley 9/1990 de Carreteras y Caminos de Castilla-La Mancha16, y dos 
proposiciones de Ley  en plena tramitación parlamentaria: la que afecta a la 
Ley de Caminos Públicos y Rutas de Interés Excursionista de Mallorca17 y la 
Proposición de Ley de Caminos Públicos de Andalucía18. Todas estas normas 
excluyen expresamente los caminos privados y las servidumbres de los artícu-
los 564 y siguientes del Código civil. 

Las normas municipales son tantas y dispersas como son los municipios de 
España. Si bien es cierto que en una gran parte de las entidades locales patrias 
no existen ni ordenanzas ni inventarios, no es menos cierto que disponemos 
de multitud de Ordenanzas de Caminos y de inventarios, que en demasiadas 
ocasiones resultan ser textos de una ínfi ma calidad técnico-jurídica, basados 

10 Podríamos hablar de un tercer grupo de normas, cuales son las de prevención ambiental, 
caso, por ejemplo, de la Ley de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental de Andalucía, 
que somete a califi cación ambiental la construcción de caminos rurales de nuevo trazado 
que transcurran por terrenos con una pendiente superior al 40% a lo largo del 20% o más 
de su trazado y superen los 100 m de longitud, así́ como los caminos rurales forestales de 
servicio con una longitud superior a 1000 m. 

11 Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía y Decre-
to 18/2006, de 24 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales de Andalucía.

12 Ley Foral 6/1990 de Administración Local de Navarra, y Decreto Foral 280/1990 que 
aprueba el Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales de Navarra. 

13 Título VI de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón y Decreto 
347/2002, de 19 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Regla-
mento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón.

14 Ley 8/1987, de 15 de abril, municipal y de régimen local de Cataluña y Decreto 336/1988, 
de 17 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento del patrimonio de los entes locales.

15 Previamente se dictó la Ley 12/2001 de Caminos Públicos de Extremadura, que ha quedado 
asumida, derogada y mejorada por la Ley Agraria extremeña.

16 Realmente es una ley de carreteras. No se ocupa prácticamente de los caminos públicos.
17 http://www.conselldemallorca.net/media/53007/05b_PLE_Llei_ES.pdf
18 Boletín Ofi cial del Parlamento de Andalucía 689 de 3 de mayo de 2018. Este proyecto y el  

anteriormente citado han levantado no pocas suspicacias en los titulares de explotaciones 
agrícolas, ganaderas, forestales y cinegéticas, así como en colectivos como los cazadores, 
numerosísimo. En cambio, entusiasma a grupos políticos como Podemos, lo que no es pre-
cisamente una buena tarjeta de presentación para los sectores antes citados. En Andalucía 
existe una Ley 3/2017 de Senderos, de carácter deportivo, extraordinariamente corta, y 
previa a la Ley de caminos regional, y que también ha provocado no pocas suspicacias.
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en informes técnicos carentes de todo fundamento, aprobados de forma capri-
chosa y sin la más mínima participación ciudadana19. 

Podemos ver, pues, que la regulación sobre caminos públicos es tan dispar 
como dispersa, pese a lo cual vamos a intentar sistematizar brevemente esta 
normativa, para poder refl exionar sobre sus pros y sus contras.

III. LOS INVENTARIOS DE CAMINOS: LA NECESIDAD DE UN 
PROCEDIMIENTO GARANTISTA

El Reglamento de Bienes de las Entidades Locales regula de forma extraor-
dinariamente somera el inventario de bienes de dominio público y patrimonia-
les de dichas Corporaciones, entre los que se hallan, como hemos visto antes, 
los caminos públicos. 

En efecto, el artículo 17.1 de dicho Reglamento señala que las Corporacio-
nes locales están obligadas a formar inventario de todos sus bienes y dere-
chos, cualquiera que sea su naturaleza o forma de adquisición. Sin embargo, 
en cuanto al procedimiento administrativo para crear tal inventario, la norma 
es muy notablemente escueta. El artículo 32.1 determina que los inventarios 
serán autorizados por el Secretario de la Corporación con el visto bueno del 
Presidente y una copia del mismo y de sus rectifi caciones se remitirá a la Ad-
ministración del Estado y de la Comunidad Autónoma, y el artículo 34 añade 
que el Pleno de la Corporación local será el órgano competente para acordar la 
aprobación del inventario ya formado, su rectifi cación y comprobación.

Obsérvese que en caso alguno se regula nada sobre interesados, legitima-
ción, plazos, notifi caciones, alegaciones o recursos. No es el caso del proce-
dimiento de investigación, por ejemplo, que se regula en los artículos 44 y 
siguientes del mismo reglamento. 

La inexistencia de un procedimiento administrativo con las correspondien-
tes garantías no ha sido óbice ni cortapisa para que algunos municipios hayan 
adoptado una postura garantista en la confección de los inventarios de caminos 

19 Sorprende la capacidad de los municipios españoles para incurrir en errores jurídicos de 
bulto. Hace pocas fechas el municipio de Gerena (Sevilla) incorporó a su inventario de 
caminos las vías pecuarias y los ferrocarriles del término. Carmona, en la misma provincia, 
o Chinchilla (Albacete) decidieron crear zonas de servidumbre paralelas al recorrido de las 
vías pecuarias y los caminos públicos (el primero) o sólo de los caminos públicos (el se-
gundo), careciendo de las más mínimas competencias para ello. Son meros ejemplos, pero 
los casos son numerosísimos. Hay que recordar que «el reconocimiento constitucional de la 
autonomía local lleva implícita, por tanto, la atribución genérica de la potestad normativa, 
que sólo puede tener el rango y la efi cacia propios de los Reglamentos y debe ser ejercida, 
siempre y toda ella, en el marco de la Ley ordinaria», V. GUTIÉREZ COLOMINA, Coord: 
Régimen de Bienes de las Entidades Locales, Tirant Lo Blanc, Valencia 2012, pág. 50. 
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públicos. Este es el caso de Lebrija (Sevilla), Ronda (Málaga)20, Valverde del 
Camino (Huelva)21. En estos casos, las resoluciones de inclusión en el in-
ventario han sido objeto de recursos de reposición o de recursos contencioso-
administrativos, que han dado lugar a resoluciones administrativas y judiciales 
que han fi jado, esta vez de forma defi nitiva, la demanialidad de determinados 
caminos, o la defi nitiva exclusión de caminos de los inventarios por considerar 
que no estaba sufi cientemente acreditada su carácter público. 

¿En qué se traduce en la práctica las previsiones de los artículos 32.1 y 34 ci-
tados más arriba? La traducción supone, simplemente, que los ayuntamientos 
aprueban en Pleno el inventario basándose en un informe técnico más o menos 
fi able, y publican en el Boletín Ofi cial de la Provincia correspondiente la re-
solución de haber aprobado un inventario, pero sin entrar en muchos detalles. 
No hay ni que decir que tal aprobación se lleva a cabo sin el menor atisbo de 
participación ciudadana que, por otro lado, no es obligatoria. 

Obviamente, la fuerza de un inventario como éste, repetimos, sin la más 
mínima participación ciudadana en general ni de los directamente afectados 
en particular, no puede ser más que relativa. El inventario supone una técnica 
de mero orden interno municipal, exento de carácter constitutivo y efi cacia ju-
rídica frente a terceros22. Es constante la jurisprudencia del Tribunal supremo 
(STS de 4 de noviembre de 1961, 25 de abril de 1977, 31 de enero de 1966, 
30 de septiembre de 1994 y sobre todo la de 26 de mayo de 2000) que señala  
que la inclusión de un bien litigioso en el Inventario de bienes de las Corpo-
raciones Locales en modo alguno prueba el acceso al dominio de dicho bien 
de la Corporación. En todo caso, servirá́, como es el caso de la inclusión en 
los Registros catastrales, como un dato que, conjugado con otros, pueda servir 
para probar la titularidad dominical sobre el bien concretamente debatido23.

El valor del inventario de bienes de las Corporaciones Locales no alcanza a 
la declaración de dominio, que está  reservada a la jurisdicción civil, tal, como 
resulta del art. 55.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales y la 
Jurisprudencia citada. En concreto, la STS de 30 de septiembre de 1994 tiene 
declarado que «la inclusión de un mueble o de un inmueble en un Catastro o 

20 La legalidad de su proceder fue objeto de la sentencia del TSJ de Andalucía, Sala de Mála-
ga, 1190/2011 de 31 marzo.

21 Otros (recientemente Pozoblanco, en Córdoba) ha optado por una suerte de vía intermedia: 
publicación del inventario para alegaciones, pero sin dirigirse directamente a los interesa-
dos. Desconocemos cómo pueda acabar el experimento.

22 J. A. SANTAMARÍA PASTOR, Principios de Derecho Administrativo. Volumen II. Iustel. 
2002, P. 540, citado en  Régimen de Bienes de las Entidades Locales, cit., pág. 500. 

23 La «generosidad» con la que el Catastro de rústica ha repartido la califi cación de público 
a los caminos rurales (asignándole números 9000) ha hecho que el Catastro, antaño fi able, 
haya dejado de serlo, dada la notoria arbitrariedad de su actuación. 
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Amillaramiento o Registro Fiscal, no pasa de constituir un indicio de que el 
objeto descrito puede pertenecer a quien fi gura como titular de él, en dicho 
Registro, y lo mismo los recibos de pago de los correspondientes impuestos; 
y tal indicio unido a otras pruebas, puede llevar al ánimo del Juzgador el 
convencimiento de que, efectivamente la propiedad pertenece a dicho titular; 
pero no puede por si sola constituir un justifi cante del dominio ya que tal tesis 
conduciría a convertir los órganos administrativos encargados de ese registro 
en defi nidores del derecho de propiedad y haría inútil la existencia de los Tri-
bunales de Justicia, cuya misión es precisamente la de declarar los derechos 
controvertidos».

Así, las SSTS de 9 de junio de 1978 y 3 de octubre de 1988 tildan el  inven-
tario municipal de  «mero registro administrativo que por sí solo no prueba, ni 
crea, ni constituye derecho alguno a favor de la Corporación, siendo más bien 
un libro que sirve, respecto de sus bienes, de recordatorio constante para que 
la Corporación ejercite las facultades que la corresponden», debe limitarse a 
los supuestos en los que la titularidad o pertenencia del bien no ofrezca duda 
alguna, por la trascendencia que el inventario tiene para crear una apariencia 
de demanialidad, con trascendencia registral y para el ejercicio de otras potes-
tades demaniales de la Administración local . 

Por lo tanto, a la luz de la citada jurisprudencia, la única trascendencia del 
inventario es crear una apariencia de demanialidad, que no prejuzga las ac-
ciones ante el orden jurisdiccional civil, que es a quien en defi nitiva compete 
pronunciarse sobre la defi nitiva propiedad de tales bienes. La jurisprudencia 
también ha establecido que, para considerar correcta la inclusión de un bien en 
el Inventario Municipal (igualmente trasladable, por su naturaleza, al Catálogo 
de Caminos Públicos de una Corporación Local ), es sufi ciente la simple exis-
tencia de indicios de que los bienes tienen naturaleza pública, sin necesidad 
de una prueba acabada o fehaciente de dicha titularidad, y ello por cuanto la 
inclusión de un bien a dicho inventario (o catálogo ) no tiene carácter «cons-
titutivo», es decir, ni supone adquisición dominical alguna, ni el hecho de que 
no estén incluidos algunos bienes en el mismo supone que no pueda ostentar 
sobre éstos la Administración algún derecho.

Es más, la STS de 10 de marzo de 2009 señala que en lo que se refi ere a 
la titularidad dominical, la inclusión en el catálogo en sí mismo no es título 
jurídico sufi ciente para transformar en dominio público terrenos que sean de 
propiedad privada, ni a la inversa, correspondiendo la defi nitiva determinación 
de si un bien es de titularidad pública o privada al orden jurisdiccional civil.

También señala la jurisprudencia que tampoco es preciso un expediente pre-
vio de investigación en aquellos supuestos en los que la Administración no 
alberga duda sobre la naturaleza pública del bien, y ello sin perjuicio de que 
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la catalogación como bien público pueda ser combatida ante los Tribunales 
del orden civil (SSTS 1 de octubre de 2003, 10 de diciembre de 2001, 15 de 
octubre de 1997, 23 de enero de 1996, 28 de abril de 1989 o la ya citada de 9 
de junio de 1978).

Por lo tanto, es la Jurisdicción Civil quien tiene la competencia para resolver 
en exclusiva las cuestiones relativas al derecho de propiedad de los caminos 
(STS 22 de diciembre de 1995). La STS de 14 de octubre de 1998, con cita 
de otras muchas (SSTS 23 de enero de 1990, 15 de octubre de 1997 y 1 de 
abril de 1998) dice que «la competencia de esta jurisdicción ha de limitarse a 
enjuiciar el correcto ejercicio por parte de los Entes Locales de las facultades 
recuperatorias que se les atribuye por el artículo 82.a) de la Ley 7/85 y los 
artículos 70 y 71 del Reglamento de Bienes de 1986, quedando reservada la 
decisión sobre la propiedad o posesión defi nitiva de los mismos a los Tribu-
nales de la Jurisdicción civil, por lo que ni la confi rmación ni la revocación 
del acto impugnado han de prejuzgar estas cuestiones, siquiera para dilucidar 
tanto el carácter presuntivamente público o privado de tales bienes sea preci-
so analizar en vía contencioso administrativa los elementos probatorios que 
“prima facie” pudieran confi gurarlos como de una u otra clase».

Cabe preguntarse si el inventario se crea siguiendo escrupulosamente el pro-
cedimiento administrativo de forma participativa, transparente, con citación de 
los colindantes, alegaciones, resolución notifi cada y recursos administrativos, 
el inventario debe ser impugnado ante la Jurisdicción Civil o ante la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa. Debemos tener en cuenta que de esa mane-
ra se han confeccionado algunos inventarios (casos, recordemos, de Lebrija, 
Ronda o Valverde del Camino), por lo que la cuestión no es baladí. 

La duda nos la aclara la STS de 12 de diciembre de 1989 que interpreta que 
en la vía contenciosa pueden impugnarse las infracciones procedimentales, las 
cuestiones administrativas planteadas en la resolución y los actos de trámite si 
imposibilitan continuar el procedimiento y la jurisdicción civil será competente 
en las cuestiones de esta naturaleza contenidas en la resolución (declaraciones de 
titularidad y las de contenido conexo o complementarias con la misma). En el mis-
mo sentido se pronuncia la interesante sentencia del TSJ de Andalucía 1463/2014 
de 11 julio, Sala de Málaga, que concluye que «el procedimiento de inclusión de 
un determinado bien en el catálogo o inventario municipal, que sea fruto de esta 
facultad administrativa de tutela de su propio patrimonio, puede ser atacado en la 
vía administrativa y contenciosa por la defi ciente tramitación del expediente, pero 
desde un punto de vista sustantivo solo cabe plantear las cuestiones relacionadas 
con la titularidad del bien ante la jurisdicción ordinaria, la civil»24.

24 Es muy interesante el párrafo fi nal del FJ 3º de la sentencia citada: En el presente supuesto 
se ha formulado recurso contra una resolución de recuperación de ofi cio de un bien dema-
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IV. LA INSCRIPCIÓN REGISTRAL DE LOS CAMINOS PÚBLICOS

El artículo  36 del Reglamento de Bienes de las Entidades locales señala que 
las Corporaciones locales deberán inscribir en el Registro de la Propiedad sus 
bienes inmuebles y derechos reales, de acuerdo con lo previsto en la legisla-
ción hipotecaria, y a tal efecto será sufi ciente una certifi cación que expida el 
Secretario municipal, con el visto bueno del Presidente de la Corporación, con 
relación al inventario aprobado por la misma25.

En el mismo sentido se pronuncia el artículo 178.5 de la Ley Agraria de Ex-
tremadura, al fi jar que, aprobado el Catálogo, las Administraciones Públicas 
procederán a la inscripción registral de aquellos que sean de su titularidad, de 
conformidad con establecido en la normativa estatal y autonómica en materia 
de patrimonio26.

El método de inscripción es la inmatriculación regulada en el artículo 206 
de la Ley Hipotecaria27, a cuyo tenor las Administraciones Públicas y las 
entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o 
dependientes de cualquiera de aquéllas podrán inmatricular los bienes de su 

nial, que consta incluido en el inventario de bienes del Ayuntamiento de Ronda , catálogo 
que puede impugnarse ante la jurisdicción contenciosa, si bien no ha sido éste nuestro 
caso, invocando la insufi ciencia de la actividad investigadora de la Administración para 
avalar su titularidad y la correspondiente inclusión del bien en el inventario, o en la in-
fracción de trámites de procedimiento invalidante. Como avanzamos el inventario no está 
impugnado en este recurso, lo que nos invita a concluir que el pronunciamiento declarativo 
que se interesa es superfl uo e inviable, sin virtualidad jurídica de ningún tipo, pues vigente 
el inventario de bienes municipales y hasta no sea corregido el catálogo en la vía civil por 
la declaración de titularidad o posesoria correspondiente a favor del particular que con-
tradice el contenido del mismo, no puede pretenderse una declaración judicial alternativa 
que paralice la actividad administrativa en el ejercicio de sus prerrogativas de protección 
de su patrimonio tal y como prescribe el artículo 28 de la Ley 33/2003 de 3 de noviembre, 
de Patrimonio de las Administraciones públicas, en términos amplios, y los arts 41 y su-
cesivos del mismo texto sustantivo, el art. 4.1.d ) y 82 de Ley de Bases de Régimen Local 
, y los arts. 44 y ss del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por RD 
1372/1986. De modo que hasta que no se emita un pronunciamiento judicial sobre la titu-
laridad del camino controvertido la Administración conservará expedita sus prerrogativas 
de tutela de su patrimonio, en orden a demostrar el presupuesto de la propiedad adminis-
trativa, lo que convierte en improsperable el pronunciamiento pretendido, ordenado a res-
tringir estas facultades administrativas ínterin no exista declaración judicial que resuelva 
de modo fi rme la problemática suscitada en torno a la titularidad del bien discutido».

25 Para mayor detalle V. GUTIÉREZ COLOMINA, Coord: Régimen de Bienes de las Entida-
des Locales, Tirant Lo Blanc, Valencia 2012, pág. 538 y ss. 

26 También recogido por los proyectos andaluz y balear.
27 Más detalladamente CUMELLA NAVARRO y NAVARRO FLORES: Los bienes y dere-

chos de dominio público y el Registro de la Propiedad. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2014, 
páginas 128 y ss. 
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titularidad, mediante la aportación de su título escrito de dominio, cuando dis-
pongan de él, junto con certifi cación administrativa librada, previo informe fa-
vorable de sus servicios jurídicos, por el funcionario a cuyo cargo se encuentre 
la administración de los mismos, acreditativa del acto, negocio o modo de su 
adquisición y fecha del acuerdo del órgano competente para su inclusión en el 
inventario correspondiente o, caso de no existir, fecha del acuerdo de aproba-
ción de la última actualización del inventario de la que resulte la inclusión del 
inmueble objeto de la certifi cación con indicación de la referencia o indicador 
que tenga asignado en el mismo, así como de su descripción, naturaleza pa-
trimonial o demanial y su destino en el primer caso o su eventual afectación, 
adscripción o reserva, en el segundo28.

Sin embargo, no es fácil la inmatriculación de los caminos, por mucho que 
se creen inventarios o catálogos, y por mucho que se cumplan los requisitos 
del párrafo anterior. El problema estriba en que el mismo artículo 206, en su 
punto 2 señala que, en todo caso, será preciso que el Registrador compruebe 
la falta de previa inmatriculación de todo o parte del inmueble. Si advirtiera 
la existencia de fi ncas inscritas coincidentes en todo o en parte, denegará la 
inmatriculación solicitada, previa expedición de certifi cación de las referidas 
fi ncas, que remitirá al organismo interesado junto con la nota de califi cación.

En el caso de los caminos es tremendamente común que formen parte de una 
fi nca inscrita en el Registro, bien indebidamente, bien porque nunca hayan 
sido públicos, y el Ayuntamiento ahora lo pretenda, caso en que el Registrador 
no va a permitir la inmatriculación del camino a nombre del Ayuntamiento, en 
virtud del artículo 206.2 citado29, sin olvidar lo previsto en el artículo 38 y 40 
de la Ley Hipotecaria.

28 La sentencia de la AP de Zamora 77/2002 de 1 de marzo señala «ahora bien, ello no de-
muestra por sí solo que dicha entidad local haya adquirido el dominio sobre dicha fi ncas, 
sino que es preciso comprobar si hay otras pruebas complementarias que sirvan para re-
forzar o apoyar la titularidad dominical alegada por el actor, pues el título de adquisición 
de la propiedad sobre la fi nca no es, como pretende el demandante, el Inventario de Bienes, 
que no es título de adquisición, sino el contrato o contratos de permuta a que se alude en 
el acta de la sesión del Pleno del Ayuntamiento»

29 Por ejemplo, con fecha 20 de febrero de 2014 fue califi cado negativamente por el registra-
dor de la Propiedad de Jávea número 1, en los siguientes términos: «De conformidad con 
el artículo 322 de la Ley Hipotecaria y en relación con la certifi cación electrónica fi rmada 
digitalmente en Teulada, el veintinueve de enero de dos mil catorce por el secretario del 
Ayuntamiento de Teulada, presentada en esta ofi cina el treinta de enero de dos mil catorce. 
Asiento 644 del Diario 138, ha sido califi cado negativamente por los siguientes: Hechos.– 
Por el documento presentado se solicita la inmatriculación al amparo del artículo 206 de 
la Ley Hipotecaria, de un bien identifi cado como dominio público afecto al servicio públi-
co –red viaria– Camino del Campamento, de diez once mil (sic) ochocientos treinta y un 
metros ochenta y cinco decímetros cuadrados. Fundamentos de Derecho. 1) No se acom-
paña certifi cación catastral, descriptiva y gráfi ca, en términos totalmente coincidentes con 



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

155Caminos públicos rurales: una visión de conjunto de una normativa necesitada de evolución

En tal sentido, la Dirección General de Registros y del Notariado en Resolu-
ción de 2 de julio de 2013 manifi esta que «es doctrina reiterada de este Centro 
Directivo, que la inmatriculación de una fi nca exige su perfecta identifi cación, 
debiendo el registrador extremar la califi cación, para limitar, en lo posible, el 
riesgo de que accedan al Registro como fi ncas distintas e independientes, las 
que no lo son en realidad. En este sentido, debe entenderse lo dispuesto en el 
artículo 300 del Reglamento Hipotecario, cuando determina que en el caso de 
existir algún asiento contradictorio de dominio o posesión de fi nca o derecho 
real cuya descripción coincida en algunos detalles con la contenida en el títu-
lo que se pretenda inscribir, se aplicará lo dispuesto en el artículo 306».

Y, específi camente referidas a la vía de la inmatriculación por certifi cación 
administrativa del artículo 206 de la Ley Hipotecaria cabe recordar que ya la 
Resolución DGRN de 22 de septiembre de 2007 señaló que «la Certifi cación 
Administrativa a que se refi eren los artículos 206 de la Ley Hipotecaria y 303 
y siguientes de su Reglamento no puede servir para inscribir fi ncas ya inscri-
tas en todo o en parte» (…) «y si existe contienda sobre la titularidad de fi ncas 
inscritas la misma sólo puede resolverse mediante la correspondiente senten-
cia que dicten los Tribunales de Justicia en procedimiento seguido contra los 
titulares registrales, pues los asientos del Registro están bajo la salvaguardia 
de dichos Tribunales (cfr. artículo 1.3 de la Ley Hipotecaria)».

Por otro lado, el ya citado artículo 40 de la Ley Hipotecaria contiene otro 
obstáculo a la inscripción de los caminos, cuando ésta realmente constituya 
una rectifi cación de lo previamente inscrito. En efecto, dicho artículo señala 
que a rectifi cación del Registro sólo podrá ser solicitada por el titular del domi-
nio o derecho real que no esté inscrito, que lo esté erróneamente o que resulte 
lesionado por el asiento inexacto, y se practicará con arreglo con determina-
das normas, de las que queremos rescatar la d), esto es, cuando la inexactitud 
procediere de falsedad, nulidad o defecto del título que hubiere motivado el 
asiento y, en general, de cualquier otra causa de las no especifi cadas anterior-
mente, la rectifi cación precisará el consentimiento del titular o, en su defecto, 
resolución judicial.

En los casos en que haya de solicitarse judicialmente la rectifi cación, se di-
rigirá la demanda contra todos aquellos a quienes el asiento que se trate de 

la descripción del bien que se pretende inmatricular, y de la que resulte, además, que la 
misma está catastrada a favor del Ayuntamiento de Teulada. 2) Examinados los índices y 
archivo de este Registro de la Propiedad, resulta que ya aparecen inscritas fi ncas descritas 
como viales Camino de Campamento, por lo que surgen dudas sobre que el bien que se 
pretende inmatricular no conste ya inscrito parcialmente al no cumplir las condiciones a 
que se refi eren los artículos 199 y 206 de la Ley Hipotecaria, dando lugar a un supuesto de 
doble inmatriculación. Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notaria-
do de dos de agosto de dos mil doce».
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rectifi car conceda algún derecho, y se sustanciará por los trámites del juicio 
declarativo correspondiente. Si se deniega totalmente la acción de rectifi cación 
ejercitada, se impondrán las costas al actor; si sólo se deniega en parte, decidi-
rá el Juez a su prudente arbitrio.

La inscripción de un camino exigiría, en cuanto que rectifi cación del Registro, 
el consentimiento del titular o una resolución judicial. El problema estriba en 
que, en la actual confi guración legal de los inventarios, no es necesario el cono-
cimiento de los afectados por los caminos inventariados, esto es, de los titulares 
de los terrenos por los que pasan los caminos objeto de inventario o catálogo, 
por lo que difícilmente pueden dar su consentimiento a las modifi caciones que 
el inventario plantee. Es más, en virtud del artículo 40, sería el Ayuntamiento el 
obligado a recurrir a una resolución judicial si quiere que su inventario acceda al 
Registro, dado que el acceso difícilmente va a ser automático.

No queremos decir que el acceso de los inventarios al Registro sea impo-
sible, sino que, siempre que altere o pueda alterar una inscripción anterior, el 
acceso se va a complicar enormemente, al menos con la actual confi guración 
legal de creación de inventarios.

V. LA INVESTIGACIÓN, EL DESLINDE Y LA RECUPERACIÓN DE 
CAMINOS PÚBLICOS

Del somero estudio de las potestades administrativas respecto de los bienes 
públicos y, en concreto, de los caminos públicos, no podemos dejar de fi jarnos, 
aunque sea brevemente las potestades de investigación, deslinde y recupera-
ción de ofi cio. En las normas autonómicas y en otras normas administrativas 
(caso de la Ley de Vías Pecuarias) estas potestades tienen un refl ejo extraordi-
nariamente parecido, casi idéntico. 

En primer lugar debemos fi jarnos en la investigación. Su fundamento se ha-
lla en el artículo 45 de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas, 
y se confi gura, más que como una potestad genérica que pueda proyectarse 
sobre cualquier bien de titularidad indeterminada, como una potestad de ám-
bito más restringido que deriva siempre de una presunción de dominio30. Su 
ejercicio puede acordarse de ofi cio, o por denuncia de los particulares31, y a 

30 J. A. CARRILLO DONAIRE, «Recuperación y protección de caminos rurales y vías pe-
cuarias», en Tratado de derecho municipal, S. MUÑOZ MACHADO, Coord., Vol. 3, 2011, 
págs. 3125-3178

31 El Reglamento no facilita la acción de los particulares: Para que se admita la denuncia 
presentada por el particular es preciso que el mismo anticipe el importe de los gastos en 
la cuantía que se estime necesaria, que no será menor de 10.000 pesetas ni excederá de 
100.000. La Corporación queda obligada a justifi car detalladamente los gastos efectuados 



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

157Caminos públicos rurales: una visión de conjunto de una normativa necesitada de evolución

diferencia de la confección del inventario, su procedimiento es sumamente 
participativo, tal y como puede colegirse de la lectura de los artículos 49, 50, 
51, y especialmente el 52. 

Respecto de las acciones, el artículo 55 determina que el conocimiento de las 
cuestiones de naturaleza civil que se susciten con ocasión de la investigación 
practicada corresponderá a la jurisdicción ordinaria, aunque los afectados por 
la resolución del expediente de investigación podrán impugnarla en vía con-
tencioso-administrativa. El procedimiento de investigación, pues, es notoria-
mente más garantista que el procedimiento para la creación de los inventarios.

Lo mismo puede decirse respecto del deslinde32, con una regulación garantis-
ta, como se desprende de los artículos 60,  61 y 62 del Reglamento de Bienes.  

Las facultades generales de deslinde y amojonamiento se integran dentro del 
más amplio derecho de propiedad, como una de sus facultades, y se contem-
plan en el Capítulo III del Título II, «Del deslinde y amojonamiento», dentro 
de los arts. 384 y ss. del Código Civil y artículos 104 y siguientes de la Ley 
15/2015 de la Jurisdicción Voluntaria para fi ncas no inscritas, dejando a las 
inscritas en manos de la legislación hipotecaria.

El deslinde administrativo proviene del derecho reconocido con carácter ge-
neral en el derecho civil (como derecho común) a todo propietario, pero su 
existencia y alcance en el ámbito de las Administraciones Públicas respecto 
al ámbito público general básico radica en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre 
del Patrimonio de las Administraciones Públicas, arts. 50 a 54, junto al Regla-
mento aprobado por el Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto; y respecto 
a las Entidades locales en la Ley de Bases de Régimen Local, Ley 2/1985 y 
el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales  arts. 57 a 7033, y toda una 
pléyade de normas autonómicas.

y a devolver, en su caso, el sobrante. Sin embargo, si la investigación tiene éxito, el artículo 
54 reconoce a las personas que promuevan el ejercicio de la acción investigadora, el dere-
cho a que les abone, como premio e indemnización de todos los gastos, el 10 por 100 del 
valor líquido que la Corporación obtenga de la enajenación de los bienes investigados. Si 
por cualquier causa la fi nca investigada no fuese vendida, el premio previsto en el artículo 
anterior será sustituido por el importe del 10 por 100 del valor de tasación de la fi nca que 
conste en el expediente.

32 A este respecto B. SETUÁIN MENDÍA, «El deslinde de los bienes públicos Justicia admi-
nistrativa», Revista de derecho administrativo, Nº. Extra 1, 2006, págs. 47-76; F. J. SOSPE-
DRA NAVAS, «La impugnación jurisdiccional del deslinde de bienes públicos» Actualidad 
administrativa, Nº 12, 2005, págs. 1430-1440; M º. A. PARRA LUCÁN, «Efi cacia del 
deslinde de los bienes de las Administraciones públicas» Actualidad civil, Nº 21, 2006, 
págs. 2501-2516.

33 Con matices, J. A. HURTADO MARTÍNEZ, «El control jurisdiccional del procedimiento 
de deslinde administrativo» Actualidad Jurídica Aranzadi  num, 791/2009.
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La legislación condiciona el ejercicio de la potestad administrativa de deslinde a 
un doble presupuesto de hecho: que los límites entre propiedades a deslindar sean 
imprecisos o existan indicios de usurpación (art. 50.1 LPAP y 56.1 RBEL).  No se 
trata de un requisito alternativo: la jurisprudencia ha declarado reiteradamente que 
la confusión de linderos es un presupuesto inexcusable para el ejercicio de la acción 
de deslinde, con independencia de que haya o no indicios de usurpación. Así, la 
STS (Sala Primera, de lo Civil) de 18 de abril de 1984 determina que el deslinde no 
es viable «cuando los inmuebles se encuentran perfectamente identifi cados y deli-
mitados, con la consiguiente eliminación de la incertidumbre respecto de la apa-
rente extensión superfi cial del fundo y a la manifestación del estado posesorio». 
Por consiguiente, el deslinde no tiene como fi nalidad necesaria –a diferencia de la 
acción reivindicatoria- solventar una controversia posesoria, sino que su fi nalidad 
típica es la de constatar la identifi cación de unos bienes que se encuentran en una 
situación de colindancia imprecisa, al objeto de comprobar la armonía del título de 
propiedad con la realidad y con independencia de las situaciones de usurpación o 
perturbación posesoria34.

Evidentemente, es la situación de usurpación la que establece el límite entre 
el procedimiento de deslinde y el de recuperación. Así, la STS de 20 de fe-
brero de 1985 «la recuperación de ofi cio requiere inequívoca constancia de 
la posesión originaria de los bienes presuntamente usurpados, que habrá de 
acreditarse documentalmente al acordar la recuperación. Cuando no sea así, 
cuando los límites aparezcan imprecisos y, por tanto, la prueba de la usurpa-
ción sea sólo indiciaria, el procedimiento adecuado es el deslinde». En este 
sentido se pronuncia una reiterada del Tribunal Supremo sobre las reglas que 
deben guiar la acción administrativa de recuperación35: 

a. Las Corporaciones Locales tienen la potestad de recobrar por sí , sin nece-
sidad de acudir a los Tribunales de Justicia, la tenencia de sus bienes (STS de 
4 de julio de 1970, 14 de marzo de 1974, 13 de octubre de 1981, 7 de febrero 
de 1983, 5 de diciembre de 1983, 9 de julio de 1984  y 18 de julio de 1986).

b. La facultad de recuperación de los bienes demaniales en vía administra-
tiva se halla reconocida en los artículos 344 del Código civil, 74.1 del Texto 
refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, y 3.1 y 70 y 
siguientes del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por 
Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio.

c. No procede interdicto de recobrar o retener contra los acuerdos de recu-
peración (STS de 1 de diciembre de 1987, 23 de febrero de 1957, 10 de marzo 
de 1977 y 26 de enero de 1984). 

34 J.A. CARRILLO DONAIRE, op. cit..
35 Vid STS de 23 de abril de 2001.
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d. Las Corporaciones locales podrán recobrar por sí  la tenencia de sus bienes 
de dominio público en cualquier tiempo (artículo 70.1 del Reglamento de Bi-
enes de las Entidades Locales).

e. El ejercicio de la potestad defensora de los bienes de dominio público 
municipal, por parte de la Corporación titular de los mismos, no está a merced 
de un criterio de discrecionalidad por parte de ella, pues si hay algo que esté  
sometido a principios de derecho imperativo y necesario, ese algo, de forma 
muy destacada, es el relacionado con el estatus de esta clase de bienes, algunos 
de ellos llamados incluso a desaparecer si no se establecieran frenos a la codicia 
de los particulares (STS de 6 de junio de 1990).

f. Para el ejercicio del «interdictum proprium» (facultad de recuperación 
posesoria de ofi cio, llamado también interdicto administrativo o interdicto 
impropio) basta con acreditar una posesión publica anterior o una usurpación 
reciente de tales bienes (articulo 71.2 del Reglamento de Bienes de las Enti-
dades Locales) (STS de 9 de mayo de 1997). Tal facultad, por su carácter ex-
cepcional y privilegiado sólo cabe ejercitarla cuando se encuentra respaldada 
por una prueba plena y acabada (SSTS de 12 de julio 1982, 20 de julio de 
1984, 24 de abril de1985, 3 de junio de 1985 y 1 de junio de 1988).

g. En el caso de usurpaciones recientes no es necesaria la aportación por el 
Ayuntamiento de documentos para justifi car la decisión administrativa, con-
forme dispone el artículo 71.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Lo-
cales (STS de 2 de diciembre de 1999), es decir, la acreditación de un efectivo 
estado posesorio (STS de 25 de abril de 1994) es, por tanto, innegable salvo 
que la demanialidad del bien fuere incontrovertible (STS de 3 de marzo de 
2004).

h. Es menester que los bienes recuperados se hallaren indebidamente en pos-
esión de particulares. Se requiere la existencia de una perturbación o pérdida 
del estado posesorio y su carácter ilegítimo, esto es, la inexistencia de un acto 
jurídico que legitime esta posesión contraria (SSTS de 22 mayo 1985 y 12 de 
diciembre de 1996, recurso número 8593/1990).

i. Debe existir una completa identidad entre lo poseído por la Corporación y 
lo usurpado por el particular (SSTS de 23 de febrero de 1957, 10 de marzo de 
1977, 26 de enero de1984 y1de diciembre de 1987 ).

j. Para la recuperación en vía administrativa, cuando no existe confusión de 
límites, no es necesario un deslinde previo (STS de 23 de noviembre de 1998).

k. No es menester que la Administración local acredite en sede jurisdiccional 
contencioso-administrativa la plena titularidad demanial de los bienes sobre 
los que se ejercita la facultad de recuperación (STS de 9 de mayo de 1997). 
Como ocurre en el interdicto civil, lo que se protege es la pérdida o pertur-
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bación de la posesión, por lo que únicamente es exigible que de modo claro 
e inequívoco se acredite la anterior posesión administrativa del bien sobre el 
que se ejerce (SSTS de 22 mayo de 1985 y 12 de diciembre de 1996, recurso 
número 8593/1990) y la perturbación posesoria (SSTS de 22 de noviembre 
de 1988, de 3 de junio de 1985, 1 de diciembre de 1987, 18 de julio de 1988).

l. El ejercicio de la facultad de recuperación de ofi cio se reconoce sin per-
juicio de la acción de quien se crea titular dominical de los bienes sobre los 
que se ejercita el «interdictum proprium» para reivindicarlos ante la Jurisdic-
ción civil (SSTS de 22 de mayo de 1985 y 12 de diciembre de 1996, recurso 
número 8593/1990).

m. Ni la Administración por sí , primero, ni la jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa, después, pueden determinar las titularidades dominicales o re-
solver las cuestiones de propiedad ex artículos 3 a) y 4 de la Ley reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 29/1998, de 13 de julio  (STS de 
9 de mayo de 1997).

La explicación de estas exigencias viene determinada en razón de que el 
ejercicio de tal potestad implica un privilegio al resolver la Administración el 
problema por si misma sin necesidad de acudir a la tutela judicial expresada 
a través de la actuación de los Tribunales de Justicia (STS de 23 de marzo de 
1999 y de 23 de abril de 2001). Por ello no cabe el ejercicio de esta privilegiada 
acción recuperatoria o de autotutela administrativa cuando la posesión pública 
no aparezca como inequívoca e indudable, o su dilucidación exija complicados 
juicios de valor o de ponderación36.

VI. CONCLUSIONES

Del panorama muy general que hemos planteado en las líneas precedentes, 
observamos que la normativa sobre creación de inventarios de bienes públi-
cos en general, y de caminos en particular, es escasamente garantista desde 
el punto de vista del proceso administrativo, escasez de garantías que queda 
compensado, si es que podemos hablar en estos términos, por la relativa efi -
cacia jurídica que tienen estos inventarios en lo que respecta a la modifi cación 
del derecho de dominio.

No es el caso de los procedimientos de investigación, deslinde y recupera-
ción, que son notoriamente más garantistas que el de creación de inventarios, 
teniendo en cuenta además los límites establecidos jurisprudencialmente, lími-
tes que no se dan, sin embargo, en la confección de catálogos o inventarios. La 

36 Sentencia 190/2014 de 5 septiembre de TSJ de Castilla y León, Burgos (Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo, Sección 1ª).
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propia jurisprudencia, al rebajar la validez constitutiva del derecho de dominio 
de los inventarios, ha respaldado, consciente o inconscientemente, la creación 
de los inventarios con los mínimos requisitos reglamentarios.

Entendemos oportuno plantear una modifi cación del proceso de creación de 
los inventarios de bienes, y especialmente de caminos, reforzando, a la luz 
de la Ley 39/2015, las garantías de los administrados para poder oponerse, 
de forma qué menos que razonable, a un proceso de inventario que puede 
suponer una grave merma en su derecho de dominio. Si a la situación escasa-
mente garantista de la regulación de los inventarios añadimos la presión social 
y política sobre los territorios rurales y el desastre provocado por el Catastro 
de Rústica al asignar códigos 9000 a cualquier camino, sea público o no, las 
exigencias de una nueva normativa que traslade los principios del artículo 53 
de la Ley 30/201537.

Esta solución de lege ferenda es, en nuestra opinión, especialmente oportuna 
toda vez que se están tramitando dos proposiciones de Ley de Caminos, una en 
Baleares y otra en Andalucía, de manera que no se pierda la oportunidad que 
tuvo Extremadura de diseñar una normativa verdaderamente moderna, bajos 
los principios que deben regir un procedimiento administrativo en un país de-
mocrático como es España.
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TRIBUNAL SUPREMO

Tribunal Supremo. Sentencia de 12 de febrero de 2018. Nº de Recurso: 
2373/2015. Ponente: Rafael Toledano Cantero. Almazara de Muela, S.L. 
recurre frente a la resolución de 29 de diciembre de 2013, de la Dirección 
General de Calidad, Industrias Agroalimentarias y Producción Ecológica de la 
Consejería de Agricultura, Pesca y Desarrollo Rural de la Junta de Andalucía, 
que desestimó el recurso de reposición instado contra la resolución de 13 de 
mayo de 2013, de fi nalización del procedimiento de ayudas por pérdida del 
derecho al cobro de subvención concedida a la citada almazara por resolución 
de 26 de febrero de 2009, para traslado de almazara y envasadora, al amparo 
de la Orden de 25 de abril de 2007. La Sala de instancia estimó el recurso con-
tencioso-administrativo destacando lo siguiente: La Administración reconoce 
haberse efectuado la actividad para la que se otorgó la subvención, habiéndose 
justifi cado una cantidad total de 1.662.290,15 euros, frente a la aprobada de 
2.952.936,07 euros. Pero al apreciar que otra empresa está realizando funcio-
nes de envasado en las instalaciones subvencionadas, descuenta el importe de 
las instalaciones de envasado justifi cado, lo que implicaría no llegar al 50% 
de la inversión aprobada, con la consiguiente pérdida de la ayuda reconocida, 
al amparo del art.24.2.b) de la Orden reguladora de la subvención. La Orden 
de 25 de abril de 2007, reguladora de la subvención, recoge en su art. 3.1 
como benefi ciarios “las personas físicas y jurídicas, que ejerzan y asuman las 
actividades de transformación y comercialización de productos agrícolas en 
Andalucía”. No se niega por la resolución impugnada que la actora reúna la 
condición de benefi ciaria de la ayuda, no siendo este hecho el motivo de la 
denegación. Queda acreditado que la recurrente ha cumplido con la fi nalidad 
de la subvención y efectuado la actividad comprometida, justifi cando el gasto 
efectuado, aun en cuantía inferior a lo aprobado, hecho tampoco negado por la 
Administración. Ahora bien, al apreciarse la domiciliación de Manuela Olives, 
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S.L. en las instalaciones subvencionadas, y entender que efectúa envasado en 
las mismas, minora la inversión del envasado que no admite como subvencio-
nable. Sin embargo, no se ha acreditado que la recurrente no utilice las insta-
laciones de envasado ni tampoco que no se dedique a la comercialización de 
sus productos, por cuanto no se le ha negado la condición de benefi ciaria. La 
mera coincidencia de los domicilios sociales de las dos sociedades no implica 
o lleva aparejado el no uso de la actora de las instalaciones de envasado, por 
lo que ante la falta de acreditación de dicho hecho, y habiendo ejecutado las 
inversiones la recurrente, no es posible detraer el importe de los gastos de la 
envasadora, sin que se haya indicado en la resolución ningún incumplimiento 
de condiciones u obligaciones de la ayuda otorgada. El Supremo confi rma la 
sentencia de instancia.

Tribunal Supremo. Sentencia de 28 de noviembre de 2017. Nº de Re-
curso: 2278/2015. Ponente: Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo. Se 
impugna la sentencia dictada por la sección primera de la Sala de lo conten-
cioso administrativo de la Audiencia Nacional el día 30 de abril de 2015, por 
la que se desestimaba el recurso contencioso administrativo nº 157/2014 que 
se tramitaba ante ella y en el que se impugnaba la desestimación presunta de 
la solicitud formulada el día 10 de febrero de 2014 ante el Ministerio de Agri-
cultura y Medio Ambiente por parte de Federación Provincial De Asociaciones 
De Exportadores De Productos Hortofructícolas (FEDEX) y de la Asociación 
Provincial De Cosecheros Exportadores De Tomate De Tenerife (ACETO) 
organizaciones representativas del sector que agrupan a los productores de 
tomate de exportación de Canarias. En dicho recurso se solicitaba el dictado 
de una sentencia por la que se condene a la Administración del Estado (1) a la 
publicación de las Órdenes Ministeriales por las que se establezcan las bases 
reguladoras para la concesión de las ayudas previstas para las Islas Canarias, 
correspondientes a las campañas 2011 y 2012, y relativas a la Acción 1.5 del 
Programa Comunitario de Apoyo a las Producciones Agrarias de Canarias, y 
(2) a que se apruebe la fi nanciación estatal de dichos años en el 50% del total 
de la fi nanciación adicional acordada por la Comisión y por los Presupuestos 
Generales del Estado. En apoyo de esa pretensión la parte recurrente aducía 
que en el bloque normativo que integran el Reglamento (CE) 247/2006, por 
el que se establecen medidas específi cas en el sector agrícola en favor de las 
regiones ultraperiféricas de la Unión -conocido en el nombre de POSEI-, y el 
Programa Comunitario de Apoyo a las Producciones Agrarias de Canarias, con 
las sucesivas modifi caciones aprobadas por el Estado, elaborado al amparo del 
citado Reglamento, tiene elementos directamente vinculantes y valor obliga-
cional para el Estado, debido a que es el Estado quien asume el contenido del 
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Programa, cuya elaboración se ha dejado en manos de la Comunidad Canaria 
y que presenta a la Comisión para su aprobación en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 9.2 del Reglamento (CE) 247/2006. El Tribunal Supremo rechaza 
el recurso. 

Tribunal Supremo. Sentencia de 27 de noviembre de 2017. Nº de Re-
curso: 2287/2015. Ponente: Rafael Toledano Cantero. Se interpuso por la 
Administración General del Estado, recurso contra la sentencia de 28 de abril 
de 2015, dictada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de la Audiencia Nacional, estimatoria del recurso núm. 319/2013 
formulado por la Generalidad de Cataluña frente a la Orden AAA/569/2013, 
de 4 de abril, por la que se establecen las bases reguladoras para la concesión 
de subvenciones a organizaciones de ámbito de actuación superior a más de 
una comunidad autónoma para la realización de actuaciones relacionadas con 
el fomento de la producción ecológica y por la que se convocan las corres-
pondientes al año 2013. La Sala de instancia estimó el recurso. Se discute 
en casación la vulneración de las competencias establecidas en los artículos 
148.1.7 de la Constitución» y «el artículo 116 del Estatuto de Autonomía de 
Cataluña (no el art. 110 como dice la sentencia recurrida)», porque «el hecho 
de que se trate de una ayuda relacionada con una materia competencia exclusi-
va autonómica no es obstáculo a cualquier forma de intervención del Estado», 
tal como «lo señaló el Tribunal Constitucional en sentencias como la 95/1986» 
y la 13/1992. Se destaca que la Orden incide en una materia -agricultura- que 
ha sido asumida como propia por la Comunidad Autónoma recurrente, respec-
to de la que el Estado no tiene ningún título competencial. De modo que si a 
través del poder de gasto promueve la realización de actividades de fomento 
con proyección en todo el territorio, podrá defi nir de forma genérica el sector 
o sectores a los que pretende benefi ciar, estableciendo las condiciones bási-
cas nucleares para poder acceder a la subvención; pero esta intervención tiene 
dos límites que se reiteran en las STS 177/2012 y 173/2012, así como en las 
sentencias que hemos citado más arriba: 1) La determinación del destino de 
las partidas presupuestarias correspondientes no puede hacerse sino de ma-
nera genérica o global, por sectores o subsectores enteros de actividad, y 2) 
Los fondos subvencionales “han de integrarse como un recurso que nutre la 
Hacienda Autonómica ... de manera que la asignación de fondos quede terri-
torializada, a ser posible, en los mismos presupuestos generales del Estado”, 
condición que no presenta la Orden al regular la tramitación centralizada de 
los fondos subvencionados, tal y como hemos visto. Incluso si tales partidas 
no aparecen ya como transferencias corrientes en los Presupuestos, sino que 
aparecen directamente transferidas a sus destinatarios fi nales - familias, ins-
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tituciones sin fi nes de lucro, empresas, asociaciones etc.- ello no comporta la 
inconstitucionalidad de las mismas” siempre que por norma inmediatamente 
posterior o por convenio ajustado a los principios constitucionales y reglas de 
distribución de competencias, los fondos en cuestión se distribuyan efectiva-
mente ente las Comunidades Autónomas competentes para gestionarlos ( STC 
13/1992 , FJ 9). Se señala que en el caso presente nada de esto ha sucedido, 
porque la Orden no solo defi ne los aspectos esenciales de las subvenciones que 
puede promocionar el Estado, sino que prevé la gestión centralizada, defi ne 
las actividades elegibles con unos criterios propios que atienden a la supra 
territorialidad de los proyectos fundamentalmente y centraliza toda la gestión, 
criterios de fi nanciación y el posterior control de las subvenciones, cuando 
tales aspectos son competencia a las Comunidades Autónomas». El Supremo 
rechaza el recurso. 

Tribunal Supremo. Sentencia  de 30 de octubre de 2017. Nº de Recurso: 
2050/2015. Ponente: José Luis Requero Ibáñez. Ante la Sección Primera de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León se interpuso el recurso contencioso- administrativo 13/2013 
contra las siguientes resoluciones: 1º Contra las Órdenes de 4 de octubre de 
2012, de la Consejería de Agricultura y Ganadería de la Junta de Castilla y 
León, estimatorias en parte de los recursos de alzada interpuestos por los aho-
ra recurrentes contra el acuerdo de concentración parcelaria de 26 de julio de 
2004. 2º Contra la Orden de 15 de febrero de 2013, por la que se resuelven 
los recursos de alzada interpuestos por otros propietarios. 3º Contra la deses-
timación por silencio del recurso de alzada interpuesto contra la resolución de 
10 de enero de 2012, de la Dirección General de Producción Agropecuaria y 
Desarrollo Rural de la Consejería de Agricultura y Ganadería, por la que se 
modifi can las bases defi nitivas y el ya citado acuerdo de concentración parce-
laria de 26 de julio de 2004. 4º Contra la desestimación por silencio del recurso 
de alzada interpuesto contra la resolución 1 de febrero de 2012 de la misma 
Dirección General, por la que se modifi ca el acuerdo de concentración parce-
laria de 26 de julio de 2004 para adecuarlo a las resoluciones que modifi can 
las bases defi nitivas que afectan a la recurrente, esto es, el auto de la Sala de 
instancia dictado en el recurso contencioso-administrativo 45/2004, en el que 
recayó sentencia de 14 de septiembre de 2005, la resolución de 24 de septiem-
bre de 2007, la resolución de 2 de abril de 2008 y la resolución de 8 de no-
viembre de 2011, dictada en ejecución de la sentencia de 2 de marzo de 2007 
dictada en el recurso contencioso- administrativo 525/2003. La citada Sección 
dictó sentencia de 4 de mayo de 2015 desestimando el recurso contencioso ad-
ministrativo. Se interpone recurso de casación ya que la sentencia impugnada 
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incurre en las siguientes infracciones: 1º De los artículos 348 y 349 y concor-
dantes del Código Civil, 35, 58 y 105.2 de la Ley 30/1992, 173 de la LRyDA, 
9.3 y 33 de la Constitución y en relación con el artículo 24 de la Constitución 
y jurisprudencia que menciona. 2º De la Directiva 92/43/CEE del Consejo, 
de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los recursos naturales y 
de la fauna y fl ora silvestres, artículo 3 , que crea una red ecológica europea 
coherente de zonas especiales de conservación, denominada Red Natura 2000; 
de la Directiva 2009/147/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de 
noviembre de 2009, relativa a la conservación de las aves silvestres, sustituye 
a la Directiva 79/409/CEE, de 2 de abril de 1979; del artículo 45.2 de la CE 
que impone a los poderes públicos la defensa del medio ambiente; de la Ley 
42/2007 de 13 de diciembre del Patrimonio natural y de la biodiversidad que 
expresamente se remite al artículo 45.2 de la Constitución, del Real Decreto 
139/2011, de 4 de febrero , para el desarrollo del Listado de Especies Silves-
tres en Régimen de Protección Especial y del Catálogo Español de Especies 
Amenazadas, que incluye al águila imperial ibérica, también conocida aquila 
adalberti incluida en el Catálogo Español de Especies Amenazadas y que es 
una de las especies cuya protección que ha determinado la creación de la Zepa 
Ríos Gamo y Margañan; y el Convenio Europeo del Paisaje. 3º De los artículos 
24 y 27 de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de modernización de explotaciones 
agrarias, 173 y concordantes de la LRyDA, 32 de la Ley 30/1992 y 14 y 33 de 
la CE. 4º Los artículos 173 y 185 de la LRyDA, 132 de la Constitución, 5 de 
la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 
Públicas y concordantes; y 79 y 81 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases del Régimen Local (en adelante LBRL). El Supremo desestima 
el recurso. 

TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Civil 
y Penal, Sección1ª, de 3 de enero de 2018 (RJ 2018\815). Recurso de Casa-
ción núm. 25/2017. Ponente: IIlmo. Sr. D Miguel Angel Cadenas Sobreira. 
Galicia. Comunidad de montes vecinales en mano común. Procede la acción 
reivindicatoria. Tiene la comunidad legitimación activa. Todos los terrenos 
que se reivindican en demanda se encuentran dentro del perímetro del monte 
de la comunidad actora, y dicho monte, como tal y en su conjunto, ha venido 
siendo poseído y aprovechado en régimen colectivo y desde tiempo inmemo-
rial por la CMVMC, por los vecinos que la integran; comunidad debidamente 
constituida, cuyos vecinos integrantes, con una única parroquia coincidente 
con la comunidad vecinal de Torneiros como grupo social según se declara, 
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han venido poseyendo y aprovechando inmemorialmente también la parcela 
aquí en discusión: la propiedad tradicional de aquel terreno, por uso y apro-
vechamiento, por posesión inmemorial de los vecinos de que se trata, es de la 
CMVMC actora, como tal inalienable e indivisible, sin que pueda fraccionarse 
ni despojársela de aquel terreno por el hecho, que se agota en el surgimiento 
reciente de una parroquia por decisión eclesiástica. 

Ciertamente, la sentencia dictada en la primera instancia, al hilo de rechazar 
la excepción de falta de legitimación activa que alegó el Ayuntamiento de O 
Porriño, dejó establecido que los testigos que declararon en juicio y que cita, 
comuneros de la CMVMC de Torneiros, manifestaron fi rme y coherentemente 
que viven en un barrio integrante de la parroquia de San Salvador de Torneiros, 
que conocen el MVMC y las parcelas que se discuten... “y que ellos, dos de 
los cuales alcanzan más de 80 años, son vecinos de Torneiros y usaron como 
tales el monte siendo niños, así como otros vecinos de su barrio y de los próxi-
mos, llevando a pastar el ganado, cogiendo leña, tojo, pico y piñas, sin pagar 
por ello nada al Ayuntamiento... y que la mayoría de los vecinos pertenecen a 
dicha comunidad, reconociendo el primero de los testigos citados que sí que 
existe la Parroquia de San Rosendo y que tiene vecinos... pero aclarando el 
primero de los testigos que es una parroquia eclesiástica”. Asimismo, afi rma, 
haciéndose eco de la documental y la declaración del perito judicial Sr. Luis 
Antonio, “que dicha nueva parroquia se creó recientemente, como distinta a 
la de San Salvador de Torneiros a efectos eclesiásticos, teniendo en cuenta lo 
cual y que la misma no consta como tal propia parroquia a efectos adminis-
trativos que forme parte del Ayuntamiento de Porriño, ni consta tampoco en 
el nomenclátor de parroquias de Galicia, ha de considerarse que su reciente 
creación, aglutinando parte de los feligreses... no puede tener efecto alguno 
respecto a desacreditar la posesión y aprovechamiento inmemorial por parte 
de los vecinos de Torneiros del Monte Gándaras de Torneiros y Cataboy en su 
conjunto, considerando sin duda que nada debe afectar a la comunidad vecinal 
de Torneiros -como grupo social integrado desde hace siglos en la parroquia 
de San Salvador de Torneiros, según la documentación histórica...- el hecho de 
que el Obispado de la Diócesis de Tui-Vigo haya decidido a efectos eclesiásti-
cos celebrar ofi cios o fi estas religiosas en esa nueva parroquia de San Rosendo 
de Torneiros...”. Finalmente, dice: “... todo lo cual se deriva de lo expuesto por 
el perito judicial Sr. Luis Antonio al señalar en su informe... sin que exista la de 
San Rosendo como entidad poblacional, ya que la misma fue creada en 1994 
por el Obispado de Tui-Vigo por segregación de la anterior, siendo evidente 
que el monte vecinal es muy anterior en el tiempo a dicha nueva parroquia y 
que su creación no tiene efectos sobre la propiedad del monte comunal, no 
constando mencionada dicha parroquia nueva en el censo de población de pa-
rroquias de 2001 del IGE de todo lo cual deduce el perito que la existencia de 



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

169Jurisprudencia

dicha parroquia se debe a efectos de división eclesiástica y no a una verdadera 
división administrativa debida a núcleos diferenciados de población ...”. La 
Audiencia Provincial, en su sentencia, Fundamento 3º, asumiendo lo corres-
pondiente de la primera instancia, aludiendo a “la actual parroquia de San 
Rosendo de Torneiros, escindida y constituida por el Obispado de Tui-Vigo 
a 1995...”, dice que “... porque no se aducen otros argumentos que no sean el 
reconocimiento administrativo y eclesiástico de esa parroquia...”; y también 
“... porque nada más allá de la formalidad constitutiva eclesial de la parroquia 
de San Rosendo se justifi ca...”.

Por otro lado, está acreditada en el proceso la CMVMC de Torneiros, con sus 
órganos propios, sus estatutos... y que actúa en el procedimiento a través de su 
presidente, con lo que de ello, y de la testifi cal que mencionan las sentencias 
de instancia, se deriva respecto de los comuneros en ella integrados. En el fun-
damento 2º de su sentencia, la Audiencia Provincial declara “... que la misma 
se encuentra como Comunidad Vecinal, legal y formalmente constituida como 
tal y dotada de estatutos, en los términos establecidos en los artículos 14 y 
siguientes de la ley 13/89, según se deriva de la documentación...”. Y en su 
fundamento 4º dice: “... Este alegato amplio, contrario al Monte Vecinal en sí, 
en todo caso analizado correctamente en la instancia, no resulta un argumento 
atendible... Planteamiento este abordado adecuadamente, no solo en base a las 
precedentes sentencias sino también ponderando, dentro de los parámetros va-
lorativos que tiene atribuidos la juzgadora de la instancia, la prueba documen-
tal, pericial y testifi cal que se le ofreció, sin error aprehensible a los efectos 
pretendidos. En defi nitiva, partiendo de la confi guración del Monte Vecinal de 
litis sucesivamente establecida y de la inclusión de las fi ncas litigiosas dentro 
del mismo, con la consiguiente conclusión de aprovechamiento vecinal que 
alcanza a todo él...”. 

Mantenidos en casación los hechos declarados, de conformidad con la doc-
trina que se dejó anteriormente consignada y el imparcial y fundado criterio 
judicial de las instancias, decae el motivo de recurso a examen. No hay infrac-
ción de los principios de disponibilidad y facilidad probatoria, de las cargas 
probatorias, ni indefensión alguna, sin que quepa modifi car los HDP, no proce-
diendo lo que se postula en el motivo, en concreto, que se declare “... que parte 
de los vecinos de la Parroquia de San Salvador se han escindido o separado de 
ella constituyendo una nueva...”. De conformidad con lo consignado, entre lo 
acreditado se encuentra que en 1995 el Obispado de Tui-Vigo, con una única 
parroquia existente en Torneiros, la de San Salvador de Torneiros, constituyó, 
como se dijo, la Parroquia de San Rosendo de Torneiros, a efectos eclesiásti-
cos y con actividad de esta clase en su entorno y demás que en relación a ella 
quedó ya anteriormente expresado. Tal es lo probado y a valorar, dentro de lo 
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integral declarado, en sus consecuencias jurídicas. Esto en modo alguno pro-
voca lo que se pretende a través del motivo que se examina, pues se declara lo 
que consta como hecho acreditado en sí, sin afectación de cargas o principios 
probatorios. Otra cosa es la valoración de los hechos acreditados en términos 
normativos, la consideración de los efectos jurídicos que se puedan derivar 
de los tales hechos probados. En realidad, la parte viene a pretender una in-
teresada asignación de efectos jurídicos sobre la CMVMC de Torneiros a lo 
declarado probado en autos, al hecho de la constitución de la Parroquia de San 
Rosendo de Torneiros como consta, cuyo tratamiento en todo caso procede vía 
motivos de casación estricta, no en sede fáctica y probatoria y en términos del 
artículo 217 LEC alegado. No hay, en fi n, infracción de las normas reguladoras 
de la prueba..., indefensión, exigencia de prueba diabólica o una cuestión va-
lorable de carga probatoria en lo planteado en el motivo acerca de los vecinos 
a que se alude y la CMVMC por derivación de la Parroquia de San Salvador 
y de la nueva constituida, de sus vicisitudes y de lo demás que se alega. Lo 
acreditado es lo declarado en las instancias y de ello se han de derivar las 
consecuencias jurídicas correspondientes, en casación a examinar y concluir a 
través del examen de las infracciones jurídicas denunciadas en los motivos 1º 
y 2º del recurso, de casación estricta, artículo 477.1 LEC.

Además, la CMVMC de Torneiros tiene la debida legitimación activa en este 
procedimiento y a los efectos que en él postula. Incluso, también, y como acto 
seguido y en concreto se razonará, respecto de la parcela “F”, objeto específi -
co del motivo 2º del recurso por entender el Concello que la titularidad de tal 
parcela “no podría ser atribuida a los vecinos de la Parroquia de San Salvador 
de Torneiros”.

Por otra parte, la sentencia de la Audiencia Provincial pone de relieve que los 
Montes vecinales no siempre coinciden con las parroquias, haciéndose eco de 
la doctrina de este TSJ en el sentido de que no necesariamente los límites de 
los montes han de coincidir con los parroquiales. Así lo dice la STSJ Galicia de 
23 de septiembre de 2009 (RJ 2010/2491), con cita de otras varias: “Recorde-
mos con la ya citada sentencia de este Tribunal 1/06 de 9 de enero que no nece-
sariamente los límites de los montes han de coincidir con los parroquiales. La 
sentencia de este tribunal de 27 de septiembre de 2004 afi rma “que esta Sala 
ya ha establecido que si bien, en principio, las agrupaciones vecinales a que 
hace referencia el art. 14 de la Ley de Derecho Civil de Galicia  y el art. 1 de 
la LMVMCG, son las parroquias, cabe la posibilidad de que agrupaciones dis-
tintas a las mismas, como aldeas, lugares, iglesarios, etc., sean titulares de los 
montes en mano común, siempre que prueben convenientemente su titularidad 
exclusiva (confrontar S.S. de esta Sala de 29-10-1996, 16-11-2001, y 21-2 
y 28-6-2002, entre otras)”. Con ello, en el caso presente, y conforme quedó 
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consignado en fundamentos anteriores, nos encontramos con una CMVMC, 
la de Torneiros, debidamente constituida, cuyos vecinos integrantes, con una 
única parroquia -San Salvador de Torneiros- coincidente con la comunidad 
vecinal de Torneiros como grupo social según se declara, han venido poseyen-
do y aprovechando inmemorialmente también la parcela aquí en discusión, de 
tal modo que el hecho de que en 1995 se hubiese constituido por el Obispado 
de Tui-Vigo la parroquia de San Rosendo de Torneiros, escindida de la de 
San Salvador de Torneiros y a fi nes eclesiásticos, carece de relevancia a los 
efectos pretendidos. La propiedad tradicional de aquel terreno, por uso y apro-
vechamiento, por posesión inmemorial de los vecinos de que se trata, es de la 
CMVMC actora, como tal inalienable e indivisible (art. 2 LMVMC), sin que 
pueda fraccionarse ni despojársela de aquel terreno por el aludido hecho, que 
se agota en el surgimiento reciente de una parroquia por decisión eclesiástica y 
a estos fi nes, y como quedó refl ejado en el fundamento precedente tercero, sin 
aptitud para trascender o afectar al MVMC actor, a la propiedad del monte ve-
cinal por el correspondiente grupo social; como ya concluyó la Audiencia, sin 
infracción de los preceptos invocados de la LDCG y LMVMC de Galicia, por 
supuesto tampoco en concreto de su artículo 20 , que contempla situaciones 
de pendencia por extinción o desaparición de la comunidad, aquí inexistentes, 
siendo también inaplicable el precepto por la vía de la pretendida analogía que 
se dice. La referida nueva parroquia no modifi có o escindió, ni tiene la aptitud 
o el efecto que se pretende, el grupo social tradicional en su conjunto de la 
comunidad vecinal de Torneiros que venía siendo en el contexto del MVMC 
“Gándaras de Torneiros y Cataboy” de que se trata, en términos y a los efec-
tos de su ley reguladora, monte cuya posesión y aprovechamiento inmemorial 
-en su conjunto- por los vecinos de Torneiros que se dice ha sido constatada 
y no afectada por el surgimiento de aquella dicha parroquia eclesiástica. Ya la 
sentencia de 1ª instancia había argumentado al efecto, en el contexto de que 
los MVMC conforman una unidad indivisible e indicando que se alega en la 
demanda que el Monte “Gándaras de Torneiros y Cataboy” se venía apro-
vechando sin especial asignación de cuotas por el común de los vecinos de 
Torneiros, como pueblo que conforma un grupo social independientemente 
de la condición religiosa de sus integrantes; poniendo de relieve, acerca de la 
reciente creación de la nueva parroquia: “... ha de considerarse que su reciente 
creación, aglutinando parte de los feligreses de las originarias parroquias de 
Torneiros y de Atios y a los solos efectos eclesiásticos, no puede tener efec-
to alguno respecto a desacreditar la posesión y aprovechamiento inmemorial 
por parte de los vecinos de Torneiros del Monte “Gándaras de Torneiros y 
Cataboy” en su conjunto, considerando sin duda que en nada debe afectar a 
la comunidad vecinal de Torneiros - como grupo social integrado desde hace 
siglos en la Parroquia de San Salvador de Torneiros, según la documentación 
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histórica... y que era la única que existía como parroquia hasta hace pocos 
años -el hecho de que el Obispado de la Diócesis de Tui-Vigo haya decidido a 
efectos eclesiásticos celebrar ofi cios o fi estas religiosas en esa nueva Parroquia 
de San Rosendo de Torneiros, porque además ello no implica en modo algu-
no que parte de los vecinos de Torneiros, actualmente encuadrados a efectos 
eclesiásticos en dicha nueva parroquia, no hayan formado parte de la CMVMC 
de Torneiros desde siempre y sigan formando parte de ella y hayan poseído 
y aprovechado el monte desde tiempos inmemoriales como un conjunto que 
conforma el grupo social de los vecinos de Torneiros que hasta hace poco era 
todo él perteneciente a la única parroquia existente en Torneiros, la de San Sal-
vador, y que continúan formando el grupo social de los vecinos de Torneiros, 
aquellos a los que si se les pregunta de dónde son contestan “de Torneiros”...”.

En defi nitiva, decaen estos dos motivos del recurso rechazándose las infrac-
ciones que de la ley de MVMC y LDCG 2/2006 en ellos se denuncian, jun-
to con las demás menciones y argumentación que las acompañan. Por consi-
guiente, el recurso en sí mismo no prospera, pues los únicos motivos son los 
examinados, permaneciendo así también incólume la restante argumentación 
de la sentencia recurrida en torno a la declaración de propiedad de los terrenos 
reivindicados en la demanda en favor de la CMVMC actora por constatada la 
identifi cación del monte, la inclusión en él de las parcelas reivindicadas, asi-
mismo debidamente identifi cadas... y el oportuno título de dominio al efecto, 
como ya había hecho la sentencia dictada en 1ª instancia ajustándose a dere-
cho.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo Civil y 
Penal, Sección1ª, de 26 de enero de 2018 (RJ 2018/1016). Recurso de Ca-
sación núm. 35/2017. Ponente: IIlmo. Sr. D Juan Luis Pía Iglesias. Galicia. 
Montes vecinales en mano común. Procede la acción reivindicatoria: apeo del 
deslinde total del monte. Se acredita acreditación de que el demandado realizó 
la conducta de introducir un cierre incorporando a una fi nca suya parte de ese 
monte. Prueba pericial de la conducta del demandado consistente en modifi car 
un antiguo cierre delimitador de la fi nca de su propiedad en la colindancia 
con el monte del que es titular la comunidad actora, de modo que incorporó 
más terreno a su fi nca a costa de la colindante; la Administración debió exigir 
el cumplimiento de las normas referidas a la planimetría y amojonamiento 
del monte, cual no se hizo, incumplimiento, desde luego reiterado pero que 
tampoco afecta necesariamente a la fi nca litigiosa, salvo que se demostrase lo 
contrario cual no ha ocurrido en este procedimiento; la parte actora no invoca 
una confusión de linderos, sino la alteración de uno de ellos intencionalmente 
cual pericialmente se ha demostrado; el título invocado por la parte recurrente 
es legítimo y puede permitir que se realizase alguna interpretación equívoca, 



REVISTA DE DERECHO AGRARIO Y ALIMENTARIO, Nº 72

173Jurisprudencia

pero ese título no habilita para invadir parte de una propiedad ajena e incor-
porarla al propio patrimonio. En realidad lo que discute la parte recurrente es 
la necesidad ex lege de deslindar y amojonar el monte, cual no se ha hecho 
y por eso se difi culta/imposibilita un juicio cierto sobre la exacta fi jación del 
lindero común a las partes en donde se sitúa el terreno reivindicado por la parte 
actora. Es posible que existan esos incumplimientos pero no afectan realmente 
a este litigio, porque la inexistencia de un deslinde y amojonamiento necesario 
ex lege, no autoriza a incorporar parte de los terrenos del monte a un predio 
privado, que es justamente lo que se demanda, al afi rmar la parte actora que 
tal ha sido la conducta del demandado y que ha quedado probado tanto desde 
la perspectiva del Juzgado de Primera Instancia de Ortigueira, como desde la 
perspectiva de la sentencia recurrida, reconociendo el mismo recurrente que 
no cabe ahora una nueva valoración de la prueba, reconocimiento realizado 
después de un examen minucioso y extenso del resultado de la prueba practi-
cada. Según las sentencias dictadas el ahora recurrente sólo poseyó el predio 
delimitado por el antiguo cierre que se ha identifi cado pericialmente y que res-
petaba el resultado del deslinde del monte Penagrande y del monte Faladora, 
constando acreditado pericialmente que el demandado no respetó los lindes ya 
señalizados del Monte Penagrande, que se integra en el monte vecinal propie-
dad de la entidad actora,(denominado “Penagrande, Corva, Teixido y otros”) 
lo cual hace absolutamente innecesaria la práctica de un nuevo deslinde en la 
que basa casi todo su recurso el demandado, hoy recurrente. La Audiencia de 
A Coruña da preferencia a uno de los informes periciales con criterio razonado 
y del examen sucinto de esas pericia se deduce la existencia de datos físicos y 
documentales bastantes para que basten a identifi car sin duda alguna el terreno 
reivindicado, sobre todo partiendo de la variación que realizó el demandado 
de un cierre que tenía su fi nca extralimitándose al invadir el monte Penagrande 
al que no podía afectar su título ex sentencia, al integrarse en el monte de la 
entidad actora que no fue parte en el litigio que estimó la pretensión del ahora 
recurrente y que por tanto no pudo ver afectada la integridad del monte en vir-
tud de aquella sentencia. En sentencia de 21 de marzo de 2017 (RJ 2017/210) 
este mismo Tribunal se señala que “Otro tanto puede signifi carse de la pericial 
y sirva en este caso también lo ya argumentado en el fundamento jurídico 
tercero de la presente resolución. En el desarrollo del motivo noveno vuelve 
el recurrente a pretender una valoración de la prueba, fundamentalmente do-
cumental y pericial, en los mismos términos que se interesó en la demanda 
rectora de litis, con la pretensión de sustituir sus interesadas conclusiones por 
las alcanzadas en las resoluciones de instancia sin advertir en ningún momento 
de manera expresa que lo indicado por estas fuera absolutamente arbitrario o 
disparatado. Lo que supone, en consecuencia, la imposible alteración de los 
términos de las sentencias y la confi rmación de lo sostenido en las mismas, 
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al margen de que las conclusiones que alternativamente se ofrecen pudieran 
parecer a la Sala más acertadas y ponderadas en derecho, extremo insufi ciente 
para justifi car la modifi cación de la decisión adoptada”.

De todo lo anterior se deduce que se ha acreditado la existencia de un apeo 
del deslinde total del monte Faladora, perteneciente a la parroquia de Las Nie-
ves, en término de Ortigueira y un apeo del deslinde total del monte Pena-
grande, Corva, Teixido y otros, sito en Grañas, en término de Mañón que es 
aquel del que es titular la parte actora aquí recurrida y aquel en el que se ha 
demostrado que el demandado realizó la conducta de introducir un cierre in-
corporando a una fi nca suya parte de ese monte, de forma que tampoco desde 
esta perspectiva puede prosperar tal motivo del recurso y tampoco los que se 
derivan de él o lo complementan en relación con la supuesta confusión de lin-
deros por inexistencia de deslinde.

Esa jurisprudencia abunda en los requisitos de las acciones de deslinde ver-
sus las acciones reivindicatorias y en la necesidad de contar con una planime-
tría t amojonamientos previstos legalmente para evitar confl ictos similares al 
que ahora se resuelve y se dicen similares porque en realidad la parte actora no 
invoca una confusión de linderos, sino la alteración de uno de ellos intencio-
nalmente cual pericialmente se ha demostrado, hecho probado que no se puede 
desconocer en este recurso, cual como queda dicho reconoce explícitamente la 
parte recurrente pese a realizar valoraciones de esta índole a lo largo de todo 
el recurso.

AUDIENCIAS PROVINCIALES

Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, sección 16ª, de 19 
de enero de 2018 (AC 2018/18). Recurso de Apelación núm. 267/2016. Po-
nente: IIlma. Sra. María del Carmen Domínguez Naranjo. Acción confe-
soria de servidumbre de paso en Cataluña. No procede a la adquisición por 
usucapión, pues, se trata de un paso autorizado por negocio jurídico, no por 
simples hechos: existencia de contrato que autorizó el uso de un camino como 
paso entre una fi nca y otro camino, contrato vinculado a otro de arrendamiento 
celebrado con el masovero. Precisamente, el núcleo esencial del razonamiento 
de la sentencia apelada es que la posesión que, según los demandantes, habría 
dado lugar a la usucapión del derecho de servidumbre tuvo lugar en virtud de 
un contrato de arrendamiento, celebrado por el masovero que fue de la fi nca 
que hoy es de los señores Hugo y Esmeralda con el entonces propietario de 
la fi nca que se dice sirviente en la servidumbre que se pretende. La usucapión 
exige que una persona posea (o ejercite) el derecho de que se trate, como titular 
de ese derecho. La posesión, o ejercicio del derecho, debe ser en concepto de 
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titular del derecho. Es decir, debe consistir en la realización de los actos que 
son peculiares de ese derecho. Y en la realización de esos actos de forma públi-
ca y, además, pacífi ca, es decir sin oposición. Solo haciendo públicamente las 
cosas que caracterizan el derecho de que se trate puede adquirirse un derecho 
por usucapión, siempre que eso sea durante el tiempo legalmente establecido 
y que no medie oposición. En el presente caso los demandantes pretenden 
haber adquirido de ese modo una servidumbre de paso, con unas caracterís-
ticas determinadas. En concreto el derecho a usar para pasar el camino que 
se describe en el contrato fechado en 15 de agosto de 1934, aportado como 
documento 7 de la demanda y 1 de la contestación. No se pretende que se 
declare la existencia del derecho a pasar sobre cualquier lugar de la fi nca del 
demandado, sino el derecho a utilizar específi camente ese camino. Así resulta 
de la remisión que hace el suplico de la demanda al hecho quinto de la misma, 
como defi nidor de la servidumbre de cuya usucapión se trata. En el recurso 
de apelación los demandantes lo dicen también de forma muy clara. En su 
página 14, párrafo cuarto, se dice que la servidumbre cuyo reconocimiento se 
reclama es de paso permanente y está perfectamente delimitada en el terreno, 
a cuyo efecto se designa la delimitación contenida en el contrato de 1934. Es 
evidente, por tanto, que los demandantes quieren seguir usando el camino en 
cuestión, que está situado en la fi nca del demandado. El mismo camino a que 
se refi ere el repetido contrato de 1934. Ese contrato se celebró entre el propie-
tario de la fi nca NUM001 citada (o de la que ésta procede), que se pretende 
predio sirviente, y el masovero de lo que hoy es fi nca de los demandantes, D. 
Segundo. En la demanda se pretende que el uso del camino comenzó antes de 
la fi rma del contrato, pero de eso no hay la menor prueba. Lo cierto es que el 
uso del camino quedó autorizado mediante un negocio jurídico, que se tituló 
de arrendamiento, aunque se pactó a perpetuidad. Por tanto, el propietario de la 
fi nca NUM001 autorizó el uso mediante un negocio jurídico y es indiscutible 
que el uso del camino se realizó porque ese contrato así lo autorizó. El uso del 
camino, los actos en qué consistiría la servidumbre, fue pacífi co porque exis-
tió ese contrato. Por consiguiente lo que hizo el masovero de la fi nca que hoy 
es de los demandantes fue ejercitar unas facultades que le fueron conferidas 
mediante un contrato. Lo que hizo el masovero pero también lo que hicieron 
los propietarios, los de antes y los de después. La posición de los demandan-
tes en el litigio es esa, con toda evidencia. No es admisible que el masovero 
y quienes de él trajesen causa, usaran el camino en virtud del contrato y los 
propietarios, en cambio, lo utilizasen sin relación alguna con ese contrato. O 
sea, que coexistiesen un uso fundado en el contrato y un uso de puro hecho, 
al margen de las facultades conferidas por el contrato. Esto no es alegado por 
los demandantes. Éstos se refi eren al uso por la propiedad coincidiendo en 
el tiempo con la vigencia del contrato. En el hecho quinto de la demanda se 
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dice que desde las mencionadas fechas, primeros de la década de 1930 o en 
todo caso 1940, los propietarios de DIRECCION000 (la fi nca de los deman-
dantes) han estado utilizando ininterrumpidamente el camino para acceder a 
la fi nca, incluso después de fi nalizar la masovería. En el mismo hecho quinto 
de la demanda se dice después que han pasado más de 30 años de utilización 
continuada e ininterrumpida, contados desde el año 1934 en que el demandado 
reconocía que se venía utilizado el camino, o incluso contados desde 1940, 
año éste que se introduce porque hay dudas sobre si el contrato de constante 
mención se formalizó en 1934 o en 1940. En el recurso se dice, por ejemplo, al 
fi nal de la alegación quinta, que la cuestión es si la posesión del camino de ca-
rros por los propietarios a partir de 1934 se ha transformado en la servidumbre 
de paso cuyo reconocimiento se pide en el proceso. Por tanto hubo un contrato 
que autorizó el uso de un camino como paso entre una fi nca y otro camino, 
éste público. Esa utilización la realizaron tanto el masovero y sus dependientes 
(familiares o no) como los propietarios, y no se puede pretender que el uso por 
éstos fuese algo autónomo, no vinculado al contrato que celebró el masovero. 
Actuase éste o no en representación de la propiedad, lo cierto es que el contrato 
amparaba el uso del camino al que se refi ere la pretensión de los demandantes 
y lo cierto es, también, que los propietarios usaron el mismo camino a que se 
refi ere el contrato. No otro, ni de dimensiones distintas, sino exactamente el 
mismo. Por tanto, la utilización por los propietarios no fue un hecho, una suce-
sión de hechos puros, es decir, de hechos sin vínculo con un negocio jurídico, 
que es lo que caracteriza la posesión que fundamenta la adquisición de los de-
rechos. La usucapión consiste en adquirir derechos por el solo hecho de actuar 
el usucapiente, públicamente y sin oposición, como titular de esos derechos, 
de hacer las cosas que solo sus titulares pueden hacer conforme a la regulación 
de los derechos de que se trate. Pero aquí los propietarios de la fi nca que se 
pretende gravada autorizaron el uso mediante un contrato y no puede preten-
derse que los actos de utilización se desvinculen de esa autorización mediante 
contrato. En defi nitiva, aunque el masovero no obrase en representación de la 
propiedad, celebró un contrato del que derivó, sin duda, la posibilidad de que 
los propietarios realizasen el uso, del que derivó el uso por la propiedad. Sin 
ese contrato la propiedad de la fi nca que es NUM001 no habría permitido el 
uso, o no hay por qué suponer que lo habría permitido, precisamente porque el 
contrato nació para eso, para regular el uso y establecer un precio. Así pues, los 
demandantes y los anteriores propietarios de su fi nca no realizaron actuaciones 
de puro hecho, sino que actuaron porque un contrato lo autorizó y, por consi-
guiente, no pudieron adquirir el derecho real de servidumbre por usucapión. 
El uso que hicieron derivó de un negocio jurídico y no de la mera posesión. 
Por tanto, no pudo haber usucapión. Lo que hubo fue actuación conforme a un 
contrato. Y aunque se considere que, tras la extinción de la masovería, quedó 
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sin vigencia ese contrato y, por tanto, ya desde entonces, la posesión de la ser-
vidumbre de paso sí autorizaría a usucapir la misma, se ignora el período de 
tiempo durante el que se extendió esa posesión sin contrato y, por tanto, si se 
cumplió el plazo necesario para la usucapión.

Sentencia de la Audiencia Provincial de Badajoz, sección 3ª, 31 de enero 
de 2018 (JUR 2018/67856). Recurso de Apelación núm. 12/2018. Ponente: 
IIlmo. Sr. D Luis Romualdo Hernández Díaz-Ambrona. Resolución del 
arrendamiento rustico por falta de explotación. No procede por abandono. El 
solo hecho de que con carácter puntual el viñedo no esté limpio no permite ni 
mucho menos hablar de falta de explotación: tal vez no lo ha hecho con ex-
quisita diligencia, pero la demandada no ha dejado de explotar la fi nca: hubo 
retrasos en las labores, pero al fi nal las parcelas fueron adecuadamente aten-
didas, por lo que no estamos ante un incumplimiento y menos resolutorio: 
no se pueden resolver los contratos por cuestiones menores. Ciertamente, el 
artículo 25 c) de la Ley de Arrendamientos Rústicos permite la resolución del 
contrato por no explotar la fi nca, aun parcialmente, o destinarla, en todo o en 
parte, a fi nes o aprovechamientos distintos a los previstos contractualmente.  
Ahora bien, como puede suponerse, para determinar la resolución del con-
trato, la falta de explotación ha de tener cierta entidad. Debe ser relevante, 
sustancial. Como viene señalando de forma reiterada la jurisprudencia recien-
te del Tribunal Supremo, los principios generales del derecho y los criterios 
que inspiran los textos de armonización y desarrollo del Derecho contractual 
europeo, determinan que la conservación de los actos y negocios jurídicos re-
sulte prioritario en nuestro sistema jurídico (entre otras, sentencias 440/2014, 
de 28 de octubre, y 333/2014, de 30 de junio).  Y en lo que toca al presente 
asunto, por todo incumplimiento, a la arrendataria se le atribuye haber estado 
unos cuatro meses sin atender la fi nca. Como se desprende del propio contrato 
de arrendamiento (folio 5 de las actuaciones) las parcelas explotadas estaban 
destinadas al viñedo. Este tipo de plantación, por supuesto, necesita ciertas e 
importantes labores, como pueden ser labrar la tierra (aunque hay viñedos sin 
laboreo al emplearse herbicidas), curar las plantas, podarlas, cosechar las uvas, 
cuidar del riego si no es plantación de secano, etcétera. Ahora bien, a diferen-
cia de otros cultivos, no necesita un mantenimiento diario. Y el solo hecho 
de que, con carácter puntual, el viñedo no esté limpio, libre de malas hierbas, 
no permite ni mucho menos hablar de falta de explotación. Mantenimiento 
descuidado o irregular y falta de explotación son dos cosas completamente 
distintas. Don Julio hace supuesto de la cuestión: trata de identifi car la falta de 
explotación con que, en determinado momento, las faenas agrícolas se hayan 
demorado. Tal vez no lo ha hecho con exquisita diligencia, pero doña Adolfi na 
no ha dejado de explotar la fi nca. Como bien explica la juez de instancia en su 
sentencia, hubo retrasos en las labores, pero al fi nal las parcelas fueron adecua-
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damente atendidas. No estamos, ni de lejos, ante un incumplimiento y menos 
resolutorio. No se pueden resolver los contratos por cuestiones menores. En 
fi n, agotados con éste todos los motivos del recurso, la sentencia de instancia 
debe ser confi rmada íntegramente.

Sentencia de la Audiencia Provincial de Lleida, sección 2ª, de 20 de abril 
de 2018 (JUR 2018/114626). Recurso de Apelación núm. 863/2016. Ponen-
te: IIlma. Sra. Ana Cristina Sainz Pereda. Aparcería. Improcedencia de 
la reclamación de cantidad. Liquidaciones: mayor solidez y verosimilitud 
de las valoraciones y conclusiones de los dictámenes de los peritos de la parte 
demandada. Los aparceros tenían la legitima posesión de las fi ncas en virtud 
del contrato de aparcería, y en el mismo concepto continuaron ostentando la 
posesión, porque no se ha acreditado lo contrario (art. 521-6.2 CCCat) y así 
siguieron explotándolas durante los años 2009 a 2013, hasta la defi nitiva des-
vinculación acaecida con la entrega de la posesión a la propiedad en noviem-
bre de 2013, y de lo que ahora se trata, lo que pretende la propiedad, no es más 
que solventar las diferencias, es decir, la liquidación defi nitiva de ese estado 
posesorio derivado del contrato, con arreglo a los cálculos y a la valoración 
que estiman correcta según lo pactado (que es lo que debe prevalecer, según se 
deriva del art. 522-2 CCCat en relación con el  art. 1.254  y  1.255  CC), recla-
mando la diferencia respecto a las liquidaciones efectuadas por la contraparte, 
habiendo seguido una y otra parte las mismas pautas o criterios derivados del 
régimen contractual acordado en su día, con resultado diferente en cuanto a los 
benefi cios netos que corresponden a la propiedad, pretendiendo los demandan-
tes que dichas liquidaciones se efectúen de forma individualizada para cada 
uno de ellos, cuestión ésta que se analizará al resolver el recurso de la parte 
actora. En consecuencia, no puede admitirse el argumento de que los aparceros 
no tenían obligación de efectuar las liquidaciones, y tampoco cabe rechazar 
la pretensión de la parte actora so pretexto de que entre el año 2009 a 2013 el 
contrato estaba resuelto (desde 2007) porque así lo estableció la sentencia de 
30-4- 2010, debiendo mantenerse el criterio seguido en la sentencia impugna-
da que, en lo esencial, se ajusta al razonamiento seguido en la presente resolu-
ción, sin que se esté alterando o modifi cando la causa de pedir ni infringiendo 
en modo alguno el deber de congruencia que impone el  art. 218 de la LEC.

Sentencia de la Audiencia Provincial de Cuenca, Sección 1ª, de 6 de fe-
brero de 2018 (JUR 2018\97336). Recurso de Apelación núm. 327/2017. 
Ponente: IIlma. Sra. Mª Pilar Astray Chacón. Retracto en arrendamientos 
rústicos. Se desestima la caducidad de la acción. Computo del plazo de sesenta 
días desde el conocimiento sufi ciente y exacto de las condiciones de venta.

La primera cuestión que oponen los apelantes es la caducidad de la acción 
de retracto, en cuanto se interpuso transcurrido el plazo de sesenta días desde 
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que tuvo conocimiento de la venta, por entender existían manifi estos indicios 
de la situación de hecho, de modo que hubiera podido ejercitar la acción de 
retracto. Apela al interés de la seguridad del tráfi co jurídico, a la posibilidad 
real de conseguir un conocimiento idóneo para ejercitar el retracto y apela a la 
califi cación de “negligente” de la conducta del arrendatario que tuvo al alcance 
de su mano conocer dicha transmisión. Incide que el vendedor incluso le so-
licitó opinión sobre el precio de la venta, la existencia de un trato continuado 
entre vendedor y arrendatario, que ambos conviven en un pueblo pequeño, y el 
hecho de que cuando se produce una actuación física sobre la fi nca y formula 
denuncia ante la guardia civil, refi ere haber tenido conocimiento de la trans-
misión. Por dichos datos entiende que pudo utilizar medios para conocer las 
condiciones de la venta, limitándose a actos que califi ca de inefi caces como 
el requerimiento al notario, abocados al fracaso, dejando transcurrir un largo 
periodo hasta la solicitud de diligencias preliminares. Por lo tanto, apelando al 
conocimiento de la transmisión, entiende transcurridos en exceso los plazos y 
a mayor abundamiento aduce la caducidad durante la tramitación de las dili-
gencias preliminares, entendiendo que al menos, hubiera podido consignar en 
el juzgado el “precio” que “estimara conveniente”. 

La Sentencia de Instancia analiza con detalle la cuestión relativa al dies a 
quo del plazo para la acción de retracto, analizando la Jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo, para que, con cita literal de pronunciamientos relevantes sobre 
este particular, llegar a la conclusión de que el demandante no tuvo conoci-
miento sufi ciente y exacto de las condiciones de la venta hasta la práctica de la 
diligencia preliminar, motivo por el cual no puede entender caducada la acción 
de retracto.

Recoge así la Sentencia una inveterada y constante Jurisprudencia sobre di-
cha cuestión, relativa al cómputo de la caducidad de la acción ejercitada y 
que parte del principio general de que los plazos extintivos de una acción no 
comienzan sino desde que se pudieron ejercitar. Y el ejercicio de la acción de 
retracto requiere un conocimiento previo, exacto y sufi ciente de las condicio-
nes del contrato, lógico y consecuente para valorar la procedencia o no del 
ejercicio del mismo.

Cuando el apelante aduce la existencia de negligencia en el arrendatario, la 
existencia de relaciones entre éste y el vendedor, o el posible conocimiento de 
la intención de vender o la posibilidad de la realización de su transmisión, ob-
via que para facilitar el ejercicio del derecho de adquisición preferente regula-
do en la ley es el arrendador/ propietario, obligado a efectuar dicha notifi cación 
fehaciente y sufi ciente que se ha omitido, no ignorando los adquirentes deman-
dados la existencia del arrendamiento. Verifi cada dicha omisión, han de ser 
sufi cientemente probadas las apelaciones al conocimiento que se afi rma tuvo 
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el arrendatario de la transmisión, o de las posibilidades de su conocimiento. Y 
en este sentido nada aporta sobre lo ya analizado en la Sentencia de Instancia 
la parte recurrente, pues las meras apelaciones al conocimiento de que se había 
efectuado la venta no son sufi cientes para entender tuvo un conocimiento cabal 
de las condiciones de la misma. En orden a la posibilidad de conocer dichas 
circunstancias, no cabe aducir que el arrendatario utilizó medios abocados al 
fracaso, pues lo cierto es que utilizó los que creyó pertinentes no siendo fruc-
tuosos, y en consecuencia no medió el preciso conocimiento para el ejercicio 
de la acción, sino después de la práctica de las diligencias preliminares.

Como recuerda la STS de catorce de diciembre de 2009: “Este conocimiento 
de la transmisión debe haberse producido “con los detalles precisos y exactos 
de la misma”, dice la sentencia de 20 de mayo de 1981 que cita numerosas 
anteriores y la de 6 de febrero de 1992 declara asimismo que la jurispruden-
cia, en numerosas sentencias “exigen que el retrayente no sólo tenga cono-
cimiento de que la venta se ha efectuado e incluso de la identifi cación de los 
adquirentes, sino que su saber al respecto ha de abarcar los detalles completos, 
precisos y exactos de la transmisión, tanto esenciales como no esenciales”. 
Lo que remacha la de 25 de mayo de 2001 en estos términos contundentes y 
reiterativos: “exigen que el retrayente no sólo tenga conocimiento de que la 
venta se ha efectuado e incluso de la identifi cación de los adquirentes, sino 
que su saber al respecto ha de abarcar los detalles completos, preciso exactos 
de la transmisión, tanto esenciales como no esenciales... y Como se apuntó 
anteriormente, no pueden las partes que realizaron la transmisión de la fi nca y 
que no cumplieron el deber que impone el artículo 87 de la Ley de Arrenda-
mientos Rústicos de 1980 , faltando así a la buena fe precontractual, pretender 
aprovecharse y benefi ciarse que ello y buscando una interpretación que les 
es favorable de la norma, burlar el derecho de retracto que la ley reconoce al 
arrendatario, como expresión de la función social del derecho de propiedad”.

En cuanto a la polémica cuestión relativa a la posibilidad de ejercicio del de-
recho de retracto en supuestos de aportación a la sociedad legal de gananciales, 
no podemos sino coincidir en el análisis que sobre la presente cuestión realiza 
la Sentencia de Instancia, ya que no se le puede sino negar el mero carácter ins-
trumental, cuando dicha previa aportación se realiza el mismo día, de manera 
inmediatamente anterior y coincidente con la escritura de compraventa de la 
sociedad de gananciales. En este sentido, no cabe sino entender sufi cientemen-
te acreditada la legitimación pasiva de los demandados, compradores de la fi n-
ca arrendada, sin que, aún en el caso de transmisiones previas y diferenciadas 
en el tiempo, resulte preciso que el arrendatario que decide ejercitar su derecho 
de adquisición preferente demande a toda la cadena de causantes vigente el 
arrendamiento. La acción de retracto debe dirigirse contra el comprador que 
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ha devenido propietario de la fi nca, sin que haya necesidad de demandar a 
los vendedores, porque nada le afectan. En defi nitiva, vigente la condición de 
arrendatario, el demandante está legitimado activamente para ejercer la acción 
de retracto contra los compradores aquí demandados.

Sentencia de la Audiencia Provincial de León, sección 1ª, de 8 de febre-
ro de 2018 (JUR 2018/116090). Recurso de Apelación núm. 289/2017. Po-
nente: IIlmo. Sr. D Manuel García Prada. Servidumbres legales de paso y 
serventía: camino de servidumbre de 2 metros de ancho que transcurre entre la 
fi nca propiedad del demandado y la vivienda rural titularidad de la codeman-
dante con la que colinda. Todo propietario de una fi nca puede establecer en 
ella las servidumbres que tenga por conveniente, y el modo y forma que bien 
le pareciere, siempre que no contravenga ni a las leyes y ni al orden público; 
los otros codemandantes no aparecen en el título de constitución del gravamen 
como benefi ciarios del mismo, es decir, no tienen la condición de predio do-
minante.

Así se pretende el reconocimiento de una servidumbre de paso sobre la 
propiedad del demandado para acceso a las fi ncas de los actores –Serventia-. 
Se recoge en la sentencia de la Sección 2ª de esta Audiencia la defi nición de 
serventía, en ella se dice: “La “serventía” la defi ne el diccionario de la Real 
Academia como camino que pasa por terrenos de propiedad particular y que 
utilizan los titulares de otras fi ncas para comunicarse con los públicos, distinta, 
pues, como dice de la STS de 10 de julio de 1985, [….] de la servidumbre pro-
piamente dicha, dotada de un valor jurídico de que carece la “serventía” que 
sólo se refi ere a camino privado, sin requerir la existencia de predio dominante 
y sirviente, consustanciales de la servidumbre, por lo que no pueden confundir-
se, ni mucho menos presentarse como aspectos de la misma cosa; constituida 
sobre terrenos de la propiedad particular de cada uno de los colindantes, estos 
tienen el derecho de usar, disfrutar y poseer en común, a los efectos del paso, 
no pudiendo hablarse de propiedad de la misma, ni sea concedible el derecho 
individual a pedir su extinción, reducido sólo a la posibilidad de renunciar al 
derecho a su utilización […]. En este mismo sentido se pronuncia la STS de 
14 de mayo de 1993, y la posterior STS de 12 de abril de 2016 que defi ne [...] 
la serventía como la vía que pasa por terrenos de propiedad particular, que se 
constituye por voluntad de los propietarios colindantes, que han cedido terreno 
en la proporción adecuada a fi n de comunicarse con caminos públicos, seña-
lando que Es institución consuetudinaria que se mantiene y se respeta como 
algo presente y aceptado por los colindantes. Es una institución que se defi ne 
como presente, no como hecho histórico. En consecuencia, la fi nca de la actora 
linda con la servidumbre, o más propiamente “serventía” sin pasar ni incluirla 
en la medida de la fi nca. El límite de las fi ncas es la “serventía””. 
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Añadiendo que la serventía es una fi gura jurídica constituida por un paso 
o acceso para servicio de fi ncas colindantes, viniendo a constituir un camino 
particular de similar confi guración a un camino público pero para uso único 
de las fi ncas a que se refi ere. Es una institución propia de las Islas Canarias, 
Galicia y en la comarca del Bierzo en nuestra provincia como institución con-
suetudinaria. Así pues, como característica de la serventía es que el derecho 
de paso se materializa a través de un camino que no es propio o exclusivo de 
cada propietario de los terrenos por lo que discurre, sino común de todos los 
titulares de las fi ncas colindantes a las que sirve de acceso, de manera que 
la serventía crea una especie de comunidad sobre el espacio ocupado por el 
camino del que forman parte esos titulares, sin que, en consecuencia, pueda 
hablarse de relación de predio dominante y sirviente.

El primero de los pasos no es objeto de discusión en esta litis, basándose la 
reclamación que se hace en la demanda en el segundo, es decir, reclamando 
una serventía, como petición principal y subsidiariamente el reconocimiento 
de una servidumbre voluntaria de paso. La defi nición que anteriormente se 
hizo de la serventía lleva a desestimar la declaración como tal que se pide en 
la demanda, puesto que aquí nos encontramos con que un propietario cede 
una parte del terreno de la fi nca de su propiedad (en una anchura de 2 metros) 
para dar paso de entrada a la parte proporcional de la vivienda de Ángeles. 
Aquí no tenemos la cesión de parte de terreno por cada uno de los propietarios 
colindantes para darse paso o acceso a sus fi ncas, sino que uno de ellos, sobre 
su propiedad, reconoce el paso para otra que se sirva del mismo. Se desestima 
la petición principal que se contiene en la demanda referida al reconocimiento 
de una serventía.

En cuanto a la servidumbre de paso, los demandantes ejercitan una acción 
confesoria para el reconocimiento de la existencia de servidumbre de paso 
desde el camino antes referido de 4.50 metros de ancho que perpendicular a 
éste discurriría por la fi nca del demandado con una anchura de 2 metros de 
Norte a Sur. La servidumbre de paso de carácter permanente y discontinuo 
por necesitar de un hecho del hombre y por cuanto se usa a intervalos más o 
menos frecuentes y en tanto está a la vista continuamente revelando su apro-
vechamiento, es además positiva (art. 533 del C.C.) al imponer al dueño del 
predio sirviente la obligación de dejar hacer alguna cosa. En el caso estando 
acreditado el título de constitución de la servidumbre de paso a que antes nos 
referimos (sabido es que las servidumbres de paso sólo se pueden adquirir 
por título o prescripción inmemorial) se centra el análisis de la cuestión en 
si procede reconocer el derecho que se insta en la demanda y, en su caso, a 
favor de quien. La servidumbre cuya existencia proclaman los recurrentes y 
que niega la parte recurrida, se constituyó voluntariamente por el documento 
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antes referido (documento nº 9 acompañado con la demanda) por el propie-
tario del predio sirviente (el ahora demandado) y a favor de Ángeles (madre 
del codemandante Aurelio). El mismo manifestó en el acto del juicio que le 
cedió a Ángeles, su hermana, dos metros para acceso a su casa que tiene una 
puerta pequeña. El artículo 594 del CC dispone que todo propietario de una 
fi nca puede establecer en ella las servidumbres que tenga por conveniente, y el 
modo y forma que bien le pareciere, siempre que no contravenga ni a las leyes 
y ni al orden público. Los otros codemandantes no aparecen en el título de 
constitución del gravamen como benefi ciarios del mismo, es decir, no tienen la 
condición de predio dominante. Procede reconocer por todo lo argumentado la 
servidumbre de paso a favor del codemandante Aurelio en la forma que se re-
coge en el croquis elaborado por el perito Sr. Adelaida (folio 67 y siguientes), 
donde se describe la confi guración del terreno que ocupa la servidumbre, reco-
giéndose en dicho informe que el predio dominante tiene una puerta de acceso 
al citado camino.  Por todo lo expuesto procede estimar los motivos de recurso 
y acoger la petición subsidiaria de la demanda en cuanto al reconocimiento de 
una servidumbre de paso a favor del codemandante Aurelio. 
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EL CONSULTOR JURÍDICO

CELIA MIRAVALLES CALLEJA
Abogada 

I. ¿SE PUEDE PEDIR RESPONSABILIDAD A LA ADMINISTRACIÓN 
POR EL DESBORDAMIENTO DE UN RÍO O ARROYO?

Ante intensas lluvias puede ocurrir que un río o un arroyo se desborde por el 
mal estado de conservación de los mismos, y causen daños en las cosechas de 
las parcelas colindantes a su paso, debido al estado de abandono y progresiva 
degradación que presenten, ante el incumplimiento por la Administración de 
su deber de conservación y limpieza del cauce.

La responsabilidad será de la Administración, más concretamente de la Con-
federación Hidrográfi ca competente.

Podrá reclamar el agricultor que tenga los daños en sus parcelas, ya sea pro-
pietario, poseedor, cultivador o arrendatario de las tierras; debiendo acreditar 
en cada caso esta condición de propietario o cultivador mediante escrituras de 
propiedad o mediante contrato de arrendamiento o aparcería de las mismas. Y 
en su caso aportando la PAC.

La responsabilidad es de la Administración si la causa del desbordamiento 
del río o del arroyo reside en el incumplimiento por la Administración de su 
obligación llevar a cabo las tareas de mantenimiento, dragado, conservación y 
limpieza de acumulación de maleza de los cauces a la que se encuentra legal-
mente obligada (como por ejemplo el abandono del cauce de un río que debió 
ser dragado para que tuviera capacidad de desagüe).

En cuanto a la prueba de los daños producidos, se prueban con un informe 
pericial de la existencia y cuantifi cación de los daños y que los mismo se deben 
realmente a esa falta de mantenimiento, conservación y limpieza. Se pueden 
acompañar otras pruebas como fotografías, acta notarial, testigos, etc..

 Para ver si existe responsabilidad patrimonial del Estado hay que acudir a los 
art 32 y siguientes de la Ley 40/2015 de régimen jurídico del sector público y 
comprobar si concurren los requisitos legal y jurisprudencialmente exigidos:

a) La efectiva realidad del daño o perjuicio, evaluable económicamente e 
individualizado en relación a una persona o grupo de personas;
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 b) que el daño o lesión patrimonial sufrida por el reclamante sea conse-
cuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos en una 
relación directa e inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención de 
elementos extraños que pudieran infl uir, alterando, el nexo causal; 

c) ausencia de fuerza mayor, y
 d) que el reclamante no tenga el deber jurídico de soportar el daño 
Sin embargo, no procederá la indemnización de daños y perjuicios en los 

casos en que existe causa de fuerza mayor (por ejemplo, la inundación de la 
fi nca se debe exclusivamente a la intensidad de las lluvias torrenciales o a des-
tiempo y no al desbordamiento del río), o los daños se deba a la negligencia o 
la intervención de la propia víctima o de un tercero (por ejemplo, se han hecho 
obras que agravan o causan ese desbordamiento).

En cuanto a cómo ha de hacerse la reclamación, lo más conveniente es en 
primer lugar enviar una solicitud a la Confederación para que proceda a la 
limpieza y mantenimiento del cauce afectado, advirtiendo de los posibles da-
ños que se pueden causar. Si ocurre el desbordamiento y se ocasionan daños, 
hay que presentar ante la Administración titular una reclamación patrimonial, 
justifi cando y pidiendo los daños causados. La Administración tramitará el 
correspondiente expediente (en el que se incluye la emisión de informes y dic-
támenes, art. 81 ley 39/2015) y fi nalmente dictará una resolución que estime 
la reclamación o que la deniegue. Y en el caso de que la denieguen o que no 
conteste en el plazo de 6 meses (se entiende denegado, art. 91 ley 39/2015) 
quedaría la vía del contencioso administrativo.

II. ¿CÓMO PUEDO RECLAMAR LOS DAÑOS CAUSADOS POR LOS 
CONEJOS EN UNA FINCA RÚSTICA?

Ante la proliferación de los conejos y los daños que causan, para saber a 
quién reclamar hay que averiguar de dónde proceden los animales.

Si los conejos proceden de las cunetas o taludes de las carreteras hay que 
reclamar a la Administración (estatal, autonómica o municipal) que sea titu-
lar de la carretera; si proceden de las vías de tren y AVE al ADIF; y si proceden 
de las riberas de los ríos donde tienen sus madrigueras, a la Confederación 
Hidrográfi ca.

Si los conejos proceden de un coto de caza que no haya tomado medidas para 
evitar la proliferación de conejos, medidas que previamente debe autorizar la 
Administración, hay que reclamar al titular del coto de caza. Para comprobar 
quién es el titular del coto conviene pedir un certifi cado a la Consejería de 
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Medio Ambiente acerca de la titularidad y del tipo de animales que dicho coto 
tiene como aprovechamiento cinegético y de las medidas que se han tomado.

Respecto a quién puede reclamar los daños, podrá reclamar el agricultor 
que tenga los daños en sus parcelas, ya sea propietario, poseedor, cultivador 
o arrendatario de las tierras, debiendo acreditar en cada caso esta condición 
mediante escrituras de propiedad o contrato de arrendamiento o aparcería de 
las mismas.

En cuanto a la prueba de la existencia de los daños, la mejor forma de acre-
ditar los daños es mediante un informe pericial, que siga la evolución del desa-
rrollo de la planta y de los daños, con fotografías de los daños en los brotes y 
superfi cie inicial atacada por los conejos, que en su caso explique la manera de 
comer de los conejos y su diferencia con otros animales, hasta ver la evolución 
de las mismas, por si rebrotan, y fi nalmente que valore los daños causados si 
hay merma en la cosecha, con menos producción,  valorando la diferencia de 
producción real entre las zonas afectadas y las no afectadas por la acción de 
los conejos. Otras pruebas complementarias serían la declaración de testigos, 
fotografías de las madrigueras, acta notarial, y otros documentos que acredi-
ten la existencia de conejos, así como el informe pericial y facturas de ventas 
que acrediten los daños causados, etc. 

En cuanto al plazo para poder reclamar, si tenemos que reclamar a la Admi-
nistración, el plazo de prescripción para reclamar los daños por responsabili-
dad patrimonial derivada del mal funcionamiento de los servicios públicos es 
de un año desde que se producen los daños. Si tenemos que reclamar al coto de 
caza, el plazo de prescripción es de un año desde que se produce efectivamente 
el daño, que es cuando se recoge la cosecha y se comprueba si ha rebrotado 
el cereal y si los daños son mayores o menores de los inicialmente esperados.  

Respecto a qué hay que hacer para reclamar los daños, si la reclamación 
se dirige a la Administración, lo más conveniente es, en primer lugar, enviar 
una solicitud a la Administración para que proceda a la limpieza y desbroce 
de las cunetas, y que tome las medidas oportunas para evitar la proliferación 
de conejos, advirtiendo de los posibles daños que pueden causar. Si fi nalmen-
te los conejos causan daños, hay que presentar ante la Administración titular 
una reclamación patrimonial, justifi cando y pidiendo los daños causados. Los 
daños causados en la cosecha por los conejos se deben a un anormal o mal 
funcionamiento de los servicios de la Administración Pública que no ha lim-
piado ni ha mantenido en perfecto estado de conservación las cunetas, taludes 
o riberas donde tienen sus madrigueras. Los agricultores no tienen por qué 
soportar una mala gestión de la Administración ni soportar sus errores, por lo 
que la Administración está obligada a una reparación integral del daño sufrido 
en la cosecha. La Administración tramitará el correspondiente expediente (en 
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el que se incluye la emisión de informes y dictámenes, art. 81 ley 39/2015) y 
fi nalmente dictará una resolución que estime la reclamación o que la deniegue. 
Si la deniega o no contesta en el plazo de 6 meses (se entiende denegada, art. 
91 ley 39/2015) quedaría la vía del contencioso administrativo. 

En el caso de que la reclamación se dirija al coto de caza, lo primero será 
enviar una carta o burofax certifi cado con acuse de recibo al titular del coto 
de caza en cuanto se observen los primeros daños o mordidas en las plantas, 
a fi n de que el coto tome las medidas necesarias para evitar que los conejos 
sigan realizando daños y, en su caso, puedan valorar inicialmente los daños. 
En la carta se indicarán las parcelas afectadas, la superfi cie y el cultivo dañado. 
Posteriormente, una vez recogida la cosecha y comprobada la merma real de 
producción, es cuando deben cuantifi carse los daños por un perito y conviene 
enviar otra carta o burofax o a realizar un acto de conciliación reclamando di-
chos daños. En esta carta también hay que identifi car las parcelas, la superfi cie 
y cultivos afectados y además indicar la cuantía en que valoramos los daños. 
Si el coto de caza no se hace cargo de ellos, no quedaría otra solución que re-
clamarlos a través del juzgado.
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El Compendio de Derecho Agrario y Alimentario ha sido realizado por di-
versos Profesores universitarios especializados en la materia, correspondientes 
a distintas Universidades españolas.  Los temas han sido tratados tanto desde 
el Derecho Privado como desde el Derecho Público. El Compendio está dirigi-
do a estudiantes de Derecho y de Ingeniería del sector agroalimentario, aboga-
dos, biólogos, veterinarios, y profesionales relacionados con la agricultura y el 
desarrollo rural y con las ramas de la salud y seguridad alimentaria. Constituye 
el manual de base del Curso online de Derecho Agrario y Alimentario: https://
discentius.com/curso/curso-basico-de-derecho-agrario-y-alimentario-tp/

La obra está dividida en veinte capítulos, en los dos primeros se estudia el 
marco jurídico de la empresa agraria, su concepto, sus requisitos, el empresa-
rio agrícola: agricultor profesional, a título principal, a tiempo parcial y agri-
cultores jóvenes; y la explotación agraria, los elementos que la componen y las 
distintas clases: explotaciones agrarias prioritarias y de titularidad compartida.

El capítulo III se refi ere a la ordenación del territorio: la concentración par-
celaria y la unidad mínima de cultivo.

En el capítulo IV se analizan las cooperativas agrarias, las cooperativas de 
explotación comunitaria de la tierra y las sociedades agrarias de transformación.

Bajo el título de “Propiedades especiales” el capítulo V estudia, por una 
parte, la propiedad de las aguas: uso privado y titularidad privada de las aguas, 
y, por otra, de los montes: concepto y clasifi cación de los montes en públicos, 
privados y montes vecinales en mano común.

El capítulo VI analiza detalladamente los arrendamientos rústicos: su con-
cepto, los elementos subjetivos, reales y formales del contrato de arrendamien-
tos rústicos, la renta, la duración, gastos y mejoras, la transmisión, la termina-
ción del arrendamiento y la aparcería.

Los capítulos VII y VIII, se refi eren a distintos derechos reales que recaen 
sobre explotaciones agrarias. En el capítulo VII, referente a los derechos rea-
les de adquisición preferente, se hace un estudio exhaustivo del retracto de 
colindantes, tanto el regulado en el Código civil como en de la Ley de Mo-
dernización de las Explotaciones Agrarias, del tanteo y retracto en la Ley de 
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Arrendamientos Rústicos y del derecho de adquisición preferente en la Ley de 
Montes. En el capítulo VIII analiza como derechos reales de goce, por un lado, 
el usufructo: de viñas, olivares u otros árboles, de montes y el de ganado, y, 
por otro lado, las servidumbres: en materia de aguas, de paso, la medianería y 
la distancia entre plantaciones.

El capítulo IX estudia la problemática de la transmisión mortis causa de la 
explotación agraria, dando soluciones legales a través de distintas instituciones 
reguladas en el Código civil, entre ellas: la reducción de legado de fi nca que 
no admita cómoda división, la mejora en cosa determinada, la adjudicación de 
cosa indivisible o que desmerezca mucho por su división o la partición hecha 
por el testador al amparo del artículo 1056-2º del Código civil.

El capítulo X está dedicado a los seguros agrarios, donde se analiza el con-
cepto y tipos de riesgo, así como las principales características del sistema 
español de seguros agrarios.

Al estudio de las denominaciones de origen e indicaciones geográfi cas se re-
fi ere el capítulo XI, en el cual se analiza sus conceptos, el procedimiento para 
la inscripción de las mismas y los efectos de la inscripción.

El capítulo XII estudia la comercialización agroalimentaria, la mejora de la 
cadena alimentaria y la fi gura de las organizaciones interprofesionales agroa-
limentarias. 

Los capítulos XIII y XIV tratan de la Política Agrícola Común: el régimen de 
pagos básicos y pagos relacionados, de la regulación de la organización común 
del mercado única, y del desarrollo rural.

Los capítulos XV y XVI estudian la seguridad e información alimentaria. 
En relación a la seguridad alimentaria analiza el concepto de alimento, los 
principios de cautela y transparencia, la responsabilidad de explotadores de 
empresas alimentarias y la trazabilidad, la Autoridad Europea de Seguridad 
Alimentaria, el sistema de alerta, gestión de crisis y situaciones de emergencia. 
En cuanto a la información alimentaria al consumidor, estudia las menciones 
obligatorias que han de aparecer en el etiquetado de los alimentos.

Los capítulos XVII a XIX analizan los temas referidos a los organismos 
modifi cados genéticamente, a la propiedad intelectual: patentes y obtenciones 
vegetales, y a la sanidad animal y vegetal

Finalmente, el capítulo XX trata del medioambiente y agricultura, así como de 
la producción ecológica ya sea vegetal, ganadera o de productos transformados.

MARÍA JOSÉ CAZORLA GONZÁLEZ
 Profesora Titular de Derecho Civil. Universidad de Almería
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PALMA FERNÁNDEZ, JOSÉ LUIS.  Memento del Vino 2018-2019. 
Editorial Francis Lefevre, 2017, 663 págs; ISBN: 978-84-17162-33-7

Esta obra forma parte de la colección de mementos de la editorial y constitu-
ye una herramienta verdaderamente útil para todos aquellos que trabajan temas 
relacionados con el sector vitivinícola. 

La obra viene estructurada en seis grandes bloques que se recogen en el índi-
ce como “Partes” y que están, a su vez, subdivididas en “Capítulos” quedando 
estos últimos divididos en “Secciones”. 

La primera parte está íntegramente dedicada a aspectos relacionados con la 
vid, así, en su primer capítulo, lleva a cabo una recopilación de la normativa 
que afecta a los derechos reales vinculados a las formas de tenencia de la vid, 
está por tanto dedicada al derecho privado que afecta a este cultivo. La sección 
segunda se centra en aspectos administrativos al dar cuenta de los regímenes 
de plantación de viñedo en el cual hace una buena recopilación de la normativa 
en todos los ámbitos llegando a cada Comunidad autónoma e incluye, además, 
formularios para dar inicio a los expedientes necesarios. Los capítulos tres a 
siete se dedican a aspectos técnicos y formales relacionados con la variedad de 
la planta, registro vitícola, etc.

El capítulo ocho nos da una visión de las medidas de apoyo con que cuenta 
este cultivo facilitándonos, de nuevo, la documentación que podría resultar 
necesaria para los interesados en alguna de las ayudas contempladas. Por úl-
timo, el capítulo noveno recoge la normativa técnica sobre la problemática de 
plagas. 

La parte segunda está dedicada por completo al vino y sus derivados como 
productos agroalimentarios destina el capítulo primero a categorizar los di-
ferentes productos obtenidos del cultivo de la vid; los capítulos dos a cuatro 
recogen la normativa que regula la producción del vino, así como su almace-
namiento y comercialización, el capítulo quinto es el encargado de tratar lo 
relacionado con etiquetado y presentación e identifi cación de productos vitivi-
nícolas. El capítulo sexto se centra en el resto de productos vitícolas. 

Es en la parte tercera donde encontramos el bloque centrado en los signos 
distintivos de calidad de los vinos, dedicándose el capítulo primero a las De-
nominaciones de Origen e Indicaciones Geográfi cas Protegidas (desde la nor-
mativa comunitaria a las normas que rigen en las distintas CCAA) y el capítulo 
segundo a los términos tradicionales.

La parte cuarta se centra en las diferentes instituciones que, de manera prin-
cipal o secundaria, participan en el sector vitivinícola así: el capítulo primero 
está dedicado a al OIV, el segundo a la UE, quedando los capítulos tres a 
cinco para los diferentes niveles de la administración del Estado español, se 
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destina el sexto a temas relativos al resolución de confl ictos competenciales. 
Los capítulos siete y ocho se refi eren a las cooperativas agrarias vitivinícolas y 
las Organizaciones Interprofesionales Agroalimentarias, en lo relacionado con 
el vino. Finalmente, la federación española del vino es el objeto del capítulo 
noveno.

La quinta parte está orientada los diversos aspectos de trazabilidad y cadena 
alimentaria, de este modo, el capítulo primero y segundo van a recoger la nor-
mativa de cadena alimentaria y los contratos relacionados, respectivamente. 
En el capítulo tercero: la Agencia de Información y Control Alimentarios. La 
obra reserva el cuarto capítulo de esta parte al a regulación normativa de las 
diferentes profesiones cualifi cadas relacionadas con el mundo del vino (enólo-
gos y diferentes tipologías de técnicos).

La sexta y última parte va a quedar referida a los aspectos fi scales especiales, 
es decir los impuestos especiales, que afectan a la actividad del sector vitivi-
nícola, el capítulo primero se destina a las normas comunes a los Impuestos 
Especiales de Fabricación mientras que, el capítulo segundo va a encargarse de 
recoger todos aquellos aspectos legales relacionados con la circulación en el 
mercado de los productos gravados con estos impuestos especiales. El capítulo 
tercero recoge la normativa aplicada al impuesto sobre el alcohol y las bebidas 
alcohólicas.

En último lugar cabe destacar que la obra incluye, como anexo, una tabla 
alfabética que nos permite acceder de forma rápida y sencilla a todo lo con-
tenido en el memento sobre alguna cuestión o término concretos. Hay que 
señalar también que, a lo largo de la obra, no solo encontramos legislación 
sino también la jurisprudencia más relevante en relación con los temas trata-
dos, así como diversos apartados aclaratorios y ejemplifi cativos que ayudan 
a una mejor comprensión de la norma. Sin olvidar, por último, la posibilidad 
que nos ofrece de consultar, a través de su web, la regulación de los consejos 
reguladores españoles.

Nos encontramos, por tanto, ante una obra de referencia, bien estructurada, 
clara y concisa en cuanto a sus aportaciones y extremadamente útil para ob-
tener documentación relativa a los diferentes procedimientos administrativos. 

 ISAAC DE LA VILLA BRIONGOS 
Investigador predoctoral en la Universidad de Castilla-La Mancha.
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Ministerio de Agricultura, Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, 2018. 
6ª edición. 391 págs.

La obra que nos presenta Palma Fernández analiza una serie de temas agra-
rios y alimentarios desde una visión jurídica-pública, teniendo en cuenta la 
normativa comunitaria, nacional, autonómica y local. 

El libro se encuentra dividido  en 40 capítulos.
Los siete capítulos primeros tratan del concepto y caracteres del Derecho 

administrativo agrario; las funciones de la Administración respecto a la agri-
cultura; de la Administración Europea y la Política Agrícola Común, estudia el 
mercado común agrícola y sus orígenes, los objetivos de la Política Agrícola 
Común, las Organizaciones Comunes de Mercado y la Política de estructu-
ras: los fondos agrícolas comunitarios; trata de la Administración General del 
Estado, destacando el papel del Ministerio de Agricultura desde sus orígenes 
hasta la actualidad; de la Administración de las Comunidades Autónomas, el 
reconocimiento competencial en materia de agricultura y los instrumentos de 
colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas: los órganos de 
cooperación, la planifi cación y programación conjunta de actuaciones, los 
convenios de colaboración, las encomiendas de gestión y la participación en 
los procesos normativos internos y externos; y de la Administración Local y la 
agricultura, centrándose en la organización y competencias de las Corporacio-
nes Locales en materia agraria: bienes de las Corporaciones Locales, montes, 
concentración parcelaria y medio ambiente.

Un segundo bloque de capítulos, del VIII-XII, tratan sobre la intervención 
administrativa sobre la tenencia de tierras y propiedad agraria; la reforma 
agraria; el desarrollo agrario; la función social de la propiedad agraria en la 
Constitución Española de 1978; y la explotación agrícola, los elementos que la 
integran, diferenciando la explotación agrícola de la empresa agraria desde la 
perspectiva del Derecho Público.

Los capítulos XIII a XVI analizan la acción administrativa ante los riesgos 
naturales extraordinarios: sequía, inundaciones, heladas e incendios forestales; 
la sanidad animal, la sanidad vegetal y los productos fi tosanitarios.

En los capítulos XVII a XXI se estudia las producciones agrícolas, ganade-
ras y forestales; el medio ambiente y la agricultura, analizando los siguientes 
principios: el de implantación progresiva de la norma ambiental en el ámbito 
rural, el principio de homogeneización de la penetración de la norma ambiental 
en el ámbito agrario, el de adaptación y el principio de mutabilidad; también 
trata la producción agrícola ecológica; el régimen jurídico de modifi caciones 
genéticas de organismos animales y vegetales; las semillas y plantas de vivero.
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Los capítulos XXII a XXVI tratan de las industrias agrarias, de la comer-
cialización de productos agrarios, de la cadena alimentaria y su regulación 
jurídica y de las organizaciones interprofesionales agroalimentarias.

Los capítulos XXVII a XXIX se refi eren a las denominaciones de origen; a 
la seguridad y calidad alimentarias; y a las infracciones y sanciones en materia 
agroalimentaria.

El capítulo XXX está dedicado al agricultor desde el punto de vista adminis-
trativo y en el XXXI a la Seguridad Social Agraria analizando la Ley 28/2011, 
de 22 de septiembre, por la que se procede a la integración del Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad Social en el Régimen General de la Seguridad Social, 
creando un sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios.

Un nuevo bloque de capítulos, del XXXII al XXXVIII, analizan el asocia-
cionismo agrario agrícola; las organizaciones de productores agrarios; las So-
ciedad Agrarias de Transformación; las cooperativas agrarias; los pósitos agra-
rios; las cámaras agrarias; las comunidades de regantes en la Ley de Aguas y la 
modernización de los regadíos.

El capítulo XXXIX se refi ere a los seguros agrarios, analizando la Ley 
87/1978, de 28 de diciembre, de seguros agrarios combinados en cuanto a los 
principios, funcionamiento y objetivos del sistema de seguros agrarios, a los 
tipos de seguro agrario y a las catástrofes o calamidades excepcionales.

Finalmente, el capítulo XL estudia los sistemas alternativos de resolución de 
confl ictos agroalimentarios: la mediación y el arbitraje.

FRANCISCO MILLÁN SALAS
Director de la Asociación Española de Derecho Agrario






